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SUMARIO. — Idea y fundamento del Derecho Internacional. 
— Su definición. — Acepción de la palabra Derecho de Gren- 
tes. — División del Derecho Internacional. — Fuentes del 
Derecho Internacional. — Existencia y caracteres de la 
ley Internacional; su fuerza obligatoria. — Sipnosis ó plan 
general del curso. 

Derecho Internacional es el que regla y dirije las 
relaciones de los estados entre sí. Como una de las 
manifestaciones del dogma jurídico, como regla positiva 
de obligación entre las naciones, como elemento civi- 
lizador y por su influencia en los progresos de las so- 
ciedades y en la mejora de la condición social del hom- 
bre, su estudio tiene un lugar muy importante entre 
las ciencias jurídicas y su historia es la de una de 
las fases más características de los progresos humanos. 

Pero antes de entrar en el detalle de sus reglas y 
elementos, y de encargarnos de su exposición bajo el 
triple aspecto filosófico, positivo é histórico que él com- 
prende, será preciso llegar por un breve análisis á la 
determinación del fundamento y de la realidad objeti- 
va del Derecho Internacional y de la ciencia que tiene 
por objeto exponer sus principios. 

Imposible sería concebir ni explicar el conjunto de 
fenómenos que se realizan en el mundo visible y ma- 
terial de un modo simultáneo y armónico, y la existen- 



cia de los seres que lo pueblan, sin que aparezca des- 
de luego la noción de un principio que regule el movi- 
miento y acción de ellos y que conserve la unidad y el 
orden, en medio de tan constante variedad. La con- 
cepción de la ley física ó natural es pues, coetánea á 
la percepción de los fenómenos del universo y á la más 
breve observación de la existencia simultánea de los 
seres y de la perfecta unidad que existe entre los ele- 
mentos de cada uno. 

Idéntica noción aparece en el espíritu en presencia 
de los fenómenos del mundo moral y de la coexisten- 
cia de los seres libres. 

Prescindiendo de los actos de estos, en cuanto se 
juzgan en relación exclusiva á sus motivos y en com- 
paración con el principio que debe regularlos, es indu- 
dable que siendo el hombre esencialmente social, im- 
pulsado á vivir en sociedad con sus semejantes por 
una inclinación irresistible; y siendo la sociedad la úni- 
ca explicación racional y de hecho de la conservación 
y desenvolvimiento del hombre físico y del hombre 
moral, el principio ó regla de la voluntad de ese ser 
libre, aparece bajo un nuevo aspecto, esto es, como la 
ley inmutable que dirije sus acciones limitando el ejer- 
cicio de su libertad exterior, para ponerla en armonía 
con la de los demás. De manera que, en este orden 
se percibe también la necesidad de una ley; esta ley 
es el derecho, cuyo aspecto ó carácter fundamental es 
el justo límite impuesto á la libertad exterior de los 
hombres. Y así viene á ser la idea del derecho, una 
consecuencia de la idea de sociedad y no al contrario, 
á nuestro juicio, aunque así lo establezca un publicis- 
ta notable de nuestros tiempos, (i) 

Pero el principio de sociabilidad, como necesidad y 
como hecho, no se refiere solamente al hombre, indi- 
vidualrnente considerado. En el cumplimiento de ese 



(1) Rouseau Encyclopedie du Droit-pág, 5. 
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destino provindencial que sujeta á los hombres á vivir 
en sociedad, debemos distinguir grados por los cuales 
somos conducidos á llenar de un modo más perfecto 
el fin común señalado á la humanidad por los desig- 
nios de Dios. 

De la consideración abstracta de los vínculos del de- 
recho que ligan á los hombres entre sí, debemos pasar 
en el orden histórico y racional, á la de las unidades 
morales, constituidas por asociaciones más ó menos ex- 
tensas, en cuyo seno está llamado el hombre á cum- 
plir su destino como ser moral. Así es como llegamos 
á la concepción de las diversas fases del Derecho, co- 
mo regla universal aplicable á la unidad moral de la 
tribu, del común 6 municipio, del Estado y á la gran- 
de unidad moral del género humano. 

El dogma jurídico ó principio fundamental del de- 
recho se revela pues bajo múltiples y variadísimos as- 
pectos; como Derecho Privado, en cuanto rije la liber- 
tad exterior de los hombres, en sus relaciones indivi- 
duales; como Derecho Público interior, en cuanto se 
refiere á las relaciones del poder ó autoridad en él 
Estado, con los individuos que, de un modo accidental 
ó permanente, forman parte de la asociación que lo ha 
constituido; como Derecho Internacional, por último, 
en cuanto preside las relaciones y conducta de las na- 
ciones entre sí. 

Así como la idea del derecho bajo su fase más gene- 
ral, nace de la consideración de que el hombre para 
conservarse y desarrollarse, necesita de ciertos medios 
externos que le ponen necesariamente en relación con 
sus semejantes, por el ejercicio de su libertad, para 
llenar su fin propio y peculiar, en armonía con el fin 
general, así también el conjunto de condiciones nece- 
sarias para que cada nación cumpla su fin propio y pe- 
culiar, en armonía con el de las demás, constituye su 
derecho. 

El fundamento del Derecho Internacional existe 
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pues, en la naturaleza moral y social, del hombre, que 
concurriendo libremente á la constitución de diversas 
unidades morales, en cuyo seno desenvuelven en gra- 
do diverso los elementos de su perfectibilidad progre- 
siva, ha formado la nación con los caracteres de indi- 
vidualidad que le son propios. 

Después del breve análisis que procede, apenas es 
necesario que nos detengamos para afirmar la realidad 
objetiva del derecho fundamental entre las naciones. 
Hemos visto que la ley jurídica es una concepción ne- 
cesaria, dada la coexistencia de los seres morales y pa- 
ra el ejercicio regular de su libertad, en el vastó cam- 
po abierto á sus facultades en la vida exterior. Nada 
es más lógico, por lo tanto, que concluir en la exis- 
tencia de una regla cierta y efectiva, que se impone á 
la razón con los caracteres de la certidumbre más per- 
fecta, y á la conciencia con el imperio de lo que es sus- 
tanciaímente justo y bueno. En el orden de las con- 
cepciones morales, nada hay arbitrario, sino por una 
aberración; y mucho menos trarándose de nociones 
fundamentales y primitivas, á las cuales, por otra par- 
te, se ha rendido el tributo de la más acatada sumi- 
sión por la conciencia humana. 

La concepción de esa ley tiene su origen onto- 
lógico en la de una inteligencia suprema y eterna, 
que ha constituido la armonía universal, una de 
cuyas fases principales es el Derecho; en la omnipo- 
tente voluntad que ha trazado un fin á todo lo creado 
y en el inconstrastable poder que todo lo dirije. Si re- 
conocemos y sentimos, pues, la existencia de un fin co- 
mún y providencial para los hombres, si este es una 
realidad y no una simple abstracción, es también una 
realidad la ley que preside esos destinos, ya se la con- 
sidere como una entidad ontológica ó noción absoluta, 
ya como una manifestación de la inteligencia y poder 
infinitos, ya, en fin, como un hecho en el curso histó- 
rico de las relaciones de los pueblos. 
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La ciencia del Derecho Internacional, tiene en con- 
secuencia, un fundamento positivo y un campo vasto 
y fecundo para exponer y depurar de errores una doc- 
trina que, regularizando y estableciendo bases justas 
y sólidas, en las relaciones de los pueblos, asegure la 
paz entre ellos y con esto el curso normal de los pro- 
gresos humanos. 

De este ligero análisis sobre el fundamento y reali- 
dad del Derecho Internacional, debemos pasará su de- 
finición. 

DEFINICIÓN DEL DERECHO INTERNACIONAL 

— La definición que cada publicista ha dado del 
Derecho Internacional ha dependido por lo común del 
principio sistemático de la escuela á que ha perteneci- 
do. Así Grocio, por ejemplo, para quien el Derecho de 
Gentes se funda en el consentimiento de las naciones, 
lo define según este carácter esencial. El error del sis- 
tema conduce á su imperfección al determinar sus ele- 
mentos y nociones principales. Un Derecho Interna- 
cional fundado exclusivamente en el libre consentimien- 
to, carecería de base jurídica y de fuerza obligatoria. 
Si el derecho como principio absoluto es inmutable y 
como ley es una, aunque múltiple en sus manifestacio- 
nes, es evidente que no puede depender de la mudable 
voluntad humana, sin estar sujeta á las necesidades, 
intereses y pasiones, que nada tienen de permanente 
ni de universal. Aunque nada expreso consintieran los 
hombres, el Derecho Internacional existiría y sus prin- 
cipios serían, como son, eternos y obligatorios. El 
error de la definición nace de no haberse distinguido 
en el Derecho Internacional su realidad objetiva de su 
carácter subjetivo; y en este lo que hay de incondicio- 
nal absoluto y permanente, como los derechos primiti- 
vos, cuya intigridad es condición fundamental de la 
existencia y desarrollo de toda persona física ó moral. 
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de lo mudable y relativo en la vida de los hombres y 
de las sociedades, como son sus necesidades eventua- 
les y sus intereses transitorios. 

Lo mismo puede decirse de otras definiciones fun, 
dadas en un principio falso 6 incompleto. La de Wolf- 
parte del consentimiento presunto de las naciones; á 
la cual puede aplicarse, sin ninguna variedad, lo que 
acabamos de exponer; y la de Vattel en la existencia 6 
ficción de una supuesta república entre las naciones. 

La definición de Halleck que establece que el Dere- 
cho Internacional es el conjunto de reglas aceptadas 
por la razón natural como obligatorias á todos los hom- 
bres, es insuficiente. Aunque ella comprenda el prin- 
cipal elemento del Derecho Internacional, prescinde 
de su carácter de ley positiva, que es hoy uno de sus 
caracteres distintivos y uno de los aspectos bajo los 
cuales tiene que considerarla el hombre de ciencia y 
el estadista. 

Wheaton, publicista de gran nota de la escuela posi- 
tiva, no reconoce otro Derecho Internacional, que el 
conjunto de preceptos 6 práticas que estén hoy admi- 
tidas como reglas de conducta entre las naciones, que 
pueden modificarse según lo exija el bienestar y con- 
veniencia de cada una. Esta definición como se vé 
carece de carácter científico y hasta de utilidad prácti- 
ca, porque es tanta su vaguedad é inconsistencia, como 
es agena en su principio á toda noción jurídica y en 
su carácter á toda regla obligatoria. 
. Prescindiendo del examen de otras muchas definicio- 
nes que, aunque diferentes en sus términos de las ya 
enunciadas, pertenecen á una ú otra escuela, debemos 
reconocer como indudable, que hay en el Derecho In- 
ternacional como conjunto de reglas obligatorias y co- 
mo ciencia jurídica, dos elementos distintos, aunque 
intimamente enlazados. El elemento que podemos lla- 
mar teórico ó filosófico y el elemento positiva ó prác- 
tico. 
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La razón natural y el sentido moral no nos permi- 
ten confundir lo que es esencialmente justo y bueno, 
con lo que es injusto y malo. Con el auxilio de esta 
doble luz, el hombre ha llegado á formular un código 
cada vez más extenso de principios invariables de jus- 
ticia, que en todo orden reconoce como la regla de 
sus actos y como el límite racional en el ejercicio de 
su libertad exterior. Hé aquí el elemento filosófico del 
Derecho de Gentes fundado, en un principio preexis- 
tente y superior á la voluntad humana y como tal in- 
mutable. 

Pero, en contraposición á la inmutabilidad del prin- 
cipio jurídico, se presenta la infinita variedad en el 
grado de perfección y desarrollo de los hombres y de 
sus múltiples necesidades con relación á situaciones 
instables y á condiciones transitorias. La medida, sino 
la regla, de sus obligaciones positivas en cuanto á 
esos objetos, es entonces la utilidad y conveniencia, 
que explica y legitima lo que hay de positivo y exigi- 
ble en los derechos humanos, en situaciones dadas 
y para objetos determinados. Hé aquí el segundo 
elemento á que nos habíamos referido y de que 
no es posible prescindir al dar una noción comple- 
ta del Derecho Internacional y de la ciencia que lo 
expone. 

De aquí podemos concluir que el Derecho Interna- 
cional, es el conjunto de reglas racionales y de institu- 
ciones positivas que rigen las f elaciones de las naciones 
entre sí en los estados de paz y de guerra y que tiene 
por objeto tesolver sus conjlictos. 

Acepción de la palabra '^Derecho de Gentes." 

— Esta voz parece derivarse ácXjtis gentiún de los ro- 
manos, bajo cuya denominación se conocia el conjun- 
to de principios de justicia natural y de equidad apli- 
cables á ciertas relaciones de derecho privado, sobre 
las cuales nada existía en el derecho escrito ó tradicio- 
nal de los romanos, ó bien para decidir las cuestiones 
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entre extranjeros y subditos de Roma, á los cuales no 
alcanzaba el privilegio de ser juzgados según los prin- 
cipios y ritualidades del derecho civil. 

En un pueblo civilizado y de sentido esencialmente 
jurídico, como era el romano, la fuerza del principio 
no podía desconocerse, aún para ser aplicado á los que 
no pertenecían á la comunidad política que absor- 
vía, en cierto grado, la vida y relaciones de derecho 
privado entre los ciudadanos. El sentido natural ó las 
reglas de razón escrita, admirablemente trazadas en 
los inmortales monumentos de su legislación y de las 
exposiciones de sus jurisconsultos, constituyen tam- 
bién un derecho llamado de las Gentes, porque este 
nombre se aplicaba á los pueblos que no formaban par- 
te de la comunidad de Roma y que el tiempo modifi- 
có ampliando el limitado y estrecho círculo de su de- 
recho civil. 

La confusión hecha por algunos publicistas entre el 
derecho puramente natural y el que hemos analizado 
y definido como Derecho Internacional, es sin duda 
la causa de que á este se le haya denominado Derecho 
de Gentes, habiendo sido según parece, Suchi el pri- ^ 

mero que le dio esta denominación. Escribrió á prin- 
cipios del siglo XVII. 

Se atribuye también á Jeremías Bentham la de De- 
recho Internacional que es la que actualmente conser- 
va el derecho entre las naciones. 

División del Derecho Internacional. — Los tra- 
tadistas han establecido muchas divisiones del Dere- 
cho Internacional, de las que prescindiremos en su 
mayor parte, en razón de reposar en distinciones su- 
tiles y carecer de utilidad práctica y nos concretare- 
mos á enumerar las que marcan realmente diversos 
aspectos en el Derecho Internacional. 

Bajo el punto de vista de su autoridad, se divide en > 

filosófico y posithw\ á\^\mQ\(iVí (:\}x^ también es aplica- 
ble considerándolo subjetivamente, en cuyo caso se 
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podría distinguir en absoluto ó primitivo, y relativo ó 
secundario. 

El derecho internacional filosófico es el que está 
constituido i>or reglas que la razón y la conciencia re- 
conocen como obligatorias en las relaciones de los es- 
tados entre sí, es decir, el dogma jurídico como pre- 
cepto anterior é inmutable rigiendo la múltiple variedad 
de las relaciones humanas. 

El derecho internacional positivo es el conjunto 
de reglas establecidas como obligatorias por el consen- 
timiento de las naciones. El derecho positivo se divi- 
de en convencional y consuetudinario. El convencio- 
nal es el que se deriva de los pactos expresos celebra- 
dos por las naciones; y el consuetudinario está consti- 
tuido por el conjunto de reglas prácticas observadas 
regularmente por las naciones en sus relaciones co- 
munes; de manera que su autoridad reposa sobre el 
consentimiento presunto. 

No nos detendremos más en estas distinciones, que 
como dice Halleck, además de ser vm tanto arbitrarias, 
sólo ofrecen utilidad cuando es necesario señalar las 
fuentes de la jurisprudencia internacional y determi- 
nar la naturaleza y extensión de los deberes interna- 
cionales en situaciones dadas para los Estados. 

Otra división importante es la que reposa sobre el 
carácter de las relaciones regidas por el Derecho In- 
ternacional. Bajo este punto de vista se divide en De- 
recho Internacional Público y Privado: el primero es 
el que tiene por objeto regir los conflictos de derecho 
público entre las naciones; y el segundo está constitui- 
do por el conjunto de reglas á que debe sujetarse la 
aplicación de las leyes de vm país en territorio extran- 
jero y la resolución de los conflictos de jurisdicción y 
de derecho privado entre ellas. Solamente el prime- 
ro es el que forma la materia de nuestro estudio. 

Por último, puede también dividirse el Derecho In- 
ternacional, bajo el punta de vista histórico en siete, 

2 
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épocas diferentes que marcan progresos incontesta- 
bles en el reconocimiento y aplicación de los precep- 
tos de la ley internacional, ó grandes acontecimien- 
tos históricos que han tenido sobre él y en su desarro- 
llo una influencia positiva. 

Bajo este aspecto el Derecho Internacional puede 
dividirse en siete épocas diferentes. La r.*^ desde la an- 
tigüedad hasta la caída del Impeiio Romano el año 476 
de nuestra era; la 2^ desde la caída del Imperio Ro- 
mano hasta \2i pas de Wesfalia en el año 1648; la 3*V 
desde esta fecha hasta la "paz de Utrech" en 1713; 
la 4^ desde la "paz de Utrech" hasta la guerra de siete 
años\ la 5'^ desde 1763 hasta la "Revolución France- 
sa" de 1 789; la 61^ desde la "Revolución P'rancesa" 
hasta 1 8 14 y 181 5, fechas de los congresos de París y 
Viena, que variaron la faz del Derecho Público Euro- 
peo, así como la extensión territorial y constitución 
política de algunos Estados; y la 7^, por último, desde 
el congreso de Viena hasta nuestros días. 

No es posible determinar, ni de un modo breve y si- 
nóptico, la razón de haberse fijado estas épocas como 
principio cada una de una nueva faz ó desenvolvimiento 
del Derecho Internacional; porque ésto importaría tra- 
zar su historia completa, lo cual no está en los límites 
de nuestro plan y forma la materia de un estudio sepa- 
rado; pero tendremos, sí, ocasión de hacer notar en el 
curso de nuestras lecciones, la decisiva influencia que 
aquellas grandes épocas históricas y los acontecimien 
tos que las han marcado, han ejercido en el desarrollo 
y en la sanción del Derecho Internacional. 

FUENTES DEL DERECHO INTERNACIONAL 

Ya hemos visto que el Derecho Internacional debe 
estudiarse bajo su aspecto positivo, y que por lo tan- 
to la ciencia de que nos ocupamos no es puramente 
especulativa y mucho menos de carácter empírico. Su 
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estudio debe abrazar lo que concierne al derecho ab- 
soluto é inmutable y lo que se refiere á los precep- 
tos positivos establecidos como regla de conducta en- 
tre las naciones, según sus necesidades transitorias, el 
estado de su civilización y el número y el carácter de 
sus relaciones. Y como es necesario partir de las re- 
glas que son una deducción inmediata de los prin- 
cipios de la justicia absoluta y por otra parte hacer la 
crítica racional de las instituciones del. derecho secun- 
dario, importa que fijemos, desde ahora, cuáles de- 
ben ser esos principios de critica á que debemos ocurrir, 
para establecer, con probabilidades de acierto, lo que 
es ó debe ser la regla uniforme de las naciones en sus 
relaciones mutuas. Esos medios de comprobación son 
'v fuentes del Derecho Internacional. 

*^olan las reduce á tres que son: el dereche filo- 
:o, los tratados ó convenciones y la costumbre. Pe- 
en esto, á nuestro juicio, hay un error; el derecho 
ilosófico, no es propiamente hablando una fuente del 
derecho internacional, sino un elemento esencial y 
constitutivo de él. Y si la palabra fuente designa para 
nosotros el criterio ó medio de comprobación á que, 
según los casos y sucesivamente, debemos acudir para 
establecer de un modo incontestable el imperio ó fuer- 
za obligatoria de una regla internacional, es evidente 
que el derecho filosófico ó natural no puede constituir 
una fuente en el sentido indicado. La clasificación de 
Ortolan no solo es impropia sino también incompleta; 
porque si, ocurrimos á las fuentes de derecho interna- 
cional, como medios de crítica ó de investigación, es 
evidente que, en el orden práctico, estos no se encuen- 
tran reducidos solamente á los tratados y á la cos- 
tumbre. 

Vamos por nuestra parte á señalar las principales. 

Escritos de publicistas. — Esta fuente del derecho 

internacional, es de la mayor importancia bajo el pun- 

•to de vista de la doctrina y de la ciencia. Los tra- 
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bajos numerosos y continuados de poderosas inteli- 
gencias, la imparcialidad é independencia de espíritu 
con que generalmente han escrito, y la crítica ilustra- 
da de que ha sido objeto cada uno de sus obras por 
otros publicistas, han depurado de tal manera las doc- 
trinas y concretado los principios de la ciencia del de- 
recho, que dan una autoridad incontestable á las opi- 
niones de los que son reputados como órganos y repre- 
sentantes de la creencia común y de la conciencia hu- 
mana en época s determinadas. 

No es posible fijar de un modo absoluto, el va- 
lor y autoridad de esas opiniones. Ella será incon- 
testable cuando sea unánime; pues como dice Kant: 
"Si los principales publicistas están de acuerdo acer- 
ca de un principio, la presunción á favor de la legiti- 
midad de este principio será de tal fuerza, que sólo po- 
drá dejar de cumplirlo una nación que se mofe de la 
ley de la justicia." 

Pero, cuando no existe unanimidad sino diverjen- 
cia entre esas opiniones, el valor de ellas no será de tan 
fácil apreciación, debiendo sujetarnos entonces á cier- 
tas reglas de criterio que reasumiremos en las si- 
guientes: 

La opinión de los tratadistas que escribieron antes 
de suscitarse la cuestión debatida, tendrá más autori- 
dad que las de los que escriben ex-profesOy que puede 
ser determinada, aun involuntariamente, por motivos 
de actualidad ó de adhesión. 

Debe darse más importancia y valor á la doctrina 
sustentada por los publicistas que opinan contra los 
intereses actuales de su propio país y de las preten- 
ciones sostenidas generalmente por éste, que á los 
que opinan de un modo diferente. 

Las opiniones del mayor número debe preferirse á 
la de los que están en minoría, aunque con ciertas re- 
servas, pues es necesario siempre tomar en cuenta la. 
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importancia y autoridad que comunmente se ha dado 
á la opinión de cada uno. 

Por último debe notarse que las opiniones de los 
publicistas tienen- también mayor ó menor autoridad, 
según que se funden ó nó en las prácticas comunes, 
sentencias, decisiones y pactos expresos de los es- 
tados. 

Opiniones de los Jurisconsultos. — Cuando perso- 
nas autorizadas por su competencia especial en la 
ciencia del derecho, son consultadas por su gobierno 
ú otro distinto, su opinión puede tener una verdadera 
importancia sobre todo, si no está de acuerdo con el 
principio ó intereses sostenidos por su país. Es indu- 
dable que, por lo menos, según lo expresa Wheaton, 
el conjunto de esas opiniones ó consultas formaría 
una parte muy importante en la doctrina y serviría, 
tal vez, para que hoy dejaran de existir como cuestio- 
nes las que se sostienen todavía en interés exclusivo 
de algunos estados. 

Correspondencia diplomática. — No tanto quizá 
como fuente de doctrina, sino como precedente para 
la conducta de los estados en particular, puede ser 
de una grandísima importancia la correspondencia di- 
plomática. En verdad, algo tiene que ganar la ciencia 
y los principios con los luminosos certámenes que se 
abren al discutirse una cuestión importante, entre Jas 
cancillerías de dos estados diferentes. Pero el interés 
positivo fincado en el asunto, el principio de rivalidad 
y de amor propio nacional y otros elementos como es- 
tos, deben inspirarnos un poco de reserva para discer- 
nir las exajeraciones y el encubierto interés en esas 
discusiones de principios. 

Hay que considerar, sin embargo, una importancia 
verdadera en esta fuente, desde que ella nos traza el 
orden, las fases y la solución de la mayor parte de las 
cuestiones diplomáticas é internacionales, los princi- 
pios que han sido aplicados y sostenidos en el curso 
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de esas discusiones y conflictos, y sobre todo la regla 
que cada estado ha sostenido como justa. 

Tribunales de presas. — Las decisiones de estos 
tribunales tienen ya una importancia más decisiva y 
capital, no sólo por su carácter concreto respecto de 
cosas y cuestiones determinadas, sino también por el 
principio 6 regla positiva que esas decisiones fijan pa- 
ra las naciones á que pertenecen los tribunales que 
las han pronunciado. Son de incuestionable interés 
esos fallos porque, admitido en derecho público que 
las cuestiones de presas sean decididas por los tribu- 
nales de los beligerantes, esas decisiones revisten un 
doble carácter: local en cuanto se refieren á la ley 
particular de un estado, é internacional, por cuanto se 
refieren á intereses comunes de las naciones y deter- 
minan reglas y precedentes en este orden. Y aunque 
haya que tomar en consideración que esos tribunales 
están sujetos á la influencia natural del patriotismo y 
(i la acción más ó menos directa del gobierno, según la 
constitución política del país, no puede dudarse que 
por el alto ministerio que desempeñan y por los pre- 
ceptos que fijan sus fallos, con relación al estado á que 
pertenecen, esas decisiones son de una grande autori- 
dad ó importancia. 

Tribunales Internacionales. — Bajo este nombre 
se comprende los tribunales que propiamente pueden 
llamarse así, porque son constituidos por arbitros con 
poderes suficientes sobre un caso ó cuestión determi- 
nada y también, las comisiones mixtas, constituidas 
por comisarios ó delegados de dos ó más naciones, con 
el fin de decidir según las instrucciones de su respec- 
tivos gobiernos. 

Aún cuando las decisiones de esos tribunales, arbi- 
tros ó comisiones, han tenido por objeto generalmen- 
te decidir algún conflicto ó fijar las bases de un arre- 
glo, sin entrar en la discusión de principios y aún re- 
servando en gran número de casos el precedente, no 
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puede desconocerse su importancia, si se tiene en con- 
sideración, que el fallo pronunciado sobre una con- 
tienda particular, no puede ser completamente ajeno, 
á las reglas de la justicia y de la equidad, ni prescin- 
dir en lo absoluto de los principios ó teorías reconoci- 
dos implícita 6 explícitamente en tales decisiones. 

Tribunales locales. — Aunque por lo general estos 
cuerpos solamente tienen por objeto decidir, cuestiones 
de interés privado ó de derecho público interno, con 
arreglo á las leyes particulares del país, sucede mu- 
chas veces que en sus fallos se encuentra comprendi- 
da alguna decisión ó doctrina relativa á cuestiones in- 
ternacionales, que tienen por base los principios gene- 
rales del derecho. La autoridad de estas decisiones no 
es incontestable en sí misma, pero puede servir en 
muchos casos y según su importancia, para fundar una 
opinión y sobre todo como precedente respecto de la 
nación misma, cuyos tribunales han reconocido y apli- 
cado tales principios. 

La costumbre. — Entre las fuentes del derecho in- 
ternacional, muy pocas pueden presentar la importan- 
cia de la costumbre como elemento primordial, sobre 
el cual se ha constituido en su mayor parte el dere- 
cho de gentes positivo, y por el vínculo natural que 
importa cuando ha sido bien constituida y compro- 
bada. Aunque el uso no establece por sí mismo una 
doctrina, ni constituye un principio obligatorio, es in- 
contestable que, si en las relaciones de estado á estado, 
ha sido constantemente observada y de una manera 
uniforme, este hecho produce la presunción funda- 
da y racional de que esos estados se conducirán de la 
misma manera en lo futuro, sobre los mismos casos 
regidos por la costumbre, en tanto que no se haya de- 
clarado expresamente lo contrario. 

No solamente en el derecho privado, sino también 
y particularmente con relación á las reglas interna- 
cionales, la costumbre tiene una importancia deci- 
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siva, porque desde que ella aparece, se revela la exis- 
tencia de alguna necesidad expontáneamente satis- 
fecha y antes de que se fije un precepto positivo o el 
consentimiento expreso, sirviendo más bien de base 
á uno y otro. Casi no hay ley con relación al de- 
recho privado y á las reglas internacionales, que han 
llegado á tomar este carácter, que no haya tenido co- 
mo elemento generador y constitutivo, el uso y la 
práctica, con cierto carácter de generalidad. 

Muy largo sería, y hasta cierto punto ajeno á nues- 
tro propósito, la exposición de los que importa la cos- 
tumbre en sus relaciones con las necesidades sociales; 
la enumeración de las causas de su desarrollo y de su 
desaparición y de los medios de comprobarla; nos li- 
mitaremos por lo tanto á definirla según sus caracte- 
res comunes, á determinar la razón de su fuerza rela- 
tivamente obligatoria, entre personas jurídicas deter- 
minadas, á la división que generalmente se hace de 
ella y a establecer su importancia como fuente del 
Derecho Internacional. 

La costumbre es la serie ó repetición de actos, ge- 
neralmente practicados respecto á un mismo obje- 
to, ó como regla constante de una relación; de manera 
que la costumbre es la expresión tácitamente conven- 
cional, de la creencia ú opinión general que, sin estar 
formulada en términos precisos, sirve de regla obliga- 
toria entre dos ó más naciones, sobre objetos ó intere- 
ses que les son comunes. Según lo que acabamos de 
exponer sobre el origen y carácter fundamental de la 
costumbre, es evidente su fuerza obligatoria, cuando 
haya sido constituida como regla de conducta en las 
relaciones internacionales; porque además de demos- 
trar la existencia de una verdadera necesidad jurídica, 
satisfaciéndose por si misma, hace presumir el consen- 
timiento mutuo, aunque tácito, de los pueblos entre 
quienes existe; formando una promesa recíproca, que, 
si no formulada en términos precisos, compromete la 
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buena fé y la equidad, hasta tanto que haya sido esti- 
pulada de una manera expresa una regla diferente. 
Por lo mismo que ella nada tiene de arbitrario ni de 
artificial, porque corresponde á necesidades verdade- 
ras, el principio obligatorio que ella envuelve se de- 
termina con perfecta claridad, 
f La división de la costumbre, en costumbre según 

la ley, fuera de la ley y contra la ley, manifiesta la im- 
portancia de ella como elemento generador del dere- 
cho positivo. 

La costumbre según la ley, es la que se compone 
de una serie de prácticas, que conformándose á la ley 
escrita, extiende sus disposiciones á ciertos objetos y 
detalles que no fueron previstos por el legislador; de 
manera que en este caso la costumbre completa la ley. 

La costumbre fuera de la ley, es la que tiende á su- 
plir la deficiencia de ésta, sin oponerse á sus decisio- 
nes fundamentales, bajo este punto de vista, la cos- 
tumbre amplia la ley. 

La costumbre contra la ley es la que tiende á poner 
A en vigencia principios ó reglas contrarias á los pre- 

ceptos positivos que han caído en desuso, por su m- 
conveniencia, desaparición de su objeto 6 cualquier 
otro motivo. Bajo este punto de vista, la costumbre 
abroga la ley. 

Si con relación al derecho privado, la costumbre 
no tiene carácter obligatorio, como complemento ó 
ampliación de la ley, y está generalmente proscrita en 
las leyes positivas, como un medio de abrogación de 
éstas, en su carácter ilustrativo y de fuente de las 
decisiones del legislador, existe y existirá siempre sir- 
viendo como expresión de las necesidades sociales. 

Concluiremos, por lo tanto, que no solamente para 
fundar una opinión ó para comprobar una doctrina, 
< estableciendo principios ó reglas generales, sino tam- 

bién y especialmente para decidir un caso ó conflicto 

que comprometa las relaciones de dos estados, la au- 

3 
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toridacl de la costumbre es una de las que con mayor 
eficacia y seguridad puede invocarse por el hombre de 
estado y por el publicista. 

Tratados y Convenciones. — Por los pactos ex- 
presos que las naciones celebran entre sí, especifican 
éstas sus derechos absolutos, ampliando, modificandD 
ó restringiendo su ejercicio y determinando sus rela- 
ciones mutuas durante la paz y en estado de guerra. 
De manera, que siendo los pactos internacionales la 
expresión consentida y claramente formulada del de- 
recho, entre las naciones que los celebran, constitu- 
yen la fuente más legítima y más incontrovertible del 
derecho Internacional, particularmente bajo el aspecto 
positivo. 

Pero por lo mismo que los pactos son la regla obli- 
gatoria expresamente consentida entre los Estados 
que los celebran, tienen tanta autoridad para éstos, 
carecen de ella como fuente de doctrina, por lo que 
pueden tener de arbitrarios en sí mismos, ó en cuanto 
se refieren á necesidades peculiares que no existen en 
las relaciones con otros pueblos. 

La distinción que acabamos de hacer entre la auto- 
ridad de los tratados como regla de obligación y como 
base de doctrina, desaparece cuando las estipulaciones 
de los tratados internacionales tienen carácter de ge- 
neralidad, que puede decirse^que revelan la opinión y 
voluntad común de todas las naciones, acerca de los 
intereses y reglas de justicia, contenidos en ellos. Por 
lo cual puede decirse con Hefter "que los tratados 
internacionales constituyen la fuente de más impor- 
tancia del derecho público externo y sus textos é in- 
terpretaciones pueden servir de prueba de la armonía 
de los Gobiernos." 

Existencia, caracteres y fuerza obligatoria del 
Derecho Internacional. — Para completar nuestro pe- 
queño resumen sobre las nociones fundamentales del 
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Derecho Internacional, será preciso determinar si esa 
ley de las naciones es una realidad ó una mera abstrac- 
ción, si tiene por sí autoridad suficiente ó depende de. 
la voluntad arbitraria de los estados. 

Al hacer el análisis sobre el origen y fundamento 
del Derecho Internacional, establecimos que así como 
el individuo tiene necesidad de ciertas condiciones exte- 
riores para conservarse, desenvolverse y perfeccionar- 
se, de la misma manera cada nación necesita también 
de ciertas condiciones externas para llenar el mismo 
fin. Dedujimos de aquí que si el conjunto de condicio- 
nes necesarias para la perfección individual, constituía 
los derechos individuales, el conjunto de las mismas 
condiciones para la conservación }' progresiva perfec- 
ción de las naciones, constituía los derechos interna- 
cionales; y que si unos y otros derechos son inmanen- 
tes, primitivos, inalienables de la personalidad humana, 
la coexistencia de esas necesidades y de esas relacio- 
nes traía consigo la concepción de una regla que los 
rija que, por lo tanto, es divina y eterna, anterior á las 
convenciones humanas. Y si todos los objetos que ella 
debe rejir y que se reasumen en el fin humano, son 
una realidad ontológica y moral, es una realidad tam- 
bién, la ley misma, cuyo imperio se hace sentir en las 
relaciones humanas en todas sus manifestaciones, á 
despecho de la voluntad veleidosa de los hombres, de 
sus pasiones y de sus intcireses transitorios; de mane- 
ra que todas las reglas que se deducen inmediatamen- 
te de ese principio absoluto y universal, constituyen 
otras tantas manifestaciones de la justicia, que es la 
base y el fiel de las relaciones humanas y forma 
por sí sola la más perfecta y objetiva realidad de la 
ley. La realidad de la ley internacional, en consecuen- 
cia, es el principio mejor establecido, como concep- 
ción metafísica, al propio tiempo que como precepto 
reconocido, obedecido y formulada por las naciones 
todas, ya en sus pactos expresos, ya por los demás 
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medios por ellas empleados al hacer prácticas y defi- 
nidas sus relaciones. 

Aunque hemos establecido que el Derecho Interna- 
cional, como manifestación del dogma jurídico, es igual- 
mente obligatorio para todos las naciones y es por con- 
siguiente universal, en lo que tiene de fundamental y 
de absoluto, debemos distinguirlo de la ley positiva que 
hace prácticos los deberes de cada uno de los estados 
en sus relaciones con los demás. El Derecho de Gen- 
tes, bajo su punto de vista positivo, no tiene el carác- 
ter de universal; y de aquí es de donde han nacido 
las objeciones contra la existencia del derecho mismo, 
confundiéndolo con la ley. Pero si es evidente que el 
derecho no procede de la ley, sino que antes ésta se 
deriva de aquel, la inexistencia de una ley internacio- 
nal universal, no implica la negación del derecho mis- 
mo como una regla de conducta general y obligatoria. 

Las leyes positivas no son sino la expresión más 
clara y definida del derecho, y así como la historia de 
la. legislación particular de todos los pueblos manifies- 
ta que las instituciones prácticas, los usos y las costum- 
bres fundadas en la justicia y la equidad, en las exi- 
gencias de la utilidad pública, son más antiguas que la ¡ 
ley escrita, así también es natural que el Derecho de 
Gentes, todavía en su principio, aparezca principal- 
mente bajo la forma de usos, costumbres y prácticas, 
admitidas entre las nacionesv sin que esto nos conduz- 
ca á negar, ni la fuerza obligatoria del derecho primiti- 
vo y su carácter universal, ni la posibilidad de una 
ley escrita de las naciones que llegue á tomar este ca- 
rácter de generalidad. 

Esta última consideración no es una simple hipóte- 
sis, fundada en un porvenir de mayor perfección pa- 
ra los hombres y las sociedades, sino que tiene el ca- , 
rácter de la realidad en cuanto á ciertos principios ob- -J 
servados como derecho común de las naciones con re- ' 
ferencia á sus intereses más fundamentales, establecí- 
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dos, ya por las resoluciones de los grandes congresos 
internacionales, ya por una serie de tratados á que se 
han adherido sucesivamente la mayor parte de las na- 
ciones cultas; en fin y principalmente por las costum- 
bres y prácticas establecidas entre ellas, de una mane- 
ra casi uniforme é invariable. De manera, que la par- 
l ticularidad es un carácter transitorio de la ley interna- 

cional, bajo su aspecto positivo; así como lo es la vmi- 
versalidad con relación á la misma ley, bajo su punto 
de vista absoluto y fundamental. 

Otro ele los caracteres de la ley internacional, es su 
falta de sanción, que ha conducido también á negar la 
existencia de ella; pero en rigor de principios, la falta 
de sanción de la ley internacional no es una verdad, ya 
se le considere bajo su aspecto teórico ó absoluto, ya 
bajo su aspecto positivo; y aunque lo fuera, no por es- 
to la ley dejaría de ser moral y jurídicamente obliga- 
toria. 

Desde luego, la sanción, como elemento coactivo ó 
penal de la ley, es su complemento, pero no la consti- 
^ tuye en su esencia. La ley es tal por conformarse con 

^ la concepción de la justicia y por el hecho de haber si- 

do dictada por la autoridad de Dios y de ser reconoci- 
da por los hombres; la sanción es solamente un acce- 
sorio de ella, que tiende á garantizar su cumplimiento. 
Así como un legislador puede haber dictado una ley, 
sin haberla completado cwi una sanción positivo, sin 
que por esto aquella ley pierda su carácter obligatorio, 
así también, aunque la ley internacional careciera de 
una sanción positiva, no por eso dejaría de ser moral 
y jurídicamente obligatoria. La garantía de la ley no 
es la ley misma. 

Pero no es cierto que la ley internacional carezca de 
sanción, y por lo tanto de carácter obligatorio. Por- 
4^ que si la ley primitiva existe y liga moralmente la li- 

bertad humana, es evidente que ella tiene la sanción, 
accesoria de toda ley divina siendo la única diferencia 
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la que estriba en el carácter de la sanción y en el ori- 
gen de ella. 

Las leyes internacionales son obligatorias y están 
sancionadas, no sólo en el terreno de la moral; sino 
materialmente, siendo esto tan cierto, qne no se podrá 
hoy encontrar nación ninguna que se atreva á infrin- 
gir en sus relaciones exteriores,* los principios y reglas 
establecidas universalmente como obligatorios por el 
consentimiento de los pueblos. 

El temor de incurrir en una justa censura, en el 
desden y aislamiento de los demás pueblos, el de per- 
manecer separado y sin participación de las ventajas 
de una comunicación regular y permanente, y, por úl- 
timo el peligro de ser compelido por la fuerza al cum- 
plimiento de los deberes internacionales, reconocidos 
por todos, constituyen la múltiple y efectiva sanción 
del Derecho Internacional. "Un Estado que faltara á 
esta ley, dice Montesquieu, no sólo perdería su pues- 
to entre las naciones civilizadas, sino que sufriría in- 
mediatamente las consecuencias de su conducta." 

Después de lo expuesto acerca del fundamento y 
realidad de la ley internacional y de sus caracteres 
esenciales, es innecesaria entrar en la demostración de 
su carácter obligatorio. Este nace simplemente de su 
imperio y autoridad como ley, ya exista formulada en 
pactos positivos, ya en su condición de precepto uni- 
versal, absoluto y permane^^te, reconocido así por la 
conciencia humana y por la constante sumisión de los 
pueblos. 

Réstanos ahora establecer el plan de nuestro curso 
para dar una idea general de él, determinando lo que 
debe comprender, sus límites naturales y el sistema 
que debe guiarnos. 

Para estudiar de un modo ordenado el conjunto de 
reglas que determinan los derechos y deberes mutuos 
de las naciones, debe examinarse desde luego cuáles 
son las personas sometidas al Derecho Internacional, 
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analizar en seguida los derechos de estas personas, sus 
relaciones en el estado de paz y en el de guerra y por 
último los principios relativos al restablecimiento de 
la paz. 

El complemento natural de este plan sería el exa- 
men de los principios positivos y que sucesivamente 
han sido consagrados por los tratados y las prácticas 
internacionales. Pero como esto constituye la his- 
toria completa del Derecho Internacional, de sus 
fases y de sus progresos, que es el objeto de uno de 
los cátedros especiales de nuestra facultad, nos limi- 
taremos á hacer sobre este punto, las breves indica- 
ciones ilustrativas y de buen criterio que sean exigi- 
das en el curso de nuestras explicaciones. 



LECCIÓN II 



SUMARIO. — De las naciones y Estados soberanos en general — 
Idea de Nación y de Estado — Caracteres de uno y de 
otro— Soberanía — Su división — Qué se entiende por Es- 
tado soberano — Estados semi-soberanos, protejidos, tri- 
butarios y otros — Indentidad de los Estados — Efectos que 
produce sobre ella una guerra civil ó internacional — Gue- 
rra de emancipación de una colonia ó provincia — Reco- 
nocimiento de una colonia por los estados extrangeros 
como nación independiente — Efectos producidos en las 
relaciones de los estados por sus cambios interiores, y ob- 
jetos á que se refieren — Unión de los estados y sus dife- 
rentes clases. 



Puesto que ya hemos establecido en la lección prece- 
dente el origen, fundamento y realidad del Derecho 
Internacional, y manifestado así mismo que el Dere- 
cho tiene su razón de ser en la necesidad del desarro- 
llo regular y progesivo de las naciones, que, como se- 
res morales, están dotados de libertad y de acción, 
preciso es que determinemc^, antes de hablar de sus 
derechos, cual es el sujeto de ellos, es decir, cuáles las 
personas á quiénes éste se refiere; y como hemos ad- 
mitido también que el Derecho Internacional determi- 
na las relaciones jurídicas entre las naciones, tenemos 
necesidad de establecer de una manera precisa, lo que 
es una nación, y si ésta ó el estado es el sujeto del 
Derecho Internacional. 

Según Wheaton, las naciones y las sociedades polí- 
nicas llamadas estados, son las personas morales so- 
metidas al Derecho Internacional; Grocio y Vatel, 



— 25 — 

adoptando la definición de Cicerón, establecen qiie Es- 
tado es el cuerpo político ó sociedad de hombres, reu- 
nidos para proveer á su seguridad y ventajas comu- 
nes por sus fuerzas combmadas. 

El inconveniente que presentan estas definicio- 
nes es su vaguedad y falta de precisión, que permi- 
te, como consecuencia, confundir la idea de nación 
con la del estado; entidades que en realidad son distin- 
tas. Será preciso, por lo tanto, separar y distinguir 
bien estas ideas, á fin de no incurrir en los errores que 
su confusión puede acarrear; aunque por lo general, y 
en lo común, se usen indistintamente, y hasta en el 
lenguaje científico. 

Desde que se pretende determinar lo que es una na- 
ción y sus elementos constitutivos, se toca con la gra- 
ve dificultad de los sistemas y escuelas diversas acer- 
ca de las condiciones esenciales de esa entidad, y por 
lo tanto de sus derechos primordiales. 

Sostiénese por algunos, que la nación es un he- 
cho necesario, una consecuencia natural de la reunión 
fortuita de ciertos elementos, relativos á las condicio- 
nes de raza, clima, conformación física y propensiones 
morales. La nación, en consecuencia, es, según este 
sistema, una asociación de hombres que por pertene- 
cer á la misma raza, hablar la misma lengua, profesar 
la misma religión y habitar un territorio limitado por 
accidentes naturales, tienen mas relación entre sí que 
con el resto del género humano. 

La otra escuela, por el contrario, sin tomar en con- 
sideración las afinidades de raza y demás elementos 
etnográficos, físicos y morales, y fijándose únicamen- 
te en el hecho de una asociación regular y regida por 
ciertas instituciones, considera la nación como la reu- 
nión de hombres sometidos á las mismas leyes y al 
mismo gobierno, y que habitan un territorio propio. 

Pero ni una ni otra de estas ideas es verdadera, por 

lo que ambas tienen de exclusivas. 

4 
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La formación de las entidades morales llamadas na- 
ciones, no es un producto fatal de la casualidad, ni el 
principio de individualidad, que determinan los ras- 
gos y caracteres comunes de una asociación humana, 
puede considerarse como una ley inflexible que aniqui- 
le la libertad y expontaneidad personal. 

Es indudable que la conformación natural de la 
tierra y la distribución en sus diferentes partes de di- 
versas porciones de la familia humana, ha debido traer 
y ha traído en efecto, una separación natural entre 
esos diversos grupos, que se han estrechado tanto res- 
pectivamente cuanta era la afinidad de costumbres, 
nacidas de una vida común, sometida á las influen- 
cias de un clima determinado, y con los ])eculia- 
res rasgos de una raza, que se Jha ido acentuando y 
distinguiendo de las demás, á medida que el tiempo 
ha consolidado los vínculos i:)rimitivos y dado el se- 
llo de la unidad á una asociación, en su principio, qui- 
zá heterogénea y fortuita. 

La libertad es el elemento principal de la individua- 
lidad, ya se considere al hombre aisladamente, ya en 
las sociedades en que está llamado á vivir para con- 
servarse y desarrollarse. Los elementos etnográficos, 
geográficos, físicos y morales, que determinan la uni- 
dad nacional, no la constituyen por entero, sino son, 
más bien, los motivos determinantes de una asociación 
libre; y en ningún caso un agrupamiento fortuito é in- 
contrastable merecería el nombre de sociedad hu- 
mana. 

Ni la raza, ni la comunidad de lengua, de costum- 
bres y de religión, ni la circunstancia casual de vivir 
en un territorio, limitado naturalmente, constituyen 
aisladamente, ni en conjunto, el principio moral y ju- 
rídico de la nacionalidad. 

Para rechazar la teoría sistemática que analizamos, 
es indiferente la creencia en el nionogenismo ó en el 
poligcfíismo de la especie humana, puesto que en cual- 
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quier concepto resultará y es una verdad que las 
agrupaciones nacionales, robustecidas por los víncu- 
los que la obra lenta del tiempo ha creado, en lo ma- 
terial por la unidad de la raza, en lo moral por la simi- 
litud de tendencias de aspiraciones y de ideales, cons- 
tituyen personalidades distintas con el poder y el al- 
bedrío de disponer de su destino. 

Así como la variedad infinita de disposiciones, ca- 
racteres, temperamento y aptitudes, diversifican de 
una manera prodigiosa la unidad sustancial del hom- 
bre, así también la Providencia ha querido que el prin- 
cipio de individualidad sea un elemento de vida y de 
progreso, no solo considerado el hombre aislada- 
mente, sino también cuando forma asociaciones en 
cuyo seno debe vivir; y como dice Laurent: "Dios ha 
creado territorios donde la vida se desarrolla bajo con- 
diciones diferentes; estas condiciones son apropiadas 
al carácter y á la misión del pueblo que está destina- 
do á habitarlos. Los territorios con todos los elemen- 
tos que lo constituyen son para los individuos, un ins- 
trumento, un órgano de la vida." 

Mas, aún cuando, según el profundo pensador que 
acabamos de citar, las naciones son un hecho provi- 
dencial, como esto no importa la negación de la liber- 
tad, principio y elemento esencial de la personalidad 
humana, no podemos decir con verdad que el libre al- 
bedrío esté sujeto á esas condiciones materiales, así 
como no podemos decir que el cuerpo constituye el 
alma y la domina. 

Si el destino individual de cada hombre es una ver- 
dad incontestable en el orden jurídico y religioso, in- 
dependientemente del fin común de la humanidad, de- 
be serlo también el de la existencia y destino indivi- 
dual de cada nación. La historia lo comprueba así, 
manifestándonos con la clara evidencia de los hechos, 
que cada una de ellas ha llenado un destino al cual se 
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conformaban su carácter, sus aptitudes y su genio \r^- 
culiar. * 

Porque el individuo es miembro de una nación, no 
puede ni debe ser absorvido por la comunidad, y así 
tampoco la nación no puede ser absorvida por la hu- 
manidad. De manera, que, en definitiva, las comunida- 
des humanas, cualesquiera que sean su extensión y su 
nombre, son los diferentes medios en los cuales debe 
el hombre desarrollar sus facultades y cumplir la ley 
de su perfeccionamiento progresivo. Y si la vida so- 
cial no destruye la individualidad de cada hombre y 
el elemento moral de su libertad, sin que la sociedad 
por esto mismo deje de tener un fin y un objeto; así 
también la comunidad de los fines humanos no des- 
truye, sino que afirma, el principio de individualidad 
de los pueblos, que es lo que constituye la nación. 

Cada nación tiene su fin providencial idad una mi- 
sión y un destino que debe cumplir libremente: he 
aqui lo que constituye el principio de nacionalidad y 
el orden de los derechos inherentes á ella. 

Por el contrario, los que miran el principio de na- 
cionalidad como una derivación de hechos consuma- 
dos, exclusivamente por la voluntad de los hombres, 
por cuanto viven reunidos en un mismo territorio y 
sometidos á instituciones y gobierno comunes, erigen 
en definitiva la fuerza como principio de la individua- 
lidad nacional; y anteponen las combinaciones efíme- 
ras de la política, los intereses transitorios y la volun- 
tad mudable de los hombres, á la ley providencial, que 
marca la misión especial de cada pueblo, en armonía 
con los destinos comunes de la humanidad. 

Según esta teoría la nación se confunde con el Pis- 
tado y deriva los derechos de la primera, su autono- 
mía y su personalidad, de un orden político determina- 
do, de instituciones y de leyes, que sucesivamente tie- 
nen que cambiar, á medida que se multipliquen las 
necesidades humanas, que se perfeccionen sus facul- 
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tades y que se abran nuevos horizontes al principio fe- 
cundo de su actividad. 

Otra es la idea que debemos formarnos de Nación. 
La humanidad, una por su esencia, se manifiesta, sin 
embargo, en una variedad indefinida de razas y de 
pueblos, que no pueden llenar aisladamente el fin para 
que han sido creados. La relación entre ellos, conser- 
vando su individualidad, es una ley tan indeclinable 
como todas las que rigen el orden de la naturaleza. 
De manera, que el elemento providencial manifesta- 
do en las afinidades externas, concurre en la más per- 
fecta armonía con el elemento moral, determinado por 
la libre y expontánea decisión de los hombres á la for- 
mación de las naciones; y, según hemos dicho antes, 
la asociación de los que viven sometidos á las influen- 
cias de un mismo clima, dentro de los mismos límites 
territoriales y con cierta comunidad de costumbres y 
de propensiones, derivadas de esas influencias natura- 
les y sostenidas por ellas, tienden á estrechar cada día 
más los vínculos que los unen y á constituir una ver- 
dadera unidad moral. 

Pero la obra de la formación de las nacionalidades, 
de su reconstitución 6 de su separación en diversos es- 
tados, debe ser el producto de la voluntad libre y ex- 
pontánea de los hombres, sin que falsas teorías pre- 
tendan sujetarlo al imperio de condiciones puramente 
físicas y externas,para fijar su individualidad moral; ni 
el egoismo de intereses políticos, ó de una absorvente 
domi nación, puedan suprimir las afinidades natura- 
les que inclinan á los hombres á agruparse y consti- 
tuirse como entidades nacionales. 

Los pueblos de la antigüedad fueron débiles é incon- 
sistentes como entidades políticas, porque ignoraron ó 
dieron poca importancia al principio de la nacionalidad, 
absorviendo esta en el estado y perdiendo así las ven- 
tajas de la unión íntima entre pueblos de la misma ra- 
za, llamados auxiliarse mutuamente por la conformi- 
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dad de sus propenciones, de sus aptitudes y de su ge- 
nio peculiar. 

Por el contrario, en los tiempos modernos, la apari- 
ción de los grandes imperios ha sido precedida por 
agrupaciones informes de pueblos diferentes, consti- 
tuidas en su mayor parte por los actos de poder y de 
fuerza que dieron término al fraccionamiento disolven- 
te del feudalismo. 

Cumpliendo la misión histórica y providencial de 
esa nuev^a faz de los estados, el principio de naciona- 
lidad se ha presentado bajo sus verdaderos caracteres; 
y la cultura avanzada de los pueblos, el sentimiento de 
su poder y de sus derechos y la insuficiencia casi radi- 
cal de los poderes despóticos y absolutos para oponer- 
se al movimiento progresivo de la civilización, han 
determinado en nuestro días la formación de esas gran- 
des nacionalidades, que si bien fundadas sobre afinida- 
des naturales é históricas, ha reconocido como princi- 
pal elemento la voluntad libre de los pueblos. 

Resumiendo la doctrina expuesta sobre el funda- 
mento y caracteres del principio de nacionalidad y sus 
verdaderas aplicaciones, podemos definir la nación, di- 
ciendo: que es la reunión libíe y expontáttea de perso- 
nas qfte por la comunidad de raza, de ofigen, de len- 
guas, de religión, de aptitudes y de costumbres^ tienen 
más t elación entre si que con el resto del gene? o huma- 
no y más facilidades pata constituir libremente una 
asociación peífecta en que quedan garantidos sus dere- 
chos é intereses. 

Establecida así la idea de nación, es inoficioso y 
además sobrado extenso y ageno á nuestro propósi- 
to, el examen de las falsas aplicaciones del principio 
de nacionalidad, asi como de su verdadera faz jurídica 
y moral. Uno y otro queda implícitamente estableci- 
do cuando nos hemos ocupado del examen de los sis- 
temas opuestos acerca del principio y caracteres de la 
nacionalidad. 
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Noción de Estado. — No pudiendo admitirse la de- 
finición de Estado, que indicamos al principio, por los 
graves defectos de que adolece, será necesario que lo 
demos á conocer siguiendo los principios que dejamos 
establecidos. 

Si la nación constituye una entidad jurídica, que tie- 

^ ne un fin propio y i)or la tanto el derecho de proveer 

á su conservación y al desarrollo regular de la libertad 
individual, armonizándolo con el fin social; la primera 
necesidad que aparece es la de una organización y el 
establecimiento de instituciones, que conserven esa ar- 
monía y de una autoridad que sea el órgano y el nie- 
dio de acción del poder nacional, de aquí la idea de 
Estado. De manera, que la nación como cuerpo políti- 
co constituido para el ejercicio del derecho de sobera- 
nía, es el Estado, que podemos definir en consecuen- 
cia como el cuerpo político canstituido por una nación, 
para el ejercicio de los derechos soberanos de ésta y pa- 
ñi represe?itarlo en sus fnnciones internas y externas. 
De esta manera no tenemos necesidad de entrar en 

L las explicaciones de que Wheaton se encarga, al adop- 

tar la definición dada por Vattel, y queda establecido, 
en consecuencia, que no siendo el Estado sino el órga- 
no de la nación, es ésta la que constituye el sujeto del 
derecho internacional; por lo mismo que el Estado na- 
da tiene de permanente como forma política ó simple 
organización que puede cambiar constantemente. 

Además de las naciones, son también personas so- 
metidas al derecho internacional: los monarcas ó prín- 
cipes soberanos, en lo que se refiere á sus derechos 
personales y de propiedad, que puedan encontrarse 
en relación con los de los estados, monarcas, ó ciuda- 
danos particulares de otros estados. 

Igualmente, los individuos particulares y las socie- 
( dades privadas, están sometidas al derecho internacio- 

nal, en cuanto sus derechos personales y de propiedad, 
pueden ser afectados por las leyes y las autoridades 
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tie otros estados; lo que, según hemos visto, da lugar 
al conflicto de las leyes y de juirisdicción, y forma el 
objeto del Derecho Internacional Privado. 

Soberanía. — Sin detenernos en el examen y la crí- 
tica de los diferentes sistemas acerca del fundamento 
filosófico de la soberanía, nos concretaremos á deter- 
niinar de una manera precisa el sentido en que usa- 
mos esta voz y la naturaleza de la potestad que ella su- 
pone en la nación y relativamente, en el Estado, como 
órgano de ésta. 

-Por soberanía entendemos el poder supremo que tie- 
ne una nación para determinar la forma de su organi- 
zación política, fijar límites al ejercicio de la libertad 
individual, y regularizar la marcha de la sociedad con 
relación á la unidad y al fin de ésta. 

Para comprender la sencillez de la doctrina resumi- 
da en esta definición, basta que nos detengamos en 
una simple consideración. Como la sociedad no puede 
ejercer colectivamente esa potestad suprema de orga- 
nización,es necesario que encomiende á alguien su ejer- 
cicio, para que representándola y, con el conocimien- 
to de las necesidades públicas y del sentimiento na- 
cional, realice el principio de justicia en armonía con 
aquellas necesidades. El fundamento, por lo tanto, de 
•Jos derechos que ejercen los que gobiernan una na- 
ción, es la soberanía de ésta, y ni el hecho consumado 
ni la convención, ni una intei*\^ención divina y directa, 
pueden ser el origen de ese poder, sino la delegación; 
ó mejor dicho, el mandato libremente conferido por el 
poder nacional á los que gobiernan, como representan- 
tes de la nación en el ejercicio de sus derechos. Y así 
como el derecho mismo de la soberanía nacional, no 
es absoluto é ilimitado, sino que se encuentra restrin- 
gido por los principios de la justicia absoluta, que es 
la regla trazada por Dios para regir la coexistencia de 
los seres libres, no estando al arbitrio del hombre mo- 
dificar ó alterar las leyes de su destino, mucho menos 
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puede concebirse que el poder de los gobernantes sea 
sin limitación y pueda comprometer en su ejercicio 
los derechos absolutos de la nación, que permanecen 
en esta como poder inmanente, cualquiera que sea la 
forma, la extensión y los caracteres del mandato, que 
haya conferido á sus gobernantes. Inoficioso es por 

^ consiguiente, demostrar, que siendo imposible y con- 

tradictorio en los términos que la nación enagene ju- 
rídicamente sus derechos primordiales y absolutos, por 
el ejercicio de esos mismos derechos, los poderjes con- 
stituidos tengan la facultad de privar de ellos á la 
nación, por cuanto sus actos solamente se refieren al 
ejercicio de derechos secundario^ ó derivados. 

Como el ejercicio del derecho de soberanía puede 
referirse á los actos de organización interna y á los de 
potestad, y jurisdicción, para conservar el orden, por el 
justo equilibrio de todos los derechos, ó bien á los ac- 
tos de su vida exterior, para separar todos los obstá- 
culos que podrían impedir el ejercicio de su libertad 
con relación á las demás naciones — la soberanía pue- 

^ de ser interior y exterior. 

Soberanía interior es el poder supremo del estado 
en cuanto se refiere á su constitución interior, organi- 
zación de sus poderes y establecimiento de sus leyes 
é instituciones; y la soberanía exterior es ese mismo 
poder en cuanto se refiere de las relaciones con los 
demás Estados ó sociedades políticas, á Ja integridad de 
su autonomía é independencia. — Por el ejercicio de es- 
te poder, es que la nación mantiene sus relaciones con 
los demás sin la intervención de ningún poder ex- 
traño. 

Si la soberanía interior, ni su ejercicio, pueden de- 
pender en ningún caso del reconocimiento de un esta- 
do extranjero, la soberanía exterijr, aun cuando pue- 
( de existir tanbien sin ese reconocimiento, es induda- 

ble que en su ejercicio depende de que haya sido ad- 
mitida la nación en la comunidad de los demás esta- 

5 
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dos independientes, para gozar de las ventajas de las 
relaciones internacionales. Si el reconocimiento ex- 
tranjero nada arguye respecto á la legitimidad de la 
existencia de una nación, ni de su poder soberano, por 
este mismo principio no hay en ninguna de ellas la 
obligación de reconocer á otra ni de admitirla en sus 
relaciones de derecho externo. 

Origen de la soberanía. — Según lo que acabamos 
de exponer, el origen de la soberanía de un estado no 
se encuentra en el reconocimiento que hayan hecho de 
él otras naciones, sino en la realización de un hecho 
natural, que, según Kluber, es el origen mismo de la 
saciedad que ha constituido ese estado, por su sepa- 
ración de la sociedad de que anteriormente formaba 
parte. Parécenos sin embargo que es más precisa la 
esplicación dada por Halleck, que establece que el ori- 
gen de la soberanía se encuentra en un acontecimiento 
histórico, que ha dado por resultado la aparición de 
una nacionalidad, suficientemente constituida por va- 
rios grupos ó parcialidades, ó por la separación de una 
colonia ó provincia de su metrópoli. 

Efectivamente: si consideramos el origen de la so- 
beranía bajo su verdadera faz, esto es como un hecho 
histórico, se encuentra siempre en uno de aquellos 
acontecimientos que no pueden fijarse en época deter- 
minada, como es el establecimiento, como sociedad re- 
gular y estable, de ciertos grupos ó pueblos, antes 
nómades ó sin vínculos sociales entre sí. De manera 
que el origen de la soberanía de una nación, data de la 
constitución con formas regulares de un pueblo, en 
una porción dada de la tierra, y obedeciendo desde en- 
tonces á autoridades é instituciones comunes. 

Identidad del Estado — Según esto un Estado, 
como cuerpo político, y como órgano de una naciona- 
lidad determinada lleva en sí el principio de la iden- 
tidad. 

La identidad considerada ontológicamente, con- 
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siste, en el hombre como en cualquier otro ser, en 
la persistencia y unidad de sus condiciones funda- 
mentales y en esa especie de imutabilidcid en el tiem- 
po que permite distinguirlo de todos los demás seres y 
atribuirle siempre las mismas condiciones de exis- 
tencia. 

Este principio de la identidad personal, lo mismo 
que en los individuos, se encuentra en el estado, co- 
mo entidad jurídica; y, según VVheaton, consiste en 
que tiene un origen ó principio de existencia que le es 
propio y que por lo tanto, le distingue de los demás 
estados, pero no podemos admitir la conclusión del 
mismo publicista, según la cual establece que esa iden- 
tidad desaparece cuando se opera algún cambio funda- 
mental en la manera de ser de un estado. Para persua- 
dirnos de ello, será bastante que examinemos cuales 
son esas variaciones á que el autor citado se refiere. 

Efecto de una guerra civil sobre la identidad del 
Estado. — Cuando se opera un cambio en el modo de 
ser de una nación por efecto de una guerra interior ó 
de una revolución que destruye las instituciones esta- 
blecidas, para sostituirlas con otras diferentes, ó bien 
la forma de su gobierno, ó las personas de sus gober- 
nantes, no puede decirse en verdad que el Estado co- 
mo cuerpo político, cpmo asociación regular, como en- 
tidad jurídica, órgano y representante del derecho na- 
cional, haya dejado de existir. Los accidentes ó modos 
han desaparecido, para dar lugar á otros diferentes, 
permaneciendo la sustancia, que es una asociación re- 
gular y la unidad nacional. Para reconocer la existen- 
cia jurídica de un Estado, sus derechos y sus respon- 
sabilidades, no es necesario que tenga una forma polí- 
tica determinada, ni la inmutabilidad de sus institucio- 
nes; basta que los miembros de la sociedad política 
obedezcan de un- modo habitual á una autoridad consti- 
tuida; de donde debemos concluir, que, cualesquiera 
que sean las variaciones que se hayan operado en el 
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régimen interior de un Estado, en su constitución y 
en su gobierno, sus relaciones de derecho con los de- 
más estados rto pueden sufrir la menor alteración. 

Del mismo modo y mientras se conserve la existen- 
cia de ese estado, las turbaciones interiores, ocasiona- 
das por los bandos políticos, no influyen, en manera al- 
guna, en las relaciones del estado con todos los 
demás. 

Pero la existencia de una guerra civil, en cuanto ella 
puede afectar las relaciones del Estado con otros dife- 
rentes, trae consigo la necesidad de examinar, aunque 
sea brevemente, algunas cuestiones que con tal moti- 
vo pueden presentarse. 

¿Pueden los estados extrangeros tomar participa- 
ción en una guerra interior.'* ¿Cuál es la situación ante 
ellos de los partidos beligerantes.^ Como son dos cues- 
tiones éstas, sobre las cuales se han fundado tan di- 
versas teorías y pretensiones, debemos ocuparnos de 
ellas separadamente, con la posible brevedad. 

Ya hemos visto que las revoluciones interiores y 
sus efectos políticos y civiles, ya consumados, no traen 
consigo variación ninguna en la identidad de sus de- 
rechos y de sus obligaciones; y que, además, la sus- 
pensión ocasional de la obediencia de una porción de 
los ciudadanos al gobierno y á las instituciones esta- 
blecidas, no es incompatible con la existencia del es- 
tado como asociación regular y, por el contrario, la su- 
pone. Por consiguiente, las turbulencias políticas inte- 
riores y la lejitimidad de los cambios que ellas operen, 
están sometidas exclusivamente al criterio y acepta- 
ción de la nación misma en el ejercicio de su poder 
soberano. 

Por esta razón no puede admitirse la doctrina de 
Grocio, que considera una nación en tiempo de guerra 
civil como dividida en dos Estados diferentes, ni la 
conclusión que Vattel deduce de aquí, acerca de que 
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las demás naciones pueden auxiliar á cualquiera de 
ellos, en quien reconozcan la justicia; errónea doctri- 
na, igualmente sostenida por Wheaton, que esta- 
blece que siempre que un Estado extranjero se ha- 
ce el aliado de uno de los partidos beligerantes, debe 
gozar contra su enemigo de todos los derechos de la 
guerra. La consecuencia es perfecta pero falso el prin- 
cipio de donde se deduce. 

Para no extendernos de un modo desmensurado so- 
bre tan capitales errores, implícitamente desvanecidos 
con los principios anteriormente sentados acerca de 
la naturaleza y manifestación de la soberanía nacional, 
nos limitaremos á reproducir la opinión de Pinheyro, 
que rechaza esa teoría, fundándose en la independen- 
cia recíproca de las naciones, en que ella es la nega- 
ción de la soberanía, tiende á legitimar la influencia y 
la intervención armada del extranjero, ei;i los asuntos 
que son propios y esclusivos de una nación, y á santi- 
ficar los abusos y las violencias que las naciones fuer- 
tes cometen sobre las débiles, imponiéndoles su auto- 
ridad y sometiéndolas á un pupilaje humillante y ver- 
gonzoso. 

Halleck hace notar, que Wheaton, al sostener aque* 
lia doctrina, incurre en una contradicción manifiesta. 
"Si un estado extranjero, dice, puede tomar parte en 
las guerras civiles de otro, no habrá límite alguno al 
derecho de intervención." 

Es en realidad, tan incompatible con la soberanía 
nacional la intervención de un estado en la decisión de 
las contiendas políticas de otro, que, admitida una vez 
como principio, aún bajo la forma de una alianza de 
guerra, tenemos que suprimir todo lo que hemos 
establecido sobre la autonomía y derechos sobera- 
nos de la nación, sobre la legitimidad de su existen- 
cia, negar su personalidad misma y concluir, en defini- 
tiva, que la existencia de una nación, con autorida- 
des é instituciones propias y en posesión de su auto- 
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nomía é independencia, es simplemente una cuestión 
de hecho, dependiente de su poder y de su fuerza; y 
que no tiene explicación ni legitimidad, sino durante 
el tiempo necesario para que haya otra nación más 
fuerte y poderosa que con éste mismo título aniquile 
sus pretendidos derechos. 

Debemos concluir, en consecuencia, que en el caso 
de una guerra civil en una nación, la única conducta de 
las estados extranjeros, compatible con la soberanía 
é independencia de ese estado, es de la más comple- 
ta neutralidad y abstención. Debiéndose hacer aquí 
una distinción que resuma la doctrina. Si la neutrali- 
dad es un derecho, en el caso de una guerra internacio- 
nal, para los estados no comprendidos en ella, es un 
deber para todos en el caso de una guerra civil que 
aparezca en el seno de una nación. 

Determinemos ahora lo que se permite hacer en el 
caso de una guerra civil á los Estados extranjeros. 

Puede suceder, ciertamente, que una lucha en el 
interior de un estado, se haga sentir también en el ex- 
terior que por las proporciones de la guerra, del po- 
der y de los recursos de los partidos beligerantes, los 
efectos de la lucha sean trascedentales á las naciones 
extrañas á ella y afecten sus intereses: en suma, que 
la guerra sin dejar de ser intestina, tome cierta consi- 
deración internacional. 

En semejantes condiciones, y apareciendo la gue- 
rra como un hecho que no puede dejar de reconocerse 
y del cual no se puede prescindir por las naciones á 
quienes afecta, aunque sea de un modo indirecto, es- 
tas se encuentran en el deber de regularizar sus rela- 
ciones con los partidos contendientes, para protejer 
y amparar asi los derechos é intereses que á cada uno 
corresponden. Esta necesidad trae consigo el recono- 
cimiento de la beligerancia, que es, por consiguiente 
un acto completamente legítimo como ejercicio de 
un derecho incontestable, y que no afecta de ninguna 
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manera los derechos ni de una ni de otra facción be- 
ligerante. 

Contra la sencillez de esta doctrina se ha invocado 
únicamente, alguna vez, le significación moral del re- 
conocimiento de beligerancia en una facción, el apoyo 
directo que en este orden recibían los rebeldes y la 
injuria que ella importaba para la autoridad del go- 
bierno y para la nación que lo había constituido. 

Pero precisamente porque los Estados extranjeros 
no tienen la facultad de juzgar y decidir sobre la legi- 
timidad del gobierno, óde la rebelión que lo combate, 
están obligados á prescindir en sus actos de toda ma- 
nifestación implícita ó explícita que tenga esa signifi- 
cación. Deben conservar sus relaciones con el gobier- 
no establecido, mientras éste exista, prescindiendo de 
juzgar sobre la legitimidad de su título y, sobre todo, 
de manifestarlo en sus relaciones con él. 

Pero todas estas, consideraciones que imponen la 
necesidad de la abstención durante la lucha, no supo- 
nen la necesidad de que éstos sacrifiquen sus derechos, 
ni la posibilidad de que se desconozcan los efectos de 
la guerra. 

Si tienen derechos que reguardar y esto no puede 
lograrse sino regularizando sus relaciones con los po- 
deres beligerantes, deben reconocerlos como tales, sin 
prejuzgar ni sobre la legitimidad de sus hechos, ni so- 
bre su justicia, ni sobre su fuerza. 

El poder moral de una facción no nace del reconoci- 
miento que se haga de ella como beligerante por los es- 
tados extranjeros, obedeciendo á una necesidad inevi- 
table, sino del apoyo que reciba de la nación misma, 
manifestado en los recursos y elementos de que dis- 
pone, en el número de ciudadanos que la sostiene y en 
la duración y trascendencia de la guerra. De manera 
que, en ningún caso, puede verse como un agravio ú 
hostilidad el reconocimiento de estos hechos para pro- 
veer á la conservación de intereses propios. 
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Sentado esto, el reconocimiento de la beligerancia, 
que no puede ser determinado sino por las circunstan- 
cias y necesidades indicadas, viene á ser, en el curso 
práctico de las relaciones de los estados, una cuestión 
de sagacidad y buena fé política, que será siempre 
muy fácil justificar, mediante los principios que deja- 
mos establecidos. 

Esta doctrina fué extensa y hábilmente tratada, con 
motivo de la guerra sostenida por algunos estados de 
la Confederación Americana, para separarse del go- 
bierno de la Unión; durante la cual el secretario de es- 
tado de ésta, sostuvo, que el reconocimiento de los re- 
beldes como beligerantes, hecho por el gobierno inglés, 
era sin precedente en la historia del Derecho In- 
ternacional y el fruto de una precipitación inconcebi- 
ble, y que en circunstancias como las que atravesaba 
la Unión Americana, los demás estados debían abste- 
nerse cuidadosamente de toda medida que pudiera ejer- 
cer influencia en la situación del país combatido por 
los insurrectos. Pero concluye por decir, que pasado 
algún tiempo, que se conceptúe moralmente bastante, 
y continuando la lucha, sin esperanza de una próxima 
conclusión, y sobre todo, cuando la guerra es maríti- 
ma, se justifica por completo el reconocimiento de los 
rebeldes como beligerantes. 

En rigor, esa es la misma doctrina que hemos soste- 
nido y que fué aceptada por el gobierno inglés, que 
justificó su reconocimiento, precisamente, por la con- 
currencia de las circunstancias establecidas por el go- 
bierno americano como propias para legitimarlo. 

En conclusión, la lucha de los partidos beligerantes 
en el interior de una nación, debe ser para los demás 
estados, indiferente, en tanto que no llegue á tomar 
una trascendencia internacional, que comprometa sus 
derechos ó intereses, ó los de los subditos que deben 
proteger; y aún entonces, su intervención debe re- 
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diicirse á un acto de política internacional, como el re- 
ce mocimiento de la beligerancia. 

Por lo demás, no corresponde á los Estados extran- 
jeros el juzgar ni calificar la legalidad con que los cuer- 
pos de ejército, escuadras ó naves de guerra, usan el 
pabellón de su país como símbolo de sus derechos y 
de la autoridad á que obedecen. En semejantes casos, 
para las naciones extranjeras, y como norma y medi- 
da de sus actos, no hay rebeldes sino beligerantes. 

Efectos de una guerra internacional sobre la in- 
dentidad de los Estados. — Solamente dos casos pue- 
den presentarse con relación al punto propuesto: i V 
cuando el estado vencido ha sido desmembrado 6 des 
[>ojado de una parte de su territorio; y 2V cuando la 
totalidad de una nación ha sido sometida por el extran- 
jero, destruida su autonomía, y reunida al estado 
vencedor, como una simple .provincia, ó bajo la forma 
de unión Incorporada. 

En el primer caso los derechos soberanos del Estado 
no sufren, en rigor, ninguna alteración y subsisten en 
toda su integridad sus derechos y obligaciones; salvo 
las modificaciones parciales que sean efecto de la des- 
membración, cuyas circunstancias deben consignarse 
en el tratado definitivo que consagre esa nueva situa- 
ción de los estados. 

En el segundo caso, desapareciendo la autonomía 
nacional y con ella la personalidad del estado, sus de- 
rechos y obligaciones se extinguen, á lo menos de he- 
cho y asume su representación la soberanía que la ha 
reemplazado, bien sea por la absorción ó conquista de- 
finitiva, ó por el hecho de la reunión del vencido co- 
mo Coestado ó en la forma de unión real ó incorpo- 
rada. 

Emancipación de una Colonia ó Provincia. — 
Cuando los cambios operados en la existencia de un 
estado son el resultado de la separación de una colo- 
nia ó provincia, para formar una nación independiente, 
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la cuestión tiene que examinarse bajo un doble aspecto: 
I V con relación al Kstado á que perteneció la colonia 
emancipada, y 2? con relación á esta misma, en su 
nueva situación de estado soberano. 

En cuanto á lo primero, y dado el hecho de la 
emancipación como definitivamente consumado, la me- 
trópoli, conservando la integridad de sus derechos fun- 
damentales, se mantiene en la misma situación ante 
los demás estados, cesando únicamente en el ejercicio 
de sus derechos, y por lo tanto de las obligaciones re- 
lativas, sobre la comunidad y territorio del nuevo esta- 
do independiente, que ha dejado, de reconocer su auto- 
ridad y su poder. 

Sucede en estos casos, mientras subsiste la lucha, 
lo mismo que en el caso de una guerra civil. La inter- 
vención ó alianza del extranjero con cualquiera de los 
beligerantes, no puede realizarse sin peligro de influir 
de una manera decisiva en la integridad de los dere- 
chos soberanos de una ú otra, ocasionando, según el 
caso, ó la desmembración de un estado, por efecto de 
una fuerza estraña, ó bien la sujeción indefinida de 
una nacionalidad, que tiene el derecho de constituirse 
como estado independiente, desde que cuenta con 
los medios, el poder y los recursos suficientes para 
lograrlo. 

Aplícanse así mismo, y por esta consideración, á las 
guerras de independencia, los mismos principios de 
abstención y neutralidad que hemos invocado como 
una regla de justicia y como una garantía común pa- 
ra todos los estados en el caso de guerra mte- 
rior. 

Y por una razón idéntica, y que se deriva del mismo 
principio de neutralidad, el reconocimiento de la colo- 
nia, primero como beligerante y después como Estado 
independiente — si esto llega á ser un hecho irrevoca- 
ble — no puede reputarse como un agravio á los dere- 
chos de la metrópoli, sino por el contrario, como la 
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observancia de los principios más comunes y íunda- 
meritales á que se encuentra sometida la existencia de 
tíKlos los estados. 

PLsta doctrina ha sido establecida como incontesta- 
ble en los numerosísimos casos en que las naciones la 
han adoptado por su consentimiento común é invaria- 
ble; y sin detenerse en la infinidad de razones que la 
justifican ante el criterio racional, nos contentaremos 
con transcribir las elocuentes palabras con que el Mi- 
nistro de Relaciones Exteriores de Inglaterra, Mr. Can- 
ning, sostuvo la causa de las colonias españolas de 
América y la legitimidad del acto de su gobierno que 
las reconoció como independientes. ''Todas las nacio- 
nes son recíprocamente responsables; es decir, están 
obligadas al cumplimiento de los deberes que la natu- 
raleza ha impuesto á los pueblos en sus mutuas reía- . 
ciones y á la indemnización de los daños y perjuicios 
que ocasionen sus subditos ó ciudadanos. Una metró- 
poli, sin embargo, no puede ser responsable por actos 
que no tiene medios de dirigir ni reprimir. Será preci- 
so, pues que los habitantes de los países, cuya inde- 
pendencia está de hecho establecida, no sean respon- 
sables de su conducta ante los otros estados, ó que 
deban ser tratados como bandidos ó piratas. La pri- 
mera de estas suposiciones es absurda, la segunda 
monstruosa, y no puede aplicarse á una parte conside- 
rable del género humano, por un tiempo indefinido. 
No se descubre, por consiguiente, otro remedio que 
reconocer la existencia de las nuevas naciones, y ex- 
tender á ellas, de este modo, la e.sfera de los derechos 
y obligaciones que los pueblos civilizados deben res- 
petar mutuamente y pueden reciprocamente exigirse." 

F^sta es también la doctrina sostenida por los Esta- 
dos Unidos, por medio de su presidente Monroe, en 
.su Mensaje á los Congresos de 1820 y 1821, en que 
expuso: que la soberanía de que había gozado por tan- 
Xo tiempo las colonias españolas, á pesar de los esfuer- 
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zos de España, era un título innegable para la consi- 
deración de las demás naciones; que podía presumirse 
que haciéndose evidente la impotencia de España, pa- 
ra recobrar aquellos territorios, el mismo gobierno es- 
pañol renunciaría á la continuación de la guerra, } 
que en esta determinación no dejarían de influir las 
opiniones de los Estados neutrales. 

En consecuencia, la soberanía é independencia de 
los nuevos estados, fué reconocida por Inglaterra \' 
Estados Unidos, y, sucesivamente, por las demás na- 
ciones, bajo lo influencia délas mismas circunstancias 
y sin ninguna razón ulterior y distinta. En ningún 
caso se ha considerado como indispensable el consen- 
timiento de la metrópoli para el reconocimiento de 
esos nuevos estados. Así sucedió con motivo de la in- 
dependencia de los Estados Unidos de la América del 
Norte, con la de los Países Bajos, la de Portugal, la 
de Grecia, la de Bélgica, y en todos los demás casos 
semejantes. 

Efectos producidos en las relaciones de los Es- 
tados por sus cambios interiores. — Según hemos 

visto ya, los cambios fundamentales que se realizan en 
el interior de un Estado, no producen, en principio y 
por regla general, ningún efecto sobre su identidad, 
mientras se conserva su autonomía é independencia. 
Nos resta únicamente examinar si sus relaciones con 
los demás Estados se modifican por efecto de esos 
cambios, hasta qué punto y á que objetos se refieren. 

Los efectos generales producidos por esas altera- 
ciones, .pueden referirse principalmente á los tratados 
celebrados por la nación, á la deuda pública, á los de- 
rechos sobre la propiedad pública y privada; á los da- 
ños y agravios causados al gobierno ó á los subditos de 
otros estados. 

En cuanto al primero de los objetos indicados, los 
efectos pueden ser distintos, según se trate de pactos 
reales ó personales; división que es admitida por mu- 
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chos publicistas, dada la condición monárquica y he- 
reditaria de muchos estados, y la influencia que esta 
forma política ejerce naturalmente en la celebración 
de tratados que tienen por objeto principal, ó se re- 
fieren de algún mcxlo, á establecer obligaciones positi- 
vas sobre el reconocimiento de los soberanos reinan- 
tes V de sus familias ó dinastías. 

En cuanto á los tratados personales, es evidente 
que openula una reforma en el régimen político de una 
nación, que ha tenido por objeto cambiar la forma de 
gobierno 6 la persona del monarca, ó su dinastía, los 
tratados personales cesan de hecho en sus efectos 
obligatorios, por haber desaparecido las personas obli- 
gadas 6 garantidas en su derecho por aquellos pactos; 
y esto con tanto mayor fundamento, cuanto que los 
tratados personales no ligan en principio á las nacio- 
nes, sino de una manera hipotética; es decir, en tan- 
to que ellas no estimen necesario para su conserva- 
ción y felicidad un cambio sustancial en su régimen 
político. 

Por el contrario, los tratados reales continúan en 
todo caso siendo obligatorios en todas sus partes; por 
que recayendo la obligación contraída en la nación to- 
da, sin consideración especial á su régimen político, y 
tomados en abstracto y de una manera general, los in- 
tereses y derechos de la comunidad, como la base de 
sus pactos, la simple alteración en la forma política de- 
be considerarse, y es en verdad, un simple accidente 
que deja en pié y en todo su vigor los compromisos con- 
traídos. 

Solamente una excepción menciona VVheaton sobre 
este punto, y es la relativa á los tratados que tuvieron 
por objeto impedir un cambio en la constitución del 
estado; pacto que cesaría una vez operado ese cambio 
ó reforma. Por lo demás, esta excepción, si es que pue- 
de llamarse tal, no haría sino confirmar los principios 
expuestos, desde que, en rigor, un pacto semejante ca- 
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vecería desdci su principio de fuerza obligatoria; por- 
que no se encuentra entre las estipulaciones de dere- 
cho, racionalmente posibles, la de vedarse á si mismo 
el ejercicio de la libertad y el empleo de los medios 
necesarios para la propia conservación. 

En cuanto al segundo objeto que hemos propuesto, 
parece fuera de duda que la deuda pública de un es- 
tado debe mantenerse, como una obligación de éste, 
sin alteración ninguna cualquiera que sea la modifica- 
ción qué experimente en su manera de ser. 

Como la deuda fué contraída en nombre de la na- 
ción y por persona debidamente autorizada, y el cama- 
bio operado en su régimen interno es sólo relativo á una 
forma accidental y transitoria, el nuevo gobierno que 
asume la representación y los derechos del anterior, 
está sujeto en nombre del Estado á las mismas obli- 
gaciones. 

Así se ha reconocido, de una manera general y unifor- 
me, por el uso de todas las naciones; estableciéndose 
únicamente las condiciones de la subsistencia ó modi- 
ficación de las primitivas obligaciones, por medio de 
tratados especiales, en los casos de anexión ó des- 
membración de los estados obligados por esas deudas 
en todo ó en parte. Puede citarse, como ejemplos de 
esos pactos, el relativo á la anexión de Tejas á la 
Unión Americana, el tratado de Zurich entre Austria 
y Francia, relativo á la deuda pública del gobierno de 
Lombardia, reunido á la monarquía italiana en 1859 
por su separación del Imperio Austro-Húngaro, el 
tratado definitivo de 1839, ^obre el reconocimiento de 
Bélgica y su separación de Holanda y el tratado de 
Praga de 1 866^ relativo á la incorporación de Venecia 
á la misma monarquía italiana. 

La solución del tercer punto, referente á los efec- 
tos producidos sobre la propiedad por los cambios in- 
teriores operados en un Estado, es más difícil é im- 
portante; aunque también es cierto, que la numerosas 
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cuestiones que con tal motivo, se presentan, son en su 
mayor parte del dominio del derecho público internf) 
y del derecho privado, que solo toman una considera- 
ción internacional, en cuanto pueden afectar los inte- 
reses de los gobiernos extranjeros, 6 de los subditos 
de estos. 

No nos corresponde examinar la legitimidad de los 
actos de confiscación ó de despojo, realizados, por los 
diferentes gobiernos de un estado, ni los títulos de 
estos; y nos limitaremos, por tanto, á considerarlos 
como hechos realizados, para aplicar las reglas de jus- 
ticia internacional en que los intereses extranjeros 
hayan sido comprometidos. 

Con relación al dominio público, poco en verdad 
hay que examinar. Desde el momento en que un go- 
bierno sucede á í)tro en el ejercicio de sus derechos, y 
es generalmente obedecido 6 aceptado, las demás na- 
ciones deben reputarlo como legítimo, sin hacer dis- 
tinción sobre sí es de hecho ó de derecho; pues según 
hemos visto ya, el fallo sobre su legitimidad, con arreglo 
á las leyes de la nación, no cerresponde sino á esta 
misma, siendo cualquier otro principio sobre el par- 
ticular atentatorio y peligroso para su conservación y 
seguridad. 

En consecuencia, si el gobierno, de hecho ó de dere- 
cho, ha procedido, según las formas establecidas y con 
arreglo á la constitución del estado, á la enagenación 
de una parte de la propiedad pública, el acto en sí mis- 
mo es legítimo y debe subsistir cualesquiera que sean 
la opinión y las resoluciones de otro gobierno que se 
erija posteriormente,ya sea como revolucionario ó como 
restaurador del antiguo régimen. Y esos actos tendrán 
aún más poderosa sanción si se agrega la aprobación 
expresamente dada por el cuerpo representativo del 
país, de una manera presunta ó tácita, realizando y 
cumpliendo el pacto por su parte, ó procediendo de 
una manera tal, que suponga su consentimiento. 



i* 



— 4»- 

De la misma manera y tratándose de la confisca- 
ción ó secuestro de los bienes de particulares, las cues- 
tiones de revindicación y sus emergencias deben ser 
resueltas por la legislación interior del país, siendo pe- 
ligrosa toda doctrina que tienda á establecer una in- 
tervención ó influencia de los estados extranjeros en 
la resolución de semejantes cuestiones. 

Todos los actos de simple secuestro contra los bie- 
nes de particulares, ya sean nacionales ó extranjeros, 
se resuelven por las leyes civiles del país, que son las 
que protejen sus derechos privados contra toda usur- 
pación ó violencia, cualquiera que sea su procedencia 

Si el régimen político que autorizó esos secuestros 
es reemplazado por el antiguo orden de cosas, es apli- 
cable el principio áitpost liminium á las propiedades 
privadas que vuelven á su antiguo propietario, en tan- 
to que no hayan sino enagenadas. 

Pero cuando esto último ha sucedido, es decir, cuan- 
do ha habido una verdadera confiscación seguida de 
actos de enagenación de esas propiedades privadas, la 
solución es mucho más difícil, aún cuando en nuestro 
concepto ella depende también única y exclusivamen- 
te de las leyes interiores del país. Al gobierno de és- 
te corresponde examinar, según los casos, si debe ope- 
rarse un trastorno tan fundamental en la propiedad, 
desconociendo derechos adquiridos de buena fé y san- 
cionados en muchos casos por el tiempo, ó seguir una 
regla más justa y más prudente, indemnizando á los 
primitivos propietarios, privados de sus bienes, en ra- 
zón de sus ideas ó afecciones políticas. Pero en nin- 
gún caso puede admitirse que sea controvertible, bajo 
el punto de vista internacional, el título de los gobier- 
nos ó subditos extranjeros sobre las propiedades de 
la clase indicada adquiridas por ellos. I^ razón de es- 
to reposa en la consideración de que las resoluciones 
de carácter civil, pronunciadas por los tribunales de 
una nación, no tiene fuerza bastante para obligar á los 
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gobiernos ó subditos extranjeros, que no han interve- 
nido en los litigios , en que se ha terminado por des- 
conocer la legitimidad de las confiscaciones y de las 
ventas subsiguientes: y por otra parte, en que la so- 
beranía que absorbe en el Estado la representación de 
la propiedad privada territorial, para presentarla como 
una sola la propiedad nacional ante el extranjero, dá 
suficiente titulo para legitimar ante los demás estados, 
los actos del gobierno al disponer de esas propieda- 
des como representante de la nación. 

Por último y cuanto á los daños ó agravios causa- 
dos á los estados ó subditos extranjeros, por el go- 
bierno de un país, cualquiera que sea su clase, parece 
incuestionable que la responsabilidad recae en el go- 
bierno que le suceda, por el hecho de que el gobierno 
representa en todo caso á la nación, ante los demás 
estados y de que á éstos no les es posible distinguir 
en los que ejercen la autoridad suprema con título le- 
gítimo ó sin él. Se comprende, por lo tanto, que no 
serviría de excusa á una nación, para eximirse de la 
responsabilidad de los agravios ú ofensas inferidas 
á otra, el que tales actos hubieran sido realizados por 
el gobierno usurpador 6 revolucionario; pues en los 
continuos cambios á que pueda estar sujeta una na- 
ción en su régimen interno, por obra de ella misma; 
sería difícil fijar el origen, el límite y la extensión de 
sus deberes, perdiendo en consecuencia, su conside- 
ración internacional, el prestigio y los respetos á 
que es acredora toda nación independiente. 

Lo que hemos dicho, se aplica únicamente á los ac- 
•tps del gobierno de una nación en cuanto se refiere de 
una manera directa á los derechos é intereses de otros 
estados, que son los únicos por su naturaleza sujetos 
á una reparación en la vía internacional, pero no á los 
perjuicios ocasionados á los subditos extranjeros co- 
mo consecuencia fortuita de las luchas interiorCvS, de 
los cambios súbitos de gobierno ó de cualquiera 
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otro accidente á que está sujeta la vida interior de 
una nación, la estabilidad de sus instituciones ó de sus 
autoridades. La intervención de los estados en pro- 
tección de sus respectivos subditos, solo puede admi- 
tirse cuando han sido denegados todos los recursos 
de justicia invocados por el extranjero, conforme á la 
ley común, ó desechadas sus reclamaciones con vio 
lación de la ley misma; pues solo en este caso, puede 
decirse que nace la cuestión internacional con motivo 
del olvido ó desprecio de los pactos en que se asegu- 
raba al extranjero las garantías necesarias para el 
ejercicio de sus derechos naturales. 

Por los demás, el extranjero está sometido á los 
mismos principios de derecho común que los naciona- 
les; y no puede gozar por aquella calidad de mayores 
privilegios ni de otras garantías que las acordadas á 
los subditos del país. 

En conclusión, el extranjero no puede ser atendido 
en semejantes casos, según principios excepcionales y 
de privilegio, sino conforme á las leyes y usos estable- 
cidos para reclamar sus derechos en justicia; siendo 
solo de la responsabilidad del estado, los daños di- 
rectamente causados por actos de su gobierno ó au- 
toridades, cuando no han sido debidamente reparados, 
como sucede en los casos de injusticia notoria ó de 
negación de todo recurso. 

Toda otra clase de intervención diplomática, con 
motivo de perjuicios reales 6 supuestos, sufridos por 
subditos extranjeros, no pueden verse sino como ac- 
tos abusivos é irregulares, que generalmente no han 
tenido otro origen, que la poca consideración inspira- 
da por los estados débiles, y el erróneo concepto 
acerca de las verdaderas condiciones de cultura y del 
estado social de estos. Así es como se explican los de- 
plorables excesos cometidos por mas de una nación eu- 
ropea, repecto de algunos estados de América españo- 
la, que no serán nunca condenados coíi bastante se ve- 
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ridad; sobre todo cuando se conozca que la mayor 
parte de ellos han sido motivados por agravios supues- 
tos ó monstruosamente exagerados; no pocas veces 
por la ligereza ó ignorancia de agentes públicos ó con- 
sulares, que han prescindido de toda consideración á 
los gobiernos y casi siempre con supresión de todas las 
formas establecidas generalmente por el uso interna- 
cional para iniciar y dirigir, reclamaciones semejantes. 
Es digno de notarse, que en las relaciones diplomáti- 
cas de los estados del antiguo continente con la 
Unión Americana, las reclamaciones internacionales 
con motivo de intereses particulares, son casi des- 
conocidas, en tanto que ellas han formado, en una gran 
parte de estas repúblicas, el objeto principal de las 
gestiones de los agentes diplomáticos extranjeros. 

Estados soberanos. — Dada la noción en abstrac- 
to de un modo general, de lo que constituye á las en- 
tidades jurídicas que hemos llamado Nación y Estado 
parece que no puede adoptarse definición más propia 
para dar á conocer lo que es un estado soberano, que 
la establecida por Vattel. **Toda Nación que se go- 
bierna por sí misma, dice este publicista, bajo cual- 
quiera forma que sea sin dependencia de un poder ex- 
traño, es un estado soberano." 

No encontramos, para hacer la crítica de esta defi- 
nición, el motivo expuesto por Weathon, acerca de 
que es poco comprensiva, por no extenderse á los es- 
tados cuya soberanía está limitada ó modificada en di- 
verso grado; y decimos esto, porque, como en princi- 
pio no hay medio posible entre la soberanía y la de- 
pendencia, afirmando lo uno ha de negarse lo otro, de 
donde resulta la perfección teórica de la definición que 
dejamos estatablecida. 

Estados semi-soberanos. — Sin embargo, el dere- 
cho positivo reconoce la existencia de estados someti- 
dos al Derecho Internacional, que no gozan de la pleni- 
tud de la soberanía; tales son los estados semi-soberanos 
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y otros, que, según Kluber, son todos aquellos que de- 
penden de otros estados para el ejercicio de ciertos 
derechos inherentes á la soberanía. 

La disthición establecida por el derecho positivo 
entre los estados soberanos y sem i-soberanos, es en 
verdad insostenible ante la teoría; porque ciertamen- 
te no puede conciliarse la existencia de una persona 
independiente, impedida sin embargo de proveerse á 
sí misma, por el ejercicio de su libertad natural, ó bajo 
la dependencia ó sumisión á otra persona, sin una con- 
tradicción en los términos, por lo cual debe decirse 
que la locución de estado sem i-soberanos constituye 
una verdadera antinomia. 

Pero dado que la existencia de algunos Estados en 
esa condición, es ó ha sido un hecho, que el abuso de 
la fuerza 6 el imperio de circunstancias inevitables ha 
constituido, haremos un breve resumen sobre la situa- 
ción de algunos de esos estados, para concluir de 
allí que en realidad los tratados de alianza desigual, 
protectorado ú otros que han dado lugar á la creación 
de estados sem i-soberanos, tributarios, ó dependien- 
tes de algún modo de un poder extranjero, no han si- 
do casi siempre sino la manera de encubrir la viola- 
ción de los derechos autonómicos de una nación, la 
intervención permanente y atentatoria en sus asuntos 
interiores y si disfraz con que la razón de estado y el 
espíritu de absorción de los poderosos, ha procurado 
encubrir injustificables violencias y atentados contra 
la independencia de las naciones. 

El derecho positivo europeo ha reconocido en di- 
versas épocas algunos estados en la comunidad de las 
naciones independientes, que no gozaban, sin embar- 
go, de la plenitud de la soberanía, de la cual no tuvie- 
ron sino en el nombre. 

La ciudad libre de Dantzick fué colocada bajo el pro- 
tectorado de los reyes de Prusia y Sajonia por los tra- 
tados de Tilsit; perdiendo así sus fueros y autonomía 



— 53 — 

de ciudad libre, hasta los tratados de Viena de 1815, 
en cuya acta final se determinó la situación de esa ciu- 
dad como miembro de la Confederación Germánica. 
La ciudad de Cracovia fué reconocida por el mis- 
mo Congreso como libre, independiente y neutral, ba- 
jo el protectorado de Austria, Rusia y Prusia, basto el 
año de 1846, en que fué incorporada á la j^rimera de 
estas potencias, con violación de los tratados sancio- 
nados por la Europa entera, y para manifestar una vez 
más que esa independencia nominal, reconocida en 
una pequeña fracción de un reino desmembrado por 
la fuerza, no fué sino una transición, aconsejada por 
intereses políticos del momento, para consumar una 
expoliación total y definitiva. Por lo demás, la ciudad 
libre de Cracovir no tuvo jamás en sus relaciones con 
los demás estados, los fueros, consideración y el pres- 
tijio de un estado indeixíndiente. 

• De la misma manera y en virtud de la con- 
vención firmada en Paris en 18 15 por Inglaterra, 
Prusia, Austria y Rusia, las islas Jónicas, fueron cons- 
tituidas como un estado semi-soberano, bajo el protec- 
terado exclusivo de Inglaterra. Aún cuando, confor- 
me á los términos de la convención, los F.K. UU. las 
islas Jónicas eran reconocidos como un Estado libre é 
independiente, su soberanía fué absoi*vida en lo absoluto 
por el estado protector, así por la perpetuidad estipulada 
en el protectorado y por la desaparición de la soberanía 
exterior, representada exclusivamente por Inglate- 
rra, como por que, aún su régimen y vida interior, la 
constitución, los poderes y autoridades, la promulga- 
ción de las leyes y la dirección de sus fuerzas y de sus 
recursos, dependían de una manera más ó menos direc- 
ta del soberano protector. Como semejante clase de 
alianza ó de representación ofreciera gravísimos inco- 
veníentes para la misma Inglaterra, el protectorado de 
ésta terminó por efecto del tratado que se celebró en- 
tre Francia, Inglaterra y Rusia, en 1826, que determi- 
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nó la independencia de la Grecia, á la cual quedaron 
incorporadas las Islas Jónicas. 

Además de esos estados reconocidos como sobera- 
nos, pero dependientes de otros, podrían citarse en el 
rango y condición de sem i-soberanos, los principa- 
dos del Danubio, hoy Servia y Rumania, cuya singular 
condición de vasallos de la Puerta Otomana y proteji- 
dos de la Rusia, según el tratado de Andrinópolis de 
1829, ha dado origen á las interminables cuestiones 
sobre la conservación y rectificación de fronteras de 
las potencias orientales de Europa y forma hoy mis- 
mo el motivo del grave conflicto que aún no ha termi- 
nado. La República de Poglizza, en Dalmacia, consti- 
tuida, bajo el protectorado del Austria, y los nume- 
rosos Estados del antiguo Imperio Germánico, que, 
en posesión de lo que se llamaba supremacía territo- 
rial, no podían ser considerados, sin embargo, co- 
mo completamente soberanos, por su dependencia del 
Imperio, en todo lo relativo á su constitución interior 
y á su representación exterior. 

En la misma consideración de estados semi-sobera- 
nos han sido considerados algunos otros tributarios, 
enfeudados, ó sometidos á un vasallaje fundado en pre- 
cedentes históricos; y que no obstante que conserva- 
ban cierta autonomía local, la peculiaridad de sus le- 
yes y autoridades propias y nacionales, vivían bajo la 
dependencia de otros estados, careciendo casi siempre 
de representación exterior. Tales eran el señorío de 
Kníphausen, feudo del Ducado de Oldemburgo, el 
Egipto constituido en vasallo de la Puerta Otomana 
hasta 1840, en que por la intervención de las poten- 
cias de Europa, si bien fué reconocido en relativa in- 
dependencia, quedó como tributario y subdito del Sul- 
tán. Lo mismo puede decirse de los Estados Berberis- 
cos, aunque, como dice Wheaton, las relaciones de 
estos estados con el Imperio mencionado, son en ex- 
tremo irregulares y de difícil calificación. 
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Conviene, sin embargo, advertir que el tributo no 
ha sido siempre el signo de dependencia política; por 
que tal tributo fué pagado por algún tiempo por las 
naciones marítimas de Europa á los Estados Berbéri- 
cos, á fin de dar seguridad á su comercio y navegación 
en el Mediterráneo, sin que por esto pueda decirse que 
esas potencias civilizadas y cristianas dependían, bajo 
ningún concepto, de aquellas naciones semi-bárbaras. 

Y así también el Rey de Ñapóles, rindiendo volun- 
tariamente vasallaje á la Sede Apostólica, hasta 1 8 1 8, 
no ha sido jamás considerado como semi-soberano ni 
ha carecido en la más mínima parte de su independen- 
cia y de sus fueros como soberano. 

Hacer el examen del origen y naturaleza de las re- 
laciones entre todos esos Estados y aquellos de que 
dependían, sería ageno á nuestro propósito y materia 
de un estudio largo y detenido, y debemos por lo tan- 
to limitarnos á manifestar que esa independencia no- 
minal y de convención, reconocida en los Estados se- 
mi-soberanos, no ha tenido por lo general otro origen 
que las prerrogativas y fueros originados por la con- 
quista, mantenidos por un principio t-radicional é histó- 
rico y sancionados por razones de equilibrio político, 
en que se ha sacrificado generalmente la independen- 
cia de algunos pueblos á los celos y rivalidades de es- 
tados poderosos. 

En América no hay Estados sem i-soberanos. Cons- 
tituidas las naciones que la pueblan bajo los auspicios 
de la civilización moderna, sin trabas ni reclamaciones 
complicadas, que desaparecieron por el hecho de su 
independencia, su situación política se encuentra per- 
fectamente definida por la más perfecta igualdad; y el 
principio único y fundamental del equilibrio continental 
de la América, estriba en la regularidad de sus rela- 
ciones; en la exclusión del sistema político de la Eu- 
ropa sobre equilibrio é intervención y en la celosa de- 
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fensa de todos sus territorios contra el proyecto de 
colonización ó de conquista. 

Unión de los Estados. — Las relaciones históri- 
cas de los pueblos, las leyes de sucesión en los Es- 
tados monárquicos y el sostenimiento de su seguridad 
y de sus intereses propios, pueden conducir á los Es- 
tados libres é independientes, bien á constituirse en 
una especie de república federativa, ó en otra cla- 
se de unión en que conserven, sin mengua alguna, 
la integridad de sus derechos soberanos; pues como 
dice VVattel: " los estados soberanos é independien- 
" tes pueden reunirse por una confederación per- 
** petua, sin dejar de ser cada uno, en particular, un 
*' estado perfecto; y aunque estas deliberaciones co- 
'^ muñes no ataquen en ninguna manera la soberanía 
" de cada miembro, algunas de ellas pueden embara- 
*' zar su ejercicio bajo ciertos conceptos, en virtud de 
" compromisos voluntarios. " 

Para conocer en qué forma y hasta qué punto que- 
da modificada la soberanía por la unión de los Esta- 
dos que la forman, será preciso que nos ocupemos de 
cada una de sus clases, distinguiendo las que son en 
realidad el efecto* de una decisión expontánea. y libre, 
de las que reposan únicamente en antecedentes his- 
tóricos y en principios más ó menos declarados de ab- 
sorción. 

Unión personal. — La unión de los estados pue- 
den ser personal, real, incorporada y federal; pudiendo 
distinguirse ésta última en dos clases, según que la so- 
beranía exterior de los estados en particular haya de- 
saparecido ó no, por el hecho de la unión. Por virtud 
de las leyes de sucesión, dos Estados soberanos pue- 
den estar sometidos á un mismo príncipe, sin ninguna 
dependencia recíproca entre ellos, y conservando ca- 
da uno sus derechos de nación libre é independiente. 
Cuando esto sucede; la unión se U^rm. persona/. Tal 
es la que existió entre la Prusia y el Principado de 
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Neufchatel desde el tratado de Viena de i8i5,hasta 
el 26 de Mayo de 1857, en que el Rey de Priisia re- 
nunció los derechos de soberanía sobre el Principado 
que le reconoció el primero de esos pactos. De la mis- 
ma manera, los sajones de la Gran Bretaña y Hano- 
ver se encontraban sometidos al mismo monarca, con- 
servando cada uno sus leyes y administración, perfec- 
tamente distintas y sus derechos de soberanía é inde- 
pendencia nacional. Idéntica es la situación de los 
reinos de Suecia y Noruega, unidos bajo una misma 
dinastía, pero conservando cada uno sus instituciones 
políticas, sus leyes y autoridades nacionales, con per- 
fecta separación é independencia: únicamente su so- 
beranía exterior se encuentra absorvida por el Jefe de 
los Reinos Unidos. 

Unión real. — Cuando la reunión de los Estados se 
verifica bajo la forma de una fusión verdadera y com- 
pleta de sus intereses, sometiéndose á una ley común 
¿instituciones idénticas, conservando únicamente cier- 
to grado de autonomía local que no es posible supri- 
mir por las diferencias de razas y costumbres, hay 
unión real que, según Calvo, existe cuando la sobera- 
nía individual de cada uno se pierde en la general re- 
sultante de la unión, ó según la expresión de Hefter, 
cuando se fusionan los destinos de los pueblos unidos. 
Constituyese entonces lo que se llama una comunidad 
de Estado, en que la soberanía interior de cada uno 
subsiste con relación á los demás y al jefe ó sobera- 
no de la Unión, quedando absorvida la soberanía ex- 
terior por la de los estados reunidos. 

De este género es la unión de los estados que cons- 
tituyen el Imperio de Austria, reunidos sucesivamente 
á la corona imperial y compuestos de nacionalidades 
diversas. Exceptúase la Hungría, que, aunque unida 
al principio al mencionado imperio, bajo la misma for- 
ma, obtuvo, merced á sus frecuentes y formidables 

insurrecciones, que al fin de 1865 se restableciera su 
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antigua constitución, se restaurara su Dieta ó Con- 
greso y que el emperador de Austria tomara el título 
de rey de Hungría, viniendo á quedar así como una 
unión personal propiamente dicha. 

Unión incorporada. —Esta se realiza en virtud de 
una conquista, anexión ó pacto, que, aunque ilegítimos, 
reúnen una nación á otra, perdiendo aquella su auto- 
nomía y quedando como fracción ó provincia de aque- 
lla á que se le ha agregado. La anexión de la Polonia 
á la Rusia, según el Congreso de Viena, y la del du- 
cado de Varsovia al mismo imperio por el acta final 
de dicho Congreso, son ejemplos de tales incorpora- 
ciones. El Czar Alejandro II concedió, en una carta 
especial, una dieta y un rey á la Polonia, rey que de- 
bía presidir la dieta, coronarse en Varsovia y jurar la 
constitución; pero la revolución polaca en 1832, oca- 
sionó la completa refundición de la Polonia, que des- 
de entonces perdió su autonomía. 

Unión federal. — Llámase así el vínculo ó pacto 
por el cual diversos estados independientes se ligan 
de un modo permanente, para atender á su seguridad 
y ventajas comunes, la integridad de sus territorios y 
para promover su bienestar y progresos por sus es- 
fuerzos reunidos. 

La unión federal puede ser un sistema de estados 
confederados, ó un gobierno federal supremo ó estado 
compuesto. 

En el sistema de estados confederados los miembros 
de la unión conservan, en principio general, su autono- 
mía y poder soberano en lo interior y exterior, sin 
otra limitación que la de no poder hacer alianzas ni 
guerras con estados extraños á la confederación, y la 
de someter las diferencias entre los co-estados á la de- 
cisión de la Dieta ó autoridad central y común cons- 
tituida para los fines de la Unión. 

El gobiejmo federal supremo y ó estado compuesto, su- 
pone la existencia de un poder común para los esta- 
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dos, que extiende su acción hasta el territorio de ca- 
da uno de éstos y asume su representación para to- 
dos los actos de la soberanía exterior y para la defen- 
za y seguridad del cuerpo de la unión. 

El tipo característico de la primera clase de unión 
es la Confederación Germánica, constituida por acta 
de 8 de Junio de 1815 y formada por los representan- 
tes de todos los estados de Alemania, con excepción 
de Badén y Wurtemberg, que accedieron poco después. 

Según el acta constitutiva, el objeto de la confede- 
ración era, la seguridad interior y exterior de Alema- 
nia y la conservación de la independencia y de la in- 
violabilidad de los estados confederados. 

La Confederación Germánica fué precedida por el 
imperio del mismo nombre, desde que Otón, elegido 
emperador en 936 por ios electores reunidos en Aix- 
la-Chapelle, fué reconocido por el papa León VIII 
como soberano del Santo Imperio Romano. Al ter- 
minar la guerra llamada de las investiduras, la bíila 
de oroj publicada por Carlos IV y confirmada por sus 
sucesores, redujo á siete el número de los príncipes 
electores, estatuyó las bases del imperio y designó co- 
mo vicarios de éste al Palatino del Rin y al duque de 
Sajonia. 

La constitución de ese imperio sufrió los trastornos 
consiguientes á las pérdidas de territorio ocasionados 
por los tratados de Campo Formio y de Luneville, en 
que Alemania perdió la ribera izquierda del Rin; y 
posteriormente quedó sostituida por la Confederación 
del Rin, resultado de la batalla de Austerliz en 1 806. 

Esa confederación, que tuvo solamente la efímera 
existencia que le prestaran las victorias del empera- 
dor Napoleón I, desapareció con la caída de éste, dan- 
do lugar á la renovación de la liga germánica bajo la 
forma federal que le dio al acta de 1 8 1 5 de que ya se 
ha hecho mención. 

En esta situación y bajo las reformas que sucesiva- 
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mente, desde 1818 hasta 1834, fueron introduciéndose 
en ella, permaneció hasta que, por la Confederación de 
la Alemania del Norte, resultado de la preponderancia 
de Prusia y por la institución del Imperio de Alema- 
nia, la antigua unión— germánica se resolvió en el po- 
der imperial conferido al rey de Prusia y sus suceso- 
res conforme ala constitución de 16 de Abril de 1871; 
cuyo objeto es dar consistencia y unidad de acción á 
los pueblos de Alemania, por la concentración de sus 
poderes en manos del emperador, en cuanto sea nece- 
sario para atender á la seguridad y defensa de la tie- 
rra alemana y asegurar sus progresos y bienestar por 
la paz interna, encargada al jefe común de los estados 
que constituyen el imperio. 

Según la constitución imperial ya referida, la auto- 
ridad federal reúne en sus manos un poder tal que lo 
asemeja á un gobierno unitario, encomendando los es- 
tados al imperio la representación y ejercicio de su 
soberanía exterior y conservando en cuanto á la inte- 
rior, la suma de poderes locales suficientes para que 
no se les considere como dependencias ó provincias de 
otro estado. 

El imperio de Alemania, por el texto de esa cons- 
titución, es una confederación bajo la presidencia del 
rey de Prusia, con un poder legislativo que se ejerce 
por al consejo federal y la asamblea del imperio; el 
primero compuesto de los representantes de los esta- 
dos de la confederación en la proporción asignada por 
el artículo 6? en que corresponden á PrUvSia 17 votos; 
y la segunda (Reichstag) por sufragio universal y di- 
recto con 382 diputados. 

La legislación del imperio prefiere á la de cualquie- 
ra de los estados de la confederación y comprende to- 
do lo relativo á la libre circulación, indigenato co- 
mún, aduanas, pesos y medidas, bancos, ferrocarriles, 
censos y telégrafos, derecho civil, comercial y penal, 
organización militar y de la marina de guerra, ejerci- 
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cío de la medicina y todo lo que concierne á la pren- 
sa y al derecho de asociación. Con lo que se vé que el 
campo de acción de la autonomía interna de sus esta- 
dos es sumamente limitado. Bajo este supuesto pue- 
de decirse con exactitud que, la soberanía en general 
de cada uno de los estados del imperio; gira en más es- 
trecho círculo que la de los que forman un gobierno 
federal supremo como las confederaciones de Suiza y 
Estados Unidos de América. 

Sobre la base del pacto de unión de los trece esta- 
dos de América del Norte, suscrito en 1 5 de Noviem- 
bre d 1777, la convención de los delegados del pueblo 
de los EE. UU. adoptóla constitución de 17 de Se- 
tiembre de 1787, cuyas disposiciones en lo pertinente 
organizan un gobierno común para la Unión. 

La rama legislativa comprende el Senado, constitui- 
do por dos representantes elegidos por la legislatura 
de cada uno de los estados por el término de seis años 
y la Cámara de representantes, elejida directamen- 
te por el pueblo, distribuyéndose su número según la 
población de cada uno de los estados. 

El Poder Ejecutivo lo forma el Presidente de la Re- 
pública. 

La rama judicial del gobierno está constituida por 
la Corte Suprema y los tribunales inferiores que el 
Congreso estableciere. 

Según la Constitución de ese país los estados con- 
servan casi en lo absoluto su autonomía interior; pues- 
to que poseen gobierno, legislatura y administración 
de justicia que les son propios, y pueden darse leyes 
de todo fuero, sin otra limitación que la que la consti- 
tución reserva a la legislatura federal, no teniendo el 
presidente acción directa sobre el territorio ni los ciu- 
dadanos de los diferentes estados. 

El poder legislativo federal se extiende á los mis- 
mos objetos que el del imperio de Alemania, con las 
diferencias derivadas solamente de las formas republi- 
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cana y monárquica respectivamente adoptadas por 
cada uno de esos estados. 

La constitución suiza, de 12 de setiembre de 1848, 
declara que el objeto de la confederación es, asegurar 
la independencia de la patria contra el extranjero, man- 
tener la tranquilidad y el orden en el interior, protejer 
la libertad y los derechos de los confederados y acre- 
cer su prosperidad común. 

Los cantones conservan su soberanía, particular- 
mente en lo que concierne á su régimen interno y le- 
gislativo, salvo las limitaciones impuestas por la cons- 
titución federal: y en lo exterior son representados por 
el consejo federal, en las relaciones políticas, pudien- 
do sin embargo celebrar con los estados extranjeros 
convenciones relativas á la economía pública, relacio- 
nes de vecindad y de policía, en cuanto esos pactos no 
perjudiquen los derechos de la confederación ó de 
otros cantones. 

Las autoridades federales son: la Asamblea Federal 
compuesta del Consejo Nacional y del Consejo de los 
Estados; el Consejo Federal, la Cancillería Federal y 
el Tribunal Federal ó Corte Suprema de Suiza. 

El poder legislativo en lo que concierne á los asun- 
tos comunes de la confederación y la alta vijilancia y 
dirección, sobre lo que es de interés nacional, reside 
en la Asamblea Federal. 

El Poder Ejecutivo es ejercido por el Consejo Fe- 
deral y en su nombre por el presidente de la confede- 
ración, elegido, de entre sus miembros anualmente por 
la Asamblea Federal, que elije también, por el período 
de tres años á los miembros de ese consejo. 

En esta variedad de formas, que todavía pueden di- 
versificarse, por lo que muestran las constituciones de 
la República Argentina, Brasil, Méjico y Venezuela, 
existe el rasgo común de la unidad de representación 
exterior, asi en el imperio autocrático de Alemania, 
como en las democráticas confederaciones menciona- 
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das, no existiendo hoy ninguna que revista la forma 
de sistema de estados confederados. 

Las demás clases de unión como el Zollverein ale- 
mán, la unión postal universal, la unión latina y otras 
semejantes, no constituyen una asociación política, 
ni de carácter permanente, sino compromisos relativos 
á intereses de otro orden, como el régimen aduanero, 
el del servicio de correos, ó un sistema monetario de- 
terminado entre las naciones que suscriben ó aceptan 
el pacto; son por su naturaleza transitorias, y están 
sujetas á revisiones y reformas, que hacen indispensa- 
bles el curso y desarrollo mismo de esos intereses, 
con independencia absoluta del estado político de las 
naciones comprometidas. 



i 



LECCIÓN III 

SUMARIO. — Derecho de conservación é independencia y sns 
derivados. — Equilibrio político. 

Derecho de conservación é independencia. — 

Una vez establecida la certeza y autoridad de la ley 
jurídica internacional y que las naciones constituidas, 
bajo la forma unitaria ó federal, son las personas mo- 
rales sometidas á ella, debemos entrar en el examen 
de sus aplicaciones. 

Los derechos del estado, como los del individuo, 
pueden ser absolutos ó primitivos y condicionales ó 
hipotéticos. Los primeros existen en todo caso para 
un estado, por el solo hecho de serlo; y no tienen más 
límite que el de las demás naciones. Los segundos 
nacen de las relaciones accidentales entre ellos y va- 
rían ,ó desaparecen con las circunstancias que los 
crearon. 

Se distinguen, pues, de aquellos, en que n(; son inal- 
terables ni imprescriptibles. Los primitivos pueden 
reunirse en tres categorías: Derecho de conservación 
é independencia; derecho de igualdad; derecho de so- 
beranía territorial y dominio público. 

Las naciones tienen como necesario objetivo la rea- 
lización del fin común de la humanidad en la perfec- 
ción y desarrollo progresivo de la vida exterior, órbita 
sin cesar creciente de sus relaciones jurídicas; pero, 
como, aun variando de un modo indefinido las necesi- 
dades transitorias é intereses que forman el conjunto 
de sus estipulaciones voluntarias, permanecen y per- 
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manecerán inmutables, y como atributos de la perso- 
nalidad nacional, las condiciones fundamentales de la 
existencia humana, percíbese sin esfuerzo el carácter 
absoluto de los derechos que hemos mencionado. 

Ocupándonos del de conservación é independencia 
basta observar que desde, que existe una sociedad po- 
I lítica tiene un fin humano que llenar, imposible de 

comprenderse, si no es por la entera independencia de 
su acción, condición esencial de la existencia moral y 
j urídica. ^ 

El derecho de conservación é independencia hemos 
de considerarlo pues, como el poder ó facultad que tie- 
ne una nación para exijir los medios necesarios para 
su existencia y desarrollo. 

No hay necesidad de detenerse en explicar nocio- 
nes fundamentales que, constituyendo por sí intuicio- 
nes racionales, pierden su claridad al intentarse expla- 
narlas. Es suficiente considerar que la necesidad de 
la conservación es coetánea á la concepción de la exis- 
tencia y que si ella encuentra campo entero de acción 

^ en la vida exterior, ó sea en la esfera del derecho, el 

de conservación es tan absoluto como la afirmación 
de la vida, hecho universal que nos rodea. 

El derecho de conservación no implica un principio 
estacionario; la vida tiende á la expansión y las facul- 
tades perfectibles á su desarrollo progresivo. De aquí 
se derivan esa serie de derechos que fluyen como de 
su fuente natural del derecho de conservación é inde- 
pendencia que son, puede decirse, los elementos en 
que se descompone y que se refieren: al poder y fa- 
cultad de emplear los medios y recursos necesarios pa- 
ra asegurar su existencia contra todo peligro ó agre- 
sión, ó sea la organización del estado militar; á la in- 
violabilidad é integridad de su territorio, que es condi- 

^ ción de la existencia nacional, y el vínculo más pode- 

roso de la sociedad política; á la protección y favor de 

la instrucción, del comercio, artes é industria, como 

9 
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medios de acrecentar la riqueza, poder y prest ijio del 
cuerpo social y el bienestar de todos. Se refiere en 
fin á la adquisición pacífica y regular de nuevos terri- 
torios y dominios, á la mejora de sus instituciones, á 
la transformación de éstas, á la constitución de sus 
poderes y servicios públicos yá obrar en todas las 
esferas de su vida interior como se lo aconsejen sus 
necesidades é intereses, sin la influencia ni coacción de 
ningún poder extranjero 

La historia presenta, es verdad, numerosos ejemplos 
de renuncia ó limitación impuesta á algunos estados 
en el ejercicio de estos derechos, como resultado de 
combinaciones políticas, que tendían á suprimir las 
causas de conflicto entre naciones rivales y poderosas, 
asegurando á ese caro precio la paz de un continente. 
Pero tales pactos no pueden considerarse sino como 
el fruto de situaciones transitorias, que no desmienten 
el principio, como no lo suprimen las incesantes in- 
fracciones que ocurren de la ley jurídica en el perpe- 
tuo choque de las pasiones humanas. 

Así se vio obligada la república de Genova en el 
tratado que celebró con Francia en 1683 á disminuir 
el poder de su flota. Esta última nación por los tra- 
tados de Utrecht, de Aix-La-Chaoelle y de París de 
171 3 — 1748 y 1763, á demoler las fortificaciones de 
Dunquerque; la Rusia y la Turquía por el tratado de 
París de 1856 á no conservar ni establecer ningún 
arsenal marítimo en las costas del Mar Negro, y la 
Rusia á no fortificar las islas de Aland; casos que no 
son los únicos de iguales imposiciones, y cuya justifi- 
cación se ha encontrado en lo que se llama equilibrio 
político, elevado á la altura de principio en la vida in- 
ternacional del continente europeo. 

Equilibrio político. — Ya que hemos mencionado 
esta faz importante del derecho histórico entre las na- 
ciones de Europa, fuerza será dar una breve idea de 
su significación, importancia y efectos. 
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Consiste el equilibrio internacional en la conserva- 
ción de cierto grado de poder y extensión de fuerzas 
en los estados que constituyen un sistema político 
continental, que garantice la ponderación justa de to- 
dos ellos, sin el peligro de la tiranía de los más pode- 
rosos y sin la pérdida de la independencia para los más 
débiles. 

La concepción del equilibrio, como la consagración 
de un estado permanente é invariable en el orden po- 
lítico y social, es no solamente la contradicción del 
principio fundamental de la soberanía é independen- 
cia de las naciones, derivado de lo que hay de más 
cierto y fundamental en la noción jurídica, sino que 
es la negación de los caracteres y funciones de la vi- 
da misma, que es actividad y expansión y por lo tan- 
to implica un ensanche sucesivo en la esfera de acción 
de cada ser. Esto es de evidencia primitiva, sobre to- 
do en la vida nacional, que acumula y desenvuelve 
sin cesar el caudal representado por el trabajo y es- 
fuerzo de las generaciones que se suceden en esa obra 
de cultura y de progreso. 

La estagnación, por el contrario, que anula la fe- 
cundidad de las fuerzas sociales, cohibiendo por la ac- 
ción de una fuerza exterior, su actividad y su poder, 
se resuelve pronto, si ella subsiste, en la degradación 
del carácter nacional, en la desaparición de su genio 
propio y en la impotencia para llenar la función que 
le tocaba desempeñar. 

No es necesario insistir en una hipótesis no realiza- 
da, ni realizable ciertamente; porque cualquiera que 
haya sido el pensamiento que dominó en las combina- 
ciones con que se creía constituir el equilibrio, como 
ellas fueron el fruto de necesidades de momento, no 
han tenido realmente si no el carácter transitorio de 
los intereses que las produjeron. 

Sin hablar de tiempos ya remotos, en que se ha 
creido encontrar la idea de equilibrio, justamente en la 
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tendencia opuesta, ó sea la acción absorvente de la 
fuerza, es preciso reconocer que las intervenciones y 
los pactos que la edad moderna ha producido, si en 
muchos casos representaron la poco disimulada impo- 
sición de un poder preponderante, en otras fué el efec- 
to de conveniencias que no estuvieron reñidas con el 
principio que asegura la autonomía de los pueblos. 

El advenimiento de las nacionalidades en el siglo 
XVI, si bien es cierto que destruyó la unidad de fé y 
de obediencia que amenazaba el progreso universal, 
aniquilando el principio de individualidad é indepen- 
dencia personal de los hombres y de las razas, creaba 
otros peligros, desde que, en su lento trabajo de orga- 
nización, no procedían por si mismos, si no bajo los 
auspicios y dirección de poderosos monarcas, que vin- 
cularon en sus intereses dinásticos, en el prestigio y 
explendor de su corona, la dicha el poder y el derecho 
de los pueblos que representaron. 

Asi deben entenderse las guerras incesantes de 
Carlos V y Francisco I y más tarde las de Luis XIV, 
que terminaron sin otro resultado que la satisfacción 
de su propia grandeza y la humillación de Europa, que 
después de todo no quedó, ni pudo quedar, sometida á 
su trono. 

Ni los poderosos rivales que combatieron, pues, en 
el sigio XVI por orgullo y celos de preponderan- 
cia, ni las naciones que fueron vencidas sin ser sub- 
yugadas por el gran rey en el siglo XVII, tuvieron en 
cuenta ni como guía idea ninguna de equilibrio. La 
lucha de poder en un caso, la de resistencia en el otro, 
solo representaron la acción de la vida protejiéndose 
por su propio esfuerzo, el principio de conservación 
inherente á ella, la ocasión providencial é histórica de 
formar y robustecer los vínculos de unidad nacional 
que principiaban á bosquejarse. 

No tienen otra significación las guerras que pueden 
llamarse de equilibrio en nuestros días y los pactos 
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que las han terminado. Si unas y otras han procura- 
do mantener un estado de cosas creado por antece- 
cedentes que no corresponden ya á las necesidades )' 
aspiraciones de las sociedades modernas, débese su faz 
actual á ese mismo y celoso instinto de conservación 
que ha visto en la absorción de estados débiles é in- 
capaces de resistir á un poderoso vecino, un pelignj 
para la independencia y libre expansión de los demás. 

A ese sentimiento, á esa necesidad de propio res- 
<íuardo, debe atribuirse la conservación en el oriente 
de Europa de un imperio asiático, que difiere de esta 
tan profundamente en constitución social, creencias y 
aptitudes para la vida política en su función universal 
y civilizadora. Asi también se explica la situación 
precaria é indefinible, tan inútil para su propia dicha, 
como para el adelanto común, de los pueblos greco- 
eslavos y latinos del Danubio inferior, privados de la 
función á que los llama el genio y tendencias de sus 
razas respectivas, hasta que el imperio de leyef» inelu- 
dibles los conduzca á fundirse con las nacionalidades á 
que pertenecen. 

Los arreglos de convención, ó de fuerza, que ha lle- 
vado á cabo la política internacional en diver.sas épo- 
cas, con el designio ostensible de constituir un estado 
de cosas permanente, no han tenido más duración que 
la i>ermitida por la evolución de las leyes que presi- 
den la constitución de las naciones y el desarrollo de 
su vida armónica, cualquiera que haya sido la previ- 
sión de sus autores y la fuerza Cí)n que fueron soste- 
nidos. 

Para persuadirse de ello basta considerar lo que ha 
acontecido con el esfuerzo más enérgico y mejor com- 
binado que en nuestros tiempos se ha hecho para 
realizar esa paz de la inmovilidad. 

El sistema de equilibrio consagrado y garantizado 
por las grandes potencias en el Congreso de Viena, 
no impidió la desmembración de los Países Bajos y la 



— 70 — 

creación del Reino de Bélgica, ni la reconstitución de 
nacionalidad italiana, ni la poderosa unidad de los 
pueblos alemanes bajo el imperio, consumada en 1871; 
asi como esa, ni otia combinación de circunstancias, 
será suficiente para estorbar ó retardar el movimiento 
de concentración de las nacionalidades según su libre 
aspiración. 

La idea del equilibrio como principio y sistema es 
pues errónea, en concepto nuestro, contraría, lejos de 
tavorecer, la marcha progresiva de la civilización; pues 
tiende á establecer antagonismo por una parte y es- 
tagnación é inmovilidad por la otra, en las agrupacio- 
nes humanas, que constituyen la variedad, ó sea el libre 
movimiento individual en la unidad de destino de la 
especie. 

" Llegamos, pues á la conclusión, dice Laurent, de 
que el equilibrio no es la ley natural de los pueblos y 
que las ventajas que se le atribuyen son el fruto de la 
civilización moderna. El ideal en la organización de la 
humanidad, como en la de los PCstados, es la concilia- 
ción de los dos principios de diversidad y de unidad. 
Dios la prepara favoreciendo el desarrollo de las na- 
ciones y multiplicando los lazos que las unen. " 

No es menos conducente á rechazar el falso princi- 
pio de que nos ocupamos la variedad de opiniones de 
los publicistas, para bosquejar con precisión el concep- 
to del equilibrio y armonizarlo con las reglas de justi- 
cia y las necesidades del progreso humano. 

Asi, mientras que Pinheiro Ferreyra, Ortolan, Cau- 
chy y Kluber, expresan que la teoría del equilibrio es 
vaga é insegura, porque es imposible hacer una distri- 
bución igual de los Estados en proporción de su im- 
portancia política; otros como Martens y Schmalz la 
sostienen, en el concepto de que hay casos en que, 
entre las naciones situadas en la misma parte del glo- 
bo, el poder de una sería incompatible con la inde- 
pendencia de las otras. — A este propósito y para no 
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dar más importancia de la que tiene á esta considera- 
ción en pro del equilibrio, podemos recordar lo que ha- 
ce poco hemos dicho, respecto á quie, en tales casos, no 
se trata de equilibrio ó compensación de fuerzas como 
sistema, si no de una ley de conservación, seguridad 
y libre desarrollo, que justamente contradice la perma- 
nencia que supone el equilibrio. 

Las vacilaciones de tan gran escritor como Wheaton, 
para determinar la base de la teoría y encontrar una 
regla que la encarne en cada caso genérico, quedando 
sin arribar á conclusión alguna doctrinaria ni práctica, 
demuestra, mejor que otros argumentos, que es impo- 
sible hacer una teoría de simples hechos tan divergen- 
tes en si y en sus causas, que si algo demuestran es, 
que todos los casos, que se presentan como resultado 
y prueba á la vez de la acción de ese principio, han 
sido sencillamente el fruto de un atentado brutal de 
la fuerza, ó inversamente, de las reacciones que ella ha 
provocado siempre para sacudir una opresión secular 
y rompiendo lo que precisamente se llama en su tiem- 
po equilibrio. 

Casi no hay necesidad de añadir que los publicis- 
ta, de la escuela filosófica, entre los cuales descuellan 
los escritores italianos en general, y particularmente 
Fiore y Amari, abundan en elocuentes páginas que 
justifican la doctrina expuesta, negando que el equili- 
brio político pueda admitirse como doctrina de dere- 
cho, á no ser que por ella se entienda la justa de pon- 
deración de fuerzas, el equilibrio universal por el libre 
ensanche y aplicación del principio y del derecho de 
las nacionalidades. 



LECCIÓN IV 

SUMARIO. — Iuter\'eucióu — Su aspecto teórico— Sus preceden- 
tes — Doctriuii de Mouroe en su aplicación á la g:uerra de 
Cuba. 

Supuestas las nociones adquiridas acerca de los de- 
rechos de autonomía é independencia de las naciones, 
hablar de derecho de intervención es positivamente 
una antinomia. Por claro que esto sea no es menos 
cierto que el llamado derecho de intervención ha cons- 
tituido la base casi exclusiva del derecho de gentes 
europeo, en cuanto se refería á la ejecución y perma- 
nencia del equilibrio, como ideal de la comunidad polí- 
tica, formada por un sistema de estados continentales. 

La facultad inmanente de constituirse, organizarse 
y llegar por recursos propios y pacíficos, sin agresión 
al derecho ageno, á la mayor suma de prosperidad y 
bienestar, es no solamente la expresión sino el desti- 
no de las sociedades humanas; no pudiendo mirarse, 
en consecuencia, si no como una contradicción el ad- 
mitir que en el desarrollo de la vida nacional pueda 
mezclarse la acción perturbadora y restrictiva de un 
poder extraño. 

La uniformidad casi absoluta de la doctrina en se- 
mejante materia, hace más chocante la diverjencia en 
que ella se encuentra con los hechos, cuya constante 
repetición en la historia del derecho internacional, pa- 
rece conducir á una teoría opuesta, que por lo demás 
se admite, aunque con más ó menos limitaciones, por 
los pocos publicistas cuya opinión tiende á modelarse 
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sobre la enseñanza positiva de los hechos consumados 
y los consejos de la simple conveniencia. 

Desde Grocio, fundador de la ciencia internacional, 
hasta los doctrinarios de la escuela contemporánea, el 
principio de la no-intervención, como consecuencia de 
la personalidad jurídica de las naciones, ha sido expues- 
to con tanta claridad como fuerza de persuación, has- 
ta el punto de hacer casi superflua toda discusión. 

FA eminente escritor á que acabo de referirme dice: 
'*Pero no se puede tolerar lo que algunos han dicho, 
esto es, que en virtud del derecho de gentes, pueden 
tomarse legítimamente las armas para limitar un poder 
que se desarrolla y que después de haberse extendido 
(lemasiado, pcxlría convertirse en dañoso. — Confieso 
que cuando se delibera sobre la guerra, puede tomar- 
se este hecho en consideración, no como una razón de 
justicia, si no como una razón de interés; de suerte 
que, si la guerra es justa por otros motivos, esta se- 
gunda razón deja conocer que es también prudente 
emprenderla. Los autores que se cita sobre este pun- 
to no dicen otra cosa. Pero que la posibilidad de ser 
atacados nos dé el derecho de ser agresores, es contra- 
rio á todo principio de equidad." 

Iaí doctrina entera en materia de intervención está 
contenida en las pocas palabras que acabo de citar, en 
que una poderosa razón sostenida por el más vigoroso 
sentimiento de lo justo, ha encontrado la fórmula ver- 
dadera y única ante la cual se desvanecen las razones 
de la política utilitaria y egoista, disfrazada siempre 
con cuidadosas anfibologías é infinitas precauciones de 
lenguaje en los documentos diplomáticos. 

Inútil sería reproducir lo que los demás publicistas 
exponen sobre la misma cuestión, todos acordes en el 
fondo, aun en los casos en que hacen inútiles esfuer- 
zos, algunos de ellos, por reducir á teoría el hecho de 
la intervención, justificándola en ciertos casos, como 

10 
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obra de una política previsora y en otras por la necesi- 
dad de la defensa. 

Un breve resumen acerca de las intervenciones, que 
forman una buena parte de la historia del derecho in- 
ternacional, es adecuado para confirmar las ideas ex- 
puestas. 

Con la reforma religiosa se inició una larga era de 
guerras crueles, sostenidas por el fanatismo con la ab- 
surda mira de ahogar en sangre el espíritu de indepen- 
dencia y de innovación que es el más noble atributo 
de la raza humana y el origen de sus progresos. En 
esas guerras religiosas, España y Austria intervinie- 
ron diversas veces en favor de los católicos persegui- 
dos en Alemania é Inglaterra; y á su vez las naciones 
protestantes hicieron lo mismo, para protejer á los re- 
formados de Francia, Países Bajos y estados católicos 
de Alemania. Esas guerras asoladoras terminaron por 
la paz de Westfalia, que vino á ser la base del derecho 
internacional de Europa y puede decirse que el punto 
de partida de su historia; toda vez que esa paz afianzó 
por primera vez el principio de la libertad de concien- 
cia y en cierto modo el derecho de las nacionalidades. 

Pero la paz de Westfalia fué sólo una tregua y las 
guerras de preponderancia y de conquista emprendidas 
por Luis XIV y la protección de los reformados en país 
extranjero, mientras se les esterminaba en el propio, 
demuestra que el mismo y extraviado criterio de la 
unidad religiosa, solo era un pretexto para consumar 
el engrandecimiento del vencedor en guerras de orgu- 
llo dinástico y de ambición. 

La irrupción de ejércitos extranjeros en Francia al 
bosquejarse los verdaderos caracteres de su gran revo- 
lución del siglo pasado y con el intento de restituir 
las cosas á su estado anterior, restaurando el poder 
autoritario y absoluto de la dinastía derrocada; aunque 
intentada en nombre de la propia conservación y para 
atajar los progresos de lo que se llamaba ideas anár- 
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qiiicas y disociadoras, no era menos condenable, en 
tanto que la simple reforma de las instituciones y 
la destitución de sus monarcas de derecho divino, no 
concernían á nadie, si no el pueblo que consumaba esos 
actos por derecho propio é innegable, aunque mancha- 
se eventualmente sus prodigiosas innovaciones con los 
terribles excesos que casi inevitablemente acompañan 
á toda reacción contra una opresión secular. 

Las coaliciones posteriores contra el mismo país no 
tienen igual carácter. La Francia revolucionaria se 
convirtió en agresora; y el genio del glorioso usurpa- 
dor, que la conducía en su desatentada y portentosa 
calTera de conquistas, tan brillantes como efímeras, 
podrá deslumhrar, pero no alcanza á cohonestar siquie- 
ra el irritante y persistente ataque á la paz, á las ins- 
tituciones y á la independencia de las demás naciones 
de Europa. Estas al coaligarse solo atendieron á su 
defensa, cuya noción es sustancialmente distinta del 
principio de intervención. 

No puede decirse lo mismo del sistema, que las na- 
ciones que derribaron á Napoleón después de i 5 años 
de sangrientas guerras, constituyeron en Europa. — 
Los pactos de la Santa Alianza, que establecieron la 
tutela de las grandes potencias sobre el continente en- 
tero, garantizándose mutuamente sus posesiones y la 
permanencia de su estado político, ha sido la más avan- 
zada tentativa contra el derecho popular y la ley de 
incremento y progreso de las naciones; pero por lo 
mismo que contrariaban leyes ineludibles, jamás pu- 
dieron tener aplicación entera; yhoy sin ser derogados 
han perdido toda su eficacia y significación. 

Al sistema de intervención permanente constituido, 
por la Santa Alianza, se deben los atentados contra la 
independencia autonómica de España y de Ñapóles 
autorizados por los congresos de Verona de Troppau 
y de Laybach. 

Si las. estipulaciones de 181 5 hubieran tenido apli- 
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cación rigorosa y permanente, la independencia de las 
naciones hispano-americanas no habría sido posible. La 
intervención en favor de Kspaña se preparaba para 
ayudarla á sofocar la rebelión de sus colonias; y solo 
pudo evitarla la vigilancia y la firmeza de la Gran Bre- 
taña y de los EE. UU. de la América del Norte, que 
declararon, la primera, que la lucha entre España y sus 
colonias debía considerarse como guerra interior, en 
la que se imponía la neutralidad de las demás naciones, 
que ella por su parte se proponía observar. Pero que 
al mismo tiempo, debía tenerse por cierto que su go- 
bierno no entraría en pacto alguno que tuviese por ol)- 
jeto impedir 6 retardar el reconocimiento de la inde- 
])endencia de las colonias que hubiesen llegado á ob- 
tenerla. Por último, manifestó que la intervención de 
cualquiera otra potencia, que no fuera España, en la lu- 
cha americana, sería considerada por Inglaterra como 
un estado de cosas nuevo, para el cual se reservaba la 
libertad de proceder como se lo aconsejasen sus intere- 
ses. — Los EE. UU. por su parte declararon, que la in- 
tervención de otras potencias de Europa, en la guerra 
(le España con sus colonias, la consideraban peligrosa 
para su seguridad. Esto fué suficiente para que la lu- 
cha se circunscribiese á los beligerantes primitivos y 
la indej)endencia americana quedase consumada. 

A esta época se remonta lo que se llama la doctri- 
na de Monroe, tan diversa y aun estra vagantemente 
comprendida; y que consiste simplemente en dos opi- 
niones del ilustre presidente de ese nombre, adopta- 
das es verdad, como base de la política exterior de los 
Estados Unidos. La primera, que en América no hay 
territorio alguno suceptible de nueva ocupación poi" 
])arte de alguna potencia extraña á ella, salvo las po- 
sesiones anteriormente adquiridas. La segunda, que 
los Estados Unidos no pueden admitir que se extien- 
da á parte alguna del continente americano el sistema 
político-internacional de Europa, aludiéndose implicí- 
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tamente á las combinaciones de la diplomacia europea 
basadas en el equilibrio y la intervención. 

Los dos principios, ó mejor dicho, declaraciones del 
presidente Monroe, se encuentran en su mensaje al 
Congreso de los Estados Unidos, de 2 de Diciembre 
de 1823; ^'^ uí^^ ^^^ originada por la guerra de 
emancipación de las colonias españolas; la otra se 
refiere á las controversias sobre el título del primer 
ocupante de ciertas porciones del continente america- 
no y tuvo por causa inmediata las disputas sobre lí- 
mites entre Rusia, Inglaterra y los Estados Unidos, 
en la parte más setentrional de este continente. 

Nada será más apropiado para dar á conocer la doc- 
trina mencionada que el trascribii los párrafos prin- 
cipales de ese mensaje en relación al asunto. 

"El sistema político de las potencias coaligadas de 
Europa, dice el presidente Monroe, es esencialmente 
distinto del que hemos adoptado; lo cual se explica 
por la diferencia fundamental que existe en la consti- 
tución de los estados respectivos. Pero, la buena fé y 
los vínculos de amistad que nos unen á las potencias 
aliadas, nos imponen el deber de declarar que conside- 
raríamos peligrosa para nuestro reposo y nuestra segu- 
ridad, toda tentativa de su parte para extender su sis- 
tema político á una parte cualquiera de nuestro hemis- 
ferio. 

P2l gobierno de los Estados Unidos no ha interveni- 
do, ni intervendrá, en los asuntos de las colonias que 
las naciones europeas poseen todavía en América; pe- 
ro, en lo que concierne á los gobiernos que han pro- 
clamado su independencia, que la sostienen y cuya 
emancipación hemos reconocido, después de madura 
reflexión y según los principios de justicia, no podría- 
mos dejar de ver como una manifestación de senti- 
mientos hostiles para con los Estados Unidos, la in- 
tervención de un poder europeo cualquiera con la mi- 
ra de contrariar de algún modo su destino. En la gue- 
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rra entre estos nuevos gobiernos y España, hemos de- 
clarado nuestra neutralidad, en la época de su recono- 
cimiento y fieles á ella hemos permanecido; así conti- 
nuaremos siéndolo, mientras no sobrevenga un cam- 
bio que, á juicio de autoridades competentes de nues- 
tro gobierno, exija también por nuestra parte un cam- 
bio indispensable á nuuestra seguridad." 

Recordando después la actitud del gobierno de 
Washington durante la intervención francesa en Es- 
paña, para restablecer la autoridad absoluta de Fer- 
nando VII, contra las aspiraciones y el derecho del 
pueblo español, agrega: 

"Así, la política que hemos adoptado respecto de 
Europa, desde el principio de las guerras que por tan- 
to tiempo han agitado esta parte del globo, ha sido 
siempre la misma: ella consiste en no entrometernos 
jamás en los asuntos interiores de ninguna de las po- 
tencias del antiguo mundo; en considerar el gobierno 
de hecho como gobierno legítimo, relativamente á no- 
sotros; en restablecer con ese gobierno relaciones 
amistosas y conservarlas por una política franca, fir- 
me y valerosa, admitiendo sin distinción las justas re- 
clamaciones de todas las potencias, sin soportar los 
agravios de ninguna. Pero, cuando se trata de nues- 
tro continente, las cosas cambian completamente de 
aspecto; porque si las potencias aliadas quisieran ha- 
cer prevalecer su sistema político en una ú otra parte 
de América, no podrían hacerlo, sin que resultara un 
peligro inminente para nuestra dicha y nuestra tran- 
quilidad; ninguna de ellas, por otra parte, puede creer 
que nuestros hermanos del Sur la adoptaría expontá- 
neamente, de buen grado, abandonados á sí mismos. 
Nos será igualmente imposible permanecer especta- 
dores indiferentes de esa intervención, bajo cualquie- 
ra forma en que ella tuviera lugar." 

En los fragmentos del mensaje que acabamos de 
citar se encuentra entera y bajo su verdadera faz la 
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célebre doctrina, origen de tan interesantes debates 
y también de d i ver j entes comentarios y aplicacio- 
nes. Por la importancia que ella tiene para la política 
internacional americana y para la suerte de los esta- 
dos de este continente, que nacieron á la vida indepen- 
diente bajo su égida y resguardo, habremos de déte- 
la nernos todavía en el examen sobre la manera como 
ha sido explicada y comentada, así en la gran república, 
donde tuvo su origen, como en el concepto de los es- 
tadistas de Europa. 

En lo que concierne al alcance y significación de 
su primera parte, es fácil advertir que, si en el fondo 
no contiene otra cosa que la proclamación alta y va- 
lerosa del principio de no intervención, como regla de 
justicia adoptada por la política americana, ella es de" 
todos modos una innovación, teniendo en cuenta, so- 
bre todo, el sistema dominante en los consejos y actos 
de la diplomacia europea, que formaba hasta entonces 
la base de la política internacional y aún de la doc- 
trina. 
i Esta consideración induce á admitir como cierta, 

* aunque con las debidas reservas, la aserción de Beach 

Lawrence, cuando establece que en el pasaje citado 
del mensaje de M. Monroe, no hay nada que no pue- 
da aplicarse igualmente al derecho de un estado de 
oponerse á la intervención de una potencia extranjera 
en los negocios de un estado limitrofe, ya sea que los 
estados que intervienen estén situados en el nuevo 
continente, ó que la agresión parta del otro lado del 
océano. 

La proposición es incontestable como apreciación 
general de la doctrina en sí misma; más no por eso 
deja de ser también una verdad que su aplicación en 
el hecho, como regla invariable y práctica de conduc- 
t ta, proclamada y realizada por una gran nación que 

la respetó antes y la hizo respetar, constituye una 
verdadera novedad, en cuanto no ha permitido que, por 
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una sola vez, haya tenido imperio en América el siste- 
ma de intervención, adoptado como regla tradicional 
en las transacciones de la política euroj^ea y sancio- 
nado por numerosos congresos diplomáticos de ese 
continente en el primer cuarto del siglo actual. 

Sin admitir con Dana, en sus comentarios á Whea- 
ton, que la cuestión suscitada por el mensaje de Mon- 
roe sea solamente de geografía .política, no hay difi- 
cultad para aceptar, con la reserva ya indicada, lo que 
expresa ese sabio publicista; esto es, que Monroe, al 
emitir tales conceptos, no ha pretendido establecer 
para la América un sistema nuevo de defensa y de 
exclusión contra las potencias europeas, sino aplicar 
solamente al estado de cosas en América, un principio 
reconocido de derecho público. 

Por mucho que sea una verdad que las í léela racio- 
nes del Presidente Monroe no formaran la base de 
acuerdos ó tratados internacionales, lo es también que 
eilas han constituido invariablemente la regla de la 
política exterior de los EK. UU. desde 1823, en que 
ocasionalmente estuvo de acuerdo con la de la Gran 
Bretaña, que obedecía á las sugestiones de equilibrio 
y rivalidades de poder con la Francia, presunto auxi- 
liar de España en la contienda de ésta cun sus colonias 
emancipadas de América. Enséñalo así el siguiente 
pasaje del discurso de M. Canning al parlamento in- 
glés en 12 (le Diciembre de 1826. "He buscado com- 
pensíiciones en otro hemisferio. Considerando á E.s- 
paña tal como nuestros antepasados la han conocido, 
he querido que si la Francia tenía á la España, no fue- 
se á la menos á la España con las Indias; y he llama- 
do al Nuevo Mundo á la existencia, para restablecer 
el equilibrio del antiguo." 

Así que, mientras el gobierno inglés pensaba en 
equilibrio y compensaciones de poder, que podrían 
producir pactos como el de la Santa Alianza y 
acuerdos como los de los Congresos de Aix la Chapelle 
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de Verona de Troppau y de Laybach, los EE. UU. 
consagraban, como práctica de justicia y de indepen- 
dencia para el continente americano, una regla que en 
Europa así pudo servir y sirvió paraprotejer, por celos 
y rivalidades de poder, pequeñas nacionalidades, que 
las grandes potencias codiciaban, como para producir 
atentados contra el derecho nacional como la inter- 
vención permanente, el s tatuó quo de la Santa Alian- 
za y las intervenciones en España, Ñapóles y Lom- 
bardía. 

Bajo tal concepto, si la doctrina de Monroe no es 
una novedad, de aplicación exclusiva á la América, 
como declaración de principios, que son ó debieran ser 
comunes á todas las naciones civilizadas y cristianas, 
lo es como regla con firmeza sostenida por el gobier- 
no de los EE. UU. único poder capaz de preservar 
al Nuevo Mundo de la calamidad de las intervenciones 
y del peligro de que en ellas lleguen á sucumbir sus 
nacientes nacionalidades. 

Así sucedió alguna vez, cuando la convención de 
Londres que comprometió á Inglaterra, España y 
Francia en una guerra de desagravios contra Méjico, 
se convirtió en guerra política de intervención por 
parte de Francia, para establecer en ese país, bajo la 
presión de sus armas, un imperio de dinastía eu- 
ropea. 

Cuando ésto fué visible y manifiesto, la Cámara de 
Representantes de los EE. UU. adoptó por una ma- 
yoría que puede equipararse á la unanimidad y con 
fecha 4 de abril de 1864, la siguiente resolución: 

"El Congreso de los EE. UU. no quiere, con su 
silencio, dejar á las naciones del mundo en la creen- 
cia de que permanece como espectador indiferente de 
los acontecimientos deplorables que actualmente se 
realizan en Méjico. Juzga, pues oportuno, declarar, que 
no conviene al pueblo de los EE. UU. reconocer un 

gobierno monárquico levantado sobre las ruinas del go- 

11 
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bierno republicano en América, bajo los auspicios de 
cualquiera potencia europea." 

Aunque M. Seward, Secretario de Estado, al tras- 
cribir al ministro americano en París la mencionada 
resolución, se abstuvo de reproducirla como instruc- 
ción directa del gobierno, reconoció que ella era con- 
forme al sentimiento unánime del pueblo de los EE. 
UU; aplazando para más tarde el convertirla, si llega- 
re el caso, en demanda formal de su gobierno. 

Esa oportunidad llegó en 1 866, pues en la nota que 
el 22 de Febrero dirijió el Departamento de Estado al 
marqués de Montholon, se encuentran estos con- 
ceptos: 

"Parece á este gobierno que, apoyando instituciones 
establecidas en oposición á los derechos inalienables 
del pueblo de Méjico, el fin y el objeto primitivo de 
la expedición francesa, aun cuando no hayan sido 
abandonados, ni perdidos de vista por el emperador de 
los franceses, como demanda militar de reparación, 
han sido desviados de su dirección para servir á una 
revolución política." 

Más adelante, en ese notable despacho, agrega M. 
Senard que: "esa guerra, en el curso de los sucesos^ 
se ha convertido en una guerra de intervención polí- 
tica, llena de peligros para los EE. UU. y para las 
instituciones republicanas en el continente america- 
no;" y concluye por decir: Los EE. UU. no han so- 
licitado ni solicitan conocer las medidas que el Em- 
perador puede adoptar para el arreglo de las reclama- 
ciones é indemnizaciones contra Méjico. . . . Repro- 
ducimos lo que antes hemos dicho, á saber: que la 
guerra en cuestión se ha convertido en una guerra po- 
lítica entre la Francia y la república de Méjico, per- 
judicial, tanto como peligrosa, para los EE. UU. y pa- 
ra la causa republicana; pedimos, pues, solamente, 
que bajo este punto de vista y bajo tal carácter se le 
ponga término." 
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Como se vé, la declaración de la Cámara de Repre- 
sentantes se convirtió, al cabo de dos años y terminada 
la guerra interior, en acción del departamento ejecu- 
* tivo, encomendada, bajo formas de una firmeza inequí- 
voca á la gestión diplomática más enérgica ^^ decisiva. 

La desocupación de Méjico no le hizo esperar y 
con ella la caida del Imperio y el restablecimiento 
del gobierno republicano por el voto libre y unáni- 
me del pueblo. Era, pues, la segunda vez que, á tantos 
años de distancia, la política de los Estados Uni- 
dos á partir del año de 1823, había salvado la auto- 
nomía é independencia de las naciones de Amé- 
rica de las transacciones de interés y soluciones de 
fuerza que dominaron en los arreglos internacionales 
de. Europa. 

La segunda proposición de la doctrina de Monroe 
se encuentra en la siguiente declaración: 

"Se ha juzgado la ocasión favorable para hacer re- 
conocer como un principio, al cual se encuentran liga- 
dos los derechos é intereses de los EE. UU. que los 
continentes americanos, supuesto el estado de liber- 
tad y de independencia que han alcanzado y conser- 
van, no pueden ser considerados en el porvenir como 
suceptibles de ser colonizados por ninguna potencia 
europea. 

Sobre este punto la política americana no fué segui- 
da ó secundada, como en 1823, por Inglaterní, ni menos 
por ninguna otra potencia europea; puesto que al con- 
trario ella suscitó protestas de Ja misma Gran Breta- 
ña, que antes contribuyó á paralizar los acuerdos de la 
Santa Alianza sobre América. 

El principio afirmado en esa parte de la doctrina, ha 
servido de base en diversas ocasiones á la gestión y 
conducta diplomática del gobierno americano. 

M. Adans, Secretario de Estado americano, decla- 
raba en un oficio, que, "los territorios sobre los cuales 
se quisiera hoy establecer nueva colonización, son en 
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k) sucesivo la propiedad de todos los americanos, y 
éstos no pueden ser obligados á aceptar un régimen 
colonial extrangero. Europa, que rechazaría ciertamen- 
te con indignación toda tentativa para implantar en 
ella colonias, está moralmente obligada á respetar y 
reconocer este mismo derecho en los pueblos de 
América." 

Semejante y aún más enérgica declaración contie- 
ne el mensaje del presidente Polk con motivo de la 
cuestión de límites del Oregón y su anexión á Tejas 
en que expresa: 

Que si los EE. UU. entendían respetar los dere- 
chos existentes de las naciones europeas, debían tam- 
bién hacer saber al universo entero que, desde ese 
momento y en lo futuro, no permitirían que Europa 
estableciese ninguna colonia nueva en el continente 
de la América del Norte. 

Basándose siempre en la doctrina de Monroe, al pre- 
sidente de los EE. UU. declaraba más tarde, y cuan- 
do se temía que la península de Yucatán cayera en po- 
der de un estado europeo, que "tal cosa no sería tole- 
rada jamás por el gobierno de los EE. UU. 

Aunque, según opiniones, esta parte de la doctrina 
de Monroe haya perdido toda su importancia práctica 
por la independencia y delimitación territorial de ca- 
si todos los estados de América, salvo las reducidas 
colonias que aun se conservan en él, no parece que pue- 
da tomarse á la letra semejante afirmación: i9 por- 
que estados americanos hay que, al lado de una redu- 
cida población y debilidad relativa de poder para sos- 
tener su autonomía é integridad, poseen vastos y ri- 
cos territorios casi inexplorados, teatro posible de ten- 
tativas de usurpación para la exhuberante población 
europea; 2? porque el hecho mismo de la vecindad 
de algunas potencias considerables de Europa por sus 
colonias, con aquellos, débiles estados americanos, pre- 
sentan la ()i)ortunidad y la tentación de una coloniza- 
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ción sino nueva, expansiva y absorvente. La cues- 
tión cambiaría de forma pero no carácter; y por eso, 
los gobiernos de los EE. UU. por su política constan- 
te basada en la doctrina de Monroe, bajo la segunda 
faz, ha ido en su ocasión tan lejos como lo demandaba 
la necesidad, el derecho y la previsión que dieron orí- 
gen la doctrina. 

Esto, que podía llamarse interpretación extensiva de 
la doctrina de Monroe, está sin embargo prácticamen- 
te demostrado como hecho en la política del gobierno 
de la Unión Americana. 

Para no divagar sobre casos menos concretos y de- 
finidos, solo habrá necesidad de recordar la actitud del 
gobierno americano con motivo de la revolución de 
la isla de Cuba en 185 1 y las categóricas declaracio- 
nes del presidente Cleveland hace poco tiempo á pro- 
pósito del enojoso curso de la cuestión de límites en- 
tre la Guayana Inglesa y el territorio de la república 
de Venezuela. 

Sin entrar en detalles, que carecen de oportunidad 
en este lugar, basta recordar que la antigua cuestión 
de límites existente entre el Gobierno de la Gran 
Bretaña y el de la República de Venezuela, llegó á re- 
vestir el año de 1895 el carácter más grave, por la irri- 
tante arrogancia con que el gobierno inglés se nega- 
ba á considerar todo título y reclamación de Vene- 
zuela sobre los vastos territorios del NE. de esa repú- 
blica, respecto á los cuales en cada receso de las ne- 
gociaciones se procuraba constituir nuevos estableci- 
mientos ingleses, que á su vez servían de base para 
crecientes pretensiones de la Gran Bretaña, que, se- 
gún su gobierno, debían ser simplemente aceptadas. 

En presencia de este sistemático intento de absor- 
ción, á favor ó con el pretexto de una disputa de lími- 
tes, en que no se permitía al débil colindante la amplia 
y segura discusión de sus derechos, el gobierno de los 
EE. UU. por el órgano del Presidente Grover Cleve- 
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land, puso tan oportuno como eficaz término á la cues- 
tión, dirigiendo al Congreso de la Unión el célebre 
mensaje, origen de la negociación que ha conducido 
al arbitraje para decidir por títulos de derecho las 
posesiones respectivas de la república y de la colonia 
inglesa, con amplia libertad de discusión y sin las im- 
posiciones de la fuerza. 

Juzgúese como se quiera por la opinión europea, es- 
te acto de la diplomacia americana, coronado de tan 
inmediato y satisfactorio resultado, resulta de todos 
modos que una república sud-americana, ha sido pre- 
servada de la desmembración y pérdida de una parte 
de su territorio á título de cuestión de fronteras; y 
que la colonización europea ha sido así definitiva y 
prácticamente desahuciada en América, aún cuando 
se ocultaba en su tendencia, usurpadora, bajo las for- 
mas de una disputa sobre límites. 

La intervención americana en la isla de Cuba; para 
poner término á la guerra que ésta sostiene hasta aho- 
ra con España para conquistar su independencia, sus- 
cita una nueva é interesante cuestión: á saber, si esta 
intervención de la gran república del Norte, en una 
cuestión precisamente interna, como debe considerar- 
se una guerra de emancipación, puede conciliarse con 
la actitud y la política de los EE. UU. en cuanto al 
principio de la no intervención invocado, y sostenido 
por el gobierno de esa nación, con referencia á la ac- 
ción europea en este continente. 

Nos parece que desde luego hay que prescindir de 
toda asimilación en los casos, á lo menos en cuanto á 
la tendencia y la aplicación tradicional de la doctrina 
de Monroe. 

Es innecesario detenerse en demostrarlo, desde que 
se conocen sus declaraciones fundamentales y desde 
que actualmente no se trata de intervención europea 
en la contienda de España con su colonia, sino por el 
contrario de juzgar, si lo que se estimó siempre por los 
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EE. UU. como condenable y peligroso para la segu- 
ridad é independencia de las naciones de América, 
puede justificarse como acción americana en la lucha 
de Cuba con España. 

La cuestión se resuelve entonces en otra fundamen- 
tal de derecho extricto, ó sea lo posibilidad de demos- 
trar que una intervención propiamente dicha sea acep- 
table en algún caso. 

Si hubiéramos de estar á lo que sostienen la casi 
unanimidad de los publicistas, con mas ó menos res- 
tricciones, á excepción de la escuela doctrinaria italia- 
na, la intervención se justifica y constituye un derecho 
para la nación que la pone en práctica, si por efecto 
de la lucha interna, ó de los actos de otro pueblo, es- 
tán en peligro los derechos ó intereses fundamentales 
de aquella, su seguridad, su vida económica ó sus ins- 
tituciones. 

No hay motivos suficientes para creer que la inter- 
vención de los EE. UU., en la guerra de Cuba difiera 
sustancialmente de otros precedentes de intervención, 
que brevemente hemos expuesto y juzgado, rechazán- 
dolos como incompatibles con el derecho nacional, y el 
principio de la soberanía, base de todos los derechos é 
instituciones internacionales. 

Lo que se conoce hasta ahora de los motivos deter- 
minante de la intervención americana en Cuba, que son 
el mensaje del Presidente MacKinley al- Congreso de los 
EE. UU., los informes de la comisión de R. E. de sus 
Cámaras y los discursos de los representantes al dis- 
cutirlos, no conducen á una persuación entera y sufi- 
ciente sobre su derecho para intervenir. 

Posible es que la extensión de los males positivos y 
directos que la guerra de Cuba impone al pueblo de 
los EE. UU. y la atención y sacrificios á que la con- 
servación de la neutralidad sujeta á su gobierno, expli- 
quen quizá mas tarde los fundamentos de esa actitud 
externa y la imposición que contiene el ultimátum que 
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ha determinado la guerra entre España y aquella Re- 
pública. 

Pero será difícil admitir, por ahora, que los motivos 
de derecho primitivo de respeto mutuo entre las na- 
ciones y de bien entendida prudencia y previsión para 
conservar la paz entre ellas, puedan conciliarse con 
esa declaración y los actos consiguientes, que con ra- 
zón ha considerado el gobierno de España como una 
agresión inmotivada. ' 

Los EE. UU. se opusieron á la intervención euro- 
pea en la guerra de España con sus colonias de Amé- 
rica en 1823; y se opusieron en nombre del derecho 
autonómico de los pueblos que sacudían el yugo de la 
metrópoli y combatían por llegar á la existencia inde- 
pendiente. En principio extricto, el obstáculo puesto 
á la intervención europea significaba la necesidad de 
que el éxito de la lucha justificara el derecho con que 
ambas partes combatían; la necesidad de conjurar el 
peligro de que el auxilio de una fuerza extraña sofoca- 
se en su cuna las nuevas naciones que entraban á la 
vida' y remachase la cadena con que pretendía sujetar- 
las una nación que había perdido la fuerza y la aptitud 
necesaria para gobernarlas. 

El caso no varía hoy por presentarse del lado 
opuesto. 

Cuba tiene ciertamente el derecho de emanciparse 
si posee los medios de constituir un gobierno regu- 
lar y estable, é instituciones capaces de garantizar su 
propia existencia y su responsabilidad para con las de- 
más naciones. Pero esto debe alcanzarlo por sí misma 
y sin auxilio extraño; es una cuestión de hecho que en 
tales casos es el único origen y criterio del derecho. 
La interposición de una fuerza extranjera para decidir 
la contienda, puede tener todos los caracteres y efectos 
de un atentado contra la integridad política de una na- 
ción independiente; y en este camino, las simples con- 
veniencias de la política interna conducen necesaria- 
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mente á justificar el auxilio extranjero á una rebelión 
que ponga en peligro la integridad, la soberanía y la 
existencia misma de una nación. Basta, en conclusión, 
ponerse en el caso de lo que habría juzgado el gobier- 
no de los EK. UU. si, con las mismas ó equivalentes 
razones, los estados de Europa hubieran decidido in- 
tervenir, y hubieran intervenido en la memorable gue- 
rra separatista de 1861. 

Los motivos secundarios invocados para la inter- 
vención, análogos á los que decidieron la de tres gran- 
des potencias en la guerra de Turquía y Grecia en 
1826, se cuentan entre las consideraciones de orden 
moral, que pueden hacer más ó menos simpática la 
causa de una de las partes beligerantes, pero no cons- 
tituyen por sí mismas el derecho de éstas para mez- 
clarse en la contienda. 

La intervención para impedir el auxilio extranjero, 
en una lucha de emancipación, se comprende, porque 
estando el derecho fuera de cuestión, los motivos de 
conveniencia ó previsión que la aconsejan son del re- 
I sorte exclusivo de cada estado; corresponden al orden 

de la política externa, distinta en sí misma de las re- 
glas del derecho de gentes. 

Para terminar, es útil que se tenga presente lo que 
la política de los PIE. UU. ha tenido siempre en mira 
en lo que se refiere á la isla de Cuba. 

Desde 1825 hasta hoy, el principio dominante en la 
política americana sobre el particular, puede concre- 
tarse en la siguiente máxima. Toda nación debe opí)- 
nerse á la trasferencia de un territorio próximo, de 
manos de un estado débil á otros pcKleroso, en virtud 
de que tal cambio puede convertir el territorio cedido 
en base de operaciones hostiles contra la independen- 
cia de esa nación ó contra sus instituciones. 

A las propuestas de Francia é Inglaterra para que 
entrase en un concierto que, al mismo tiempo que ase- 
gurase á España la posesión de esa colonia, separarse 
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á las potencias indicadas y á los EE. UU de toda 
pretensión sobre ella, contestó invariablemente la can- 
cillería americana, que su país no tenía ningún desig- 
nio sobre la isla de Cuba, pero que los EE. UU. no 
aceptarían tranquilamente su trasferencia á una de 
las potencias de Europa; que la política tradicional 
de la nación americana, había sido y era la de abs- 
tenerse, en cuanto fuese posible de toda alianza ó 
compromiso con los poderes de Europa; que aún cuan- 
do los EE. UU. no codiciaban la isla de Cuba, consi- 
deraban toda cuestión sobre ella como cuestión ame- 
ricana. 

La explicación anticipada de la intervención de hoy 
se encuentra en el pasage siguiente del despacho co- 
lectivo que los ministros de EE. UU. en Londres, 
París y Madrid, dirigieren de Aix La-Chapelle en i8 
de Octubre de Í854 al Secretario de Estado. 

"Nuestro pasado está allí para prohibirnos la adqui- 
sición de la isla de Cuba sin el consentimiento de Es- 
paña, á menos que la ley de la propia conservación 
nos impulse á ello. Debemos ante todo resguardar 
nuestra rectitud y el respeto propio. Conservándonos 
en este terreno podemos desafiar las censuras del mun- 
do, á las que, tan continua como injustamente, hemos 
estado sujetos. Ofreceremos á España un precio por 
la isla de Cuba y ese precio superará en mucho á su 
valor actual. Si nuestro ofrecimiento es rechazado, se- 
rá llegado el caso de plantear esta cuestión: ¿Cuba po- 
seída por España amenaza seriamente nuestra paz in- 
terna y la existencia de nuestra cara Unión.? 

Si la cuestión se resuelve afirmativamente, todas 
las leyes divinas y humanas nos justificarán de que la 
arranquemos á España, si tenemos el poderde hacerlo; 
y esto en virtud del principio que justificaría al indi- 
viduo que viendo arder la casa de su vecino la demo- 
liese, admitiendo que ese fuera el único medio de im- 
pedir que su propia casa fuese destruida por las lia- 
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mas. — En tal situación, no debemos retroceder ni an- 
te el gasto ni ante los obstáculos que España podría 
acumular contra nosotros. Nos abstendremos de tocar 
la cuestión actual de Cuba y de preguntar si su esta- 
do justificaría semejante medida. 

Creeríamos, sin embargo, faltar á nuestro deber, nos 
consideraríamos indignos de nuestros valientes ante- 
pasados y culpables de traición para con nuestros des- 
cendientes, si permitiésemos qne Cuba quedase sujeta 
al yugo africano y se convirtiese en un segundo San- 
to Domingo, con todos los horrores ejecutados contra 
la raza blanca y si consintiéramos que el incendio se 
propagase á nuestras riberas, pusiese en peligro, y 
consumiese tal vez, el admirable edificio de nuestra 
Unión. 

Tomando por lo que valga la metáfora del incendio 
en la casa vecina, podemos recordar para auxiliar 
nuestro juicio, que ella sirvió exactamente para coho- 
nestar la primera intervención en Francia en el me- 
morable período de su atrevida y memorable demo- 
lición. 

Podemos resumir con datos suficientes: que la doc- 
trina de Monroe, teóricamente, no innova en cuanto al 
principio jurídico de la no intervención; pero si como re- 
gla política, que significa menos la negación absoluta 
del principio contrario, que el rechazo vigoroso y re- 
suelto de su aplicación en América por las potencias 
de Europa. 

Que ella no es incompatible, para los EE. UU., con 
la intervención, que se reservarían siempre en lo que 
se llama en ese país cuestiones americanas, como la 
que ha planteado la guerra de Cuba. 

Si la guerra emprendida por la Unión Americana 
contra España, en la cual ha ganado ya, por el derecho 
de la victoria, la colonia española de Filipinas, ha de 
ser juzgada con arreglo á los precedentes estableci- 
dos por las naciones de Europa, ciertamente que no 
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l)odrá ser condenada por éstas; pero si ha de servir de 
cgterio el principio de no intervención, proclamado por 
su gobierno desde 1823 y fundado sobre el derecho de 
cada estado para ventilar y fenecer por sí mismo sus 
cuestiones internas, difícil será admitir que los EE. 
UU. hayan tenido otro motivo real para encenderla, 
que los que determinaron aquellos precedentes de in- 
tervención europea. Ni los principios de la razón han 
de cambiar, ni la imparcialidad de la justicia conmo- 
verse por la situación geográfica de las comarcas don- 
de se han desarrollado las siempre repetidas contien- 
das del derecho v de la fuerza. 



t LECCIÓN V 

SUMARIO. — Derecho de i^pialdacl. — Su concepto general no 
excluye desigualdades accideutales. — Honores reales. — 
Rango y títtdo de los soberanos. — Ceremonial de las Cor- 
tes. — Ceremonial marítimo. 

La consecuencia natural de todo lo que antes se ha 
expuesto, en cuanto al derecho de independencia recí- 
proca, á la potestad dominante y exclusiva dentro del 
territorio y á la facultad de labrar su propio destino, 
es la igualdad jurídica y fundamental de las naciones: 
que consiste en la facultad de exijir las mismas pree- 
minencias, respetos y situación que se acuerdan á las 
demás. 
[ Nada es mas cierto ante la ley jurídica que este 

' principio de igualdad, sin el cual, el derecho mismo en 

abstracto es inconcebible; como lo sería también el de- 
recho positivo en el seno de una sociedad civil, sino 
fuera la base de la legislación. Esta noción y aspec- 
to del derecho nacional corresponde á la de igualdad 
fundamental de todos los hombres, cada uno de los 
cuales, en la esencia, es representante de la especie. 

Pero así como en estos, la igualdad primitiva ó esen- 
cial, no excluye las desigualdades accidentales, deri- 
vadas del jiro y extensión de sus facultades, del genio, 
carácter y tendencias de cada uno y hasta del medio 
social en que se ha desenvuelto, así también, las na- 
ciones, aunque teóricamente iguales y con el mismo 
título á la integridad de su ser, de sus medios y de su 
libertad de acción, están prácticamente en escala di- 
versa de poder y de civilización. 
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Esta diferencia no produce ni debe causar otro efec- 
to que el que se manifiesta en las prácticas interna- 
cionales destinadas á marcar en signos exteriores la 
consideración y prestigio que se deben á la virtud, á 
la grandeza y al poder alcanzado por medios justos y 
humanos. 

Esas prácticas tienen, además, como tributo de cor- 
tesía y de cultura, el benéfico resultado de fundir has- 
ta cierto punto en idénticas formas, la civilización hu- 
mana, como que destruyen y suavizan en el trato inter- 
nacional, cada día más extenso, lo que hay de exclusivo 
y hasta huraño en el carácter y hábitos de cada pueblo. 

La desigualdad entre las naciones, que podemos lla- 
mar social, es el producto de su genio propio y del 
ejercicio de su libertad; y es tan fecunda para los pro- 
gresos humanos, como necesaria la realización de la 
justicia para su destino final. De ella se derivan los 
honores reales, los títulos y dictados y las reglas de 
precedencia que constituyen el ceremonial de las cor- 
tes y el diplomático; así como el ceremonial marítimo 
resume las prácticas de cortesía generalmente obser- 
vadas entre naciones amigas. 

Honores reales. —Los honores reales y la prece- 
dencia gerárquica entre las naciones, son distinciones 
puramente honoríficas, hechos exteriores, que no me- 
noscaban la integridad del derecho en lo que tiene de 
esencial ó de concreto. 

En tiempos anteriores las prácticas del ceremonial 
y los rigores de la etiqueta eran de una minucia y se- 
veridad embarazosas, como que tendían también á se- 
ñalar distinciones de grado y pretensiones de gerar- 
quía real que no tienen razón de existir y no existen 
hoy en realidad. 

Tales eran las que exijía el representante del Sacro 
Imperio Romano, que se creía con título de preceden- 
cia real y efectiva sobre todos los demás soberanos. 

Aunque esto no sucede hoy, no es menos cierto que 
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el ceremonial que regla la precedencia se conserva en 
cierto grado, formando parte de la etiqueta oficial y 
diplomática. 

Ceremonial de las Cortes. — Comprende éste el 
conjunto de prácticas referentes á los títulos, trata- 
mientos y particulares dictados que se atribuyen á los 
soberanos y á los estados. 

Se desprenden, en buena parte, esas reglas de la dis- 
tinción entre las naciones ó soberanos que gozan 6 nó 
honores reales; esto es, las prácticas ó manifestaciones 
de distinción y de excelencia. 

Los honores reales se consideraban como particula- 
res y exclusivos de las dignidades real é imperial y 
consistían: en un título de precedencia sobre los so- 
beranos que no los gozaban; en el derecho de enviar 
agentes diplomáticos de primera clase, es decir em- 
bajadores, y el hacer uso de armas, escudos y títulos 
reales. 

Como se, vé esta distinción estaba fundada sobre 
simples hechos, que, por lo demás, no guardaban si- 
quiera lógica ó coherencia entre si; puesto que exis- 
tieron siempre y existen hoy estados que, sin la forma 
monárquica, disfrutaron.de honores reales. Así, fué en 
tiempos anteriores la república de Venecia, la repú- 
blica inglesa, presidida por el dictador Cromwel y hoy 
las repúblicas francesa y la de los EE. UU.de América; 
lo que, en definitiva, parece demostrar que los honores 
reales corresponden solo á la fuerza, prestigio y poder 
de las naciones, antes que al título y pretensiones de 
los gobernantes. 

Con todo esto, el ceremonial de las cortes está re- 
ducido á los dictados y tratamientos debidos á las 
personas reales y sus adherentes inmediatos. 

La primera distinción radica en los títulos de Em- 
perador ó Rey, diferencia cuya importancia ha desa- 
parecido en el orden internacional. Por la significación 
histórica que llevaba consigo, fué motivo de reservas 
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y hasta de protestas, cuando se asumió uno ú otro tí- 
tulo por un príncipe que había carecido de él. 

Así, Pedro el Grande asumió el título de emperador 
de todas las Rusias en 1701 y no fué reconocido, sino 
tardíamente y con más ó menos dificultades en ese 
nuevo carácter, por las otras naciones: por Prusia, Sue- 
cia y las Provincias Unidas en 1723; por Inglaterra y 
Dinamarca en 1732; por Turquía en 1739; por Fran- 
cia y el Plmperador de Alemania en 1745 y en último 
término por la Polonia en 1764. 

Así también Federico I que, de P^lector de Brau- 
demburgo, fué proclamado rey de Prusia, no fué reco- 
nocido sino con la misma lentitud por los demás esta- 
dos de Europa. 

Posteriormente y cuando ocurrió la disolución del 
Imperio Germánico, el jefe de los Estados heredita- 
rios de la casa de Hapsburgo tomó el título de Empe- 
rador de Austria; y por último el mismo rey de Pru- 
sia, constituido Emperador de Alemania en 1871 fué 
reconocido también en su nuevo título y autoridad so- 
bre los estados de la antigua conferedación. 

El documento de cancillería por el cual los sobera- 
nos reconocen el nuevo título asumido por el jefe de 
otra nación, toma el nombre de carta reversal] y par- 
ticularmente cuando se refiere al título de emperador, 
contiene la salvedad ó reserva de que el reconocimien- 
to del título no importa ninguna novedad en el rango 
internacional y en las reglas de precedencia. 

Para que se comprenda mejor la significación que 
parecía llevar consigo el título imperial, basta recor- 
dar, que, con excepción de Pedro el Grande de Rusia, 
la Europa cristiana no había conocido otro emperador, 
desde Cario Magno á Napoleón I, que el heredero 
nominal de los Césares romanos, soberano electivo de 
Alemania y jefe titular de todos los príncipes de esta 
nación. 

No hay tampoco entre los estados monárquicos y 
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los que no lo son, diferencia de rango y de preceden- 
cia; aun cuando en los actos de oficial solemnidad y 
de rigorosa etiqueta, en las monarquías de Europa, se 
conserve particularmente esa diferencia, relegando á 
los últimos órdenes á los representantes de los esta- 
dos menos poderosos. 

El ceremonial exije que á los emperadores se les dé 
el título de Magestad Imperial: de Magestad Real á 
los reyes, de Alteza Imperial ó Real á los príncipes 
de la sangre respectivamente y de Alteza á los prín- 
cipes soberanos que no son reyes, como el elector de 
Hesse y otros de Alemania. 

Los jefes de los estados no monárquicos reciben el 
tratamiento de Excelencia, en las cartas autógrafas ó 
de cancillería y en los actos diplomáticos en que se 
les menciona. 

El Papa, como soberano espiritual de todos los ca- 
tólicos recibe el tratamiento de Santísimo Padre y 
Vuestra Santidad; así como él usa el de Siervo de los 
siervos de Dios, respecto de sí mismo. 

• 

A estos dictados ó títulos se agregan otros que tie- 
nen un origen especial y que proceden de las distin- 
ciones acordadas por la Santa Sede á los soberanos 
católicos, por eminentes servicios á la Iglesia ó por ac- 
tos históricos de piedad. Tales son, los de Rey Cató- 
lico al de España, Cristianísimo al de Francia, Fide- 
lísimo al de Portuga): Defetisor de la Fé al de Inglate- 
rra, otorgado á Enrique VIII, antes de su apostasía; 
Oítodojo al de Polonia y Apostólico al de Hungría," 
que corresponde hoy al Emperador de Austria, desde 
que se coronó rey de esa nación, admitiéndola en unión 
personal con los es':ados hereditarios del emperador. 

Ceremonial marítimo. — Como es más propio de la 

oportunidad en que hemos de ocuparnos de lo relativo 

al rango y funciones de los agentes públicos, lo que 

concierne al ceremonial diplomático, solo indicaremos 

13 
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brevemente en este lugar las prácticas admitidas en el 
ceremonial marítimo. 

El ceremonial marítimo está constituido por el con- 
junto de prácticas que son de uso por la marina de los 
estados, en testimonio exterior de cortesía y de buena 
inteligencia. 

Consiste principalmente en los saludos entre los 
buques de guerra ó mercantes, sea en los puertos ó 
durante la navegación. 

El saludo marítimo fué, durante algún tiempo, obje- 
to de grandes y temerarias pretensiones por parte de 
algunos gobiernos, y por esto mismo, ocasión de con- 
flictos y aún de guerra. 

Se le quería atribuir la significación de un homena- 
je á la superioridad ó poder de algunas naciones; y en 
tal virtud se exijía el saludo que no era devuelto, ó lo 
era bajo formas humillantes é incompatibles con la 
dignidad de naciones independientes. 

Inglaterra exijía, particularmente en los mares que 
llamaba británicos, que los buques de guerra de las 
otras naciones saludasen arriando el pabellón y amai- 
nando las velas superiores. 

Las ordenanzas marítimas y las órdenes del almi- 
rantazgo inglés prevenían á los comandantes de bu- 
ques y jefes de escuadra de esa nación, que requiriesen 
esa preeminencia, de lo cual resultaban á menudo ver- 
daderos combates en plena paz y aún guerras, que no 
tuvieron otro origen y provecho que la conservación 
de una prerogativa fútil é irritante, destinada á satis- 
facer la vanidad de los soberanos ó la arrogancia del 
mas fuerte. 

Estas pretensiones exorbitantes produjeron natu- 
ralmente represalias, y entre ellas puede citarse la or- 
denanza especial del rey de Francia de i 5 de Abril 
de 1689, en que se prescribía á los oficiales de la ma- 
rina de guerra que, á su vez, exijieran, de grado ó por 
fuerza, la misma prerrogativa. 
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El mismo origen tuvieron los combates empeñados 
por las fuerzas navales inglesas con las de Holanda, co- 
mandadas respectivamente por los almirantes Tromp 
y Ruyter en 1625 y 1671 y la guerra que éste último 
suceso provocó entre las dos naciones. 

Podrían multiplicarse los ejemplos de las desavenen- 
cias, lances de guerra en tiempo de paz y de las orde- 
nanzas é instrucciones expedidas, por vía de protesta 
ó represalia, contra semejantes pretensiones, pero es- 
to se apartaría de nuestro especial objeto y de nues- 
tro plan. 

El progreso natural de las ideas, la extensión de 
sus intereses comerciales, que supeditaban las futile- 
zas en que se cifraba el orgullo de los soberanos y el 
desarrollo, también, de la marina militar de otros países, 
concurrieron en el siglo XVIII á modificar tales exi- 
jencias y á suprimir en el saludo marítimo, lo que en 
él había de odioso y ofensivo. 

Como uno de los mas notables actos convenciona- 
les dirigidos á ese objeto, puede citarse el tratado 
de Rusia y Francia de 11 de Enero de 1787, en que 
se estipuló abolir la diferencia de saludos con relación 
á la insignia y aún el saludo mismo entre las naves 
de ambas naciones en el mar. 

Tal es la práctica que puede llamarse hoy uniforme, 
y que ha eliminado así tan graves y costosos conflic- 
tos entre las naciones, por causa de una frivolidad. 

Queda, por esto, el ceremonial marítimo reducido á 
mostrar su pabellón las naves que se encuentran en 
el mar y al cambio de signos personales de atención 
y cortesía, así como de las informaciones particulares, 
útiles é inexcusables entre los navegantes. 

Las costumbres hoy, en lo demás, autorizan un cam- 
bio de saludos por la artillería, entre el buque ó escua- 
dra de guerra que entra en un puerto amigo y las ba- 
terías de la plaza; ceremonia que se realiza devolvien- 
do la salva, disparo por disparo, que debe comenzar 
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el que llega, y después del aviso acerca del día y la 
hora en que hará el saludo, á fin de evitar toda in- 
corrección. 

La misma clase de saludo tiene lugar en la visita 
del Jefe del Estado ó de los altos funcionarios, á los 
buques de guerra extranjeros, proporcionando el nú- 
mero de disparos á la categoría del visitante,, según los 
reglamentos ú ordenanzas de cada país. 

En esas mismas ocasiones el ceremonial marítimo 
prescribe, cuando el visitantes es el Jefe del Estado, 
ó con motivo de algún suceso ó demostración á que 
se atribuye un carácter especial, que las tripulaciones 
de los buques visitados se mantengan de pié en las 
vergas y jarcias; y se reciba al funcionario que llega á 
bordo, en el alcázar ó en la escala, según el caso, y con 
la guarnición formada en ala, 6 en dos filas, y con ar- 
mas ó sin ellas. 

Es de costumbre, también, que el comandante ó jefe* 
superior del buque 6 escuadra que llega visite, á la au- 
toridad principal del puerto, que debe devolverle inme- 
diatamente su atención, esto es, en un término no ma- 
yor de 24 horas. 

De igual modo, los comandantes extranjeros deben 
visitar oficialmente al Jefe del Estado, acompañados 
de su estado mayor; visita que es correspondida la ma- 
yor parte de las veces, por un oficial superior de la ca- 
sa militar del soberano ó presidente. 

Es de cortesía internacional que los comandantes 
de buques de guerra, en puerto de otro país, tomen 
parte en las fiestas nacionales y en las demostraciones 
de regocijo ó de duelo público, y en las que los buques 
de guerra de otro país, surtos en el mismo puerto, rea- 
licen. 

Entre esas manifestaciones se encuentran las sal- 
vas de honor y el empavesamiento. 

Las primeras se arreglan á los que las ordenanzas 
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ó reglamentos prescriben á los oficiales de marina co- 
mo límite, según la solemnidad del caso. 

El empavesamiento consiste en la decoración del 
buque con todas las banderas de que disponga y que 
son colocadas en las vergas, mástiles y drizas del 
buque. 

La antigua costumbre de empavesar con las bande- 
ras de todas las naciones, ha desaparecido por las difi- 
cultades que suscitaba su colocación respectiva, desde 
que en las reglas de etiqueta y tecnicismo navales, 
hay lugares de particular preferencia y distinción, de 
donde resultaban reclamaciones y conflictos, que cier- 
tamente no son de provocarse por tan frivola causa,que; 
sin ese inconveniente, podían eliminarse. Por esto las 
banderas, con que ahora se acostumbra empavesar, son 
las que forman el plan de señales de cada buque. 

Para prevenir todo lo que pueda lastimar el amor 
propio ó el sentimiento público, los comandantes de 
buques ó escuadras, deben abstenerse de participar en 
los regocijos ó manifestaciones que de algún modo 
sean ofensivos ó dolorosos para la nación en cuyos 
puertos se encuentran, ó de alguna otra allí represen- 
tada por sus naves; se les recomienda la más perfecta 
y minuciosa observancia de las costumbres, de las 
conveniencias y de la cultura internacional, para no 
comprometer las relaciones de los gobiernos en esas 
6 análogas ocasiones. 

Por último, en las ceremonias públicas á que hayan 
de concurrir, por cortesía ó invitación especial, los ofi- 
ciales de las marinas extranjeras, se colocan sin distin- 
ción de rango ó poder de las naciones que sirven; de- 
terminándose la precedencia únicamente por su gerar- 
quía militar, según los grados respectivos, y, en caso 
de igualdad en este orden, por la antigüedad de su lle- 
gada al puerto. 

Reducido el ceremonial marítimo en buen número 
de sus prácticas y ocasiones anteriores, su significa- 
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ción actual no es ya de dominación ó supremacía, co- 
mo lo expresa Ortolan, sino " un cambio de cortesía 
** y de buen proceder que, en sus mil y mil casos de 
" aplicación, demanda tacto, discernimiento y á me- 
" nudo un sentimiento elevado de las convenien- 



cias." 



LECCIÓN VI 



SUMARIO. — Nocioues geiierale^s sobre la propiedad del Esta- 
do y el dominio público. — Diferentes clases de dominio 
nacional. — La propiedad pública y privada son del resorte 
de ley iwsitiva. — Se deriva de esto que no hay propiedad 
internacional. — Dominio eminente; procedencia, concepto 
y manifestaciones del dominio eminente. — Soberanía te- 
rritorial. — Condiciones de su existencia y sus caracteres. — 
Que cosas son el objeto de la soberanía territorial. — Terri- 
torio; como debe considerarse en cuanto al cuerpo iwlítico. 
— Límites territoriales y cuestiones relativas. — Mar terri- 
torial. — Naturaleza y origen de los derechos que se ejercen 
sobre él. — Su extención.^-Puertos, golfos, bahías, estre- 
chos y mares interiores. — Navegación de los ríos. — Teo- 
ría. — Estado de la cuestión en Europa y América. 

Consideraciones generales sobre el derecho de 
propiedad. — Antes de entrar en el examen de lo que 
se entiende por soberanía territorial, sus manifestacio- 
nes y efectos, será necesario dar una idea de lo que 
constituye la propiedad del Estado. 

Cualquiera que sea el concepto que se tenga de la 
naturaleza y funciones del estado, es indudable que co- 
mo personalidad jurídica, destinada á operar en la ór- 
bita de la libertad exterior del hombre, por la protec- 
ción de los derechos que dentro de él se desenvuel- 
ven, sus medios no se distinguen esencialmente de los 
que aquel necesita para cumplir el objeto de su exis- 
tencia, esto es de su dicha por su perfeccionamiento. 

Por esto el estado es capaz de propiedad como la 
persona privada, aunque por su naturaleza de repre- 
sentación colectiva y por la extensión y peculiaridad 
de sus deberes y funciones, su propiedad toma diver- 
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sas formas y está sujeta á estatutos diversos en la le- 
gislación interior del país: 

Partiendo de la noción general de propiedad, que, 
en cuanto se concreta objetivamente, toma el nombre 
de dominio, esa noción envuelve la del poder que el 
hombre ejerce sobre las cosas. 

Si de esa noción general que se aplica á todas las 
clases de dominio, y á cada uno de ellos, según su es- 
pecie, pasamos al caso especial de que nos ocupamos, 
es fácil advertir, en lo que concierne al dominio públi- 
co, que la reunión de estas dos expresiones, se refiere 
tanto al poder público que dispone de los objetos de 
ese dominio, como á las cosas públicas que están so- 
metidas á aquella potestad. 

Dominio público y privado; sus clases. — El do- 
minio público nacional puede, pues, considerarse activa 
y pasivamente. Bajo el primer aspecto consiste en el 
poder que el gobierno ejerce, por su alta administra- 
ción, sobre los objetos necesarios para las necesidades 
del servicio público. Bajo el segundo aspecto, consis- 
te en la generalidad de los objetos que están destina- 
dos ya al uso, ya á la protección de todos, sin ser la 
propiedad de nadie en particular. 

Viniendo ahora á la clasificación del dominio público 
en cuanto á las cosas que son objeto de él y por su 
peculiar destino, llámase dominio del Estado á todas 
y cada una de los cosas que corresponde al cuerpo po- 
lítico colectivamente, ut tmiversitas. Este cuerpo, re- 
presentado por los poderes públicos, es el que dispone 
y utiliza aquellas cosas para las necesidades de la co- 
munidad; y en esa categoría se comprende á los edifi- 
cios públicos adscriptos á su servicio, como las casas 
en que funcionan las oficinas, los cuarteles, arsenales 
y demás establecimientos análogos. 

Pueden, también, comprenderse en esa .clase las ren- 
tas públicas procedentes de contribuciones, derechos 
fiscales y toda clase de impuestos que tienen origen 
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legislativo directo y las mismas propiedades comunes 
que el estado puede poseer bajo el régimen de la ley 
civil. 

La diferencia entre estas últimas y las demás se en- 
cuentra en que las primeras dependen exclusivamente 
del régimen político y de las leyes administrativas; y 
I las propiedades sujetas á la ley civil que podemos lla- 

mar del dominio privado, dependen en su adquisición 
y enagenación de la ley común que rije el derecho 
privado ó civil. Así éstas pueden ser adquiridas y per- 
didas por todos los medios que la ley civil establece, 
inclusive la prescripción, lo que no sucede C(m las 
demás. 

La segunda especie del dominio público se llama 
propiedad común y comprende todas las cosas que, 
siendo de uso directo y general para todos los habi- 
tantes, no pertenecen á ninguno y que, por estar fuera 
del comercio, no pueden ser el objeto de transacciones 
privadas, ni de la prescripción 

A esta clase pertenecen, los caminos públicos, ríos 
I navegables, canales y establecimientos destinados al 

aprovechamiento, comodidad ó rerreo de los particu- 
lares sin distinción. 

La propiedad publica y la privada son del resor- 
te de la ley positiva. — Este es el único campo de 
la propiedad del estado y supone la preexistencia de 
leyes positivas, administrativas ó civiles, que la han 
reconocido y la rigen solamente en el orden nacional 
ó interno. Pero esa propiedad del Estado, en cual- 
quiera de sus clases, así como la propiedad particular 
ó priv^ada, se confunde para el extranjero en la unidad 
del territorio y en cuanto á su protección en la indi- 
visible potestad de la soberanía. 

Se deriva de aqui que no hay propiedad inter- 
^ nacional. — Si la propiedad, tanto pública como priva- 

da, en cuanto entidad concreta, es la creación de una 

ley positiva y en todo caso solo se concibe rejida por 

14 
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ésta, hablando en rigor teórico, no hay propiedad in- 
ternacional, y la acción del poder público cuando la 
proteje y resguarda, reposa sobre un principio diferen- 
te, cual es el de la soberanía. 

Es este poder la fuente de las leyes que establecen 
el régimen de la propiedad, de las que distinguen, en 
su origen, prerogativas y destino, la propiedad pública 
de la privada y de las que la garantizan y defienden 
por las instituciones civiles, las administrativas y las 
de policfa y seguridad. 

Dominio eminente; sus manifestaciones; apre- 
ciación de ese concepto. — Así también es falsa la 
noción del dominio eminente^ comunmente admitida 
como derecho del Estado sobre todas las propiedades 
que encierra el territorio y cuyas manifestaciones se 
cree encontrar en la expropiación y en la reversión. 

La expropiación forzada, que es el derecho recono- 
cido en el gobierno para disponer de la propiedad par- 
ticular en beneficio público, no reposa sobre el con- 
cepto de existir un derecho concurrente ó superior en 
la comunidad sobre la propiedad de un particular, si 
no en el principio general que limita todo derecho 
privado á las necesidades de seguridad y protección 
que éste necesita en general para subsistir; limitación 
que se hace sentir no solamente sobre el derecho de 
propiedad, si no sobre todos los demás que son la ma- 
nifestación exterior de la personalidad humana. 

Por otra parte, si el derecho de expropiación fuera 
la negación de la propiedad particular, en lo que tiene 
de exclusiva y perpetua, ante el derecho análogo y do- 
minante del Estado, la expropiación se manifestaría 
simplemente como despojo ó privación absoluta de la 
propiedad; lo cual está muy lejos de ser cierto, porque 
no hay ejemplo de que, conforme á ley ninguna, el 
desapropio pueda ejecutarse sin indemnización previa 
y suficiente al particular expropiado, que es la nega- 
ción del dominio eminente. 
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Idéntica explicación tiene el principio legal de la re- 
versión. 

Consiste ésta en la restitución de una cosa á un es- 
tado anterior, 6 en la devolución de ella al que antes 
la poseía. Aplicada esta noción al estatuto de derecho 
civil que atribuye al Estado la propiedad que resulta 
vacante ó sin dueño, no significa que haya una resti- 
tución al fondo común de lo que primitivamente per- 
teneció á él; porque, históricamente, nada ha demos- 
trado que la propiedad particular haya sido común en 
el origen de las sociedades; y porque, en principio, la 
absorción de la propiedad por el Estado contraría, an- 
tes que favorece, el desarrollo individual y social. 

El principio legal de la reversión solo se ha estable- 
cido como estatuto de orden público, para prevenir 
controversias insolubles respecto á esa clase de bienes, 
y encaminado, á la vez, á aumentar los recursos de la 
administración pública, sin menoscabo ni sacrificio de 
ningún derecho preexistente. 

El Derecho Romano y las instituciones feudales de 
la Edad Media han dado origen al concepto moderno 
del dominio cyninente. Según el primero, el estado te- 
nía el dominio inmanente del suelo provincial y de 
los territorios conquistados, sobre los cuales los parti- 
culares solo tenían la propiedad útil ó pretoriana, que 
podía sin embargo convertirse en dominio definitivo 
por la prescripción. 

El feudalismo atribuía al príncipe ó barón el domi- 
nio eminente sobre los bienes todos de sus subditos, 
concretando en suma en el soberano la plenitud de to- 
dos los derechos. 

No hay necesidad de demostrar que la noción jurídi- 
ca de nuestros tiempos ha desvanecido la pretendida 
universalidad de derechos en el soberano, asi como 
tampoco que la misma distinción establecida en el de- 
recho romano como peculiaridad de sus instituciones, 
no refundia toda propiedad en el dominio eminente 
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del Kstado; y que la distinción entre el suelo pro- 
vincial y el territorio propiamente romano había desa- 
parecido en los tiempos de Justinianó y con él la de- 
ferencia entre la usucapión y la prescripción. 

Soberanía territorial, sus condiciones de exis- 
tencia y caracteres. — La soberanía territorial es la 
que explica la funciones y poderes del Estado, en cuan- 
to al régimen interno de toda clase de propiedad y en 
cuanto á su protección y defensa, respecto de toda 
agresión estrangera. 

Este es el concepto bajo el cual, publicistas de tan- 
ta autoridad, como Hautefeuille, Bluntschli y Car- 
nazza, Amari, consideran el poder del Estado en 
orden á la propiedad que encierra el territorio y que el 
primero llama dominio soberano, el segundo soberania 
del territorio y el último soberania territorial; que pue- 
de definirse: el poder de establecer, aplicar y ejecutar 
las leyes en el territorio del Estado y de fesgnafdar el 
derecho contra toda agresión interna ó externa. 

Sigúese de lo expuesto que las condiciones funda-, 
mentales de la soberanía territorial son: la posesión 
exclusiva de un territorio; la existencia de un cuerpo 
político organizado, cualquiera que sea su forma ó per- 
fección, y la independencia de todo poder extraño ó 
superior. 

Debe tenerse presente que esta noción de sobera- 
nia territorial no puede confundirse con la del Estado, 
que según se ha dicho ya es la forma jurídica de la 
Nación, el organismo que regula las funciones de su 
existencia colectiva, tan necesario para esta con el 
conjunto de sus leyes y de sus instrumentos de apli- 
cación, como la armonia de los poderes psíquicos y fi- 
siológicos para concebir la existencia y desenvolvi- 
miento de la vida individual. 

El concepto espresado sobre la soberanía territorial 
marca sus caracteres, que son particularmente la ex- 
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clusión, el imperio, su indivisible unidad y su inalie- 
nabilidad. 

No podrá llamarse, pues, propiamente soberanía te- 
rritorial la posesión de un territorio, en feudo, por via 
de prenda, ó en general la que se tiene por concesión 
temporal, limitada por su propia naturaleza 6 bajo la 
autoridad de otro. 

Qué cosas son el objeto de la soberanía territo- 
rial. — Forman el el objeto de la soberanía territorial, 
las cosas útiles, agotables y suceptibles de dominacicSn 
exclusiva. 

Es evidente que, por la naturaleza de la soberania, 
la que recae sobre el territorio no podría comprender- 
se si no mediante un imperio exclusivo é ilimitado so- 
bre él, en cuanto esas calidades son las únicas que ase- 
guran la realidad y eficacia de esa potestad, que hace 
á cada nación arbitra de su propio destino y de los me- 
dios para alcanzarlo. 

Por la misma razón se comprende, también, que ese 
poder no existe sobre las cosas ó elementos que, sien- 
do de utilidad inagotable, satisfacen ampliamente las 
necesidades humanas, sin ninguna especie de dominio 
ó exclusión. 

En esta categoría se encuentran la luz, el aire, el 
mar y los elementos ó agentes de la naturaleza, que 
utilizados en mayor ó menor grado, directamente por 
la acción automática del organismo humano, ó indirec- 
tamente por los esfuerzos de la ciencia, puede decirse 
que se sustraen sin embargo al poder individual, en lo 
que éste pretenda tener de exclusivo y singular. 

En este orden no cabe diferencia entre el individuo 
y la nación; y aun cuando llegara el caso de que el 
concierto de algunos gobiernos lograra establecer 
imperio tiránico sobre la navegación, asegurándose po- 
derío y ventajas sobre otras naciones, esa usurpación 
sería tan injusta ante el derecho universal, como prác- 
ticamente efímera, ante el incontrastable poder, la 
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fuerza indomable del elemento que la Providencia 
constituyó como un medio libre y fácil de comunica- 
ción entre los hombres y como un instrumento de 
su bienestar y sus progresos. 

Territorio. — Por esta voz se designa el conjunto 
de las partes del globo sobre los cuales una nación, 
constituida como sociedad civil, ejerce los derechos de 
soberanía que le pertenecen. De manera que todo lo 
que está comprendido dentro de las fronteras del es- 
tado forma parte del territorio; sin que importe que 
sus diversas fracciones estén unidas ó separadas, 
que se las considere como metrópoli ó colonias, por- 
que en el orden internacional no existe sobre esto di- 
ferencia ninguna. 

Como institución civil y política puede decirse que 
el territorio es cosa incorporal; y con relación á los 
objetos á que se aplica, el territorio consiste en la uni- 
versalidad de los predios comprendidos dentro de los 
límites del estado; ó en otros términos todo lo que se 
encuentra en el recinto administrativo y jurisdiccio- 
nal de la nación. 

Tal es el concepto del territorio derivado de la de- 
finición romana; y bien se advierte que, cualquiera que 
sea el punto de vista bajo el cual se le considere, ex- 
cluye toda idea de dominio propiamente dicho; pues 
por el contrario á él está vinculada la existencia del 
estado, representa el conjunto de los elementos bajo 
cuya influencia se forman y perpetúan los caracteres 
étnicos de sus habitantes y es la condición de la in- 
dependencia, de la seguridad y de los progresos de la 
nación. \ 

No es posible desconocer, por otra parte, que el te- 
rritorio resume y simboliza la idea y el sentimiento 
de la patria, con todos sus caros afectos y las nobles 
virtudes con que ella tanto realza la naturaleza hu- 
mana y aquilata sus elementos morales. 

El territorio no es, pues, materia de propiedad ó de 
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dominio, sino solamente, bajo el concepto jurídico-in- 
ternacionaj, el ámbito en que se desenvuelve la vi- 
da y el poder de la nación, ó más limitadamente la 
acción administrativa del gobierno interior. Y por eso 
el territorio es inalienable é imprescriptible, no está 
sujeto á los cambios que afectan la propiedad, ni bajo 
el régimen de la ley, si no en cuanto ésta determina 
sus divisiones, para la debida función de los poderes 
públicos en sus diversos órdenes y gerarquías. 

Sin embargo, la enagenación, voluntaria ó forzada, 
de partes más ó menos considerables del territorio de 
un estado, es un hecho internacional; y sobre ella se 
fundan las actuales posesiones de la mayor parte de 
las naciones del mundo, cuyos sucesivos engrandeci- 
mientos ó limitación no es del caso trazar. 

Cuando los príncipes soberanos se creían arbitros 
absolutos de la tierra que regían y de todo lo que en 
ella se comprendía, no era raro ver consumadas tales 
enagenaciones por sus personales intereses ó velei- 
dades. 

Así compró Carlos XIII por 4,300 ducados el de- 
recho de imperio sobre Constantinopla; el mar-grave 
de Brandemburgo vendió en el siglo XIV por 400 
marcos de oro, tres ciudades al gran maestre de la 
Orden Teutónica; los Estados Unidos de América 
compraron la Luisiana en 1803; y como éstos podían 
citarse innumerables casos de venta de poblaciones y 
ciudades, como simples granjas con sus rebaños. 

En los tiempos modernos, aunque con diversidad 
de formas, las cosas llevan el mismo rumbo. Y para 
no exten^dernos en demasía basta recordar la cesión 
de Alsacia y Lorena impuesta por Alemania á Fran- 
cia, como condición de paz, en el tratado preliminar de 
Versalles de 1 87 1 confirmado por el definitivode Franc- 
fort, en Mayo del mismo año, la de Tarapacá erijida 
igualmente como precio de la paz, por Chile al Perú 
en 1883 y por último la cesión de casi todas las pose- 
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siones coloniales de España á los Estados Unidos, pa- 
ra poner fin á la guerra que esta república emprendió 
con el designio ostensible de auxiliar la causa de la 
civilización y la de la libertad, poniéndose del lado de 
los que en Cuba luchaban por su independencia. 

Es probable que este resultado de casi toda guerra 
internacional hasta hoy, sea siempre, ó por mucho 
tiempo, la perpectiva de las que están por venir, sin 
que por eso deje de ser incontestable el principio ex- 
puesto, en cuanto á la unidad é inalienabilidad del te- 
rritorio, por lo que él representa para la existencia na- 
cional; á lo menos mientras subsistan las nociones de 
justicia y de soberanía tales como los hombres las han 
comprendido hasta ahora. 

Limites territoriales y cuestiones relativas. — Los 

límites territoriales de un estado están determinados 
ó bien por los accidentes geográficos, como los ríos, 
lagos, montañas, quebradas, etc., en cuyo caso los te- 
rritorios se llaman arcifinios, ó bien por líneas con- 
vencionales cuya continuidad se fija por señales visi- 
bles, erigidas en los términos del convenio, ó siguiendo 
el trazo cosmográfico determinado por los paralelos, ó 
meridianos. 

La separación de los territorios de dos estados por 
un accidente geográfico, como un rio navegable 6 una 
cadena de montañas, es la presunción de que la ex- 
tensión respectiva de cada uno está limitada por ese 
obstáculo común; pero no excluye la pretensión de 
cualquiera de los estados limítrofes á superar esa ba- 
rrera, siempre que pueda exhibir un título suficiente 
ó la posesión no disputada por un tiempo prolonga- 
do, cuya duración no se puede naturalmente fijar ápno- 
n, pero que se entienda moralmente suficiente para 
producir la persuación de que el estado limítrofe ha 
consentido y aceptado esa posesión. 

Tratándose de cordilleras, la línea que se considera 
trazada siguiendo las cumbres más altas, es en prin- 
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cipio la frontera de los territorios que quedan á uno y 
otro lado de ellas. La regla tradicional é histórica es 
esta, así como lo es en el orden puramente geográfico; 
pues un sistema de montañas, separa realmente dos 
zonas de tierra que, por sus condiciones atmosféricas 
y geológicas, se distinguen en lo general profunda- 
mente, dando así lugar á la formación y persistencia 
de los caracteres típicos y de las costumbres, sino 
siempre de razas diferentes á lo menos de nacionali- 
dades suficiente caracterizadas. Moralmente la duda 
tampoco puede tener otra solución; por que es lo 
más probable, salvo la demostración contraria, que los 
pueblos que se establecieron y se extendieron á una 
y otra vertiente, se detuvieron ante ese obstáculo re- 
lativamente invencible. 

Así sucede en efecto con los Pirineos, que separan á 
Francia de España, con los Alpes que dividen á la 
primera de Suiza é Italia; sin que ésto haya sido obs- 
táculo para que Luis XIV, por ejemplo, pretendiera 
que la frontera entre Francia y España estaba mar- 
cada por el Ebro y por lo tanto comprendidas en te- 
rritorio francés las Provincias Vascongadas y Catalu- 
ña, y para que, más tarde, la misma nación considera- 
se su frontera setentrional el Rhin y el Escalda y aun 
el Elba y las orillas del mar del Norte. 

Por su parte, Alemania, siguiendo una antigua tra- 
dición, consideraba como el límite norte de Francia la 
línea de los Vosgues, que es la que le impuso en el 
hecho, como resultado de la guerra de 1870 

La limitación por ríos está sujeta á menos inconve- 
nientes, por su mayor fijeza y claridad, sin que por es- 
to se encuentre esenta de toda incertidumbre. Desde 
luego, si el río no es navegable rara vez separa territo- 
rios diferentes; pero cuando lo es, el uso y la jurisdic- 
ción de cada ribereño se extiende hasta la línea me- 
dia; ó con más propiedad hasta lo que se llama el 

lo 
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thalweg ó sea la línea que trazan las barcas bajando 
con la corriente del río. 

Una regla análoga se sigue cuando la frontera es un 
lago ó mar interior, en que puede quedar únicamente 
como materia litigiosa la fijación de los vértices 6 es- 
tremos del radio mayor. 

Como todo esto, sin embargo, se basa principalmen- 
te en simples presunciones, ó razones de buen sentido, 
no debe perderse de vista que el sistema absoluto de 
fronteras naturales, ofrece numerosos inconvenientes, 
por causa de la arbitrariedad que puede introducir en 
la elección de los accidentes topográficos que se quie- 
ra elejir como límites. 

Conducen estas consideraciones á la necesidad de 
una determinación de fronteras que no dejen ninguna 
ambigüedad, por medio de tratados públicos suficien- 
temente minuciosos, en que, tomándose, á falta de tí- 
tulo expreso, como base las reglas indicadas, se marque 
además, por hitos ó mojones y con un plano de preci- 
sión rigorosa, lo que queda aún de incierto en la de- 
signación genérica de la frontera natural. 

Si así se hubiera hecho desde el principio, ó á lo 
menos en el tratado de 1881, entre la República Ar- 
gentina y Chile, se habría ahorrado el prolongado li- 
tigio y la inminencia de la guerra entre esas dos re- 
públicas, á las cuales no bastó la designación general 
de las cumbres más altas de la cordillera de los An- 
des, al agregarse que esas cumbres son las que divi- 
den las aguas; de donde resultó la agria discusión so- 
bre la inteligencia y aplicación de esa doble expresión, 
que en algunas partes de la cordillera resultaban in- 
conciliables. 

Mar territorial. — Como se ha dicho ya, el mar en 
su conjunto, grande y poderoso elemento, que consti- 
tuye casi las tres cuartas partes de la superficie del 
globo, sirve de fácil vía de comunicación entre los 
hombres y de eficaz auxilio para sus progresos, es ab- 
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solutamente libre y no puede caer bajo el dominio, ni 
la jurisdicción exclusiva de ninguna nación. 

No es ya de importancia alguna el ocuparse de las 
pretensiones abandonadas de algunas potencias sobre 
mares determinados, como Inglaterra sobre los mares 
británicos que, según ella, se extendían de las costas 
de las Islas Británicas por el Sur y el Este hasta las 
costas de los estados del continente europeo, y por el 
Norte y el Oeste de un modo indefinido; ni de las de 
Portugal, en los siglos XVI y XVII, sobre los mares 
de Guinea; de los holandeses sobre la ruta del Cabo 
de Buena Esperanza y de los reyes de España sobre 
el Océano Pacífico. Así, también, carece de otro inte- 
rés que no sea histórico ó de erudicción, la controversia 
sobre una cuestión que ya no lo es y cuyos principa- 
les mantenedores fueron Grocio en su Mare liberitm 
y Selden su Mare clausum^ admitida, como está, la 
igualdad de derechos de todas las naciones en el trá- 
fico y uso de todos los mares. 

Mar territorial; se asimila al territorio. — La li- 
bertad del océano no obsta, sin embargo, para que 
ciertas porciones limitadas de él estén bajo la autori- 
dad y dependencia exclusiva de las naciones que no 
son mediterráneas. 

La seguridad del estado y la eficacia de sus leyes, 
en lo que concierne al comercio y navegación en sus 
puertos y costas, exije como condición el ejercicio de 
una potestad y de un imperio propios, dentro de una 
cierta extensión del mar que baña su litoral. Esa por- 
ción del océano es lo que se llama territorio marítimo 
ó mar territorial, que puede definirse, como la porción 
del océano comprendida entre las costas de una na- 
ción y la frontera marítima ó línea de respeto. 

Extensión del mar territorial. — La distancia de 
esa línea de respeto, con relación á la costa respectiva, 
viene á ser así la única cuestión controvertible. 

Valín, comentador de las ordenanzas marítimas 
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francesas de 1681, cree que debe considerarse como 
mar territorial de una nación toda la porción del mar 
adyacente á sus costas en que puede hallarse fondo. 

Rayneval mide el mar territorial por la compresión 
del horizonte visual ó sensible. 

Prescindiendo de otras opiniones, tan arbitrarias co- 
mo estas y tan incoherentes con el fundamento y ori- 
gen del imperio sobre el mar territorial, es la más co- 
rrecta sin duda la de Binkershoeck, que limita su exten- 
sión á 1^ que puede realmente defenderse y dominar- 
se desde las costas vecinas, teoría que concreta acer- 
tadamente en Q^tdiiCyxvcixúSi; terree potestas finitur ubi 
finitiir armormn vis. 

Bastante perceptible es el fundamento jurídico y 
racional del aforismo, con relación al asunto de que 
nos ocupamos, para que resulte innecesaria más pro- 
lija demostración. 

Compréndese en el mar territorial la porción ya 
indicada entre las riberas y la frontera artificial, llama- 
da por Pinheyro Ferreyra liriea de 7esp€to\ los puertos, 
radas, golfos, bahías, ciertos estrechos y los mares in- 
teriores enclavados dentro del territorio. 

Pero no se hallan bajo el mismo réjimen, ni ejerce 
el estado la misma extensión de poder sobre el mar 
territorial propiamente «dicho y el que está compren- 
dido en los senos ó depresiones de la costa, que se 
llama por algunos publicistas y entre ellos Ortolan, 
mar cerrado. 

Sobre éste último, no puede dudarse que la nación 
lo tiene incondicionalmente en su poder; que está en 
aptitud de ejercer siempre y de un modo permanente 
esa suma ilimitada y exclusiva de poder que caracte- 
riza la soberanía territorial, resultando así incontes- 
table la asimilación del mar cerrado al territorio. 

No es menos cierto, por otra parte, que bajo el pun- 
to de vista moral y jurídico, esa dominación exclusiva 
queda justificada; pues las necesidades de defensa, de 
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seguridad y del imperio y certeza de las leyes, en cuan- 
to regulan el comercio exterior y de cabotaje en interés 
de la hacienda pública y del comercio nacional, hacen 
indispensable tan absoluto poder para asegurar la exis- 
tencia del Estado y la función regular de su organis- 
mo fiscal y económico. 

Por esta razón, al paso que la nación puede, á su 
arbitrio y según sus necesidades, declarar abiertos ó 
cerrados sus puertos para el comercio, ó el arribo de 
naves extranjeras, nadie ha admitido en principio, ni 
pretendido en el hecho, imperio ó autoridad tan ex- 
tensa en la porción de mar comprendida entre las cos- 
tas y la frontera marítima artificial. En éste ni el 
permiso previo para traficado es necesario; no hay que 
observar para ello reglas ni formalidades especiales, 
ni se comprendería bajo qué título se quisiera gravar 
el simple tránsito por él. 

Debe entenderse que el mar territorial, limitado del 
modo que se ha visto, se cuenta desde los puntos 
más salientes de la costa, á partir de los cuales se mi- 
de la distancia de las cuatro millas, que prácticamen- 
te se admiten como extensión del mar territorial. 

Puertos, golfos, bahias, estrechos y mares inte- 
riores. — Derecho común sobre su dependencia. — 

Puédese, en definitiva, señalar de un modo sencillo 
y concreto la diferencia en cuanto á la extensión del 
poder de la nación sobre el mar cerrado y el territo- 
rio marítimo que lo comprende, con solo expresar, que 
sobre el primero ejerce el estado tan ilimitada autori- 
dad y jurisdicción como sobre el territorio mismo, en 
tanto que sobre el mar territorial, se limitan sus po- 
deres á imponer la observancia de sus leyes de poli- 
cía, de seguridad y de econonomía fiscal ó mercantil, 
en tiempo de paz; y en tiempo de guerra, además, el 
respeto á su neutralidad. 

Los estrechos, que son pasajes ó vías de tránsito de 
un mará otro, son de libre navegación como éstos, sin 
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más limitaciones que las que fluyen de los derechos y 
necesidades de las naciones ribereñas y que, como se 
ha visto, son el fundamento de la jurisdicción y auto- 
ridad que toda nación ejerce sobre el mar territorial. 

Por esto, la pretensión de algunos estados para 
prohibir ó gravar el tránsito por algunos estrechos 
que comunican mares libres, si ha sido en algunos ca- 
sos tolerada, jamás se admitió en principio ó como de- 
recho; y así nunca se consintió en la soberanía exclu- 
siv-a de la Puerta Otomana sobre la navegación del Bos- 
foro y de los Dardanelos; ni la del antiguo reino de 
Ñapóles sobre el estrecho de Mesina, de Inglaterra 
sobre el canal de San Jorge, ni de Holanda sobre el 
canal de Zuidersee. 

En cuanto á la navegación de los estrechos de 
Sund y del grande y el pequeño Belt, en el hecho es- 
tuvo sometido á las condiciones y gabelas que por 
mucho tiempo impuso y llevó a cabo el gobierno de 
Dinamarca. 

Desde el año de 1645, la percepción de derechos 
de tránsito por sus canales ha sido el objeto de dife- 
rentes tratados y arreglos, que tuvieron en mira regu- 
larizar y uniformar las tarifas correspondientes, hasta 
que en virtud del tratado de 14 de Marzo de 1857, 
que el gobierno danés celebró con Austria, Bélgica, 
Inglaterra, Prusia, Rusia, Suecia y otros estados de 
menor importancia, y mediante una indemnización 
de algo más de 91 millones de francos, Dinamarca se 
comprometió á abolir todo derecho de tránsito por sus 
estrechos y á mantener en buen estado, los faros, 
boyas y balizas existentes, para protejer la navega- 
ción contra los peligros de esos lugares. 

Los Estados Unidos concertaron separadamente 
con el gobierno danés su parte de indemnización, es- 
timada por el tratado de 1 1 de Abril del mismo año 
en 2.400.000 francos; quedando desde entonces libre 
la navegación de esos canales. 
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Aunque bajo diverso concepto, algo análogo se rea- 
lizó respecto á la navegación del Bosforo y los Darda- 
nelos, particularmente por la convención llamada de 
los estrechos, de 13 de Julio de 1841, confirmada en 
lo sustancial por el tratado de paz de París de 30 de 
Marzo de 1856, en los cuales se estableció la neutra- 
lidad de esos pasos para el Mar Negro, prohibiéndo- 
se el tránsito por ellos de todo buque de guerra. Es- 
tas estipulaciones, como otras muchas á que han con- 
currido la mayor parte, si no todas las potencias im- 
portantes de Europa, ha sido prácticamente descono- 
cida ó puesta en desuso por las nuevas necesidades y 
complicaciones de la política internacional de ese con- 
tinente. 

La neutralidad y libre tránsito del estrecho de Ma- 
gallanes, para la navegación y el comercio de todas las 
naciones, ha constituido una de las estipulaciones de 
más importancia que contiene el tratado celebrado en- 
tre la República Argentina y Chile en 23 de Julio de 
1 88 1, para transijir sus diferencias sobre límites terri- 
toriales. El artículo 5? de ese pacto dice como sigue: 

" El estrecho de Magallanes queda neutralizado á 
" perpetuidad y asegurada su libre navegación para 
" las banderas de todas las naciones. En el interés 
*' de asegurar esta libertad y neutralidad, no se cons- 
" truirán en la costa fortificaciones ni defensas mi- 
" litares que puedan contrariar ese propósito." 

Los canales marítimos, ó vías artificiales de comu- 
nicación entre dos mares, participan de la naturaleza 
de los estrechos y deben, por lo tanto, quedar bajo el 
mismo réjimen y reglas que éstos. 

Tal debería ser por un acuerdo ó reconocimiento in- 
ternacional, expreso y formal, la condición del canal de 
Suez, abierto por empresa particular entre el Medite- 
rráneo y el Mar Rojo, para facilitar las comunicacio- 
nes y el comercio entre el continente europeo y los 
países de Oriente. 
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Aunque la concesión hecha á M. Fernando Lesseps 
por el virrey de Egipto, estipuló expresamente que ella 
se entendía en favor del comercio universal, esa con- 
dición está aun lejos de ser una regla positiva y obliga- 
toria por acuerdo internacional capaz de garantizar el 
tráfico libre, aun en tiempo de guerra. 

En verdad que en la que ocurrió entre Rusia y 
Turquía en 1877, la primera de esas potencias declaró, 
á solicitud de la Gran Bretaña, que consideraba el ca- 
nal como neutral y abierto para la comunicación de 
todas las naciones, aún en tiempo de guerra. 

Posteriormente, por iniciativa del mismo gobierno, 
y en virtud de la circular de 1883, se reunió en París, 
en Marzo de 1885, una comisión de delegados de to- 
das las grandes potencias, para discutir y redactar el 
acta de neutralidad sobre las bases propuestas por la 
circular británica. 

La asamblea no pudo llegar á resultado ninguno, no 
obstante que los delegados se hallaban acordes en 
cuanto á lo sustancial. 

FA motivo de disidencia entre los comisionados to- 
dos, inclusive el de Egipto, y los de la Gran Bretaña, 
consistía en que ésta no admitió otro medio de ejecu- 
ción que el compromiso solemne del virrey de Egipto 
para la observancia de lo que se pactase en cuanto á 
la neutralidad del canal de Suez y los medios de lle- 
varla á cabo; en tanto que las demás potencias consi- 
deraban necesario que un compromiso de tal especie y 
de tanta trascendencia, debía estar bajo la garantía 
colectiva de las potencias, que constituirían de mutuo 
acuerdo un órgano internacional capaz de hacer siem- 
pre seguro y efectivo lo estipulado. 

Sobre esto escollaron todos los esfuerzos de los co- 
misionados; y ninguna conferencia se ha reunido en 
lo posterior para reabrir ese debate. De manera que 
la cuestión se encuentra hoy en la misma situación 
que en 1883, aunque, en el hecho,, el acuerdo general 
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sobre las bases popuestas por Inglaterra, si bien des- 
provisto de solemnidad, no es menos cierto. 

Las bases propuestas por el gobierno inglés y prac- 
ticamente observadas hasta hoy son las siguientes: 

I? Tránsito libre por el canal para todos los buques 
y en toda circunstancia. 

2? Neutralidad absoluta de esa vía; comprendiendo 
la prohibición de hostilidades dentro de ella y sus in- 
mediaciones, aun cuando Egipto ó Turquía sea uno 
de los beligerantes; limitación en el tiempo de perma- 
nencia de los buques beligerantes en el canal y prohi- 
bición de desembarcar armas y municiones. 

3? Indemnización de los daños causados al canal, 
por la nación responsable. 

4? Prohibición de construir en las orillas del canal 
ó sus inmediaciones, fortalezas ú obras militares. 

Finalmente la neutralidad del canal de Panamá, en 
vía de abrirse, no reposa sobre ningún compromiso 
internacional efectivo; pero el que se proyectó realizar 
por Nicaragua y que al presente es materia de nuevas 
negociaciones en los Estados Unidos, es el objeto del 
tratado firmado en Washington, en lo de Abril de 
1850, entre esa república y el gobierno de Inglaterra, 
que es conocido bajo el nombre de tratado Clayton- 
Bulwer, cuyas estipulaciones establecen: 

I? Que ninguno de los gobiernos contratantes po- 
drá asegurar para sí 6 para sus propios ciudadanos 
ventajas ó favores en la navegación y uso del canal, 
que no sean extensivos á la otra parte. 

2? La neutralidad de esa vía de tránsito y sus in- 
mediaciones, para e! caso de guerra entre las partes 
contratantes, y la protección de éstas contra el ejer- 
cicio de actos hostiles de otras potencias, en daño de 
esa neutralidad. 

El interés actual de los Estados Unidos, en razón 
de sus nuevas posesiones de Filipinas, de asegurarse 

16 
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una vía más fácil y rápida para esa región, conduce á 
esperar que, ya sea por Nicaragua, ya por Panamá, el 
canal interoceánico, que comunique el Atlántico con 
el Pacífico, será un hecho más ó menos próximo; co- 
mo también que el tratado Clayton-Bulwer continuará 
siendo la base de la neutralidad y libre tránsito de esa 
vía para el comercio de todas las naciones. 

Mares interiores. — Solo nos resta ocupamos de lo 
que concierne á los mares enclavados, esto es, que, 
por su situación mediterránea, se encuentran domina- 
dos por los estados ribereños. 

El tratado de paz firmado en París el 30 de Marzo 
de 1856 y las convenciones accesorias destinadas á 
asegurar y reglar su cumplimiento, establecieron, á la 
vez que la neutralidad de los pasos del Bosforo y los 
Dardanelos, la del Mar Negro. 

Por virtud de tales acuerdos ese mar interior, en- 
cerrado dentro de las costas de Rusia y Turquía de- 
bía quedar perpetuamente neutralizado no siendo per- 
mitido su acceso á buques de guerra de nación nin- 
guna, incluyendo los estados poseedores de sus costas. 

Las instancias de Rusia para libertarse de ese com- 
promiso, provocaron la conferencia internacional reu- 
nida en Londres en 1871, que abrogó, es cierto, la 
neutralidad del mar Negro, pero conservando la del 
Bosforo y de los Dardanelos; agregándose la facultad 
que se reconocía á la Puerta Otomana de abrir, en 
tiempo de paz, esos mismos estrechos á los buques y 
escuadras de las potencias, cuando ese gobierno lo 
juzgase necesario para asegurar las estipulaciones del 
tratado de 1856. 

Esta intromisión de las potencias en cuestiones 
relacionadas con el uso y situación de un mar interior 
puede explicarse porque el mar Negro baña las cos- 
tas de mas de un estado. 

Pero si se trata de un caso distinto, como el mar 
Caspio, encerrado absolutamente entre las costas de un 
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estado, tiene que considerarse como sometido á una 
regla diferente. El estado que domina por entero sus 
riberas tiene el derecho de considerarlo como una por- 
ción de su territorio mismo y ejercer sobre él la mis- 
ma plenitud de soberanía. 

Esta regla no se modifica sustancialmente en el ca- 
so de que ese mar interior 6 propiamente cerrado, ten- 
ga comunicación con el mar libre, por algún paso ó es- 
trecho igualmente comprendido entre las costas del 
estado. 

Por esto, la soberanía que, en tales casos, se recono- 
ce á la nación poseedora de las costas, no es admitido 
respecto de mares de fácil acceso por el océano libre 
6 que no está limitado por las costas de un solo es- 
tado. Tal sucede con el mar Blanco y el Báltico y con 
los grandes golfos de Finlandia, San Francisco y 
Méjico. 

Navegación de los rios. — Teoría. — La cuestión 
relativa al tráfico por los ríos navegables no ha sido 
menos debatida que la relativa á la extensión de los 
derechos ó potestad territorial. 

Calvo hace derivar la completa y absoluta franqui- 
cia en la navegación de los ríos del mismo fundamen- 
to que la libertad de los mares. 

Que en tal y tan rotunda afirmación hay un doble 
error de doctrina y de antecedentes, se comprenderá 
mejor examinando, aunque sea brevemente, las contra- 
dictorias opiniones de los publicistas y el carácter y 
época de las estipulaciones convencionales que hoy 
forman el derecho común sobre la materia. Para Klu- 
ber la potestad exclusiva del Estado sobre los ríos que 
surcan su territorio, es tan exclusiva y absoluta que 
admite el derecho de prohibir el acceso á ellos. 

Esta misma es en sustancia, aunque no en todo su 
rigor, la opinión de Martens, Hefter y Phillimore. 

Wheaton considera el uso de todo lo que es inago- 
table como patrimonio común del género humano; y 
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en esta condición considera á los ríos, aunque agre- 
gando, por vía de atenuación, que, á lo menos, debe en- 
tenderse tal libertad mientras no sea incómoda ó per- 
judicial para el estado que recorren, esto es, que el 
uso sea inofensivo. 

Igual doctrina profesan Fiore y Carnazza Amad, 
considerando también que la condición inagotable de 
esos caminos que andan y las ventajas permanentes 
que ofrecen al comercio y á la navegación, hacen in- 
discutible la libertad del tráfico fluvial, sin más limi- 
tación que la que imponen la seguridad y las conve- 
niencias de la nación que esos ríos atraviesan. 

Todas estas opiniones trascriben, con más ó menos 
fidelidad, la doctrina primitivamente enseñada por 
Vattel, sobre el uso inocente y que resume en estos 
términos: " La naturaleza, que destina sus presentes 
" á la ventaja común de los hombres, no tolera que se 
" les sustraiga á un servicio que puedan prestar sin 
** ningún perjuicio del propietario y dejando subsistir 
" toda la utilidad y las ventajas que él puede obtener 
" de sus derechos. (Lib. II, Cap. IX, Parf. 127). 

Por último, Bluntschli formula el mismo principio, 
en la forma de sentencia ó regla concreta, que es la 
de toda su obra, del modo siguiente: " Los ríos nave- 
" gables, que están en comunicación con el mar libre 
" están abiertos, en tiempo de paz, á los buques de to- 
das las naciones. El derecho de libre navegación no 
puede ser abrogado ni restrinjido en detrimento de 
" algunas naciones. (Lib. IV, Art. 314). 

La controversia radica toda entera, como se ha vis- 
to, sobre los siguientes tópicos: condición inagotable 
de los ríos navegables; su continuidad con el mar li- 
bre; destino consiguiente y forzoso de ellos, .por obra 
de la naturaleza, para servir los intereses del comercio 
y la comunicación de todas las naciones; y en conse- 
cuencia los del bienestar y progresos de la humanidad. 

No es nuestro propósito, ni nuestras fuerzas lo per- 
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miten/la refutación de tan autorizadas opiniones; lo 
que sería, además, sobrado extenso y en cierto modo 
inútil, en vista del carácter práctico que la cuestión 
presenta actualmente, por las conveniencias bien en- 
tendidas que han determinado, expontáneamente el 
derecho legislativo en algunos estados, ó bien el dere- 
cho convencional creado por los tratados públicos. . 

Pero esta consideración no dispensa de proponer 
simplemente el fundamento de la crítica de esa doc- 
trina, por lo que importa y trasciende á otros derechos 
indiscutibles de la nación. 

Desde luego, puede advertirse que lo de la naturaleza 
inagotable de los ríos para asimilarlos al mar que es de 
libre uso y aprovechamiento para todos los hombres, 
es. lo que los controversistas de escuela llamaban cues- 
tión adiáfora\ por que, en verdad, esa condición en los 
ríos es todo punto indiferente cuando se trata de sa- 
ber si, por estar totalmente comprendidos en un terri- 
torio, participan ó no de la situación jurídica de este, 
en cuanto á los derechos soberanos que sobre el tie- 
I ne incontestablemente la nación. 

La asimilación al mar no tiene mas sólido funda- 
mento; por que este, materialmente inaprehensible, no 
tolera dominio real, por su extensión y su poder fí- 
sico y es de natural é inevitable acceso para la nave- 
gación de todo país que tenga un litoral; circunstan- 
cias todas que, ni por el mayor esfuerzo de razonamien- 
to, ni haciendo violencia al lenguaje, pueden demos- 
trarse en los ríos, totalmente comprendidos en un 
territorio. En esta hipótesis la posibilidad de some- 
terlas á una soberanía exclusiva es tan evidente como 
la que recae sobre el territorio mismo del que forman 
parte. 
. La taxativa que la misma doctrina señala á ese de- 

I recho común de los hombres sobre los ríos navegables, 

es la base de su refutación; por que si ese derecho es 
incondicional, que es de lo que se trata, no hay para 
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que averiguar si el uso es inocente, ó no causa moles- 
tia al señor del territorio. Si un derecho es natural 
puede y debe ejercerse compulsivamente, sin conside- 
ración hacia el que lo repugna y resiste. Si esta fa- 
cultad de coacción no existe, la libertad de que se ha- 
bla será un principio de orden moral y de vinculación 
humana, pero no de rigor jurídico, según las nociones 
que hasta ahora se admiten como base del derecho; 
base que, no puede negarse, principia á vacilar, para 
darle otra que sustituye la personalidad abstracta de 
la humanidad á la real y efectiva de cada hombre y 
de cada sociedad. 

f ^ Si fuera rigorosamente lógica esa doctrina seria 
aplicable al territorio, exactamente por las mismas con- 
sideraciones que la sustentan: lo que, sin embargo, pa- 
rece que nadie ha pretendido. Sería, ademas, cierto 
también que, bajo ningún concepto, el soberano del 
territorio podría dictar leyes que regulasen la navega- 
ción de los ríos, con la mira de propender á su seguri- 
dad é intereses y de asegurar ventajas particulares á 
las nacionales: por que nadie tiene el poder de dictar 
leyes que reglamenten la navegación del mar libre y las 
reglas existentes acerca de ella son el resultado del 
acuerdo expreso ó tácito de todas las naciones, sobre 
el fundamento de una absoluta igualdad. 

El sofisma consiste, según puede fácilmente perci- 
birse, en que se considera como deber jurídico de un 
país determinado, lo que solo tiene el carácter de deber 
moral; y como derecho en los que lo exijen, el interés 
6 conveniencia mas ó menos generales y la concomi- 
tencia de beneficios, que constituye uno de los aspec- 
tos de la solidaridad humana, que no es siempre el 
derecho, ni puede confundirse con este. 

Pero, como ya lo hemos indicado hace poco, esta 
controversia teórica ha perdido su interés directo por 
virtud de las instituciones positivas que rijen hoy la 
navegación de los ríos; si bien lo conser\^a por su tras- 
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cendencia indirecta á los derechos de cada nación so- 
bre su territorio y al inmanente y absoluto poder que 
lo constituye arbitro de su propio destino. 

Estado de la cuestión en Europa y América. — 
El sentimiento de la conveniencia, la necesidad mo- 
ral de propender á su propio adelanto y perfecciona- 
miento, el conocimiento práctico de las vías que ha 
seguido el progreso de los pueblos y los múltiples vín- 
culos que esos mismos progresos han creado entre 
ellos, son, por sí mismos, el estímulo poderoso para 
derribar barreras que la antigua ignorancia mantenía; 
y explican é imponen la voluntaria franquicia para la 
navegación de los ríos, como para el libre ingreso y 
uso de los puertos de una nación y de su territorio 
mismo. 

Estipulaciones como la del tratado de Westfalia, 
que, en provecho de los holandeses, cerraba á las pro- 
vincias belgas la navegación del Escala, no se repro- 
ducen en nuestros días, merced al concepto más se- 
guro de lo que á cada uno conviene hacer en la órbita 
de su derecho: y por eso, desde los tratados y acuer- 
dos, que produjo el congreso de Viena en 1815, el 
principio de derecho positivo que asegura la libertad 
de la navegación fluvial, ha ido cada día ganando terre- 
no, confirmando así el artículo 5? del tratado de paz 
de 30 de Marzo de 18 14, al cual sirvió de preliminar 
la convención de París de 1 804. 

Por ese pacto, la navegación del Rin quedó recono- 
cida como absolutamente libre para todas las naciones, 
sin otra taxativa que la sujeción al reglamento gene- 
ral que con tal objeto se dictó. 

Las disidencias entre los estados ribereños, sobre 
la interpretación y aplicación del reglamento general 
á la navegación del Rin, produjeron sucesivamente la 
convención de 1831 y por último la de Manheim, de 
I S de Octubre de 1 868, que abolió las gabelas sobre 
la navegación de ese río y sus afluentes. 
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Igual franquicia se estableció respecto al Escalda 
por el tratado de 30 de Mayo de 1814; libertad que se 
extendió por el reglamento de 1815 al Mein, al Mose- 
la, al Necker y al Meuse. 

El tratado de 1839, V^^ consagró el reconocimien- 
to definitivo de la independencia de Bélgica por Ho- 
landa, dejó subsistentes á favor de ésta los derechos 
de tránsito ó peaje, que estaba en poseción de cobrar 
por el tráfico del Escalda; pero, por el tratado entre 
esos dos estados de 12 de Mayo de 1863; Holanda re- 
nunció á esos derechos mediante la indemnización 
concertada. 

Igual acuerdo se celebró, primero, entre Prusia y 
Sajonia en 1815, acerca de la navegación del Elba, 
no sin conservar algunas restricciones para el tráfico 
de otros países; las cuales no desaparecieron totalmente 
si no por el tratado de 22 de Junio de 1861, entre 
casi todas las naciones de Europa, al cual concurrió 
también el imperio americano del Brasil. 

La navegación del Danubio ha sido rejida por di- 
versos actos internacionales, que parten del tratado 
de Bucharest de 18 12, que arreglaba únicamente los 
derechos de Rusia y Turquía. 

La paz de Andrinópolis en 1820, puso práctica- 
mente en poder exclusivo de Rusia la navegación de 
ese río, concediéndole la disposición absoluta de su 
curso inferior y desembocadura. 

El tratado posterior de 1 840, celebrado entre Aus- 
tria y Rusia, con la mira de mejorar ese estado de co- 
sas, las dejó casi en las mismas condiciones, merced 
á las gabelas y exacciones que Rusia imponía y las 
vejatorias medidas de policía que impedían el acceso 
al Danubio. 

La paz de París de 1856 produjo el benéfico resul- 
tado de imponer á Rusia, en cuanto á la navegación 
del Danubio, que ella sería libre en todo su curso y 
desembocadura, según los principios de la declaración 
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de 1 8 1 5 para la navegación de los ríos europeos en 
general. El tratado agregaba, que esa disposición en 
cuanto al Danubio, formaba para lo sucesivo parte del 
derecho público de Europa y quedaba bajo la garan- 
tía de las potencias contratantes. 

Después de grandes dificultades para formular el 
reglamento especial, bajo los auspicios de una conven- 
ción europea, éste fué sancionado por el acta de na- 
vegación de 2 de Noviembre de 1865 que, con el tra- 
tado anterior, entre Austria, Turquía, Baviera y Wur- 
temberg, estados ribereños, forman la regla de dere- 
cho positivo hoy existente respecto al Danubio. 

La misma y aún mayor franquicia existe en cuan- 
to á la navegación de los ríos de América, que se an- 
dicipó al régimen reconocido en Europa solamente 
tesde 1865; porque, en efecto la libertad de navega- 
ción en el Misisipí fué un hecho desde el año de 179S, 
es decir, mientras ese río cruzaba el territorio de es- 
tados diferentes. Mas tarde y habiendo adquirido los 
Estados Unidos, las colonias de Lusiana y Florida, el 
río indicado quedó por entero dentro de territorio 
americano. 

La dilatada controversia iniciada entre los Estados 
Unidos é Inglaterra á propósito de la navegación del 
río San Lorenzo, cuyo uso exclusivo, sobre todo en 
su desembocadura, pretendió la segunda, solo termi- 
nó por el tratado de 5 de Junio de 1854, firmado én 
Washington, por el que se reconoce á los americanos 
el derecho de traficarlo en igualdad de condiciones á 
los subditos ingleses. 

Este tratado, que se concluyó á modo de transac- 
ción, estuvo muy lejos de reconocer el principio de 
la libertad completa de los ríos, sostenido por los pu- 
blicistas que ya se ha citado; puesto que la franqui- 
cia no se admitió de una manera general, si no sola- 
mente para los americanos é ingleses y además se es- 
tipulaba que la concesión, en cuanto á los primeros, 

17 
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podía desahuciarse por el gobierno inglés, cuando lo 
creyera conveniente. 

La última estipulación no puede sostenerse en prin- 
cipio; porque, si es cierto que hemos reconocido que 
la libertad de navegación de los ríos es de voluntaria 
concesión, para el país que lo encierra por entero den- 
tro de su territorio, lo que, por lo demás, le aconsejará 
siempre su propia conveniencia, no sucede lo mismo 
cuando dos o más naciones dominan el curso inferior 
ó inferior ó las riberas del río. La razón es obvia, 
puesto que ningún estado puede estorbar á otro el 
uso de una vía que dá acceso á su propio territorio y 
lo pone en comunicación con el mar, por obra de la 
naturaleza, sin atentar á un derecho primitivo y al 
ejercicio de sus fueros de soberanía. 

El río de la Plata y sus afluentes el Uruguay, el 
Paraná y el Paraguay, han sido objeto de diversas pac- 
tos internacionales desde 1825, ya entre los estados 
ribereños, ya de estos con algunas potencias de Eu- 
ropa* y con los Estados Unidos; tratados que es ino- 
ficioso examinar en detalle, bastando hacer constar 
que el que celebró la República Argentina con el Bra- 
sil, en Noviembre de 1857, fué el primero que en 
cuanto á esos ríos admitió el principio de libertad de 
navegación para los buques de todas las naciones, des- 
de la desembocadura del río de la Plata hasta los puer- 
tos abiertos ó que se abrieran en lo futuro por los es- 
tados ribereños. 

Bolivia admitió idéntica regla desde su tratado de 
1858 con los Estados Unidos. 

En cuanto al río Amazonas, el más caudaloso del 
mundo y que baña las mas fértiles y hermosas comar- 
cas que pueden encontrarse en él, quedó sujeto al régi- 
men de libertad para todas las banderas, desde el tra- 
tado que se ajustó entre el Perú y el Brasil en 23 de 
Octubre de 1 8 5 1 . Kn éste pacto no solamente se con 
cede franquicia recíproca por ambos gobiernos á las 
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mercaderías, productos y embarcaciones que pasen 
por la frontera ó ríos de uno y otro estado, sino que 
se estipula favor y protección á las empresas de na- 
vegación por vapor que se propongan traficar por esas 
regiones, señalándose las subvenciones y la manera de 
promover la navegación de ese río y sus afluentes, por 
los cuatro artículos especiales que se ajustaron en la 
misma fecha. 

El tratado en cuestión fué desahuciado por el Pe- 
rú por el gobierno de hecho que dominaba en 1884, 
sin haberse intentado al parecer ningún esfuerzo for- 
mal para reemplazarlo, hasta el de 10 de Octubre de 
1 89 1, ratificado en Lima en 18 de Marzo de 1896. 

En ese tratado, relativamente menos amplio y libe- 
ral que el de 1851 se estipula sustancialmente la li- 
bertad de navegación para las banderas del Perú y el 
Brasil en los ríos comunes á ambos países y en el 
Ya varí, con sujeción á los reglamentos respectivos, 
que deben ser los más favorables á la navegación y el 
comercio y guardar en las dos repúblicas la posible 
uniformidad. 

En lo demás, el tratado se contrae á desenvolver el 
detalle de esta estipulación sustancial, á crear una 
aduana mixta á común en Tabatinga y á refundir en 
solo el derecho de tonelaje, cuya escala se fija en el 
artículo 3 5 los antiguos llamados de faro y de balizas. 

Mayor amplitud y liberalidad parece contener la 
convención fluvial de 22 de Octubre de 1858 abroga- 
da por el tratado vigente á juzgar los términos del ar- 
tículo I? de aquella convención. 

Han quedado suprimidas también en ese tratado 
las estipulaciones relativas al favor y protección á la 
navegación . extranjera, sin duda porque el aliciente 
que al comercio de otros países presenta ya la expor- 
tación de los preciosos productos de esas regiones, y 
particularmente del caucho y goma elástica, hace in- 
necesario aquel estímulo. 
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La conferencia de Berlín de 1884 ha dado nueva y 
más amplia aplicación al principio adoptado en 1815 
extendiéndolo á la navegación del río Congo y sus 
afluentes, cuya navegación se declara libre, así como 
el tráfico mercantil en la hoya ó cuenca respectiva; 
reconociéndose además la neutralidad de esas comar- 
cas y de los caminos de todo género, que estén en re- 
lación con el tráfico de esos ríos. 

A esa conferencia provocada por el tratado de In- 
glaterra y Portugal de 22 de Febrero del año indica- 
do, concurrieron, además de esos dos estados, Alema- 
nia, Austria, Bélgica, Dinamarca, España, Estados 
Unidos, Francia, Italia, Holanda, Rusia, Suecia-No- 
ruega y Turquía. Con lo cual puede decirse que la li- 
bertad y neutralización de las grandes vías fluviales 
es la regla de derecho internacional positivo que rije 
de un modo general. 

Solo forma excepción el Nilo en el mismo conti- 
nente africano, por la situación, hasta ahora incierta, 
del Egipto, cuyo protectorado de hecho está en ma- 
nos de la Gran Bretaña como lo demuestra la última 
expedición anglo-egipcia al Sudan, conducida por je- 
fes ingleses y el incidente diplomático motivado por 
la ocupación de Fashoda. 

Esta influencia dominante no es, por otra parte, si- 
no la continuación de la establecida desde la consti- 
tución definitiva del dominio egipcio sobre el Sudan, 
6 sea en Barber Kartoun y Fashoda, cuya organiza- 
ción se confió al general Gordon en 1873. 



LECCIÓN VII 

SUMARIO. — Modos de constituir la soberanía territorial.— 
Descubrimiento y colonización. — Ocupación — Del régimen 
colonial. — Cesión de territorio y anexiones. — Plebisitos in- 
ternacionales. — Servidumbres y prescripción. 

Descubrimiento. — Aun antes de que terminara la 
Edad Media se principió por atrevidos navegantes esa 
serie de descubrimientos mas ó menos asombrosos y 
en todo caso trascendentales para la civilización, que 
ilustraron el siglo XV. 

Tócale á Portugal el honor de haberlos iniciado 
desde 141 o, en que Enrique el Navegante condujo las 
primeras expediciones marítimas á la costa occidental 
de África, continuando con gran perseverancia y fortu- 
na los navegantes de ese país los descubrimientos de 
la isla de Madera (141 9), Cabo Verde (1446), las Azo- 
res (1448), las islas de Cabo Verde (1449.) Penetra- 
ron en el Congo desde 1484; Bartolomé Diaz descu- 
brió en 1486 el Cabo de Buena Esperanza, y Vasco 
de Gama llegó á las Indias Orientales en 1498, de- 
sembarcando en la costa de Malabar. 

Descubierto el Nuevo Mundo por Cristoval Colon 
en 1492, quedó abierto á actividad humana el inmen- 
so campo que, andando los tiempos, habia de ser tan 
fecundo para sus progresos, fundiendo en el crisol de 
una civilización común el destino de las razas espar- 
cidas en la vasta superficie del globo. 

En un tiempo se consideraba como título incontra- 
vertible de la soberanía y dominio de las tierras y co- 
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marcas, deshabitadas ó desconocidas hasta entonces, 
el descubrimiento hecho bajo los auspicios ó autori- 
dad de la nación que cobijaba bajo su bandera á los 
descubridores; y si bien, en lo general, á ese descu- 
brimiento seguian operaciones de establecimiento ó 
de conquista, la historia presenta mas de un caso en 
que^ no se alegó otro título á la soberanía exclusiva 
y al dominio de los países descubiertos. 

No hay para que detenerse en enumerarlos y juz- 
garlos, siendo bastante para nuestro propósito el de- 
jar establecido que si el descubrimiento de una isla, ó 
un país desierto ó desconocido, entraña en si mismo un 
mérito mas ó menos relevante, puede marcar en la 
historia y en la geografía una época memorable, no es, 
en manera alguna, fundamento de imperio ó derechos 
señoriales. 

M i aun tratándose de la constitución originaria del 
dominio, por la ocupación de objetos susceptibles de 
él, puede admitirse que esta exista sin la aprehensión 
corporal, efectiva y continua, que caracterizan la po- 
sesión; y el simple símbolo, consistente en plantar una 
bandera en un país desierto, ó de hordas incultas, y 
que se abandona en seguida, puede ser un tópico de 
vanidad nacional, pero no un título de propiedad. 

Menos se comprende que pueda serlo tratándose de 
soberanía territorial, bajo el concepto en que la hemos 
considerado y definido; puesto que si, por una parte, el 
territorio no es suceptiblede dominio, tampoco puede 
vincularse sobre él ningún poder soberano, sin el sig- 
no y los caracteres de este, como son el ejercicio re- 
gular y continuo de su autoridad, por las instituciones 
y los funcionarios que constituye para tal objeto. La 
aparición eventual ó intermitente de subditos de una 
nación en países ó islas desiertas, ó habitados por 
pueblos incultos, estrafios de hasta entonces al co- 
mercio del mundo civilizado, no funda, pues, la sobe- 
ranía sobre esos lugares. 
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Colonización. — Bajo el punto de vista histórico la 
colonización está constituida por la ocupación, culti- 
vo y población de comarcad deshabitadas ó en poder 
de pueblos incultos ó salvajes. Bajo el punto de vista 
jurídico y social, es. la expansión de la vida civilizada 
á las regiones del globo, privadas de ese beneficio y 
el aprovechamiento de sus recursos para los fines hu- 
manos, por el tráfico internacional y por la inmigración. 

La colonización abraza en rigor cuatro épocas dis- 
tintas: la colonización griega, la romana, la moderna y 
la que, bajo diversos caracteres que las anteriores, se 
ha iniciado solamente en este siglo. 

La colonización es tan antigua que remonta á la 
época de las emigraciones de los pueblos. Es sabido 
que la civilización de Grecia se debe á las colonias 
egipcias y fenicias conducidas por Cadmo, Cecrope y 
Danao, y que las colonias griegas, que se extendían 
por toda el Asia Menor, la costa setentrional del Mar 
Negro é Italia, llegando por un lado hasta la Cirenai- 
ca y por otro lado hasta las bocas del Ródano, realiza- 
ron una obra de cultura tan dilatada y eficaz, que su 
trascendencia llega hasta los tiempos actuales. 

La vasta extensión de las colonias griegas se debió 
no solamente al espíritu naturalmente activo y em- 
prendedor de esa inteligente raza, sino á la intoleran- 
cia política, y al antagonismo de las ciudades griegas 
entre sí, tanto como al comercio y otras circunstan- 
cias fortuitas, que no son de nuestra competencia. 

El réjimen colonial de la Grecia estuvo caracteri- 
zado esencialmente por la propagación de su cultura 
intelectual y de sus instituciones políticas; de manera 
que, conservando las colonias de las diversas ciudades 
griegas el vínculo natural de raza y de costumbres, 
que mantenía entre ellas y sus metrópolis cierta man- 
comunidad de régimen y relaciones estrechas, no era 
incompatible con la independencia y el gobierno pro- 
pio de que disfrutaban. 
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No fué ese el distintivo de las colonias romanas. 
Desde luego, estas no se fundaron, como las griegas 
por establecimientos de formación grudual é indepen- 
dientes, sino por expediciones en cuerpo, conducidas 
y organizadas bajo ías reglas y autoridad de Roma. 

La colonia romana suponía desde luego, un lugar ya 
habitado, donde los colonos se establecían como una 
especie de guarnición, que recibía la tercera parte de 
las tierras. Las relaciones que conservaba, por esto, 
la colonia con su metrópoli, eran las mismas que la de 
los hijos con el jefe de la familia; eran de absoluta 
dependencia en lo político; y en cuanto á las colonias 
de Italia no pueden considerarse sino como guarnicio- 
nes ó presidios militares de frontera. 

Las colonias que la conquista española estableció 
en la época moderna en el continente americano, des- 
de su descubrimiento, y por factorías comerciales, en 
las Indias orientales y en las costas de África, por 
otras naciones y particularmente por la Gran Breta- 
ña, forman el origen del pasmoso desarrollo que al- 
canza en nuestra época el tráfico comercial, fundado 
en la cultura de inmensos territorios, abandonados 
hasta entonces y en el advenimiento á la vida civiliza- 
da de grandes agrupaciones humanas, que yacían en 
la abyección de la existencia salvaje ó en la irreme- 
diable somnolencia de una civilización caduca, que ape- 
nas conservaba los vínculos de la sociabilidad. 

En dos grandes grupos pueden distinguirse las co- 
lonias de la tercera época de que nos ocupamos, por 
la importancia y extensión de ellas y por el régimen 
á que quedaron sujetas. Forma el primero el conjunto 
de las conquistas españolas, realizadas durante el pe- 
ríodo que puede llamarse su edad heroica, en la ma- 
yor parte de la América del Sur y en una de las más 
bellas y ricas porciones de la América del Norte. Y 
el segundo por los inmensos establecimientos y domi- 
nios británicos, extendidos por todos los ámbitos del 
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mundo, á partir del arribo de los primeros colonos in- 
gleses á la Florida y á Virginia, (1572 — 1606) de la 
instalación de las factorías de Madras bajo la débil 
protección del fuerte San Jorge en 1620; y las de Ma- 
labar y Coromandel, hasta ia fundación por el como- 
doro Phillip, en 1 788, de una colonia penal con depor- 
tados, en el lugar de la costa oriental de Australia en 
que más tarde había de levantarse la floreciente ciu- 
dad de Sidney. 

Prescindimos de enumerar en detalle las vastas po- 
sesiones coloniales de ambos estados, así como de 
mencionar las de otros, cuya significación, por la im- 
portancia de los territorios respectivos y por su régi- 
men, queda subordinada históricamente y bajo el punto 
de vista de su influencia en la civilización, á la decisi- 
va preponderancia de la acción colonizadora de Espa- 
ña y de Inglaterra, en que se marcan los rasgos ca- 
racterísticos del genio de cada uno de esos pueblos. 

El sistema colonial, ó sea el conjunto de institu- 
ciones administrativas y económicas por las cuales 
las metrópolis europeas gobernaban sus colonias, es el 
que explica el progreso ó ataxia de éstas, en su pri- 
mitiva condición, ó como estados independientes y la 
influencia que han ejercido sobre la madre patria y so- 
bre el movimiento general del mundo y sus adelantos. 

Algo tuvieron de común, sobre todo en su origen, 
ó sea en la toma de posesión y establecimiento de los 
colonos europeos de los países que ocupaban, uno y 
otro sistema; señalándose la identidad en el desprecio 
que inspiraban á las razas europeas, gobiernos, insti- 
tuciones y derechos naturales de los pueblos y de los 
hombres, destinados á ser suprimidos ó esclavizados 
á lo menos políticamente. 

Pero allí se detiene la similitud; pues mientras que 

España dictaba sin cesar las leyes y ordenanzas que 

constituyen el código de Indias, mezcla singular de 

los sentimientos benévolos y de las previsiones pater- 
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nales de sus soberanos, y de las más extravagantes 
preocupaciones religiosas y abultados errores econó- 
micos, la Gran Bretaña, siguiendo el espíritu indivi- 
dualista de su raza, sin estar quizá más adelantada en 
uno y otro terreno, fundó en hs colonias el régimen 
libertad y de gobierno propio, que el curso de los tiem- 
pos y el desarrollo natural de los sucesos ha justifica- 
do en toda su excelencia y prácticos beneficios. 

La omnipotencia de los virreyes, el predominio so- 
cial y político pe los españoles sobre los indígenas y 
criollos, la falta absoluta de toda institución política 
propia y de un réjimen legal, que refléjase de algún 
modo las necesidades y tendencias de sociedades que 
debían vivir de los elementos de su propia atmósfera, 
por el expon t aneo esfuerzo de sus poderes biológicos, 
el absurdo sistema, en fin, del monopolio comercial y 
de entredicho con el resto del mundo, mantuvieron á 
las posesiones españolas en un estado de estagnación 
secular y de apatía que las hizo inútiles para sí mismas 
y perniciosas para el real progreso y prosperidad de 
la metrópoli. 

La inhabilidad de las colonias españolas, emanci- 
pados hace casi un siglo, para contituir gobiernos é 
instituciones estables y para entrar como factores de 
alguna importancia en el movimiento industrial y co- 
mercial del mundo, con excepción quizá de dos repú- 
blicas, que deben sus progresos á la inmigración eu- 
ropea ó á la influencia de un poderoso vecino anglo- 
sajón, demuestra sobradamente, el funesto error de 
ese sistema, harto explicado, por otra parte, por la mis- 
ma condición de la metrópoli, de la grande en otro 
tiempo y siempre noble España. 

Ganó esta en valerososa y flera lid de ocho siglos 
la reconquista de su suelo y de su independencia; pe- 
ro ese esfuerzo secular, en que anduvieron á la par, por 
el carácter y las necesidades de la lucha, el sentimien- 
to religioso llevado, hasta el fanatismo y la sumisión á 
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los héroes y reales caudillos que la conducían, deja- 
ron en el espíritu de la raza, huellas indelebles, que 
han venido á formar rasgos permanentes del carácter 
nacional y que dan la clave de la autoridad, inexplica- 
ble de otro modo, de esos monarcas de la dinastía 
austríaca, que, por la expulsión de judíos y moriscos y 
por la supremacía que dieron á la Inquisición, empu- 
jaron por la pendiente de la ruina y la decadencia á 
esa gloriosa nación. 

El epílogo de esa dolorosa enseñanza se encuentra 
en el éxito de la última guerra de España y los Esta- 
dos Unidos, provocada por la intervención americana 
en el movimiento insurreccional de la isla de Cuba, 
con la cual España no solo ha perdido los últimos gi- 
rones de su antiguo y vasto imperio colonial, sino que 
ha puesto de relieve sus persistentes errores, con- 
servando un vicioso sistema político y administrativo 
en sus colonias, que ha hecho posible la nueva con- 
quista de éstas, por su inhabilidad ostensible para go- 
bernarse á sí mismas y por el abismo de disgusto y 
repulsión que una administración incorrecta abrió en- 
tre la metrópoli y sus posesiones de ultramar en Amé- 
rica V en Asia. 

Sobre bases sustancialmente distintas reposa el ré- 
gimen colonial de la Gran Bretaña, que ha revestido 
solamente variaciones de detalle, según las comarcas 
y la índole de los pueblos en que se ha establecido. 

La fundación de factorías comerciales en Madrá s 
Bombay y Calcuta, bajo la dirección y poder de la 
Compañja de las Indias; cuya prosperidad comenzó' 
con la hábil, aunque no siempre pura administración 
de lord Clive y de Warren Hastings, fué el principio 
de ese gran imperio británico en el Asia, que hace á 
la reina de Inglaterra soberana de una de las regiones 
más pobladas y opulentas de la tierra. 

El gobierno de esa colonia, hoy imperio anexo á la 
corona británica, aunque ejercido por un gobernador 
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geperal ó virey, constituido por el soberano de Ingla- 
terra, está templado por la asistencia de un consejo 
gubernativo de tres funcionarios, que ampliado hasta 
doce, forma el consejo legislativo, cuya autoridad no 
está restrinjida, si no en lo que forma el campo de 
acción del parlamento inglés y la prerrogativa que, 
por tradición, antes que por ley, ejerce el soberano so- 
bre las diversas colonias británicas. 

La extructura del gobierno colonial es esta misma 
en todas las posesiones inglesas, con más 6 menos 
variantes, que recaen todas ellas en la amplitud de 
las facultades de los gobernadores, en relación con el 
consejo de que en todas partes están asistidos y con 
la procedencia autoritaria ó electiva de ese consejo. 
Así sucede en las colonias ó gobiernos de las Antillas 
inglesas, de las islas de Heligoland, Falkland, Ceylan, 
Barbada, Bermúdas, ete., y las posesiones de África; 
y por último en las colonias de Australia y el Domi- 
nio del Canadá, que están en la cima de esa complica- 
da organización, disponiendo las primeras de un sena- 
do y da una asamblea electiva, y el último de una 
asamblea electiva también y de un senado que proce- 
de en parte de elección y en parte de nombramiento 
real. Es común á todas el régimen y la autonomía 
municipal, que, por tradición y caracteres de raza, son 
de una extensión y trascendencia política incalcu- 
lables. 

Estas variedades, determinadas por la densidad de 
la población indígena y estado de cultura de los ha- 
bitantes de las colonias, se bosquejan por sí solas con 
el carácter ya de una simple expansión territorial, 
ya de sometimiento y asimilación política de las ra- 
zas indígenas. Así, en Australia y el Canadá, pobladas 
exclusivamente por ingleses ó europeos, la autonomía 
política llega auna amplitud que casi constituye á 
esas colonias en países confederados con la madre pa- 
tria, en tanto que en Aden, Cafrería y Singapore, la 
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dependencia política y centralización, llegan hasta 
donde lo permite la índole de las libres instituciones 
de la Gran Bretaña. 

Nadie podrá dudar, así, que la colonización inglesa 
ha sido y es una de las más trascendentales beneficios 
que la civilización moderna debe . al espíritu, empren- 
dedor, vigoroso y práctico de ese gran pueblo, llaman- 
do á la producción y comercio del mundo, comarcas 
desiertas y procurando regenerar la cultura y los ele- 
mentos de sociabilidad en pueblos que dormían el 
sueño inerte y sin término de un pasado glorioso, que 
apenas se descubre entre los magníficos vestigios de 
la civilización oriental. 

Prácticamente, los hechos han demostrado, por la 
prosperidad ó decadencia de las metrópolis y por la 
suerte de los países colonizados ó conquistados, la di- 
ferencia sustancial entre ambos sistemas; ya que sería 
supérfluo y tardío exponer los fundamentos de razón, 
de conveniencia verdadera y de justicia, que aconse- 
jan no olvidar que los países de colonización, son en 
cierto modo el patrimonio común del género humano; 
y que los pueblos incultos ó atrasados que los habi- 
tan, no tienen como destino irremediable el extermi- 
nio ó la perpetua servidumbre. 

La edad contemporánea ha dado una nueva faz á 
la corrriente invasora de la civilización occidental. 
Aunque no se marca por una completa uniformidad 
en los métodos empleados por las naciones que llevan 
al África y á Oriente el exceso de su exhuberante po- 
blación y la redentora propaganda de sus progresos, 
ostenta siempre el sello de la época y de lo que todo país 
civilizado se debe á sí mismo y á la eficacia de la ta- 
rea que acomete. 

La inteligencia verdadera y las necesidades de la 
colonización contemporánea, están resumidas en" el ac- 
ta general de la Conferencia de Berlín, abierta en 
Noviembre de 1884 y que terminó sus trabajos en 
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Febrero de 1885, con la concurrencia de los plenipo- 
tenciarios de Alemania, Austria, Bélgica, Dinamarca, 
España, Estados Unidos de América, Francia, Gran 
Bretaña, Italia, Holanda, Portugal, Rusia, Suecia-No- 
ruega y Turquía. 

Su reunión se debió á la iniciativa de la primera de 
las potencias nombradas, con asentimiento de Fran- 
cia y con motivo del tratado que, en 26 de Febrero de 
1884, firmaron Inglaterra y Portugal, en que se esti- 
pula el reconocimiento por la primera de la soberanía 
revindicada por la nación portuguesa, sobre los terri- 
torios comprendidos entre los 89 y 5? 12' de latitud 
sur en el continente africano y se acordaba la fijación 
de ciertos impuestos y el ejercicio, en provecho de las 
partes contratantes, del derecho de policía y vijilancia 
en esas comarcas. 

La resistencia que esa tentativa de exclusivismo co- 
lonial despertó en las demás potencias, fué el origen 
de la conferencia, cuyos resultados, en relación con la 
materia que nos ocupa, pueden resumirse en las si- 
guientes estipulaciones. 

Libertad de comercio para todas las naciones en la 
cuenca del Congo, sus afluentes y canales, asi como 
por todos los caminos y ferrocarriles que se establecie- 
sen en esos territorios, en cuanto estos dependiesen de 
la soberanía, protección ó influencia de las partes con- 
tratantes; por último en la aguas territoriales de esas 
comarcas y particularmente en los puertos é inmedia- 
ciones de la desembocadura de ese rio. 

Esención de todo derecho ó gabela de ingreso ó de 
tránsito por los territorios dependientes de las partes 
contratantes, sin otras excepciones que las que fuesen 
exigidas por las necesidades del comercio y la navega- 
ción; y en este caso con entera igualdad para naciona- 
les y extranjeros. 

Prohibición de toda clase de monopolio ó privilegio 
en materia comercial. 
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Protección á los pueblos indígenas y mejora de ?as 
condiciones morales y materiales en la existencia de 
estos. 

Cooperación para suprimir la esclavitud y el tráfico 
de negros y protección y favor, sin distinguir entre na- 
cionalidades y cultos, á todas las instituciones y empre- 
' sas religiosas, científicas y de caridad, destinadas á ins- 

truir á los indígenas y hacerles apreciar los beneficios 
de la civilización. 

Libertad religiosa, en su más amplia acepción, así 
para los europeos como para los nacionales. 

Aplicación á todos los territorios couiprendidos en 
la hoya del Congo del pacto de Unión Postal univer- 
sal, renovado en Paris el i? de Junio de 1878. 

Neutralidad de los territorios y de las aguas maríti- 
mas y fluviales dependientes de ellos, incluyendo los 
que estén, ó lleguen á estar, bajo la soberanía ó protec- 
torado de alguna de las partes contratantes. En este 
último caso, si la potencia dominante estuviese compro- 
metida en una guerra, las demás naciones contratan- 
I tes son llamadas á prestar sus buenos oficios para que, 

por el consentimiento de los beligerantes, queden neu- 
tralizados los territorios á que se extiende el pacto de 
libertad comercial. 

En el caso de un conflicto ó desavenencia entre 
cualesquiera de las partes, acerca de los límites de esas 
comarcas, ó dentro de estas, se obligan á recurrir á la 
mediación de una ó más potencias amigas, reserván- 
dose el derecho de solucionar el conflicto por un arbi- 
traje. 

El acta de navegación del Congo, consignada co- 
mo parte integrante de la conferencia, estipula las más 
amplias y libres concesiones para la navegación de 
) ese río y sus afluentes, sin gabelas, cargas ni impues- 

tos, por los buques de. todas las banderas, ampliando 
en beneficio universal el acta de navegación de 1814 
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relativa al Rin y otros rios de Europa. Estas estipula- 
ciones se hacen extensivas igualmente al río Níger. 

Por último, los artículos 34 y 35 del acta general de 
la Conferencia establecen: 

Que la potencia que en lo sucesivo adquiefa pose- 
siones en las costas del continente africano, ensanche 
las que tiene, ó asuma un protectorado, notificará uno 
ú 'otro á las demás potencias, agregando el documento 
respectivo, á fin de que hagan valer sus reclamacio- 
nes, si las hay. 

Que las potencias ligadas por la Conferencia se 
obligan á asegurar, en los territorios ocupados por ellas 
en el continente africano» la existencia de una autori- 
dad suficiente para hacer respetar los derechos adqui- 
ridos, y en su caso la libertad de comercio y de trán- 
sito, en las condiciones que se hayan estipulado. 

Tal es el resumen de ese importante acuerdo inter- 
nacional, que colocando prácticamente bajo la vigilan- 
cia y el control de mundo civilizado las comarcas, 
únicas hoy, quizá, suceptibles de ocupación de hecho y 
de conquista, sostituye los rigores y las violencias de 
esta por la ley de justicia, de libertad y de paz, que 
aseguren á la actividad y á los progresos humanos un 
patrimonio de que nadie será excluido. 

Por eso puede decirse que ese célebre pacto forma 
una época verdadera en la historia del Derecho Inter- 
nacional, en cuanto este tiene de más capital, como be- 
neficio en lo práctico y como justo en el concepto. 

Lo que la historia muestre en lo futuro nadie está 
en aptitud de predecirlo, aunque puede conjeturarse, 
en general, que ella trazará simplemente la evolución 
de las razas, cuya vitalidad y energías étnicas fijarán las 
supremacías transitorias, que, en ningún caso, llegarán 
á la soberanía universal ni la absoluta absorción, á no 
ser que el principio antropológico sea la contradicción 
de la ley universal que funda la persistencia de la vida 
en la armonía, así como esta descansa en la variedad. 
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Cesión de territorios. — Conquista. — La sobera- 
nía se constituye también por una concesión volunta- 
ria, aunque sea en la forma, de territorios sometidos á 
otro poder hasta el momento de la cesión. 

Esta es la consecuencia, ó bien de la victoria, ó bien 
de simples combinaciones internacionales y de tran- 
sacciones en que interviene un precio, ó concesiones 
equivalentes. 

Tratándose de países deshabitados, el acto no tiene 
objección; por que entra en la categoría de los pode- 
res jurídicos del dueño ó poseedor; pero no siempre, ó 
mejor dicho, pocas veces, la cesión territorial ha tenido 
esta forma irreprochable. 

Lo más común ha sido que la renuncia al señorío y 
soberanía sobre un territorio, haya tenido el carácter 
de una imposición del más fuerte. 

Bajo tal concepto, nada puede justificarla; si bien 
se explica por la necesidad de rescatar á ese precio la 
independencia amenazada y el libre ejercicio de los po- 
deres propios de una nación sojuzgada por una fuer- 
za victoriosa. 

La cesión de la soberanía, por la Francia á Alema- 
nia, de las provincias de Alsacia y Lorena, del Perú en 
favor de Chile, de la provincia de Tarapacá, de las An- 
tillas españolas y de las Filipinas á los Estados Uni- 
dos, tienen este carácter; sin que sea dable compren- 
derlas en otro terreno, que como una necesidad im- 
puesta por una presión dolorosa y de otra manera in- 
superable. 

Distinguen se los dos casos primeros del último, en 
que Alsacia y Lorena para Francia, formaban parte de 
su unidad política y territorial,'Como lo era igualmente 
Tarapacá para el Perú; en tanto que las colonias insu- 
lares arrancadas á España, eran simples posesiones 
ultramarinas, que carecían, en el concepto teórico, de la 
soberanía territorial y en el hecho de la significación 

de las provincias francesas y peruana, en cuanto á la 

19 
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comunidad política y continuidad del territorio. Asi 
mismo, la suerte de esas colonias españolas, no es has- 
ta ahora, ni podrá ser en algún tiempo, la de estados 
independientes, ni elementos políticos de la confede- 
ración americana. 

La forma de la cesión, ya sea directa y explícita, ó 
simple consecuencia de una renuncia de la soberanía 
impuesta al vencido, no altera la esencia de las cosas; 
bien se advierte esto en el hecho de la ocupación y 
en el ejercicio de la autoridad asumida actualmente 
por los Estados Unidos, sobre las posesiones renun- 
ciadas por España en el tratado de paz con aquella 
potencia. 

Anexiones. — La cesión territorial tiene la forma 
de anexión cuando se deriva de transacciones pacíficas 
y acuerdos internacionales, que, suponiendo el consen- 
timiento libre de la nación que concede ó renuncia y 
de las poblaciones desmembradas, alejan toda idea de 
violencia y entran por lo tanto en el número de los ac- 
tos jurídicos deliberados y sin tacha. 

La ocasión ó motivo de la anexión puede ser ó una 
simple combinación política, ó bien una aspiración de 
la comarca ó población, que rompe los vínculos de co- 
munidad ó sujeción en que ha vivido hasta enton- 
ces, para entrar por su voto libre á formar parte de 
otra nación soberana. 

Sin ocuparnos de las anexiones provocadas y lleva- 
das á cabo mediante el prestigio de la revolución fran- 
cesa y aún la presión de sus armas en 1 792, respecto 
de Saboya y Niza, una parte de Baviera y Bélgica, pre- 
cisamente por que no pueden llamarse ni fueron en 
efecto anexiones voluntarias, fijaremos nuestra aten- 
ción en las de fecha reciente, en cuanto reúnen osten- 
siblemente los caracteres de un acto libre y más ó me- 
nos expontáneo. 

Saboya y Niza. — La guerra de 1859 emprendida 
por Francia y Cerdeña contra Austria, inició por 
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las condiciones de la paz de Villafranca, la reconstitu- 
ción de Italia en nombre del principio de las nacio- 
nalidades. 

Procedieron de ese ajuste de paz las dos clases de 
anexión de que hemos hablado. 

La de Saboya y Niza fué el resultado de una tran- 
sacción, que aseguraba á Francia la incorporación de 
esos territorios, fundada en el precedente establecido 
en 1792 y en la política imperial respecto á fronteras; 
pretensión cuyo éxito y oportunidad explicaba el apo- 
yo eficaz prestado por la Francia á la resurrección po- 
lítica de Italia. 

Esa anexión quedó, sin embargo, subordinada, por el 
art. 1 9 del Tratado de 24 de Marzo de 1860, entre el 
Rey de Cerdeña y el Emperador de los Franceses, á 
la voluntad de las poblaciones, manifestada por su vo- 
to libre, cuya forma se dejó para estipulaciones poste- 
riores. 

A este mismo orden pertenece la anexión de la is- 
la de San Bartolomé á la Francia, acordada por el tra- 
tado de 10 de Agosto de 1877 entre el gobierno de 
esa república y el de Suecia;en el cual se estipuló que 
la cesión era " bajo la reserva expresa del consenti- 
miento de la población de San Bartolomé. 

Anexiones italianas. — Como lo hemos dicho, la 
guerra afortunada de los aliados contra Austria en 1859 
y el tratado de paz que le puso término, dio sanción 
legal y efectiva al sentimiento unitario de las pobla- 
ciones de Italia, que aspiraban, á constituir una nacio- 
nalidad independiente, unificada políticamente bajo la 
autoridad del Rey de Cerdeña y sus sucesores. 

El tratado preliminar de Villafranca y el definitivo 
firmado en Zurich el 10 de Noviembre de 1859, esti- 
pularon la cesión de Lombardía al Emperador de los 
franceses, reservándose este trasferirla al Rey de Cer- 
deña. 

En el curso del año de 1860, el movimiento nació- 
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nal italiano, m¿is poderoso que las estipulaciones de 
Zurich, independizó de hecho á casi toda la península, 
con excepción de Venecia y Roma, que solo vinieron 
á quedar reunidas á la monarquía italiana, la primera 
en 1866 y la segunda en 1870. 

La guerra de Prusia y Austria, en 1866, favoreció 
el alzamiento de Venecia contra el dominio de la se- 
gunda, que, vencida en Sadowa cedió al Emperador de 
los franceses el reino de Lombardo Véneto. 

Por estipulaciones entre Víctor Manuel, ya Rey 
de Italia, y la Francia, el reino de Lombardo-Véneto 
debía reunirse á la monarquía Italiana, previo el con- 
sentimiento de las poblaciones, consultadas por un 
plebiscito. Tal es el objeto del tratado de 12 de Agos- 
to de 1866. 

Por último, el retiro de la guarnición francesa del 
territorio romano, á consecuencia de la guerra franco- 
prusiana en 1870, dio ocasión á que la ciudad pon- 
tificia y su territorio, se pronunciaran en el mismo sen- 
timiento unitario y anexionista, que había ya reunido 
bajo una sola monarquía los países italianos desde los 
Alpes hasta el mar de Jonia. 

La anexión se realizó por el voto popular, recibido 
el 2 de Octubre del año indicado, arreglándose á los 
términos de la Ordenanza dictada por la Junta Guber- 
nativa, su fecha 28 de Setiembre anterior. 

El criterio común bajo el cual deben juzgarse es- 
tas diversas anexiones, ya derivadas de un tratado, 
ya de una aspiración nacional servida por movimien- 
tos revolucionarios, ó por el azar afortunado de una 
guerra, es el de la libertad de consentimiento de las 
poblaciones anexadas; siendo evidente que tal requisi- 
to se cumplió en todos los casos recordados, bajo con- 
diciones que no dejan lugar á sospecha en cuanto á 
la verdad de ese consentimiento. 

Pero no basta que el principio abstracto de la libre 
elección haya sido ostensiblemente respetado, pues 
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queda por determinar quienes son los que tienen el 
derecho de votar, ó sea lo que se comprende bajo la 
locución general de, voto de las poblaciones^ consigna- 
da en los tratados sobre los plebiscitos relativos á Sa- 
boya y Niza y á la isla de San Bartolomé; lo cual nos 
conduce al examen de lo que se entiende por plebis- 
cito, principalmente en lo que se refiere al derecho de 
votar. 

Plebiscito. — El plebiscito es el origen de leyes ó 
decisiones de régimen interno en las repúblicas de la 
antigüedad. 

Entre los atenienses tenia lugar esa función popu- 
lar en casos diferentes, á saber: las asambleas ordina- 
rias en número de cuatro, durante los 35 días de la 
prytania.y en las cuales se ocupaban de las guarnicio- 
nes militares y plazas fuertes del Estado; de recibir 
los heraldos y embajadores de otros pueblos y de la 
residencia de los propios; de asuntos relativos á las 
fiestas y sacrificios y de las denuncias públicas, so- 
bre las cuales publicaban confiscaciones y aun se de 
cretaba el octracismo, como era el caso de Arístides. 

No podían concurrir á votar en esas asambleas si 
no los ciudadanos de 20 años cumplidos y sin nota 
de infamia; siendo de advertir que el extrangero que 
se atreviese á intervenir en ellas era castigado con la 
muerte. 

En Roma era el plebiscito, qtiod plebs jnbet atquc 
constitnit, según Gayo; agregando las Institutas, que el 
plebiscito era votado á propuesta de un magistrado ple- 
beyo, plebeio niagistratn^ interrogante y velnti tribuno. 

La ley Valeria Horacia, expedida el año 305 de ia 

fundación de Roma, establecía: ;// quod t7Íbntim plebs 

jussisset pj'opnlrnn teneret. Esta ley fué confirmada 

en 415 por la ley Publilia y en 467 por la Hortensia, 

que asimiló los plebiscita á las leges. 

Considérase los plebiscitos como una de las fuentes 
más importantes del derecho romano, sobre todo en lo 
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que concierne al derecho privado, desde que fueron 
asimilados á las leyes; aunque primitivamente, recaían, 
por lo común, en asuntos de derecho público externo 
y de relaciones ó convenios con otros pueblos. Tal es 
el caso' referido por Tito Livio, en que, por voto de los 
comicios por tribus, se decidió, en la segunda guerra 
púnica, que Scipión hiciera la paz con los cartigeneses 
y condujese á Roma sus tropas. (Lib. XXX y par. 42.) 

Con la revolución francesa y el predominio de las 
ideas ultra-democráticas, el plebiscito llegó á conver- 
tirse en una función constitutiva, ejercida directamen- 
te por el pueblo, llamándose así impropiamente á la 
totalidad de los ciudadanos, en una república que había 
principiado por abolir toda gerarquía y clases sociales. 

Así fueron votadas en Francia las constituciones 
de 1793, del año III y del año VIII, el Senado Con- 
sulto del año XII, por el cual se invistió con la digni- 
dad de emperador al general Bonaparte, y posterior- 
mente se dio al Presidente Luis Napoleón el poder 
dictatorial y se constituyó el segundo imperio en 185 1 
y 1852. 

El plebiscito, como medio de legitimar anexiones ó 
desmembración de territorio, es de origen contempo- 
ráneo; ya que no puede considerarse como designio 
expontarieo manifestado por un voto libre, el plebiscito 
decretado para cohonestar la anexión á Francia en 
1 792 de los territorios de Saboya y Niza, de la Bélgica 
y de la Baviera del Rin. 

La era de los plebiscitos internacionales se abre con 
la incorporación de Lombardía, Modena, Toscana, 
provincias de la Emilia, Ñapóles, Venecia, Roma y las 
provincias romanas al reino de Cerdeña, operada suce- 
sivamente de 1859 á 1^70, para constituir el reino de 
Italia, por virtud del sentimiento unánime de todas 
esas poblaciones, legitimado por el derecho de nacio- 
nalidad. 

El plebiscito/para tal objeto, ha estado constituido 
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por el voto de los ciudadanos á quienes comprendía el 
cambio de obediencia 6 sujección y sólo por el de ellos. 
Los documentos públicos referentes á esos actos, 
así como los que conciernen á la anexión á la Francia 
de Saboya y Niza y de la isla de San Bartolomé, no 
permiten vacilar sobre la condición de las personas 
llamadas al voto, que son únicamente los ciudadanos 
originarios de las provincias ó comarcas, cuyo destino 
último se iba á decidir por el plebiscito. 

Provincias de la Emilia — El decreto reglamenta- 
rio relativo al plebiscito, que debía legitimar la incor- 
poración de hecho de esas provincias al reino de Italia, 
en su parte pertinente, dice como sigue: 

*' Art. 2? Son llamados á emitir su voto los ciuda- 
danos que hayan cumplido los 2 1 años y gocen de sus 
derechos civiles. " 

Exactamente en los mismos términos, sostituyendo 
la palabra ciudadanos con la de toscanos, está redac- 
tado el decreto de convocatoria para el plebiscito re- 
lativo al ducado de Toscana. 

El plebiscito para la Italia meridional fué organiza- 
do por el decreto de 8 de Octubre de i86o, cuyo ar- 
tículo 2? dice: 

" Son llamados á emitir su voto todos los ciudada- 
nos que hayan cumplido 2i años y que se encuentren 
en el pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos. 

Asi se establece también por el decreto del Comi- 
sario de las Marcas y por él de la Umbría, en que se 
convoca únicamente á los ciudadanos para el voto 
plebiscitario. 

Por último la Junta Gubernativa de Roma en su 
decreto de convocatoria para el plebiscito, que fué vo- 
tado el 2 de Octubre de 1870, se refería en todos sus 
artículos á los ciudadanos de Roma, como los únicos 
con derecho de votar. 

Resumen de la doctrina. — El origen •histórico 
del plebiscito demuestra que, comofunqión popular. 
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que entrañaba una decisión con el carácter de ley, no 
correspondió en la antigüedad sino á los ciudadanos 
hábiles, con exclusión de los extranjeros. 

Los plebiscitos franceses de 1792 á 1852, fueron en 
realidad actos constitutivos, realizados directamente 
por el pueblo francés, en cuanto á su régimen político 
interno, mediante el sufragio universal. 

Aplicado el sistema de la votación popular para le- 
gitimar las anexiones ó desmembraciones territoriales, 
no puede cambiar de carácter, bajo concepto alguno, 
y menos aún en cuanto á los que son llamados al voto. 

Son únicamente los ciudadanos originarios del te- 
rritorio de que se trata, los que tienen el derecho de 
emitir su voto en los plebiscitos internacionales; por 
consideraciones que se desprenden no solo del origen 
ya expresado de la institución, sino de la naturaleza 
y trascendencia del acto en si mismo. 

Si el plebiscito, legislativo ó constitutivo, fué siem- 
pre acto de soberanía, realizado directamente por el 
pueblo ó los ciudadanos sin. delegación de poder, con- 
siderado como condición para legitimar y consumar 
una anexión, debe conservar su mismo carácter esen- 
cial. 

Consentida en principio, por virtud de un tratado 
la desmembración, bajo la condición de que sea san- 
cionado por el voto de las poblaciones, queda desde 
entonces admitida la ruptura del vínculo de la unidad 
política; pudiendo decirse que se restituye á la provin- 
cia ó territorio de cuya cesión se trata, la función so- 
berana del voto popular constitutivo. Esto no admite 
duda por la esencia misma de la estipulación que es- 
tatuye el plebiscito. 

No puede cuestionarse, por lo tanto, acerca de la 
atribución del voto y de los únicos que pueden ser ad- 
mitidos á sufragar. Como acto de soberanía es de la 
competencia exclusiva de los ciudadanos. 

Y lo es, por que solo á ellos conciernen los efectos 
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trascendentales y directos de un cambio de sujeción, 
que no afecta la condición sustancial de los demás ha- 
bitantes, que continúan siendo extranjeros, ya conser- 
ve ó ya pierda el territorio su antigua comunidad po- 
lítica. 

Así como en el hecho jamás ha sucedido, ni es ad- 
misible en principio, que á un plebiscito de orden 
constitucional interno, haya tenido el derecho de con- 
currir ningún extranjero, así tampoco puede concebir- 
se que sean admitidos en un plebiscito internacional, 
cuando vá precisamente á decidirse por medio de él 
del destino ulterior de la población llamada al voto 
con ese designio. 

Aún las desmembraciones ejecutadas sencillamente 
ffiann militariy é impuestas en el tratado de paz con 
el derecho de la victoria, han admitido en rigor el mis- 
mo principio, cuando en esos pactos se ha establecido, 
como en el tratado de Francfort, que los naturales ó 
regnícolas de Alsacia y Lorena podían optar por la 
nacionalidad francesa, en un plazo que le fijó en el 
mismo tratado; es decir, se admitió que la sujeción po- 
lítica no se impone ni aun por lo fuerza triunfan te, 
contra el derecho individual y primitivo de optar li- 
bremente por una comunión política cualquiera. 

Los tratados no han hablado, naturalmente, de los 
nacionales del país conquistador ú ocupante, ni de los 
demás extranjeros que, por el hecho de la anexión, ó 
sin ella, conservaban su antigua nacionalidad. 

El extranjero permanece siempre ageno á las fun- 
ciones políticas del país en que vive y desligado para 
con éste de los deberes de sujeción, que conserva res- 
pecto de su patria natural ó de adopción; no es por lo 
tanto justo que careciendo de deberes, se le reconoz- 
can los derechos correlativos, cuando estos, sobre to- 
do, deciden de la suerte de otros con quienes no los une 
vínculo alguno de comunidad nacional. Su dependen- 
cia del estado en que accidentalmente vive, es transi- 
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toria y se refiere á la observancia de las leyes muni- 
cipales del país, en lo que tienen de más general y co- 
mo instrumento de orden público. 

De esta regla no está exceptuado el ciudadano del 
país que ha pactado la anexión bajo la condición del 
plebiscito, siéndole por el contrario aplicable, no solo 
por paridad, si no por más fuerte razón. 

Si tal clase de extranjeros pudiera ser admitida pa- 
ra el voto, la estipulación del plebiscito tendría el ca- 
rácter de una mistificación, supuesto el poder é in- 
fluencia del ocupante territorial. 

Sobre este punto lo capital ó importante es, que, no 
dando la ocupación transitoria, ó jtife belli, la sobera- 
nía del territorio y mucho menos en el caso propues- 
to, en que precisamente se trata de someter su trans- 
ferencia al resultado del plebiscito, el subdito del ocu- 
pante continúa siendo extranjero en el territorio, 
mientras el voto popular no haya trasmitido la sobe- 
ranía á su país. 

Esta es definitiva la doctrina expuesta por los tra- 
tadistas, á lo menos cuando se han ocupado ex-profeso 
de una cuestión, como ésta, relativamente nueva. 

Lieber, Bluntschli y Pradier Foderé la han sosteni- 
do en términos análogos, en el punto especial de que 
tratamos, y todos casi sin excepción alguna, al ocupar- 
se de los caracteres y efectos de la ocupación tempo- 
ral, de la condición de los extranjeros y de los princi- 
pios que rigen la sujeción y los derechos y deberes 
anexos á ella. 

A la luz de las doctrinas y de los precedentes ex- 
puestos, puede juzgarse de la naturaleza de las pre- 
tensiones manifestadas por el gobierno de Chile, cada 
vez que se pretendió dar ejecución al tratado de An- 
cón, estipulando la forma y condiciones del plebiscito 
que, según ese pacto, debía decidir de la suerte futura 
de las provincias de Tacna y Arica. 
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Exijió siempre el voto de los extranjeros y particu- 
larmente de los chilenos. 

Para cohonestar esa pretensión no podría alegarse 
siquiera una diferencia entre lo estipulado en el trata- 
do de Ancón y los demás que le sirven de precedente, 
en cuanto al voto plebiscitario. Uno y otros hablan 
del voto de las poblaciones en cuestión; y ya hemos 
visto como uniformemente se entendió y ejecutó ese 
voto, llamando á él únicamente á los ciudadanos de 
las provincias de cuya suerte iba decidir el plebiscito. 

Por último y con referencia á los que deben consi- 
derarse como ciudadanos regnícolas con derecho al 
voto, el intento que se persigue con la anexión, pare- 
ce que entraña como consecuencia el que los ciuda- 
danos del país cedente, nacidos y domiciliados en las 
provincias sujetas al plebiscito y los de otras seccio- 
nes territoriales domiciliados en ella son los que se 
encuentran en esa condición. Cosa diferente sin em- 
bargo se estipuló en el tratado franco-sardo de 24 de 
Abril de 1864 y en el de Francfort entre Francia y 
t Prusia, considerando como subditos á quienes com- 

prendía la. anexión, no solo á los originarios y domici- 
liados en las provincias cedidas, si no á los de otras 
secciones territoriales del país cedente, con domicilio 
en ellas, y á los simplemente originarios, aunque con 
domicilio establecido en otra parte. 

Las reglas que se presentan como más justas y 
aceptables, particularmente en este caso, son las si- 
guientes: 

i^ Como la anexión cambia de un modo directo é 
inmediato la sujección y nacionalidad de los indivi- 
duos del país cedente, domiciliados en los territorios 
cedidos, sean, ó no originarios de esas territorios, á ellos 
solos está reservado el voto, por que á ellos esencial- 
¡^ mente afecta el cambio. 

2^ En los países regidos por el sistema central ó 
unitario, la desmembración referente á una provincia 
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Ó sección territorial, no dá lugar á distinguir entre el 
origen y el domicilio, porque el ciudadano que se aleja 
del territorio donde nació, para domiciliarse en otra 
sección de su propio país, es ciudadano en todas 
ellas y con los mismos derechos y deberes, salvo los 
que se derivan de la vecindad, que no afectan el sta- 
tus personal ni político. 

3^ Por el contrario, bajo el régimen federal, la 
anexión de un estado ó cantón, afecta á los originarios 
de este, tengan ó no domicilio actual en ese lugar, 
por que, conservando el vínculo especial de sujeción 
al lugar de su origen, pasan á ser subditos del estado 
cesionario por el efecto jurídico reconocido en la 
anexión. 

No es de interés alguno el ocuparse en las cuestio- 
nes relativas á la forma del voto y á los detalles de 
reglamentación del plebiscito; por que todo esto de- 
penderá de las circunstancias particulares de cada ca- 
so, en que deben estipularse bona fide^ con arreglo á 
las exijencias de la moral, de la justicia y de las con- 
veniencias legítimas que aseguren la autenticidad y la 
libertad del voto. 

Prescripción y servidumbres. — No es necesa- 
rio entretenerse en discurrir si la prescripción es ó no 
de derecho natural, si corresponde á la esencia misma 
y destino de la propiedad, ó es únicamente de creación 
positiva, establecida como un recurso de orden y esta- 
bilidad; basta considerar que, desde los albores del de- 
recho civil, se ha considerado entre las instituciones de 
este y como tal existe en todas las legislaciones. 

Resta examinar si las consideraciones de orden ó 
de justicia natural, que han determinado en la legisla- 
ción civil el reconocimiento universal de la prescrip- 
ción, como medio de adquirir y de perder la propiedad, 
son aplicables á las naciones. 

Conviene, ante todo, distinguir entre lo que puede 
ser el objeto de la propiedad nacional, ó sea la regida 
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por una ley positiva cualquiera, cuyas reglas hemos 
resumido brevemente en otro lugar, y lo que se ha lla- 
mado propiedad internacional. En cuanto á esta, diji- 
mos también, que propiamente no existe; y que lo que 
se ha considerado como tal, ó sea el territorio, es el 
objeto de la soberanía territorial, que, por la naturaleza 
de esta, excluye toda ¡dea de dominio. 

La prescripción, en el orden internacional, se re- 
suelve, en definitiva en la cuestión de soberanía ad- 
quirida, por la posesión de la autoridad durante un 
tiempo más ó menos dilatado. 

Solo bajo este aspecto podrá, pues, considerarse la 
cuestión enunciada, que por lo mismo está circuida de 
no pocas dificultades. 

La prescripción, bajo el punto de vista indicado, de- 
saparece en su carácter propio y específico, por que 
no puede referirse, ni se refiere, á un objeto susceptible 
de propiedad; y por que sus condiciones, como institu- 
ción y como criterio para apreciar la solidez del dere- 
cho adquirido, no pueden fijarse sino por acuerdo uni- 
versal, que no existe. 

En el seno de una sociedad la autoridad de la ley y 
de los ministros que la aplican, fijan las circunstancias 
que determinan la pérdida y la adquisición de un do- 
minio particular y dan la certeza de la ejecución de la 
ley. 

Nada semejante puede suceder en orden á las po- 
sesiones adquiridas por un poder soberano con otro 
título que el hecho continuado y subsistente. 

En rigor, pues, la cuestión de prescripción entre 
las naciones se trasforma y refunde en la de cons- 
titución de la soberanía territorial, continuada por el 
tiempo. 

Solo bajo este concepto, puede admitirse y admi- 
timos la existencia de la prescripción internacional, 
en cuanto puede usarse de ese tecnicismo de las insti- 
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tuciones civiles para aplicarlo k otros objetos y á rela- 
ciones jurídicas de diferente carácter. 

Ciertamente la extensión de los dominios del esta- 
do reposa, por lo común, en una posesión prolongada 
que, por su antigüedad, hace el examen del título más 
peligroso é inconveniente que útil. 

Puede decirse, con entera verdad y exactitud, que el 
respeto á esa posesión y á esa autoridad, por tiempo 
inmemorial ó suficientemente prolongado, es una ne- 
cesidad de paz y armonía entre las naciones y condi- 
ción de los beneficios que esa paz acarrea. Esto es, 
sobre todo incontestable, cuando el despojado por la 
conquista ó imposición, se presume que ha consenti- 
do en la expoliación por su inactividad y silencio, al 
propio tiempo que las poblaciones conquistadas ó 
anexadas, se han confundido más ó menos con la de 
su soberano de hecho en sus elementos étnicos, de so- 
ciabilidad y de cultura. 

Esta es en sustancia la doctrina profesada por 
Bluntschli, Hefter y Fiore, conformándose á la regla 
jurídica abstracta enseñada por Grocio. 

En cuanto á las servidumbres, hay en verdad poco 
ó nada de utilidad verdadera que considerar, así por ser 
en la actualidad raros los casos y precedentes de anti- 
guas prácticas ó concesiones, como por que, en rigor, 
la institución de las servidumbres no es aplicable al 
territorio ni á la soberanía territorial; por que aquel 
es en principio indivisible y esta inalienable. Tal es la 
consecuencia que se deriva de la doctrina expuesta so- 
bre el principio de la soberanía territorial; y asi la es- 
tablecen los publicistas italianos, que han sido los pri- 
meros en plantear y desenvolver aquella teoría. 

Los publicistas de la escuela positiva, sin excluir á 
Bluntschli, admiten la existencia de las servidumbres 
de origen convencional, partiendo de que el territorio 
sea propiedad y que, por lo tanto, puede limitarse el 
derecho del propietario sobre él. 
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Cuando ocurran pactos que entraben ó restrinjan 
de algún modo la acción 6 uso de un estado sobre su 
propio territorio, sólo por analogía podrán considerar- 
se constitutivos de servidumbre, pero en rigor no po- 
drían llamarse así con entera propiedad. 
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SUMARIO. — Derechos de legislación y de jurisdicción. — ^Có- 
mo se originan los conflictos de antoridad. — Teoría sobre 
su fundamento. — Condición de los extranjeros en las di- 
versas épocas. — Estatuos, su teoría y clasificación.— Es- 
tatuos personal, Nacionr lidad y domicilio; qué principio 
debe predominar como ley i>ersonal. — Comprenáón del 
estatuto personal. — Estatuto real. — A qué ley están suje- 
tos los bienes. — Distinción entre los muebles y los in- 
muebles. — Estatuto de las convenciones. — Criterio para 
juzgar los contratos. — Bxcep3Íon3S del principio. 

Derechos de legislación y jurisdicción.— Como se 
originan los conflictos de autoridad. — La potestad 
de legislar y de hacer ejecutar la ley, e.s lo que hay 
de más fundamental en el ejercicio de la soberanía; 
pues á ella se deben el orden interior, la seguridad 
del derecho individual y social y el régimen de uni- 
dad que robustece los vínculos nacionales. 

La identidad del destino humano y de los caracte- 
res generales del derecho, no impide, ni impedirá ja- 
mas al parecer, la diversidad de las leyes con que las 
diferentes naciones proveen á esas necesidades pri- 
mordiales; pues cada cuerpo de legislación encarnará 
siempre lo que hay de individual,- propio y caracterís- 
tico en el destino y función providencial de cada 
pueblo. 

La extensión de ese poder es ilimitada dentro del 
territorio respectivo y su ejercicio tiene por objeto 
especial la organización del estado en lo político y 
administrativo, la protección del derecho privado y la 
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ejecución y certeza de los beneficios de la ley por la 
represión de todo acto perturbador del orden y de la 
seguridad individual ó pública. 

La acción del poder legislativo se extiende pues, 
como lo expresa Story, al régimen de todas las pro- 
piedades muebles é inmuebles que se encuentran en 
el territorio, á todas las personas que lo habitan y á 
todos los actos lícitos é ilícitos que se realizan dentro 
de sus límites. 

La misma amplitud tiene la jurisdicción nacional, 
ó sea el poder de resolver y decidir en los conflictos 
de derecho privado ó mixto, y de aplicar, previa deli- 
beración formal, la sanción penal correspondiente á 
los culpables de crímenes, delitos ó simples infrac- 
ciones. 

Esta función corresponde á la magistratura en los 
grados y bajo las formas que la legislación determina; 
y nadie dentro del territorio puede sustraerse á ellas, 
salvo las excepciones de orden jurídico-internacional 
que la naturaleza de las cosas y la armonía entre es- 
tados soberanos, imponen naturalmente. 

De la jurisdicción debe distinguirse el imperio, que 
consiste en el poder de ejecutar autoritaria y coerci- 
tivamente la ley; y que á su vez puede ser imperio 
mero y mixto. 

El imperio mero corresponde al departamento eje- 
cutivo del Estado y se ejerce por medio de los decre- 
tos, reglamentos y órdenes del gobierno y de la ad- 
ministración y por el empleo de la fuerza pública, 
cuando es necesaria para llenar ese objeto. 

El imperio mixto pertenece á los jueces y magis- 
trados cuando se trata de la ejecución de sus senten- 
cias ó providencias por vía de coerción ó apremio le- 
gal, requiriendo á la fuerza pública según su propia y 
privativa deliberación. 

Teoria y fundamento del Derecho Internacio- 
nal Privado. — Como el hombre se encuentra sujeto 
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á la ley bajo el triple aspecto de su persona, sus bie- 
nes y sus actos, resulta desde luego que pueden en- 
contrarse y están á menudo en conflicto las leyes de 
los estados en orden á esas diferentes faces del dere- 
cho privado, puesto que el radio de acción de la vida 
individual se hace cada dia más extenso, por las múl- 
tiples ocasiones que le ofrece el desarrollo del pro- 
greso humano. 

Encontrar la regla para solucionar esos conflictos y 
los que ocasiona la acción requerida de la justicia pe- 
nal, es el objeto de la ciencia del Derecho Interna- 
cional Privado, que. según esto, puede definirse así: el 
Conjunto de principios que rijen la competencia de de- 
recho privado entre las naciones y el efecto que los 
actos de las autoridades y poderes de un país pueden 
producir en territorio extranjero. 

La primera cuestión que se presenta al enunciar el 
concepto general que encierra la definición que pre- 
cede, es, si ella corresponde á una realidad jurídica 
existente por sí y con independencia de las variadas 
formas con que se ha manifestado hasta aquí, en el 
terreno de la teoría y de los usos internacionales; ó sea 
cual es el principio verdadero de donde emana el De- 
recho Internacional Privado. 

El carácter breve, que por necesidad debe revestir, 
según el plan y límites especiales de nuestro curso, el 
estudio de esta interesante materia, no permite más 
que una somera exposición de los diferentes sistemas 
que se han dividido el campo de la doctrina sobre el 
origen y autoridad del principio que sirve de base á 
esa rama cada día más importante de los conocimien- 
tos é instituciones jurídicas. 

La primera teoría y la más antigua es la que hace 
reposar toda la autoridad y eficacia del Derecho Inter- 
nacional Privado en el consentimiento tácito de las 
naciones, derivado de su recíproca conveniencia y uti- 
lidad. 
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Los principios en que se apoya esencialmente son 
dos que Faelix resume así: Cada nación posee y ejer- 
ce única y exclusivamente la soberanía y la juridic- 
ción en toda la extensión de su territorio; de donde 
se sigue que las leyes de cada Estado afectan, obli- 
gan y rigen de pleno derecho todas las propiedades 
muebles é inmuebles que se encuentran en el territo- 
rio, como también todas las personas que lo habitan, 
hayan ó nó nacido en él; y que, por fin, esas mismas le- 
yes rigen igualmente todos los contratos y actos que 
han tenido lugar dentro de los límites de ese terri- 
torio. 

El segundo principio es que ningún estado puede 
afectar directamente, ó regir por sus leyes, objetos que 
están fueran de su territorio, ni obligar á personas que 
no residen en él, le estén ó no sometidas por el hecho 
de su nacimiento. 

De donde se deriva la consecuencia importante que 
encierra la doctrina entera, según el mismo autor; es- 
to es, que todos los efectos que las leyes extranjeras 
pueden producir en el territorio de otra nación, de- 
penden absolutamente del consentimiento expreso ó 
tácito de esa nación; y que, por lo tanto, los legislado- 
res, las autoridades públicas, los tribunales y los au- 
tores, al admitir la aplicacón de las leyes extranjeras, 
se guían, no por una obligación ó deber, cuya ejecu- 
ción puede exigirse, si no por consideraciones de uti- 
lidad y de conveniencia recíproca entre las naciones 
{eX'Comitate ob leciprocam iitilitatem.) 

Al exponer estas doctrina la acepta F¿elix invocan- 
do en su apoyo autoridades como la del presidente 
Bouhier Huber, Bullenois, Story y otros. 

Lo menos que puede decirse, en oposición á tales 
opiniones, es que ellas no pueden constituir fundamen- 
to ninguno científico, ni reglas jurídicas permanentes 
entre las naciones; porque la utilidad y la conve- 
niencia mutua de ellas no son regla de deber; en su 
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valor objetivo carecen de estabilidad y ñjeza, y pa- 
recen por sí solas más propias para extraviar el cri- 
terio, que para conducirlo; y su poder exclusivo tiende 
antes á perturbar la armonía entre los hombres, que 
á servirle de regla de lo justo y de lo bueno. Por lo 
demás esa doctrina, que expresó fielmente, en su orí- 
gen, el desarrollo natural de las ideas y de las institu- 
ciones humanas, ha sido abandonada. 

La teoría del comitas gentiinn fué reemplazada por 
la de los estatutos. 

Partía ésta de la consideración de que era equitati- 
vo que las leyes que rigen el conjunto de los derechos 
del hombre, fueran clasificadas, á fin de conservar su 
fijeza á lo que no podía estar sujeto á cambios con- 
tinuos según los lugares. 

Llegóse á insinuar que sería de común utilidad el 
que la condición jurídica personal se juzgase por un 
criterio invariable, proponiendo que las leyes en el or- 
den privado ó civil se dividieran en dos grandes gru- 
pos ó categorías, ó sea en estatutos personales y es- 
tatutos reales. 

Por estatuto se entendió, en cierta época, la ley lo- 
cal ó municipal que regía una ciudad ó provincia. Se 
ha aplicado también á la ley constitucional de carác- 
ter limitado y transitorio otorgada por la voluntad del 
soberano ó jefe de una nación como promesa de limi- 
tación en su poder. Llámase así, también, el reglamen- 
to que para su gobierno adoptan las sociedades pri- 
vadas, particularmente las de comercio. 

Según Guyot: Ese término se "aplica en general á 
**toda clase de leyes y reglamentos. Cada disposición 
"de una ley es un estatuto que permite, prohibe ú or- 
"dena alguna cosa." 

Este último sentido es el que prevalece en la ma- 
teria de que nos ocupamos. 

La primitiva regla en cuanto á la distinción de los 
estatutos, procede de Bartolo. Según este juriscon- 
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sult o, el estatuto personal se encamina ante tíxloá 
considerar Ja persona; y el estatuto real tiene en mira 
principaJ mente los bienes. 

Mediante esta clasificación, se creyó haber encon- 
trado la solución de todo conflicto; estableciendo que 
el estatuto personal acompaña por todas partes al in- 
dividuo, y que su estado sea universal ó particular es ' 
regido por la ley de su origen ó domicilio. El estatuto 
real, por el contrario, no extiende su acción sino den- 
tro del territorio del Estado. 

Esta base de doctrina, criticada en lo antiguo, entre 
otros, por Doumoulin y D'Argentré, como simple cla- 
sificación, no puede en verdad sostenerse; pues la pri» 
mera dificultad que presenta es la de no ofrecer solu- 
ción para otras cuestiones de derecho en que no se 
trata de las personas ni de las cosas, sino de la validez 
y efectos de un acto jurídico; ni tampoco para definir 
con claridad algunos casos en que el carácter perso- 
nal ó real de la ley no está bien establecido. Esto dio 
lugar á la introducción de una tercera clase de estatu- 
tos, ó sea de los mixtos, según un sistema, y el relativo 
á los actos, según otro. 

Nada puede decirse mejor como critica de esa doctri- 
na que repitiendo con Fiore que su base científica no es 
racional; que el comitas geutiumy 6 sea la benevolen- 
cia y cortesía no basta para decidir cuestiones de de- 
recho y fijar reglas permanentes que lo protejan. Que, 
si el individuo tiene derecho á que su capacidad jurí- 
dica y su estado personal, tal como está constituido 
por la ley de su domicilio, sea en todas partes respe- 
tado, la ley personal tendrá un efecto externo por 
principio jurídico y no por cortesía y conveniencia; ó 
si no lo tiene, no hay estado personal fijo fuera del te- 
rritorio y todo se resuelve en lo incierto y arbitrario. 

Este es también el sentir de Savigny, que estable- 
ce, que aun cuando la doctrina de los estatutos no sea 
absolutamente falsa, está sujeta á las más variadas in- 
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terpretaciones y aplicaciones y como tal debe reputar- 
se incompleta y susceptible de equívocos. 

La doctrina de que el derecho los parte, está sujeta 
á la conveniencia entre ellas, no hay para que exami- 
narla, pues ha sido estudiada y criticada en las noció-, 
nes generales del derecho natural. Basta para robuste- 
cer esa crítica, en lo que concierne particularmente á 
la materia, que ella no basta para decidir los conflic- 
tos ó dudas en cuanto al estado civil de las personas, 
porque ese estado no depende de la voluntad ni de las 
convenciones, pues, las leyes relativas á él son de or- 
den público y excluyen, precisamente en gran parte, la 
capacidad de contratar; que tampoco decide en lo re- 
lativo á la condición de las cosas, particularmente en 
los inmuebles, porque la legislación en cuanto á ellos 
interesa al régimen general de la propiedad y á la or- 
ganización económica del estado; y por último, que, en 
lo que concierne á los actos jurídicos, no podría admi- 
tirse que la voluntad de dos personas pudiera sobre- 
ponerse á las leyes de orden público, de seguridad ó 
de conveniencias generales de un estado. 

El sistema de la reciprocidad se resuelve en defini- 
tiva en el convenio, no ya entre las partes, si no entre 
los estados, por consentimiento tácito. Ya hemos di- 
cho que el pacto no es la regla, si no la realización 
del derecho. La conformidad de usos no crea el dere- 
cho, si no que lo revela como necesidad y como aspi- 
ración, que tiende á ser reconocida y legitimada por 
las instituciones positivas. Y si la misión de la cien- 
cia es inducir á que el derecho individual sea recono- 
cido universalmente en lo que tiene de esencial, no 
podría admitir como fundamento de sus enseñanzas 
la incertidumbre de lo que se tolera por conveniencia 
hoy y se destru)^e mañana por retorsión ó represalia. 

Sin ocuparnos en las doctrinas que adoptan como 
criterio el realismo de la ley, la voluntad presunta, ó 
la ley del lugar donde se origina ó ha de tener ejerci- 
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cío la relación jiirídica, estudio demasiado vasto é im- 
propÍQ de un simple capítulo de nuestro curso, debe- 
mos detenernos en la doctrina de Savigny, cuyas opi- 
niones son adoptadas en definitiva, con mas 6 menos 
reservas ó explicaciones, por todos los doctrinarios con- 
temporáneos, y aun por estadistas tan eminentes co- 
mo Mancini, que tuvo la gloria de iniciar trabajos le- 
gislativos para convertirla en una realidad. 

Según Savigny, existe una comunidad de derecho 
entre las naciones, que han llegado á un grado próxi- 
mamente igual de civilización, es decir, una manera 
uniforme de comprender y resolver los problemas ju- 
rídicos, supuesto el igual desarrollo en pueblos dife- 
rentes, de la razón aplicada á los objetos de derecho. 
De manera que una relación jurídica debe ser apre- 
ciada de igual manera en toda sociedad civilizada con 
el auxilio de las luces de la razón universal. El pro- 
blema del Derecho Internacional Privado se reduce, 
según esto, á "determinar para cada relación de de- 
** recho, el dominio de derecho (la legislación) mas con- 
" forme á la naturaleza propia y esencial de esa rela- 
** ción." 

Conduce pues esa doctrina á combatir la creencia 
de la territorialidad de la ley, puesto que el examen 
de la naturaleza de una relación jurídica, puede y es 
forzoso que lleve, en muchos casos, á la aplicación de 
una ley extranjera. 

Como toda ¡dea nueva, la de Savigny ha sido criti- 
cada, entre otros motivos porque no resuelve particu- 
larmente todos los casos de conflicto, asi como tam- 
bién porque se dice contener una contradicción en 
cuanto, admite el principio de la conveniencia ó co- 
mitaSy al mismo tiempo que combate y arruina la 
regla de la soberanía territorial. 

El examen imparcial y detenido de esa magistral 
opinión persuade de su verdad. Para demostrarlo bas- 
ta fijarse en que Fiore y Laurent que la estudian, so- 
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bre ttxio el último, con notable extensión y lucidez, 
aceptan su idea fundamental, adoptándola en definiti- 
A'a, si bien con las explicaciones y el desarrollo que 
toda idea fecunda y luminosa lleva en sí misma. 

Fiore la desenvuelve y completa, sentando por su 
parte como principio fundamental, que los estados y 
las naciones deben coexistir armónicamente en la 
gran sociedad del género humano, considerando á la 
humanidad como un organismo cuyos elementos son 
los pueblos; y la vida de éstos como un desarrollo 
continuo de la ley de sociabilidad y una aproxima- 
ción de las fuerzas individuales y colectivas, proban- 
do esto la necesidad de su coexistencia armónica y 
jurídica. ¿Qué significa todo esto sino el principio de 
la comunidad de derecho entre las naciones, adelan- 
tado por Savígny? 

Exponiendo Fiore el complemento de su sistema, no 
hace sino desenvolver la teoría del autor citado, esta- 
bleciendo que cada soberanía puede ejercer sus dere- 
chos fuera de los límites de su propio territorio, con 
tal que no lastime los derechos de los otros sobera- 
nos, indicando como correctivo á esa regla, que el 
ejercicio de los derechos soberanos cesa de ser ino- 
fensivo cuando choca con los principio de orden pú- 
blico, 6 con el interés económico, político, moral ó 
religioso de otro estado, y, por último, que las leyes de 
un estado, en cuanto á las personas, no pueden apli- 
carse si no á los subditos, para quienes se hicieron, 
concluyendo que es á la magistratura de cada país á la 
que compete juzgar si una ley extranjera puede con- 
siderarse ó no contraria á los principios de orden pú- 
blico del Estado. 

Como se vé, la doctrina de Fiore, sumariamente 
expuesta, está contenida toda entera en la idea funda- 
mental de Savigny, que es la fórmula de su sistema, 
sobre principios también establecidos por él, ó presu- 
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puestos como verdades primordiales en el derecho de 
gentes. 

Para justificar esa doctrina de las críticas á que 
antes me he referido, nada puede decirse más decisi- 
vo que el comentario que de ella hace Laurent, so- 
bre cuya materia nos atendremos á lo más sustancial 

"En apariencia, dice el sabio profesor de Gante, esa 
doctrina choca de frente y destruye la soberanía te- 
rritorial. Esto es verdadero si se admite con los es- 
tatutorios que el poder soberano tiene por objeto esen- 
cialmente el territorio, es decir, todas las personas y 
cosas que se encuentran en él. Savigny no combate 
directamente esta noción de la soberanía; no discute 
la naturaleza y los límites del poder soberano, y no lo 
admite en el dominio del derecho civil internacional, 
sino para las leyes que él llama extrictamente, "impe- 
rativas ó prohibitivas.*' 

Laurent prefiere la expresión de leyes de orden pú- 
blico, pero admite que la soberanía queda á salvo, aun 
en el caso de que el juez aplique una ley extranjera. — 
Apresurémosnos á advertir que, en este caso, el juez 
aplica la ley extranjera como un hecho, y no por su 
valor imperativo dentro del territorio. 

Así, Laurent, después de entrar á la raíz de la doc- 
trina, estableciendo que la sociedad universal existe 
en principio; que ella implica la igualdad completa de 
todos los hombres en cuanto á los derechos civiles, 
cualquiera que sea su nacionalidad, concluye con la 
precisión peculiar de sus razonamientos: "Hay una 
comunidad de derecho entre las naciones. Esto no 
implica que las leyes de los diversos estados deben 
ser las mismas. Sería, sin duda, un gran bien la uni- 
formidad de las leyes internacionales, porque evitaría 
todo conflicto; pero la unidad de derecho no es toda- 
vía sino un ideal." 

La realización de ese ideal es el que persigue la 

teoría, buscando, sino leyes, usos uniformes, á lo 
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menos un criterio común, en cuanto á la apreciación 
de lo que se debe al derecho individual en todas par- 
tes, salvo las necesidades de orden interno para cada 
país, reveladas por sus leyes políticas, económicas y 
administrativas; y en el orden civil, como dice Savigny, 
las prohibitivas é imperativas, que son dictadas en con- 
sideración á ese mismo régimen y orden interno. Pe- 
ro, como este, en último resultado, no tiene por objeto 
una abstracción, sino la protección del derecho indivi- 
dual, la igualdad originaria de éste en todos los hom- 
bres, traza la vía que ha de conducir á esa conformi- 
dad de usos y pactos, que hagan prácticamente cierta 
esa comunidad de derecho, que en principio es inne- 
gable. 

El resumen de la doctrina que examinamos es» 
pues, que si las leyes son la expresión de la soberanía, 
el legislador al dictarlas no inventa el derecho, sino 
que lo formula* en reglas generales, en beneficio y 
protección de la persona humana, en el ejercicio de su 
libertad exterior; que en consecuencia y ante todo las 
leyes son de interés privado y que las mismas de ca- 
rácter político y de seguridad general no tienen otro 
objeto que asegurar ese cardinal interés de la socie- 
dad humana. Que, partiendo de esa misma conside- 
ración, no puede decirse que la soberanía sea absolu- 
tamente territorial ni exclusiva, ni tenga en mira ó 
por objeto de su acción legislativa la vaguedad de un 
interés colectivo, que no puede comprenderse sino por 
la certeza con que asegura el derecho individual. Las 
leyes son pues ante todo personales y á todas partes 
debe extenderse su efecto y protección, pues las mis- 
mas que tienen directamente carácter real, que por 
opinión general son territoriales, imperan siempre ba- 
jo el mismo concepto enunciado. 

Si todos, admiten, también, que hay un vínculo ju- 
rídico entre todos los hombres, para discernir el cual 
no entra por nada el país en que nacieron, no puede 
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negarse que existe una comunidad universal de dere- 
cho que es la base y esencia de la doctrina en cues- 
tión. 

En verdad la aplicación de este criterio á los infi- 
nitos y variadísimos casos que pueden ocurrir, ofrece- 
rá siempre grandes dificultades; pero su mérito es in- 
negable, en cuanto parte de la noción más compren- 
siva en el orden jurídico y tiende á convertir en re- 
gla bien definida entre las naciones la universalidad de 
la justicia en la igualdad del derecho individual. 

Condición de los extranjeros en sus diversas 
épocas históricas. — Rasgo común de las sociedades 
antiguas, regidas ó nó por el principio teocrático, fué 
el aislamiento de su existencia nacional y el descono- 
cimiento de todo derecho en el extranjero; tendencia 
á que no fueron extrañas las ciudades de Grecia ni la 
república municipal de Roma. 

Es ageno á nuestro propósito el estudio de las cau- 
sas y trascendencia de ese régimen de la fuerza, como 
único derecho entre los pueblos de la antigüedad, por 
lo cual habremos de concretarnos á bosquejar breve- 
mente cuales la condición jurídica del extranjero en 
el estado social de los pueblos de hoy y cual el movi- 
miento y seguramente la consagración, en tiempo más 
ó menos próximo, del derecho privado ante la diver- 
gencia de las diversas legislaciones y las exigencias 
de la soberanía de donde esas leyes emanan. 

Aunque algo distante todavía el tiempo en que las 
legislaciones, y sin los mismos doctrinarios, se pongan 
de acuerdo en lo que hay de esencial en cada relación 
jurídica, para darle el mismo efecto y hacerlo igualmen- 
te respetable en todas partes, es por lo menos un he- 
cho que, al presente, la situación general de los extran- 
jeros es, en principio, casi la misma de los naciona- 
les ó ciudadanos, si bien la regla 6 criterip uniforme 
con qviie se le debe juzgar en todas sus situaciones de 
derecho, haya de ser irremisiblemente varía. Esto ha- 
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brá de subsistir mientras los tratados ó la simple ju- 
risprudencia, no consagre los progresos de la razón en 
la aplicación de las reglas más generales de justicia, 
conduciendo á la necesaria unidad de criterio para la 
apreciación universal y uniforme de una determinada 
relación jurídica para los hombres, cualquiera que sea 
su nacionalidad y cualquiera que sea también la di- 
vergencia de las legislaciones particulares. 

En oposición á lo que regía en la antigüedad, y en 
cierto grado hasta fines del pasado siglo, el extranje- 
ro disfruta de la garantía y protección de las leyes, en 
cuanto se relaciona con el ejercicio de su libertad y la 
tutela de sus bienes é intereses; aun cuando las leyes 
de cada estado conserven todavia resabios de receloso 
privilegio, cuya desaparición traerá la acción lenta del 
tiempo, en su mayor parte realizada. 

La consideración que obtiene actualmente el dere- 
cho foráneo en cada país y la diversidad de reglas le- 
gales y de doctrina, adelantadas para salvar los con- 
flictos consiguientes, es la materia deque debemos en- 
seguida ocuparnos bajo los diferentes aspectos en que 
el hombre queda sujeto á la acción de las leyes civiles. 

Dejando á un lado las innumerables restricciones, 
que, bajo el nombre genérico de albanagio, sufrió el 
derecho de los extranjeros por las legislaciones anti- 
guas; y partiendo de la tendencia innegable de las ac- 
tuales á admitirlos en la misma situación jurídica que 
los regnícolas, llega la oportunidad de fijar la regla ó 
criterio que, según los casos, debe aplicarse á toda rela- 
ción jurídica, sobre el fundamento único de esa comu- 
nidad de derecho, principio y resumen de la doctrina. 

Ley personal. — La necesidad de que haya una re- 
gla fijíi y un criterio seguro é invariable en lo que 
concierne á los derechos personales derivados de la 
capacidad jurídica y que constituyen el estado civil 
de cada individuo, es cuestión que no está sujeta á 
disputa. 
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La divergencia aparece cuando se trata de fijar 
cual es, ó debe ser esa ley, conforme á la naturaleza 
de las cosas. 

Sobre este punto la doctrina, los tratados y la le- 
gislación siguen dos rumbos diferentes: el que reco- 
noce como predominante el origen, y el que reconoce 
el domicilio como ley personal. 

Entre los romanos la regla de decisión era el dere- 
cho de ciudad de cada individuo; lo que conduce á fi- 
jar la indecisión que resulta, en cuanto á esa legisla- 
ción, entre el origen y el domicilio, admitidos en casos 
diferentes como régimen personal. 

Entre los bárbaros la personalidad de las leyes era 
el principio fundamental y así se explica la coexisten- 
cia entre ellos de legislaciones diferentes, según las 
naciones ó tribus, que vivían bajo cierta unidad acci- 
dental en lo político. 

Pero, cuando la estabilidad de esos pueblos guerre- 
ros fué dando ocasión á las costumbres locales, apa- 
reció en frente de la ley de origen la del domicilio, 
que fué tanto más influyente, cuanto que la infinita 
subdivisión que caracterizó el feudalismo, hizo casi 
imposible, por entonces el dicernimiento de la nacio- 
nalidad. 

En los tiempos modernos, constituidas ya las na- 
ciones bajo ciertas condiciones de unidad étnica y po- 
lítica, la divergencia se reproduce en el campo de la 
teoría y del derecho práctico. 

Faelix que cita en su apoyo á Rodembourg, Bulle- 
nois y Vattel, admite sin vacilación la ley de origen 
como estatuto personal en los términos siguientes: La 
ley personal "de cada individuo, la ley de que depen- 
** de en cuanto á su persona, es la de la nación de que 
" es miembro. Para justificar esta aserción, es nece- 
" serio considerar la posición del individuo en el mo- 
" mentó de su nacimiento. La naturaleza de las co- 
" sas lo indica; en ese momento la ley á la cual están 
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** sometidas los padres, ó la madre, si ha nacido fue- 
" ra de matrimonio, se apodera de él, lo somete á 
" su poder y le imprime la calidad de miembro de la 
" nación de que hacen parte su padre y madre legíti- 
" mos, ó su madre natural. La ley de esa nación es 
** su ley personal desde el primer momento de su exis- 
** tencia física." 

En el mismo sentido se expresan Fiore, Despag- 
net y otros tratadistas, que sería largo citar con el 
texto de sus opiniones. 

El resumen de éstas es, que las leyes, en cuanto á 
las circunstancias que afectan la capacidad de las 
personas y le constituyen un estado civil, son hechas 
en consideración á las condiciones del suelo, de la 
raza y otras que determinan las diferencias positivas 
de nación á nación; y como decía el presidente He- 
nault: las leyes se han introducido según las condi- 
ciones de cada país y las costumbres de sus habi- 
tantes. 

Fiore resume la misma doctrina de un modo seme- 
jante: " Es un hecho que cada individuo nace ciuda- 
" daño de una patria, y se considera como ciudadano 
" de ella. La ley de la patria toma bajo su protección 
" al individuo desde el momento de su nacimiento; 
"ella determina cuando existe como persona jurídica; 
"cuando es hijo legítimo, natural ó adulterino y le 
"aplica todas las determinaciones que, activa ó pasi- 
" vamcnte le interesan. . . . Cuando un individuo fija 
" su domicilio en país extranjero, no es el hombre fí- 
" sico, es el hombre social; el nacional de tal país, 
" subdito de tal soberano. " 

A lo cual puede agregarse que la adopción de ese 
principio conduce, más que ningún otro, á saber siem- 
pre con certeza cual es el estado civil de las personas, 
á hacer inmutable y fija esa cualidad, que variaría de 
otro modo con todo cambio de domicilio, que es he- 
cho precario y sujeto á todos los accidentes deri- 
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vados de la fantasía, de la prosperidad ó de los con- 
trastes en el curso de la vida y hasta del pensamien- 
to del fraude. — Sobre que, el principio fundamental de 
la unidad de la familia, la certeza del poder paterno y 
de la autoridad marital y el conjunto de necesidades 
específicas que determinan en cada país la peculiaridad 
de sus leyes personales, concurren á hacer esta, regla 
la mas clara, decisiva y justa y con una fijeza y esta 
bilidad que no puede alcanzar la regla contraria. 

Entre los códigos más modernos y reputados, los 
de Italia, Bélgica y Berna consagran especialmente el 
principio; y los de Francia y Prusia establecen que los 
subditos de esos países llevan su estado personal á 
cualquiera parte donde se establezcan ó vivan; lo cual 
implica en principio la necesidad de reconocer en los 
extranjeros la misma situación. 

Por lo demás, el Instituto de Derecho Internacional 
en su sesión de 1880 en Oxford, adoptó como resolu- 
ción sobre la materia la ley nacional, para rejir el esta- 
do y la capacidad de las personas; siendo de notar que 
entre los distinguidos jurisconsultos que concurrieron 
á esa decisión se encontraban los de algunos países 
adictos á la regla del domicilio y entre ellos particular- 
mente los de Inglaterra y EE. UU. 

El sistema opuesto al que acabamos de exponer, ó 
sea el que establece la ley del domicilio como regla 
para discernir el estado y condición civil de las per- 
sonas, aunque indirectamente anulado por las conside- 
raciones expuestas, tiene contra si además considera- 
ciones de orden jurídico universal que es difícil con- 
trastar. 

Desde luego hay que recordar que, como decía el 
ilustre Mancini, la sumisión implícita del individuo á 
la ley del domicilio es un resto de las antiguas ideas 
feudales, que suponían que todo el que se establecía 
en una provincia ó señorío, quedaba como subdito tem- 
poral de la autoridad de su residencia. 
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Los inconvenientes de esa regla pueden resumirse así: 

La nacionalidad en lo general es más fácil de com- 
probar y establecer que el domicilio. 

Si la necesidad, por todos reconocida, de que haya 
una ley personal cierta y segura es una verdad, no lo 
será nunca sino cuando esa ley personal sea la de ori- 
gen. 

El domicilio es mudable según las veleidades, ca- 
prichos ó cambios de tortuna, que necesariamente con- 
ducirían á dejar en la incertidumbre la situación ver- 
dadera del extranjero en cuanto á su status. 

La cuestión acerca de este punto se haría poco me- 
nos que insoluble para los individuos que habiendo 
perdido un domicilio no han constituido otro y para 
los que tienen mas de uno 

La misma razón de la liberalidad de la regla del do- 
micilio, por cuanto permite á cada individuo, por un 
simple cambio de este, mudar su estado personal, es 
uno de los argumentos mas fuertes en contra del prin- 
cipio; por que el estado y condición civil de las perso- 
nas es de orden público y es inadmisible que pueda 
quedar sujeto á la voluntad y capricho de cada uno, 
sobre todo cuando esa mudanza tendrá en mira mu- 
chas veces el fraude. 

Debemos dejar constancia, sin embargo, que el 
Congreso Sud-Americano de Montevideo, al cual con- 
currió al Perú, adoptó la regla del domicilio, en contra- 
posición al principio establecido en los códigos moder- 
nos más notables y á la doctrina de casi todos los pu- 
blicistas contemporáneos. 

Como los códigos nacionales no contienen ninguna 
disposición sobre la materia, la única regla de los 
tribunales peruanos para decidir cuestiones de este 
género, será sin duda la adoptada por aquel Congreso, 
á lo menos en lo relativo á los ciudadanos de las re- 
públicas ligadas por los pactos cuyas bases fueron es- 
tablecidas por esa asamblea. 
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Cualquiera que sea la regla que se adopte es llega- 
do el caso de fijar la extención de ese estatuto perso- 
nal y las relaciones jurídicas á que se aplica. 

Esa ley comprende: 

i.° Los derechos y estado creados por la filiación; 
y por lo tanto: 

a) La condición de hijo legítimo, natural recono- 
cido ó simplemente ilegítimo, en cuanto á la situación 
de familia y derechos hereditarios. 

6) La autoridad paterna y sujeción de los hijos, 
derechos y obligaciones sobre alimentos, pérdida de 
la patria potestad y del derecho de heredar y necesi- 
dad de la licencia jxiterna para el matrimonio, con ó 
sin mayoría de edad, según las legislaciones. 

c) Investigación de la paternidad. 

¿i) Libertad ó restricción del derecho de testar 
y porción legítima de los hijos, según su calidad. 

2? La determinación de la capacidad civil por la 
edad ó sea las cuestiones de mayoría y minoría, y las 
relativas á la incapacidad por esta causa. 

a) Edad de la mayoría y derechos que com- 
prende. 

d) Capacidad de testar en relación con la edad. 

c) Reglas sobre la constitución de la tutela, au- 
toridad de los tutores, manera de constituirlos y segu- 
ridades y fianzas de su administración; remoción de 
los tutores, autoridad y funciones del consejo de fa- 
milia ó de tutela, su constitución y lugar de su for- 
mación. 

d) Cúratela de los mayores incapaces y pródi- 
gos, organización y funciones de los consejos res- 
pectivos. 

e) Determinación de las reglas sobre la tutela 
legal y testamentaria. 

3? Situación de los ausentes, y condición de los 

bienes de estos; comprendiendo todo lo relativo á la 

presencia y declaración de la ausencia, potestad para 
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declararla; posesión provisional 6 definitiva de los bie- 
nes y sus condiciones y formalidades. 

4? Solemnidades, requisitos é impedimentos para 
el matrimonio y sus efectos; causas, consecuencias 
legales de su disolución; comprendiendo: 

a) Capacidad de los contrayentes, autoridad que 
solemnice y dé autenticidad y legalidad al matrimo- 
nio. 

b) Efectos en cuanto á la extensión del poder 
marital y sujeción relativa de la muger. 

c) Efectos en cuanto á la dote, parafernales, co- 
munidad ó distinción de bienes. 

d) Divorcio y nulidad del matrimonio; causas pa- 
ra declararlo y autoridad competente para ello. Sus 
efectos en cuanto á los bienes y á la condición de los 
hijos. 

Exponer en detalle los principios y prácticas diver- 
jas en relación con estas numerosas é interesantes 
materias, sería engolfarnos en un trabajo tan extenso 
como ageno al carácter breve y sucinto que debe re- 
vestir un simple resumen, cuyo desarrollo está enco- 
mendado á otra cátedra en la Facultad. 

Mi objeto ha sido, únicamente, formar el cuadro de 
las cuestiones que deben ser tratadas y resueltas con 
arreglo á la ley personal, cualquiera que sea por lo 
demás el sistema que se adopte para determinarlo; 
siendo únicamente de advertir que en uno y otro caso 
no puede haber nada de absoluto, ó sistemático; pues 
la infinita variedad de los casos en lasrelaciones hu- 
manas y las exigencias de orden público en cada país 
atenúan ó modifican el rigor de las dos reglas anta- 
gónicas. 

Estatuto real. — En otro lugar hemos ya expuesto 
lo que concierne á la distinción de los estatutos, pero 
conviene no olvidar que si esa clasificación no se ha 
adoptado como principio generador de la ciencia y de 
las instituciones del Derecho Internacional Privado, 
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es innegable su gran utilidad como base de método, 
según lo demuestra el curso y orden de la exposición 
en todo estudio sobre la materia y en las leyes y pac- 
tos que traducen sus doctrinas en reglas positivas. 

La primera cuestión que se presenta sobre este 
importante punto, es la de saber si la diferencia entre 
la calidad de muebles é inmuebles tiene trascendencia 
en cuanto á la significación y aplicación del estatuto 
real. 

Las opiniones son en e^^tremo diversas sobre el 
particular. 

Desde luego, no existe cuestión en lo relativo á los 
bienes inmuebles, respecto de los que se considera que 
son siempre regidos por la ley del lugar de su exis- 
tencia, en cuanto á la forma, solemnidad, y requisitos 
de su enajenación, al titulo de propiedad, desmembra- 
ciones, del dominio, servidumbres reales y personales, 
eficacia y requisitos de las hipotecas legales y conven- 
cionales y anticresis, lo mismo que en cuanto á la ap-* 
titud de darlos ó recibirlos por sucesión testamentaria 
ó intestada. 

El fundamento de esta doctrina y de las institucio- 
nes escritas ó tradicionales de donde se deriva, se en- 
cuentra en que las leyes sobre el régimen de la pro- 
piedad inmueble, son de orden público, se ligan mas 
extrechamente á los intereses generales, á las necesida- 
des del fisco, á la seguridad pública y autoridad del 
estado, á cuyo territorio están incorporados dichos 
bienes. 

No falta, sin embargo, tratadistas, como Despa- 
gnet, que aplica ese orden de consideraciones á todos 
los bienes en general sin excluir los muebles; lo cual, 
ciertamente, está muy lejos de ser admitido por la 
generalidad de los autores y legistas. 

La uniformidad de las leyes en este orden y de. las 
opiniones de los antiguos escritores y jurisconsultos, 
no deben hacernos perder de vista, sin embargo, que 
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nada es absoluto en lo creado; y que si es cierto que 
la ley territorial predomina por lo común y bajo cier- 
to aspecto en lo relativo al régimen de la propiedad 
inmueble; su creación, extinción, elementos y des- 
membraciones, hay consideraciones de orden jurídico 
que atenúan el rigor del principio, introduciendo ex- 
cepciones, ó mejor dicho, justa y provechosa interpre- 
tación en la aplicación del principio. 

Las leyes reales ó relativas á la propiedad tienen 
dos elementos distintos: los que se refieren á las ne- 
cesidades económicas, políticas ó de seguridad que se 
vinculan al régimen de la propiedad inmueble y las que 
miran al interés, beneficio y autonomía de las partes 
contratantes; porque al fin, salvo los elementos de or- 
den general, á que acabamos de referirnos, las leyes 
de orden privado, aun siendo reales, tienen por princi- 
pio y fundamental objeto la garantía y certeza de los 
derechos del hombre, entre los cuales está la propie- 
dad. 

El principio intolerante de la territorialidad absolu- 
ta del estatuto real, es un rezago de la conquista y 
del derecho feudal, que consideraba los derechos indi- 
viduales y de la familia como accesorios de la tierra. 

Tal es la opinión de Fiore, asi como la de Bertauld 
y Laurent, que admiten como excepciones á la territo- 
rialidad absoluta del estatuto real los elementos que en 
cuanto á la propiedad conciernen particularmente al 
derecho privado objeto primordial de la ley civil. 

Tal es, entre otras, la que permite dar efecto á la 
ley extranjera en cuanto rije la capacidad y estado ci- 
vil de las personas de otra nacionalidad; así como á 
los actos jurídicos que en su esencia y en su forma se 
sujetan á la ley del lugar donde se han celebrado. 

La regla sustancial es esta; aunque bajo la condi- 
ción de que los actos que se relacionan con la trasmi- 
sión del dominio de los inmuebles, derechos reales 
sobre estos, ó desmembraciones de la propiedad raiz. 
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no se opongan á las leyes del país de la situación de 
sus bienes, en cuanto ellos importan un régimen fun- 
damental para la propiedad raiz y una prescripción de 
orden público ó económico. 

Estos principios serán de más clara comprensión, 
mediante las reglas siguientes: 

I? Todo acto jurídico relativo á la adquisición 6 
enagenación de inmuebles, constitución de derechos 
reales sobre ellos y desmembración de la propiedad 
producen pleno efecto entre las partes, cualquiera que 
sea el lugar donde esos bienes se encuentren situados. 

2? En cuanto á terceras personas, los actos referi- 
dos sólo son válidos y eficaces si se conforman á las 
reglas limitativas, de orden y de autenticidad estable- 
cidas por la ley del lugar de la situación de esos bie- 
nes. 

3? Los efectos positivos de los pactos, con referen- 
cia á tales propiedades, dependen de la observancia de 
las prescripciones de la ¿ex loci rei sitce, en cuanto 
llevan consigo la necesidad del pago de derechos fis- 
cales, de inscripción y de registro. 

4? Excepcionalmente carecen de valor tales con- 
venciones, cuando intervienen en ellas personas que, 
según la ley territorial, no pueden adquirir ó enagenar 
bienes raices en el país de la situación de estos. 

La diferencia entre los bienes muebles y los in- 
muebles en Derecho Internacional Privado es de 
grande importancia. 

Refiriéndose á ella Laurent establece categórica- 
mente que el estatuto de los muebles es personal, en 
tanto que el de los inmuebles es real; lo que importa 
aceptar la doctrina de Fcelix, que igualmente sostiene 
que los muebles están sujetos al estatuto personal del 
poseedor: mobilia ossibns inlierent personam sequiin- 
tur. 

No es permitido en esta sucinta y breve exposición 
de principios generales, ocuparnos en la interesante 
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controversia entre los más célebres jurisconsultos, 
respecto de la calidad real ó personal del estatuto que 
que rige los bienes muebles. Basta consignar, como 
resumen, la magistral opinión del tratadista ya citado. 

" Si dejando á un Jado la cuestión histórica, se pre- 
** gunta cuál es el sistema más racional, el de un es- 
" tatuto real, fundado sobre la situación ficticia de los 
" muebles, ó el estatuto personal determinado por la 
" nacionalidad del propietario, es forzoso, sin duda al- 
'* guna pronunciarse en favor del principio del estatu- 
" to nacional." 

Conviene advertir que esta opinión explica el ver- 
dadero sentido de la regla según la cual los- muebles 
se consideran adheridos á la persona del poseedor, en 
oposición á los que sostienen que el estatuto que rije 
esa clase de bienes es la del domicilio; por cuanto, si 
esto fuera cierto, el estatuto sería real, porque tendría 
en cuenta la situación de los bienes aunque ficticia. 

Hert, Huber, Story y los juristas ingleses y ame- 
ricanos, se deciden en definitiva por la misma regla de 
personalidad del estatuto que rige los muebles. 

Fiore, reconociendo que la distinción de los bienes 
en muebles é inmuebles, para el efecto de los estatutos 
diversos que deben regirlos, es aceptada por el mayor 
número de publicistas y que explícita ó implícitamen- 
te la establecen los códigos de Francia, Austria, Pru- 
sia é Italia, tacha de arbitraria esa distinción. 

Según su doctrina, el acto por el que se dispone de 
una cosa mueble, interesa al régimen de la propiedad; 
siguiéndose de estoque, según la ley del lugar de su si- 
tuación, debe decidirse jurídicamente cuales son las 
cosas muebles y cuáles las inmuebles, en que casos 
puede permitirse ó prohibirse el cambio de lugar ó 
condición de los muebles, los derechos reales de que 
pueden ser objeto y la manera de constituirlos; si pue- 
den ser hipotecados y, en general, todo lo que se refie- 
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re á la traslación de la propiedad, al derecho de hipo- 
teca ó á los privilegios de que pueda ser objeto. 

Concluye que si la ley nacional del propietario ha 
de observarse respecto á los bienes muebles, en cuan- 
to no afecta los derechos de soberanía territorial, 
siendo esta la misma restricción que todo el mundo 
reconoce en cuanto á los inmuebles, toda diferencia 
racional desaparece. 

Estas consideraciones nos parecen concluyen tes; y 
lo son con tanta mayor evidencia, cuanto que, en defi- 
nitiva,el valor que uno ú otro estatuto pueda tener, en el 
orden práctico, se determina en el momento de inten- 
tarse acciones en concurrencia ante la jurisdicción del 
país de la situación de los muebles, que no puede ce- 
der á la ley de una soberanía extranjera. Esta es igual- 
mente la doctrina profesada por Weiss y Asser y el 
principio consagrado en el Tratado de Derecho Civil 
y Internacional ajustado entre las repúblicas, Argen- 
tina, de Bolivia, del Perú, Paraguay y Uruguay, como 
resultado de los acuerdos á que llegó el Congreso In- 
ternacional Sud- Americano de Montevideo en 1888. 

Estatuto de las convenciones. Regia tradi- 
cional y de observancia común es, que las obligaciones 
convencionales dependen de la ley del lugar donde el 
pacto se ha celebrado; y que esa ley sirve para estable- 
cer la naturaleza de la obligación, esto es, si debe ca- 
lificarse de simple ó condicional, genérica ó específica; 
y que sirve igualmente para determinar la mancomu- 
nidad de los deudores, ya sea que provenga esa so- 
lidaridad de pacto expreso ó de fuente legal. 

P^n esta materia se considera que la voluntad de las 
partes es soberana; y si se determina la ley del lugar 
del contrato como criterio de decisión, en las dudas ó 
controversias que ocurran en cuanto á la naturaleza, 
reglas de interpretación, efectos y extensión de 
las obligaciones, es por cuanto se reputa que esa 
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es la ley á que tuviera intención de someterse las 
partes. 

Por esta razón, deja de regir la regla enunciada, 
cuando, conforme á estipulación expresa del contrato, 
es una ley distinta la que fijan las partes para la deci- 
sión de las controversias que ocurran, ó cuando, por la 
naturaleza de las estipulaciones que contiene la conven- 
ción, esta debe ejecutarse en lugar distinto del de su 
celebración. 

Debe, pues, considerarse que, cuando se dice 
que la ley de un contrato es la del lugar donde se 
celebra, no es por virtud de que esa ley tenga imperio 
necesario sobre la voluntad de las partes, si no porque 
se presume que es la que ellos quisieron adoptar, 
cesando la presunción luego que por la naturaleza de 
las estipulaciones, ó por convenio expreso, resulta ser 
la de otro país. 

Pero este principio no es tan absoluto que no lleve 
en si mismo una limitación, que se deriva de conside- 
raciones de un orden que prevalece sobre la voluntad 
de los contratantes. 

Desde luego es evidente que las convenciones pri- 
vadas no tienen el poder de derogar los estatutos de 
orden público, de seguridad ó de moral que cada país 
haya creído conveniente promulgar. 

De manera que las convenciones celebradas en país 
extranjero quedan sin efecto cuando se oponen á esas 
leyes prohibitivas. 

En esta categoría deben considerarse los contratos 
hechos en fraude de los derechos fiscales de otro estado, 
los que tienen por objeto el contrabando ó la entrega 
de objetos de comercio prohibido, como billetes de lo- 
tería, ó de armas, cuya internación no se permite en el 
país. 

El efecto exterritorial del estatuto personal es tam- 
bién una excepción á la generalidad de la regla enun- 
ciada; puesto que la capacidad personal del contra- 
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yente es, ante omnia, la condición fundamental de toda 
obligación convencional y sobre la cual se basan to- 
das los efectos del pacto. 

Sentado esto, conviene advertir que esa misma re- 
gla de la presunción, en defecto de señalamiento ex- 
preso de la ley á que las partes quieren someterse, 
conduce á establecer, que si los contratantes son am- 
bos naturales o domiciliados en un país, ha de enten- 
derse que aceptan la ley de su país ó de su domicilio, 
por la presunción natural de que han tenido en mira 
contratar con arreglo á la ley que les es familiar ó bien 
conocida para ellos, con exclusión de la del país donde 
contratan, que con toda probabilidad ignoran. 

Siendo imposible fijar aquí todas las reglas de deta- 
lle que se refieren á la complicada materia de que nos 
ocupamos, habremos de limitarnos á trazar un bosque- 
jo general de los casos que abraza la ¡ex loci contrae- 
tus, que rige: 

1 9 Las condiciones relativas á las solemnidades ex- 
ternas de los actos jurídicos ó su autenticidad. 

2? Las que conciernen á los requisitos internos de 
validez, excluyendo el de la capacidad de las partes, 
que se rige por el estatuto personal. 

3? Los efectos jurídicos del acto, que se derivan 
del compromiso voluntario ó de disposición de la ley. 

4.° Las causas de extinción de las obligaciones, de 
su rescisión ó caducidad. 

.5.° El valor de las pruebas, con relación al acto 
en cuestión y en todo caso el de las pruebas precons- 
tituídas. 

69 La prescripción liberatoria, que debe conside- 
rarse en su término como elemento previsto por las 
partes al tiempo de celebrar el contrato. 

Importa tener presente, al terminar sobre este pun- 
to, que las numerosas distinciones y principios de apli- 
cación, que en la opinión de los autores y por la legis- 
lación y la lurisprudencia de los diversos estados, mo- 

24 
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difican el efecto exterritorial del estatuto Ux loci con- 
tractuSf lo reconocen y dejan en pié en lo sustancial, 
sin más limitaciones que las exijidas por la ley terri- 
torial de orden público, de economía fiscal, ó de con- 
currencia de derechos adquiridos bajo el amparo de 
esa ley territorial. 



LECCIÓN IX 

SUMARIO. — Jurisdicción. — Reglas de competencia en lo ci- 
vil respecto á los extranjeros. — Diferencia entre la ley á 
que debe sujetarse el fallo y la del procedimiento. — Re- 
glas de competencia en materia criminal. — La jurisdic- 
ción penal es territorial. — Excepciones. — Extradición; si 
es de derecho primitivo ó convencional. — Reglas adop- 
tadas en las convenciones de extradición. — Piratería. — 
A que jurisdicción están sujetos los piratas. — Condición 
de los buques de guerra rebeldes contra su gobierno. — 
Piratería según la legislación particular de cada país. — 
Efectos de las sentencias en materia civil en territorio 
extranjero. — Sentencias en materia criminal. 

Según lo que queda expuesto acerca de los efectos 
externos de los diversos estatutos, que brevemente 
hemos examinado, resulta que puede llegar el caso en 
que los tribunales de un país sean llamados á juzgar 
sobre cuestiones de extranjeros, ó respecto de obliga- 
ciones 6 derechos formados bajo el imperio de leyes 
de otro país. 

Cuestión primordial sobre este punto es la de sa- 
ber si los tribunales están obligados á administrar 
justicia entre extranjeros y por causas jurídicas origi- 
nadas fuera del país. 

Considerado el asunto bajo el punto de vista de la 
noción pura del derecho, no hay razón alguna para 
negar el concurso del poder soberano á los extranje- 
ros que lo demandan. La potestad de administrar jus- 
ticia es de orden y seguridad social, no tiene otro lí- 
mite que la extensión territorial; y siendo por otra 
parte una garantía de derecho natural para el indivi- 
duo, no hay como establecer diferencia entre el reg- 
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nícola y el extranjero, en cuanto á la facultad de re- 
clamarla. 

No es esta, sin embargo, la regla uniforme en cuan- 
to á la competencia que la ley escrita ó la jurispru- 
dencia trazan á los tribunales de cada país con rela- 
ción á los extranjeros. 

El código civil de Francia no se ocupa de los ex- 
tranjeros; no admite en estos, por precepto expreso, el 
derecho de ocurrir á los tribunales en demanda de 
justicia; pero si deben comparecer como reos cuando 
son demandados por un francés. 

La tradición del derecho restrictivo de la anti- 
gua Roma y del albanagio feudal impera en esa legis- 
lación que, según la jurisprudencia de la Corte de 
Cassación, se ha hecho para los franceses solamente. 
En tanto que la ley de Bélgica, aunque conserva co- 
mo propio el Código Napoleón, ha admitido la igual- 
dad de belgas y extranjeros ante los tribunales, esta- 
bleciendo su jurisprudencia esa regla como de dere- 
cho de gentes. 

El mismo principio, aunque menos extensamente 
desarrollado, impera en la legislación italiana, agregan- 
do para los casos anotados, que el extranjero puede ser 
citado ante los tribunales de Italia, en los casos en 
que un itatiano puede serlo ante los del país de aquel. 

Wheaton hace constar que la jurisprudencia ingle- 
sa y la americana se fundan en esta materia sobre el 
principio de que las acciones personales procedentes 
de delito ó de contrato son transitorias y no siguen 
precisamente el fuero del domicilio, que se observa 
por el contrario en los países cuyas leyes y tradiciones 
parten del derecho romano. 

Condensando lo que puede llamarse la doctrina, la 
aspiración común y la base de la evolución jurídica 
sobre este punto, con prescindencia de la anarquía de 
legislaciones y jurisprudencias en la actualidad, es 
permitido establecer: 
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I? Que es de derecho natural la libertad de deman- 
dar justicia ante los tribunales; y que, por lo tanto, 
estos no pueden hacer distinción entre nacionales y 
extranjeros. 

2? Que esta regla es de absoluta observancia, tra- 
tándose de acciones reales sobre inmuebles situados 
en el territorio, y de responsabilidades civiles deriva- 
das de actos punibles, juzgados por las autoridades de 
ese territorio. 

3? Que el principio, en materia de acciones persona- 
les, en cuanto á la potestad de citar al demandado, no 
sufre otra restricción que la del domicilio del deman- 
dado en territorio extranjero, salvo que el juez ó tri- 
bunal requerido, sea el del país donde se originó el 
acto jurídico, que da lugar á la acción, ó que su com- 
petencia fuese especialmente designada ex contráctil, 

4? Que la regla de competencia, para las cuestio- 
nes que se refieren al estatuto personal, cómo dere- 
chos matrimoniales, dependencia, mayoría, capacidad, 
tutela y demás relativos, es la de los tribunales del 
domicilio, de los cónyuges, padres y guardadores, 
aunque la ley decisorice litis debe ser siempre la de 
origen ó nacionalidad. 

La legislación civil del Perú, contiene solamente 
en parte estas reglas, aunque por lo demás, se sujeta 
á las mismas bases que el Código Napoleón, del cual 
se deriva en buena parte, no estableciendo la potes- 
tad de los tribunales, para conocer en causas de ex- 
tranjeros, fuera de los casos previstos en los artículos 
37» 38 y 39 del Código Civil. 

Esa laguna ha sido colmada, en cuanto á los países 
que se ligaron por los acuerdos del Congreso de Mon- 
tevideo, con los artículos 56 á 6y del Tratado de De- 
recho Civil Internacional que ese congreso preparó. 

La competencia en materia criminal, se ha insinua- 
do, ya que pertenece á los tribunales del país donde 
el delito se cometió. 
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Esta regla, que se deriva del origen, naturaleza y 
objeto de la represión penal, es la que se conoce bajo 
el dictado de territorialidad de la justicia criminal; 
que, por lo tanto, debe entenderse como la suprema y 
exclusiva potestad del soberano para juzgar todos y 
solo los delitos que se cometan dentro de su terri- 
torio. 

Por clara y absoluta que esta regla parezca, no de- 
ja, sin embargo, de sufrir excepciones fundadas en ra- 
zones de orden jurídico universal, que no haremos si 
no enunciar brevemente. 

La excepción es restrictiva en los casos siguien- 
tes: 

I ° Para el soberano extranjero durante su perma- 
nencia en el territorio. 

2? Para los agentes diplomáticos y mienbros de la 
misión á quienes comprende su fuero. 

3? Para los buques de guerra extranjeros, en aguas 
territoriales, en cuanto á los crímenes ó delitos come- 
tidos á bordo. 

4? Para los ejércitos cuyo tránsito se ha consen- 
tido. 

Es extensiva: 

iV Para los delitos cometidos por un nacional con- 
tra otro nacional en país extranjero, si restituido el 
reo á su patria es demandado por el ofendido. 

2? Para los peruanos ó extranjeros que han delin- 
quido en el extranjero contra la fortuna pública del 
Estado, si son habidos en el territorio de este. 

3? Para los crímenes y delitos cometidos á bordo 
de los buques mercantes nacionales en aguas libres. 

4? Para los delitos cometidos en el extranjero por 
funcionarios de la nación, en lo referente al ejercicio 
de sus cargos. 

5? Para los piratas. 

Estos casos de jurisdicción criminal, por actos con- 
sumados fuera del territorio, están consignados en el 
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artículo 2? del Código de Enjuiciamiento Penal del 
Perú. 

Las mismas reglas, con mayor amplitud de detalle, 
se establecen en el Tratado de Derecho Penal Inter- 
nacional, preparado por el Congreso de Montevideo. 

Hay que observar únicamente, en cuanto á él, que 
los artículos 9? y 12? de ese pacto, parecen contra- 
dictorios, en cuanto señalan dos reglas opuestas 
para los crímenes y delitos cometidos en buques 
mercantes extranjeros; puesto que la expresión de 
aguas neutrales^ que usa el primero es equivalente á 
la de territorio mafitimo^ que se emplea en el segundo, 
tratándose de semejante materia. 

Extradición. — El principio de la competencia en 
materia criminal y la necesidad abstracta de reprimir 
los crímenes ó delitos que pueden llamarse de dere- 
cho común, suscitan la cuestión del asilo de los de- 
lincuentes y de la extradición. 

Faustino Hélie la define como sigue: 

" Extradición es el acto por el que un gobierno en- 
trega un individuo á quien se imputa un crimen ó deli- 
to cometido fuera de su territorio, á otro gobierno 
que lo reclama para juzgarlo y castigarlo. " 

Lo primero que debe examinarse en este orden es 
lo relativo á si hay ó no obligación absoluta de entre- 
gar á los reos que son reclamados por el gobierno del 
país en que delinquieron. 

La más completa divergencia reina entre los auto- 
res acerca de la regla de doctrina, pues, en tanto que 
Grocio, Burlamaqui, Vattel, Rutherfort, Hefter y 
Fiore consideran la extradición como de derecho de 
gentes, aun sin necesidad de pacto anterior; Puffer- 
dor, Kluber, Schmalz, Wheaton, Martens, Pinheiro 
Ferreira y Bluntschli, opinan en sentido opuesto; es- 
to es, la necesidad de un tratado preexistente para 
que un estado tenga el deber de concederla. 
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No será difícil establecer, de un modo categórico, 
y bajo el criterio de la filosofía jurídica, cual es la ver- 
dadera entre esas opiniones expuestas. 

La doctrina de la obligación natural se apoya prin- 
cipalmente en consideraciones de solidaridad moral y 
de conveniencia mutua entre los estados; á lo menos, 
así se expone el sistema por los publicistas, favorables 
al principio. 

Por el contrario, la doctrina que considera la extra- 
dición como subordinada al pacto, á la concesión vo- 
luntaria bajo reciprocidad, ó á la costumbre, arguye 
la inhumanidad y falta de fundamento del sistema con- 
trario, en razón de los efectos limitados, que la repre- 
sión penal está llamada á producir en cada caso espe- 
cial. 

Nada hay de más relieve en esa doctrina que el re- 
sumen de la exposición de Pinheiro Ferreira y de 
Beach Lawrence sobre el particular. El primero esta- 
blece que el derecho de hospitalidad es sagrado é in 
violable, que el asilado en el territorio debe gozar 
de todos los derechos, y estar sujeto á todos los debe- 
res de los habitantes de ese país; y que en razón de 
haber sido recibido, no puede hacerse con él la excep- 
ción de someterlo á un castigo, cuando no ha ofendi- 
do las leyes del país, ni perturbado el orden en este. 
Que si el poder judicial, es el llamado á investigar la 
culpabilidad de un individuo á quien se imputa un de- 
lito, ó tiene exclusivamente la potestad de juzgarlo, ó 
no existe autoridad alguna en el país que pueda tra- 
tarlo como delincuente, es decir, privarlo de su libertad. 

Beach Lawrence, comentador de Wheaton, plantea 
la misma cuestión en los siguientes términos: 

"La jurisdicción de un gobierno está circunscrita 
por los límites de su territorio; fuera de esos h'mites, 
sus decretos carecen de fuerza ejecutoria, sus agentes 
de carácter, sus leyes de autoridad. — Sentado esto, 
¿cuál es, en caso de extradición, la autoridad compe- 
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tente para apoderarse de la persona reclamada? Será 
el gobierno que la demanda? Pero este no puede na- 
da sobre un individuo que está fuera de su territorio. 
¿Será el Gobierno que la concede? Pero esto nada pue- 
de respecto de actos cometidos fuera de su territorio. 
El uno carece de calidad en razón del lugar; el otro 
en razón del hecho. Ninguno de ellos tiene jurisdic- 
ción legítima. La extradición es pues ilegítima en 
principio, puesto que, por la naturaleza de las cosas, 
ella es necesariamente un acto de jurisdicción sin ju- 
risdicción, un acto de autoridad sin autoridad." 

No hay quizá otro publicista que se pronuncie en 
términos más absolutos y radicales contra el principio 
de extradición, como derecho incondicional de las na- 
ciones. 

El resumen de las opiniones de la escuela opuesta 
puede hacerse brevemente como sigue: 

La represión de los delitos es de interés y de segu- 
ridad para todos las naciones; en tanto que la impuni- 
dad de los malhechores es un peligro común. No pue- 
de dudarse que es de importancia vital para la admi- 
nistración pública de la justicia criminal y para la se- 
guridad de los estados respectivos, que los individuos 
acusados de crimen, no encuentren asilo en otros es- 
tados, si no que sean entregados para su juzgamiento 
y castigo. 

La persuasión, dice Beccaria, de no encontrarse 
donde puedan ponerse á cubierto los verdaderos de- 
lincuentes, sería un medio muy eficaz de prevenir el 
crimen. 

Se dice también que, aun cuando es prerrogativa de 
cada soberanía, garantizar al extranjero, el libre asilo 
en su territorio, la situación creada por ese derecho, 
no puede considerarse permanente é incondicional 
para un país civilizado; por que el estado que ofrecie- 
ra tales inmunidades á los fugitivos, se convertiría en 

el asilo de predilección de los mahechores, que acaba- 

25 
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rían por poner en peligro su moralidad y su integridad 
social; concluyendo algunos publicistas, que si la ex- 
tradición no llegara á considerarse como un deber ab- 
soluto, debería mirarse siempre, como un deber de 
moralidad pública. 

La filosofía sociológica contemporánea que, del ré- 
gimen legal interno, extiende sus teorías á las reglas 
de la vida internacional, ha vigorizado la doctrina que 
acabamos de extractar con el principio de la manco- 
munidad universal de acción entre las naciones; re- 
gla de unidad impuesta por la naturaleza en la con- 
cepción y aplicación de los preceptos destinados á res- 
guardar y conservar lo que se considera como base de 
existencia, su existencia no sólo en lo económico y 
político, si no particularmente, en cuanto al orden ju- 
rídico universal. Bajo este concepto aprecian los pu- 
blicistas de esa escuela que la extradición, así como 
los pactos de unión aduanera, postal y otros, son los 
primeros pasos contra el exclusivismo nacional, que 
los progresos y las necesidades de la civilización acon- 
sejan relajar más y más cada día. 

Haciendo nuestras reservas acerca de ese principio 
de mancomunidad jurídica, aplicada por el órgano de 
alguna nación determinada, que quizá y no sin razón 
puede considerarse como la forma culta y especiosa, 
el filosófico disfraz de la fuerza, no puede dudarse de 
que la conveniencia y la seguridad común imponen la 
necesidad de una inteligencia sistemada entre las na- 
ciones para atender á ese capital interés de orden, de 
reparación y de moralidad, que en el seno de cada so- 
ciedad representa el magisterio judicial, como órgano 
de la justicia en la represión de los delitos. 

Pero no puede admitirse que en nombre de una jus- 
ticia abstracta, de los intereses solidarios de la huma- 
nidad y de una mancomunidad de derechos que reposa 
solamente sobre lo que hay de más idéntico y común 
en el caudal que cada nación lleva al bienestar y pro- 
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greso del género humano, se aniquile la fuente de esos 
beneficios, desconociendo lo que hay de individual, pro- 
pio y exclusivo en el genio y misión, de cada sociedad 
que se concreta en el conjunto de sus leyes é institu- 
ciones, producto á su vez de su modo de ser y de su 
historia. 

La solidaridad, entendida como se trata de presen- 
tarla, significará sencillamente, que hay un estatuto 
común y universal, ó por lo menos un concepto gene- 
ral, respecto del delito en sus formas variadas é infini- 
tas y la misma uniformidad, en cuanto á los medios, 
formas y garantías de la represión. Si esto no es una 
verdad, como tal vez no lo será nunca, no puede com- 
prenderse como sería ]^ extradición, un derecho abso- 
luto para el estado que la pide y un deber indeclina- 
ble para el estado requerido. 

La diversidad de las formas de existencia social, 
la peculiaridad de los gustos, costumbres y propensio- 
nes, que son la expresión externa de los caracteres d^ 
una raza ó de un pueblo, determinan la índole de sus 
instituciones y la extensión y el sello específico de su 
sistema penal. En suma, el concepto de orden, de se- 
guridad pública y aun de moralidad, se sujetan á di- 
verso criterio en países diferentes. ¿Cuál sería enton- 
ces el principio común que se aplicara en nombre de 
una solidaridad de justicia, representada en muchos 
casos por leyes represiva distintas, tal vez contra- 
dictorias.^ 

Si la extradición fuera un derecho absoluto, no ha- 
bría necesidad de deliberar para concederla; se impon- 
dría por el solo efecto de la autoridad que la pide en 
nombre de sus leyes y de la intervención del poder 
público encargado de la represión legal. 

Pero, los mismos que sostienen la extradición como 
institución de derecho de gentes, casi sin excepción, 
la subordinan á un examen previo del gobierno solici- 
tado, en cuanto á la calidad del hecho punible, al es- 
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tado del procedimiento y al carácter del tribunal que 
debe juzgarlo. 

Aún entre los países cuyo medio social y estado de 
civilización son próximamente los mismos, la diver- 
gencia subsistirá, mientras persistan la variedad de 
caracteres de pueblo á pueblo, que es el patrimonio con 
que cada uno concurre á la dicha común. 

En el hecho, como dicen Mittermaier y Wheaton, 
la uniformidad con que todas las naciones han ocu- 
rrido á pactos especiales para obtener y reglamentar 
la extradición, es un argumento que puede llamarse 
decisivo, por que ella significa el reconocimiento de 
la necesidad de pactos para pedir con derecho lo que 
de otro modo no se podría obtener, como en efecto no 
se ha obtenido, si no por concesión voluntaria y gra- 
ciosa, ó á cargo de reciprocidad que es pacto también, 
aunque lleno de inconvenientes. 

Puédese, pues, concluir, con gran número de auto- 
ridades, que si es de conveniencia común, de respeto 
al orden moral y prenda de buena inteligencia entre 
las naciones, el régimen de la extradición, bajo pactos 
que la definan y reglamenten, es inaceptable como 
exijencia incondicional. Ahora bien, la taxativa de 
condiciones y casos de reserva, es incompatible con el 
carácter absoluto del derecho, toda vez que la fijación 
de sus límites y casos no queda ni puede quedar al 
arbitrio de quien demanda la extradición. 

Las bases más comunes de las convenciones de ex- 
tradición pueden reducirse á las siguientes: 

I? Solóse consideran como delitos sujetos áella 
los que lleven consigo una pena aflictiva ó infamante, 
enumerándose invariablemente esos delitos con la 
precisión requerida. 

2? Se exceptúan los delitos políticos, cualquiera 
que sea su pena en el lugar en que haya sido come- 
tidos; y esto en consideración al carácter peculiar de 
esa infracción, á la intemperancia represiva que por 
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lo común ocasionan y hasta su incierto carácter de 
delito, en cuanto pueden ser estimados como una 
virtud ó un mérito en casos determinados, por la opi- 
nión común en el país y aún fuera de él. 

3? Se consigna también como excepción la entrega 
de reos nacionales del país en que se han asilado. 

Esta excepción es uniforme y se encuentra en casi 
todos los tratados de la materia; aunque puede decir- 
se, en verdad, que no reposa sino sobre motivos de 
sentimiento; puesto que la nacionalidad del delincuen- 
te no puede tener influencia alguna sobre el princi- 
pio de la competencia jurisdiccional ni sobre las con- 
sideraciones de moralidad que explican los tratados 
de extradición. — A lo cual podría agregarse, que 
para consignar la excepción es preciso salir de 
la regla de la competencia territorial para los crí- 
menes y delitos y devolver á una nación no afec- 
tada por éstos la jurisdicción natural y privativa de 
la nación perjudicada. No es, por último, pequeño in- 
conveniente el haberse de seguir el juicio en lugar 
distinto de aquel en que es fácil reunir todos los ele- 
mentos de la instrucción y de la prueba, tarea casi im- 
posible en país diferente y lejano, con lo cual puede 
concluirse que esa estipulación, para gran número de 
casos, importa la impunidad. 

4? No se reputa delitos políticos los de derecho co- 
mún, por más que éstos se encuentren en relación 
más ó menos directa por concomitancia 6 congruencia 
con aquellos. 

La distinción puede ser difícil en muchos casos y 
propia para producir incertidumbre. 

En algunas convenciones, entre estados de Europa, 
se estipula que no se considera delito político el aten- 
tado directo contra la vida de los soberanos. 

En algunos se ha previsto el caso de un modo más 
general y comprensivo, estableciéndose que la extra- 
dición no tendrá lugar cuando, á juicio del gobierno 
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requerido, se opongan ala entrega, motivos suficientes 
de equidad ó humanidad, que queda obligado á ex- 
poner. 

5? Para salvar las dificultades que proceden ya de 
la calificación del delito, ya de la naturaleza y grave- 
dad de la pena, se estipula igualmente que la extra- 
dición no está expedita, cuando el delito que lo mo- 
tiva, no está considerado como tal en el país del go- 
bierno á quien se pide, ó cuando la pena no tiene el 
carácter de aflictiva. Puede consultarse casi todos los 
tratados concluidos durante la segunda mitad de este 
siglo y particularmente los de Inglaterra con Suecia 
Noruega de 1875, Italia y Dinamarca, Bélgica y Bra- 
sil, Rusia y Suiza, Bélgica y Estados Unidos, Italia y 
Méjico, todos del mismo año de 1875 y l^s celebra- 
dos de entonces al presente. 

Importa observar aquí que ni los tratados referidos, 
y ningún otro talvez, hacen reservas y explicaciones, 
sobre los requisitos específicos que, aun concurriendo 
la enumeración general de los delitos previstos en esos 
pactos, son necesarios para acordar la extradición; 
asi como solo excluyen por eliminación, y no expresa- 
mente, algunas infracciones que, aun cuando califica- 
das de delito común, se encuentran en condición ex- 
cepcional, por efecto de la opinión pública, ó porque 
su trascendencia está limitada al orden doméstico ú 
honor de las familias; ó bien, por último, si son en sus- 
tancia delitos que se relacionan mas con la opinión y 
la conciencia que con la seguridad social. 

En esta categoría deben considerarse los delitos 
contra la religión, el adulterio, el duelo y las injurias. 

Los pactos con que el Perú se ha ligado, por efecto 
de los acuerdos del Congreso de Montevideo, consig- 
nan esas excepciones, que pueden reputarse de rigor 
jurídico innegable, en relación al estado actual de las 
ideas en el mundo. 
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69 Cuandc la extradición, es reclamada por varios 
gobiernos á la vez, se preferirá al que la solicite por 
el delito más grave; y cuando esto no pueda estable- 
cerse al que primero la pidió. Pero en ningún caso se 
verificará la entrega si el reo está enjuiciado 6 conde- 
nado por delito cometido en el país de su asilo. 

7? La persona que se entregue no podrá ser juz- 
gada por delito político, ni por ninguno común ante- 
rior, que no haya sido materia de la demanda de ex- 
tradición,' así como tampoco por una infracción no 
comprendida en el pacto de extradición. 

8? No se concede la extradición en el caso de que 
la acción ó la pena hayan prescrito el tiempo de ser 
solicitado. 

Esta regla dá lugar á la dificultad de fijar cual sea 
la ley, conforme á la cual haya de computarse el tér- 
mino de la prescripción. 

Siguiendo las inspiraciones de la equidad, que re- 
conocen la mayor parte de los tratados á que se ha 
hecho referencia, la prescripción se computa por la 
ley del país requerido, si es la más favorable. Los 
pactos de Montevideo no preveen el caso de la pres- 
cripción. 

9? La demanda de extradición no puede conce- 
derse por exhorto ó diligencia directa entre las au- 
toridades judiciales, si no por la vía diplomática y con 
documentos de autenticidad suficiente que demues- 
tren la condena, ó bien el auto de prisión ó decreto 
de acusación, quedando siempre á juicio del gobierno 
requerido examinar la regularidad de los documentos 
y la suficiencia de la causa alegada. 

I o? Antes de formalizarse la extradición y por 
motivos urgentes, puede pedirse la detención preven- 
tiva del prófugo, en virtud de acción diplomática; lo 
que es de costumbre y útil conceder, pero por un tiem- 
po limitado, que no excede de tres meses y según las 
distancias. 
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1 1? La extradición puramente administrativa ó 
diplomática, no es admisible por razones obvias de 
competencia profesional y de orden jurídico; por lo 
cual, aprehendido el presunto reo, debe remitirse el 
asunto al tribunal competente, ante el cual, el deteni- 
do puede seguir un procedimiento breve y sumario, 
para probar que no es el reo reclamado, la insuficien- 
cia ó irregularidad de los documentos ó la improce- 
dencia de la extradición; naturalmente el fallo de este 
juez ó tribunal, es susceptible de apelación, pero no 
conforme á nuestra ley nacional, porque la Corte Su- 
prema conoce del asunto sólo por vía de consulta ad- 
ministrativa. 

Es innecesario ocuparse de las reglas de detalle 
que las convenciones de extradición contienen, en 
cuanto al procedimiento, que son más ó menos idén- 
ticas y carecen de importancia. Lo expuesto, contie- 
ne lo sustancial; de lo que puede y debe ser estudia- 
do en algunas de sus partes, ya que en otras, basta 
consignar la regla común para dispensar de toda dis- 
cusión y justificativo. 

Esta importante materia, forma también el objeto 
de leyes especiales en diversos países, en los cuales, 
se ha querido trazar la pauta 6 regla, sin duda, que 
los gobiernos deben observar, al celebrar los tratados 
respectivos, y á falta de ellos, las condiciones de la 
reciprocidad. 

Cierto, que como intento de unidad, es recomenda- 
ble la idea de expedir leyes semejantes, aunque en 
realidad, la persistencia sustancial de un plan en ese 
orden, es menos la obra de la ley que de la tradición 
de cancillería, la cual, permite á la vez, doblegarse 
ante las divergencias de instituciones, de usos y de 
ideas, en los países entre quienes haya de tratarse y 
ante el mismo progreso de la legislación nacional 6 
de sus costumbres, que en lo general se adelantan á 
la ley y le señalan su camino. 
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Nosotros tenemos también la nuestra, adaptación 
de leyes diversas, mal comprendidas y de grande em- 
barazo, más que facilidad para los casos que ocurran. 

Para los que consideran útil legislar sobre lo que 
ha de conseguirse en esos tratados, la órbita está li- 
mitada á la designación clara y uniforme en la clasi- 
ficación de los delitos, del mtnimun de pena para los 
casos de extradición por sentencia ó por simple acu- 
sación, y sobre todo, para las formalidades procesales 
que sean la garantía de los detenidos, ante las diver- 
gencias de instituciones, de usos y de ideas en países 
diferentes con quienes haya de tratarse. 

Nuestra ley de extradición, corrobora lo que se 
acaba de indicar, pues ha sido prácticamente deroga- 
da en sus artículos 2? y 3? por los tratados que con- 
forme á los acuerdos del Congreso de Montevideo ha 
celebrado el Peni con otras naciones sud-americanas, 
para reglamentar la extradición. Podrá, en conse- 
cuencia, preguntarse qué función desempeñará en lo 
sucesivo ese acto legislativo, que no sirvió de obs- 
táculo para ajustar tratados que estipulan contra sus 
prescripciones y que no puede servir de norma para 
ajustarlo con otras naciones, sin frustrar el objeto úni- 
co de la ley, que es el de dar unidad á todos los con- 
venios que en ese orden celebre el Perú. 



36 



LECCIÓN X 

SUMARIO. — Piratería. — A que jurisdiccióu estáu sujetos los 
piratas. — Piratería conforme al deresho particular de 
un estado. — Carácter de un buque de guerra rebelado 
contra su gobierno. — Efectos de las sentencias en terri- 
torio extranjero.— En lo civil. — Legislaciones y pactos.— 
Sentencias en materia criminal. — ^Cartas rogatorias. 

Pirateria. — Entre los casos de jurisdicción que 
se apartan del principio de territorialidad se encuen- 
tra el que concierne al juzgamiento y castigo de los 
piratas. 

Puede definirse la piratería como el bandolerismo 
en el mar, ó sea la persecución y pillaje contra el trá- 
fico y comercio pacífico de todas las naciones. Piratas 
son los que se emplean en ese criminal ejercicio. 

De escasa utilidad sería el considerar históricamen- 
te la piratería, que fué, sin embargo, casi siempre y 
en tiempos que ya pasaron por fortuna, una de las 
mayores calamidades que perturbaron el tráfico inter- 
nacional y hasta amenazaron la seguridad de las na- 
ciones. 

Es de presumirse, que no se presenten en lo futu- 
ro, escuadras tan poderosas de piratas, como las de 
los Cilicios aniquilados por Pompeyo, ni tan auda- 
ces y terribles bandoleros de mar como los filibuste- 
ros del siglo XVII, que aflijieron y depredaron las 
costas de las posesiones españolas de América del 
Sur. La seguridad de la navegación es una garantía 
adquirida por la civilización, merced á la organización 
y servicio de las grandes flotas de los estados maríti- 
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mos, que han hecho desaparecer, hasta en el mar de la 
China^ los últimos vestigios de la piratería en nuestro 
tiempo. 

Como los piratas son los enemigos de todos los in- 
tereses, sin distinción de nacionalidades, están priva- 
dos de la protección de toda bandera y pueden, por 
lo tanto, ser perseguidos, capturados y juzgados por 
las fuerzas marítimas de todas las naciones; corres- 
pondiendo, por esta causa, la jurisdicción sobre ellos 
á la nación del captor, asi como también en razón de 
ser, por lo común, el mar libre y sin dueño el teatro 
de sus crímenes. 

La legislación criminal de cada país determina las 
penas señaladas á la piratería, pudiendo decirse por es 
to que está bajo el régimen de la legislación política 
y no del derecho de gentes. 

Con el exceso del mal desapareció igualmente la 
arbitrariedad de las formas y la crueldad de las penas 
con que los piratas eran castigados, pues en algún 
tiempo se creía en la necesidad de una justicia suma- 
ria y sin formas por el aprehensor, que concluía en el 
último suplicio, bárbaramente ejecutado. 

Ortolan cita una ley inglesa del siglo XVIII que 
establecía: "que si los piratas cometen sus pirate- 
" rías sobre el Océano y son cojidos infraganti, los 
" vencedores tienen el derecho de colgarlos en la 
" gran entena, sin ninguna condena solemne." 

Actualmente, y prescindiendo de lo que antiguas 
leyes de las naciones marítimas establecían respecto 
á las formas, siempre algo abreviadas, del juzgamien- 
to de los piratas, estos como se ha dicho, eran en lo 
general juzgados por los tribunales ordinarios y con- 
forme á la ley común; pero la distribución de la presa 
constituida por la captura y la restitución de lo roba- 
do, que no pasa jamás al dominio de los piratas, se 
realiza por las autoridades y conforme á las leyes so- 
bre presas, á falta de dueños reclamantes. 
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Al lado de la piratería, según el derecho de gentes, 
puede considerarse la piratería según el derecho par- 
ticular de cada estado. 

Hay, en efecto, en la legislación de ciertos estados, 
algunos delitos asimilados á la piratería, sin duda en 
razón de la escepcional importancia, que la opinión 
pública y determinadas circunstancias les atribuyen y 
con la mira de sujetarlos á las graves penas que por 
lo general se pronuncian contra los piratas. 

Entre esos delitos se encuentra el tráfico de negros, 
asimilado á la piratería por las leyes de Inglaterra, los 
Estados Unidos de América y por Francia, Austria, 
Prusia y Rusia, desde los tratados que se ajustaron 
entre esas naciones, á partir del año de 1841, encami- 
nados á reprimir ese infame comercio por el esfuerzo 
común de los contratantes. 

Esos pactos fueron pronto cancelados, pues, como 
podía presumirse, presentaron en su ejecución mayor 
número de dificultades y conflictos entre los contra- 
tantes, que ventajas y eficacia en cuanto al fin que se 
proponían. 

Como la guerra por corsarios ha sido abolida por 
la mayor parte de las naciones civilizadas desde 1856, 
por declaración anexa al tratado de paz firmado en 
París, y de hecho abandonada aun por las naciones 
que no se habían adherido á esa declaración, como ha 
podido verse en la guerra últimamente empeñada en- 
tre España y los Estados Unidos de América del 
Norte, carece de toda utilidad el examinar algunos ca- 
sos asimilados á la piratería, por las leyes particulares 
de ciertos estados y por tratados públicos, referentes 
á la irregularidad de situación de algunos corsarios. 
Tales son: el hecho de aceptarse patente de corso por 
subditos neutrales y el de hacer la guerra en corso 
con patente de los dos estados en guerra. 

Parece innecesario agregar que los crímenes come- 
tidos á bordo de un buque mercante en el mar libre. 
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por la tripulación sublevada, cualquiera que sea su clase 
y gravedad, son de la competencia privativa de la na- 
ción á que pertenece; y que á su arribada k un puerto 
de nación distinta sólo se puede proceder por las auto- 
ridades locales á las medidas de prevención y seguridad 
que solicite el Cónsul respectivo, á fin de que los cul- 
pables sean entregados para su juzgamiento y castigo. 

Queda por examinar el caso referente á la defección 
de un buque de guerra, ó sea su rebelión contra el 
gobierno de la nación de cuyas fuerzas marítimas 
forma parte. 

Hay que afirmar, desde luego, que una nave de 
guerra, colocada en esa condición, no puede ser consi- 
derada como pirata; porque sólo hay piratería en el 
hecho de emanciparse de toda obediencia y sujeción 
á las leyes humanas, para perseguir un fin criminal, 
como es la depredación y el pillaje contra toda pro- 
piedad sin distinción de bandera. 

Aunque el hecho de la sublevación pueda calificar- 
se, y sea realmente un delito, no lo es si no para el 
país cuyas leyes violan los sublevados, mientras no 
ataquen intereses extraños, ó procedan contra los de- 
rechos de otras naciones. 

No cambia la situación legal de esa nave la decla- 
ratoria especial que haga el gobierno de su país cali- 
ficándola de pirata; ni aun cuado esa declaración 
preexista, en virtud de una ley que asimile la rebelión 
de una nave armada del Estado á la piratería. 

Conforme al derecho de gentes, sólo son piratas 
los que se hacen culpables de ataques á mano arma- 
da contra toda propiedad, poniéndose así fuera de la 
ley de las naciones. Como su ejercicio consiste en ac- 
tos criminales de hostilidad contra naciones con las 
cuales está en paz la que las cubrió originariamente 
con su bandera, pierden la protección de esta y que- 
dan bajo la jurisdicción del captor, cualquiera que sea, 
porque carecen de patria. 
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Pero no es ese el caso de la nave cíe guerra suble- 
vada. Su delito, ya se considere puramente político, 
ó infracción de la ley militar, sólo afecta el orden y 
las leyes de un país determinado y los demás carecen 
de interés y de facultad para reprimirlo y castigar á 
los culpables. No hay pues título para atacarlos por 
las escuadras de otras naciones, mientras respeten los 
intereses de estas y naveguen bajo una bandera que 
continúa siendo el pabellón de guerra de su patria, 
aun cuando eventuíilmente estén al servicio de un 
bando ó facción que ha desconocido la autoridad del 
gobierno, regular ó irregular, obedecido hasta entonces. 

Estas consideraciones de pura doctrina se hacen 
más concluyentes si se toma en cuenta que la acción 
de poderes extraños en la rebelión iniciada ó secun- 
dada por buques de guerra de una nación, importa en 
definitiva la decisión de una contienda interior ó civil 
por el auxilio ó intervención de las fuerzas de una so- 
beranía extranjera. 

Con idénticas razones puede negarse el derecho de 
pedir la captura y extradición de los culpables, cuan- 
do la nave sublevada haya arribado y se encuentre en 
puerto de una potencia extranjera, exista ó no trata- 
do de extradición ó leyes ó costumbres que la autori- 
cen entre los dos estados; purque los principios de 
humanidad y de justicia, que antecedieron á los trata- 
dos de extradición, han determinado la estipulación 
que en todos ellos se encuentra, que exceptúa de su 
régimen los delitos políticos. 

Tan saludable y equitativa excepción no puede anu- 
larse, ciertamente, exigiendo la entrega de los culpa- 
bles bajo el pretexto de que son reos de delito niilitar; 
por que precisamente esta circunstancia dá más valor 
y eficacia á la excepción. 

Si los delitos políticos están exceptuados de la ex- 
tradición, es no solamente porque ellos pueden repre- 
sentar una aspiración, una necesidad y un derecho 
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del país de que se trata, si no para sustraer á los pre- 
suntos culpable de los rigores y extravíos de la pasión 
política y de la venganza. La ley militar á que están 
sujetos los culpables y el tribunal de excepción que 
en todo caso ha de juzgarlos, convierte en certidum- 
bre la presunción de esos rigores, que autoriza una 
ley, casi siempre severa y hasta cruel, las preocupa- 
ciones de clase y la dudosa imparcialidad de los juzga- 
dores, nombrados ad hoc para esa función. 

Aún prescindiendo de tan claros motivos, un delito 
militar de insubordinación en un cuerpo armado ó bu- 
que de guerra, no puede concebirse si no en conexión 
ó como' auxiliar de un movimiento político; y en tal 
caso ambos hechos son inseparables en el concepto 
jurídico, ó mejor dicho el delito militar es sólo un 
elemento ó parte constitutiva del delito político ex- 
ceptuado de la extradición. 

La rebelión del monitor nacional Huáscar, el año 
1877, dio ocasión al debate de estos principios con la 
cancillería de Chile, al arribar á Valparaiso el buque 
sublevado, y en virtud de la demanda de extradición 
presentada por el Gobierno del Perú. Si en esa dis- 
cusión quedó triunfante la doctrina que se ha expues- 
to, no fué ciertamente en provecho de nuestra diplo- 
macia; asi como tampoco fué en honor de la marina 
británica el combate posteriormente sostenido por el 
Shah y el Amethyst con el Huáscar en aguas de Pa- 
cocha, llenando una misión que no recibió de su go- 
bierno, que no fué aprobada por este y que desauto- 
rizan en todo las reglas y precedentes internacionales. 

Efectos de las sentencias en territorio extran- 
jero. — En esta materia hay que estudiar separada- 
mente la fuerza y valor extraterritorial de las ejecu- 
torias en el orden civil y en el orden criminal. 

a). — En cuanto alas sentencias pronunciadas en el 
fuero civil, la divergencia en la legislación y la juris- 
prudencia de los estados no puede ser mayor; disi- 
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dencia que se procura correjir por medio de tratados, 
en que se estipulan reglas fijas que aseguren la eje- 
cución en ambos territorios de las decisiones pronun- 
ciadas en último recurso por los tribunales de cada 
contratante. 

La decisión judicial que reconoce y declara un de- 
recho privado que ha sido materia de contención, de- 
be en principio gozar de toda eficacia y servir de se- 
guridad al favorecido con ella, por precepto de ley na- 
tural que no puede admitir sobre esto diferencia fun- 
dada en la nacionalidad del individuo ó del tribunal 
que expidió el fallo. 

Esta consideración, puramente teórica, adquiere ma- 
yor fuerza por el estado de las relaciones entre los 
pueblos y por la solidaridad que prácticamente ha es- 
tablecido la civilización moderna en los intereses de 
todos. 

Pero aún así, la regla tradicional de la soberanía ex- 
clusiva y del imperio dominante de la ley territorial y 
de las propias autoridades, desconoció antes en lo ab- 
soluto y admite ahora, con más ó menos restricciones, 
la eficacia de las decisiones definitivas de los tribuna- 
les extranjeros. 

Nadie puede poner en duda, desde luego, que la sen- 
tencia definitiva pronunciada por un tribunal, produce 
según el caso, dos efectos: i? La excepción de cosa 
juzgada, para el litigante absuelto. 2? El título de 
propiedad ó de ejecución que alcanza el victorioso, se- 
gún se trate de un derecho real ó de propiedad, ó de 
una obligación personal. 

Bajo este aspecto nada se opone á que tal decisión 
sea admitida llanamente como tal excepción ó titulo, 
sin consideración al tribunal que la haya pronunciado. 

Pero cuando se trata de ejecución forzada de esa 
decisión, en país extranjero, se requiere en conse- 
cuencia el auxilio de la fuerza publica y la acción de 
las autoridades que disponen de ella, el principio ya 
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enunciado, sin perder su fuerza en lo sustancial, que- 
da naturalmente sujeto á condiciones que cada país 
establece, no en daño del derecho reconocido, sino 
por el contrario, para protejer, por una parte, el de- 
recho individual, eliminando el peligro de una super- 
chería, de una violencia ó de una incorrección; y por 
otra, asegurar, el imperio de las instituciones naciona- 
les, en cuanto pueden ser opuestas á la ejecución de 
una sentencia incompatible con ellas, 6 con sus ne- 
cesidades de orden público ó de seguridad. 

Estas consideraciones presentan como requisito 
indispensable de toda ejecución un acto autoritativo 
que la consienta ex scientia rei\ y ese acto de autoridad 
es el que se llama exequátur, 6 mejor dichoy parea tts, 
que es observar ó cumplir lo que es conforme á las 
leyes. 

En las condiciones que se reputan necesarias para 
expedir ese mandamiento de ejecución, es en !o que 
finca la diferencia de qué se ha hablado, que en cada 
país depende de los trazas que su legislación conser- 
va del espíritu de albanagio, del carácter de sus ins- 
tituciones políticas y del genio y tradiciones que se 
marcan en las leyes y costumbres de cada pueblo. 

No siendo posible en un breve capítulo exponer 
con la amplitud que pertenece á un curso especial, 
tan importante materia, será preciso limitarse á una 
indicación de las reglas generales que en principio de- 
ben rejirla, así como un resumen: igualmente breve, 
de lo que la legislación y los tratados establecen so- 
bre el particular. 

En cuanto á lo primero, esas reglas pueden redu- 
cirse á las siguientes: 

1 9 Que exista realmente una sentencia ejecutoria- 
da; es decir, que no admita un recurso ulterior contra 
ella, según la legislación del país cuyos tribunales la 
han pronunciado. 

2? Que esos tribunales hayan sido competentes 

27 
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para conocer en el litigio ratione rei ó ratione peisonce, 
según el caso. 

3? Que el demandado haya sido citado y oído, ó 
bien debidamente condenado en contumacia. 

4? Que los títulos ó documentos de ejecución estén 
revestidos de los suficientes caracteres de autenticidad. 

5? Que el fallo de que se trata no contenga nada 

que sea contrario á las leyes territoriales ó á las exí- 

« gencias del orden público ó de la seguridad del país. 

En realidad sería difícil que no existiera más ó me- 
nos conformidad, en cuanto al liso basado en esas re- 
glas; pero, aún siendo efectivo que existe cierta unifor- 
% midad, en cuanto á la adopción genérica de esos prin- 

cipios, hay gran divergencia respecto á su inteligen- 
cia y al rigor con que son aplicados. 

Esto puede decirse con entera seguridad, aún te- 
niendo en cuenta que hay legislaciones, y no pocas, 
incluyendo la del Perú, que consideran como no exis- 
tente la sentencia pronunciada por tribunal extranje- 
ro; pero que, sin embargo, al tomar conocimiento del 
asunto, por medio de sus propios tribunales, no revi- 
san propiamente el fallo, en su integridad como ma- 
teria contenciosa. Generalmente, y en casos tales, el 
instrumento en que consta la sentencia extranjera es 
considerado como una prueba decisiva en la instan- 
cia que se promueve. 

En ese caso podemos considerar, además del Perú, 
á Inglaterra, Estados Unidos, Dinamarca, Suecia y 
Holanda. 

En todos esos estados la regla resulta de la prácti- 
ca judicial, por el silencio de las leyas respectivas. 

En la República Argentina, el Código de Enjui- 
ciamiento establece, en primer lugar, que las senten- 
cias de-tribunales extranjeros tendrán la fuerza que 
• les atribuyan los tratados celebrados por la Repúbli- 
ca con los respectivos países; y á falta de tratados se 
observan las reglas siguientes: 
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I? Que la ejecutoria haya recaído sobre una acción 
personal, 

2? Que no sea en rebeldía del demandado que tie- 
ne domicilio en la república. 

3? Que la obligación origen de la ejecutoria sea 
válida conforme k las leyes argentinas. 

4? Que la ejecutoria sea tal en el país en que se 
expidió, esto es, que no haya otro recurso legal; y que 
tenga caracteres de autenticidad. 

En cuanto al Perú la regla le está trazíida, respecto 
de Italia, por el tratado con esa nación de 23 de Di- 
ciembre de 1874; y respecto de las naciones que sus- 
cribieron los pactos de Montevideo de 1889, por los 
principios siguientes: 

, 1 9 Que la sentencia se haya expedido por tribunal 
competente, en ¿a esfera internacional. 

2? Que tenga el carácter de cosa ju^cgada en el es- 
tado en que fué pronunciada. 

3? Que la parte vencida haya sido legalmente ci- 
tada y representada, ó declarada contumaz conforme 
á la ley del país que pronunció esa sentencia. 
' 4? Que no se oponga á las leyes de orden público 
del país de su ejecución. 

En otros países, como Rusia é Italia, se concede el 
pareatisy aun sin exijir reciprocidad, con tal que la sen- 
tencia sea regular en su forma, que emane de juris- 
dicción competente y que sea compatible con el or- 
den público del país. 

Esta misma regla se observa, bajo condición de re- 
ciprocidad, en Alemania, Austria, España y Brasil. 

En Francia, Bélgica y Portugal no se dá curso á 
una sentencia extranjera sin previa revisión; salvo en 
casos de reciprocidad diplomática para el segundo de 
esos países. 

Como se advertirá desde luego, la regla observada 
por estas últimas naciones es la menos conciliable 
con la justicia natural y aún las. conveniencias comu- 
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nes; porque, como se ha dicho, una sentencia definiti- 
va que ha declarado un derecho ó absuelto de una 
obligación, forma parte del patrimonio individual, del 
conjunto de los derechos personales, que en ninguna 
parte debe desconocerse. 

Pero, como se ha visto también, la mayor parte de 
las naciones se inclinan á reconocer la fuerza ejecu- 
toria de las sentencias extranjeras, asignando como 
una de las condiciones fundamentales de la ejecución, 
la competencia de los tribunales que la pronunciaron 
y la citación y audiencia del demandado. 

De estas condiciones, la primera es la que suscita 
serias dificultades, porque en materia, de competencia, 
cabe distinguir y se distingue entre la potestad juris- 
diccional conforme á la ley del país y lo que se llama 
competencia internacional. 

La verdad es que la determinación de lo que debe 
entenderse por competencia en la esfera internacio- 
nal, es de la más extrema dificultad y podría decirse 
que encierra el vocablo un verdadero enigma, por 
cuanto la competencia de jurisdicción en materia ci- 
vil, reglada por la ley territorial, es inconciliable con- 
una competencia internacional en esa misma materia, 
que en rigor de lenguaje carece de sentido. 

Lo que se quiere dar á conocer con esa expresión 
es, que la competencia de los tribunales del país de 
ejecución, en un caso dado, no resulte perjudicada por 
el acto jurisdicional extranjero que se trata de ejecu- 
tar; y esto á su vez se deriva de la competencia le- 
gislativa. 

Para comprender bien todo esto es preciso recor- 
dar cuanto es la variedad de los casos que pueden 
presentarse, y las consiguientes dificultades para de- 
terminar cual es la ley dominante, según se trate de 
derechos reales ó personales, que dependen del esta- 
do civil, ó de simples contratos. 

Pero como la ley según la cual debe fallarse la con- 
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troversia, no es incompatible en rigor con la posibili- 
dad y la conveniencia admitida de que un tribunal ex- 
tranjero sea el que aplique esas leyes exclusivas, el 
sentido de la expresión, "competencia internacional/' 
no puede ser otro que el de la facultad de resolver, 
sin atentado ó violación á las leyes del país que suje- 
tan á su poder exclusivo la materia de la controversia. 

Puede suceder, por ejemplo, que sometida al tribu- 
nal de un país la resolución de una cuestión, depen- 
diente de una obligación voluntaria, para la cual ten- 
ga competencia ratione matetioey se suscite una cues- 
tión previa sobré Ja capacidad del demandante ó del 
demandado para comparecer en juicio, cuestión que 
depende solo de su ley nacional. 

En rigor el tribunal requerido deberá ventilar previa- 
mente esta cuestión prejudicial; y no haciéndolo su 
fallo sería válido, excepto en ese punto que queda obje- 
table, tratándose de su ejecución en otro territorio. 

En general, y fuera de los casos en que la compe- 
tencia parece depender de la materia misma del liti- 
gio, lo que decide, en cuanto á la jurisdicción compe- 
tente, es el domicilio de las partes y en especial del 
deudor, ya sea por el hecho ó por elección, determir 
nada en el acto jurídico, origen del litigio. 

Asser, que expone con particular amplitud esta com- 
plicada y abstrusa materia, en que es tan difícil la gene- 
ralización, omite sin embargo expresar que el domicilio 
del demandado no hace imposible, si no por el contrario 
regular y correcta, la jurisdicción de los tribunales de 
su propio país, aun cuando su domicilio sea diferente. 
La razón de esto se encuentra en que el domicilio en 
el extranjero no rompe los vínculos de sujección á las 
leyes patrias, por lo mismo que es una situación tran- 
sitoria que puede ser cambiada por otra. 

La inseguridad acerca de lo que debe entenderse 
por jurisdicción competente, puede producir, aun exis- 
tiendo tratados, dificultades y conflictos, como ha 
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acontecido en el primer caso de aplicación del tratado 
ítalo-peruano de 23 de Diciembre de 1874, ó sea de la 
ejecución en el Perú de una sentencia pronunciada 
por los tribunales de Italia contra A. F. Ferraro y C* 
á instancia de la sucesión de E. Anselmo. 

No es el caso de examinar, si la decisión de los tri- 
bunales peruanos, que rehusaron ejecutar la sentencia 
pronunciada en Italia, por haberse alegado la incom- 
petencia de los tribunales de ese país, es ó no justa, 
ó si viola ó no el compromiso que el tratado contiene; 
basta para nuestro objeto el dejar establecido que en 
asunto tan difícil y complicado, no basta ni una de- 
signación general de la condición de competencia; y 
que, hasta donde sea posible, deberá especificarse mi- 
nuciosamente y definirse el carácter y casos de esa 
competencia. 

Tratándose de íaudos pronunciados en juicios de 
compromiso, la regla umversalmente admitida es, que 
como tales decisiones no proceden ni sacan su fuerza 
de la autoridad de ningún tribunal, sino de la vo- 
luntad de las partes que constituyeron el arbitraje y 
dieron poder á los arbitros, la sentencia de estos se 
considera ejecutoria como un contrato, siempre que 
esté revestido de las condiciones necesarias de auten- 
cidad. 

Sentencias en materia criminal. - Es opinión co- 
mún, sostenida en verdad por la práctica internacio- 
nal, que las sentencias en materia criminal carecen de 
todo efecto directo y de todo valor fuera de los lími- 
tes territoriales. del país cuyos tribunales la han pro- 
nunciado. 

Esta es la doctrina que profesan, con mayor ó me- 
nor amplitud de razones, casi todos los publicistas, en- 
tre los cuales puede citarse á Wheaton, Pinheyro Fe- 
rreyra, Martens y Fiore. 

En efecto, una sentencia en materia criminal es ca- 
si siempre cuestión de orden interno para cada país. 
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en cuanto importa una represión. Bajo este punto 
de vista sólo es de interés para la nación cuya ley fué 
violada. 

La diversidad de ambos procedimientos trae consi- 
go una diferencia, también, en los efectos de las sen- 
tencias que se pronuncian en uno y otro fuero; y el 
temor de los errores judiciales, en los casos en que se 
trata de vengar un agravio por la justicia represiva, 
dá á las sentencias en este fuero un valor menos ab- 
soluto y definitivo que en el orden civil; porque una 
sentencia condenatoria en materia penal, puede siem- 
pre en^principio ser anulada, si llega á descubrirse que 
se condenó á un inocente, ó aparece el verdadero cul- 
pable. Aparte de que, la apreciación de esa culpabili- 
dad, y de la consiguiente gravedad de la pena, es de 
simple apreciación ó criterio personal en los jueces, 
cuya falta de valor absoluto se revela en la conciencia 
pública por los derechos de gracia y de conmutación, 
que en todas partes existen Cosa diferente sucede 
con los fallos definitivos en el orden civil, en que la 
autoridad de la cosa juzgada es la salvaguardia de los 
derechos privados y un instrumento de orden y de 
fijeza en los intereses sociales. 

El principio de mancomunidad de derecho, en lo 
que tiene de más general, como elemento moral en las 
relaciones internacionales, está suficientemente servido 
con el efecto indirecto que las sentencias en materia 
criminal reciben por medio de la extradición, cuyas 
reglas generales se han expuesto ya y entre ellas la 
fundamental de que sólo puede concederse por reci- 
procidad legislativa ó diplomática. Pero no existe 
tratado alguno ni ley particular que autoricen la eje- 
cución directa de una sentencia penal pronunciada por 
un tribunal extranjefo. 

Por esta causa, no hay ejemplo de que una senten- 
cia de destierro haya impedido jamás que el desterra- 
do sea admitido en otro país, lo que por otra parte 
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sería irrealizable y absurdo; ni que la confiscación se 
haya hecho extensiva á los bienes poseidos por el reo 
en territorio extranjero, ni mucho menos haya tras- 
cendido hasta este la muerte civil, inhabilitación ó 
incapacidad relativa, dependientes de esa sentencia. 

El otro efecto indirecto de tal género de sentencias 
corrobora el principio genera). Tal es el que la sen- 
tencia absolutoria, ó condenatoria ya cumplida, sirve al 
reo de excepción de cosa juzgada, cuando se intenta 
una nueva persecución por causa del delito ya juzga- 
do, tratándose de iniciar el procedimient^o ante los tri- 
bunales de un país diferente de aquel en que §e expi- 
dió la sentencia. 

Las consideraciones de justicia natural, de indepen- 
dencia recíproca de las naciones y las que se deri- 
van de la significación, objeto y efectos peculiares de 
una, sentencia penal, son demasiado perceptibles para 
dejar justificada la excepción á que acabamos de re- 
ferirnos. 

Cartas rogatorias. — Para terminar este capítulo 
demasiado extenso ya, será preciso exponer lo que 
concierne á las cartas ó comisiones rogatorias. 

Es manifiesto que en el caso de un procedimiento 
judicial, ocurre con frecuencia la necesidad de realizar 
algunas diligencias, en territorio extranjero, que han 
de formar parte de la instrucción ó de la prueba. 

En tales casos, el mismo principio en que se ha 
fundado la teoría toda del Derecho Internacional Pri- 
vado, autoriza la expedición de cartas rogatorias; y 
aún sin ese principio rigoroso, la cortesía internacio- 
nal y la común conveniencia autorizarían en todo 
caso el procedimiento. 

Naturalmente, en esto, como en todo lo que se rela- 
ciona con la materia en que nos ocupamos, la legisla- 
ción particular, la jurisprudencia y el derecho conven- 
cional son muy diversos. 

En la imposibilidad de hacer aqui un examen minu- 
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cioso de esas diferencias, parece bastante hacer cons- 
tar que la práctica de esas mutuas concesiones es 
bastante común para autorizar el que se la califique de 
general; aunque, por lo demás, la forma de la ejecución 
de esas comisiones está sujeta á la gran variedad que 
la legislación y la préíctica de los diversos estados es- 
tablecen; sobre todo acerca de la extensión, la forma 
y los requisitos con que esas comisiones se han de 
ejecutar. 

A falta de reglas comunes y uniformes sobre la 
materia, puede considerarse como la base de un pro- 
cedimiento, llamado á gerieralizarse por los tratados, el 
acuerdo del Instituto de Derecho Internacional, en su 
sesión de 1877 realizada en Zurich, que traza las re- 
glas siguientes: 

•* El juez que conoce de un litigio puede dirigirse 
" por comisión rogatoria, á un juez extranjero, supli- 
*i. candóle que realice en el territorio de su jurisdicción 
" una diligencia de instrucción, ú otros actos judicia- 
** les, para los que se considera indispensable ó útil 
" la intervención de ese juez extranjero 

" El juez á quien se pide el despache de una comi- 
" sión rogatoria decide: 

" a) Sobre su propia competencia; 

" b) Sobre la legalidad de la solicitud; 

" c) De su oportunidad, cuando se trata de un ac- 
** to que legalmente puede realizarse ante el juez del 

litigio, oir testigos, recibir el juramento de una de 
" las partes. 

La comisión rogatoria será enviada directamente 

al tribunal extranjero, salvo intervención ulterior de 

los gobiernos interesados, si llegara el caso. 

" El tribunal á quien se dirije la comisión, estará 
** obligado á cumplirla después de examinar: 

"19 La autenticidad del documento. 

" 2? Su propia compatencia ratione materice, según 
" las leyes del país. 

28 
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" En caso de incompetencia el tribunal requerido 
" trasmitirá la comisión rogatoria al tribunal compe- 
" tente, después de ponerlo en conocimiento del tri- 
" bunal exhortante. 

" El tribunal que procede á un acto judicial, en 
" virtud de una comisión rogatoria, aplica las leyes 
" de este país, en lo que concierne á las formas del 
•'* procedimiento, inclusive las que se refieren á la for- 
" ma de las pruebas y del juramento. 
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SUMARIO. — Origen de las legaciones. — Carácter del derecho 
de legación. — Derecho de enviar y recibir agentes diplo- 
máticos. — Designación y funciones de los ministros pú- 
blicos. — Manera de constituirlos. — Clasificación de los 
agentes diplomáticos. — Cuerpo diplomático. — Personal 
de las legaciones. 



Origen de las legaciones. — Históricamente remon- 
ta el origen de las legaciones ó embajadas á una consi- 
derable antigüedad. Filipo de Macedonia enviaba sus 
embajadores por una parte á Cartago y por la otra á 
Antioco, con e¡ objeto de propiciarse para sus planes 
é intereses á soberanos de igual 6 mayor poder. Así 
mismo, todas las ciudades de la Grecia, en el largo pe- 
riodo de sus luchas y particularmente durante la gue- 
rra del Peloponeso, se enviaron sucesivamente emba- 
jadas, que, unas veces para concluir trances de guerra 
y otras para concertar alianzas efímeras y mudables, 
introdujeron en las costumbres é instituciones de la 
época la autoridad, prest ijio é inmunidad de los mi- 
nistros públicos. 

Así aconteció en Roma, cuya historia está llena de 
negociaciones diplomáticas, con que su espíritu domi- 
nador, á la par que astuto, solía templar en las formas 
la brutalidad de la conquista, ó procurarse aliados ó 
neutrales en sus incesantes guerras. Sus embajadas pa- 
ra las alianzas y pactos con los Latinos y Hernicos, con 
Alejandro de Epiro, con Cartago durante la guerra 
con Pirro y con Egipto, demuestran, á la par que la ins- 
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titución del colegio de los Feciales, que el pueblo ro- 
mano, formalista, ambicioso y calculador, dio formas 
particulares, y en cierto modo estables, á las nego- 
ciaciones con los otros pueblos y prestigio religioso á 
los negociadores. 

Pero nada de esto tenia el carácter de las legaciones 
modernas ni del principio representado por ellas. 

El derecho nacional, reconocido como base de las 
relaciones de los pueblos, fué el punto de partida del 
Derecho de Gentes, cuya unidad como sistema se de- 
sarrolló bajo la triple influencia de las cruzadas, de 
la lucha incesante contra la supremacía de algunas 
potencias y el incremento del comercio exterior. De 
manera que el derecho que se ejecuta por las lega- 
ciones, en la actualidad, representa lo que hay de más 
estable, comprensivo y trascendental en la vida de las 
naciones civilizadas. 

Aunque no puede considerarse como un derecho 
incondicional no por eso es menos importante en su 
ejercicio, puesto que por la obra de las misiones di- 
plomáticas, se mantienen y consolidan las relaciones 
de los pueblos, se solucionan sus conflictos y se con 
curre á la prosperidad común. 

Las legaciones de carácter permanente solo remon- 
tan á la época de la paz de Westfalia, que fué asimis- 
mo la que sentó las bases del derecho público eu- 
ropeo. 

Antes de esa época los embajadores eran eventua- 
les y tenían por objeto la conclusión de tratados de 
paz ó de tregua y el cumplimiento de deberes de cor- 
tesía entre los soberanos. 

Derecho de enviar y recibir agentes diplomáticos. 
— Corresponde el derecho de legación á las estados 
soberanos, cuya independencia está universalmente 
reconocida; de manera que no puede admitirse en los 
estados que, por causa de una alianza desigual ó de uij 
protectorado, se encuentran bajo la dependencia de 
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Otro. Por una razón análoga no disfrutan de él los es- 
tados constituidos bajo el réjimen de un imperio ó re- 
pública federal con un gobierno supremo ó central, 
que absorve la representación externa de cada uno. 
Del mismo modo, no se reconoce en el derecho pú- 
blico la facultad de hacerse representar diplomática- 
mente á los bandos, partidos ó facciones que comba- 
ten al gobierno constituido en un país y que está reco- 
nocido por los demás estados, cualquiera que sea su 
fuerza ó poder ostensible, hasta que, terminada la lucha, 
se haya restablecido la unidad del gobierno, ó bien 
haya resultado la división del antiguo estado en dos 
ó más. 

Ese derecho se ejerce por el soberano ó jefe del es- 
tado, en posesión de autoridad reconocida por los go- 
biernos extranjeros, que por la constitución, por el 
uso y en todo caso por la naturaleza de las cosas, ti&- 
ne la representación externa de la nación y el poder 
supremo en el interior. 

Semejante poder no es, sin embargo, absoluto y es- 
tá limitado por lo que establecen las leyes fundamen- 
tales del país. 

Por lo común el jefe del Estado puede enviar re- 
presentantes al extranjero, según lo exijan las necesi- 
dades públicas, y es libre en la elección de las personas 
que reúnan los requisitos que la ley exije, ó que el ca- 
rácter y objeto de la misión determinen. 

En las monarquías, sean autoritarias ó constituciona- 
les, el soberano elije libremente sus representantes en 
el extranjero, particularmente para las misiones ó em- 
bajadas de primer orden y de carácter trascendental. 

En algunas repúblicas, como en los Estados Uni- 
dos de la América del Norte, Confederación Argen- 
tina y Chile el nombramiento de los agentes diplomá- 
ticos no puede hacerse por el presidente sin el asen- 
timiento del Senado. 

Como el ejercicio del derecho de embajada corres- 
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ponde sustancialmente al gobierno ejecutivo, si el jefe 
de éste, en las monarquías, se encuentra inhabilitado 
'por causa de minoría, incapacidad ó cautividad deri- 
vada de la guerra, esa potestad recae en el regente, 
consejo de regencia ú otra personalidad determinada 
por las leyes constitucionales ú orgánicas. 

P^l poder de acreditar ministros implica el de reci- 
birlos; y esto sin taxativa 6 venia de ninguna otra au- 
toridad del país, cuya intervención sería incompatible 
con los fueros y responsabilidades del Poder Ejecuti- 
vo y con el respeto debido á las naciones que envían 
sus agentes. 

Pero el deder de recibirlos no significa la obliga- 
ción de hacerlo, sino cuando se trata de una nación 
cuya independencia esté generalmente reconocida y 
con quien se hayan mantenido anteriores relaciones 
de amistad. En todo caso, la admisión de una emba- 
jada de un estado recientemente constituido, por 
emancipación ú otra causa análoga, queda subordina- 
da al criterio y conveniencias de la nación que debe 
recibirla. 

La negativa en los casos normales y de relaciones 
establecidas, sería considerada como una grave descor- 
tesía que significa é impone la ruptura. 

Sin embargo, puede negarse el gobierno á recibir 
el ministro de otra nación, cuando concurran graves 
y fundadas razones relativas á la persona del enviado. 

Es preciso, entonces, bajo las formas de la más 
puntual- cortesía, exponer esos motivos, protestando 
que será recibido cualquier otro que sea adecuado pa- 
ra mantener las relaciones amistosas y cordiales de 
ambos estados. 

Numerosos precedentes autorizan la regla funda- 
da, además, en la acción tan decisiva de las personas 
elejidas sobre la suerte de las negociaciones y sobre 
la amistad de los gobiernos á quienes sirven de inter- 
mediarios. Así sucedió con el enviado de Inglaterra 
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á Suecia en 1758, con el de Suecia al Austria en 1802 
y con el de Francia al reino de Cerdeña en 1792. 

Puede también suceder que el obstáculo para reci- 
bir á un enviado resulte de la incompatibilidad de la 
misión que se le confía con los derechos soberanos 
del país en que es acreditado. Esta emergencia se 
presentó cuando los príncipes protestantes de Alema- 
nia y Dinamarca se negaron á recibir los legados del 
Papa, porque reputaban la supremacía espiritual de 
éste opuesta á su independencia. 

Caso análogo fué el del comisario regio enviado al 
Perú por el gobierno de España en 1864, que fué 
rechazado por el gobierno peruano bajo la razón deci- 
siva de ser ese título desconocido en los usos diplo- 
máticos é inconciliable con la soberanía del Perú. Esa 
denominación, en efecto, solo se empleó, conforme á 
las tradiciones y usos de la corona española para de- 
signar á los delegados ó agentes que el monarca en- 
viaba á las provincias de su reino, en época en que 
gozaban de ciertos fueros. Por eso y para evitar con- 
flictos, que harían de difícil solución los estímulos del 
amor propio, es de costumbre investigar previamente 
si el ministro que se proyecta enviar es persona grata 
para el gobierno que ha de recibirlo. 

Cada gobierno puede acreditar en una corte extran- 
jera el número de ministros que tenga á bien, ya sea 
para que cada uno desempeñe una misión particular, ó 
para que todos cooperen en una sola. Estos enviados 
pueden ser del mismo 6 de diferente rango. 

Aun en el caso de existir una legación permanente» 
puede acreditarse otro ministro encargado de una mi- 
sión ad hoc para negociación determinada, 6 en emba- 
jada de etiqueta y particular cortesía. Entre nosotros 
se ha presentado el caso reciente de dos legaciones 
simultáneas de la República de Colombia, la una en 
misión permanente y la otra encargada de un modo 
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especial de las cuestiones de límites entre el Perú, 
Colombia y el P^cuador. 

Aunque la práctica haya autorizado esto, y aun sea 
en algunos casos de particular utilidad, debe tenerse 
por cierto lo que Pinheyro Ferreyra insinúa acerca de 
los graves inconvenientes que ofrece el envío de va- 
rios ministros, encargado cada uno de una negocia- 
ción particular, en que es casi inevitable la lucha de 
celo y amor propio, que puede conducir á deplorables 
inconvenientes. 

Si esa pluralidad de ministros es considerada como 
prerogativa de la nación que los envía, no faltan ejem- 
plos de que ella haya sido exijida por los soberanos á 
quienes eran enviados. Tal fué el caso de la embaja- 
da de excusa enviada por la república de Genova á 
Luis XIV en 1685 y la que envió con idéntico objeto 
la Gran Bretaña á Rusia en 1709, con motivo del in- 
sulto hecho en Londres al embajador del Czar. 

En los Congresos diplomáticos es de regla usual 
que cada una de las potencias que concurran esté 
representada por más de un plenipotenciario. 

Manera de constituirlos. — Los agentes diplomá- 
ticos, ó ministros públicos, son habilitados para el ejer- 
cicio de su cargo con una carta autógrafa del sobe- 
rano Que se llama credencial. 

Este documento contiene únicamente la designa- 
ción de la persona del enviado, los méritos y títulos 
que han determinado su elección por el soberano que 
lo envía, la gerarquía con que se le inviste, recomen- 
dándolo á la benevolencia y consideración del que de- 
be recibirlo, y pidiendo á éste que dé fé y crédito á 
cuanto le diga en su nombre y particularmente cuan- 
do se refiera á los sentimientos de cordialidad hacia 
la nación y el gobierno donde vá acreditado. 

En principio la credencial es una especie de pleno 
poder general, pero, prácticamente, solo sirve para 
comprobar la autenticidad de la misión y el rango del 
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ministro, sin autorizarlo para concluir ninguna ne- 
gociación particular, que exije un pleno poder expedi- 
do para ese objeto. 

La forma de la credencial varía según el rango del 
soberano que la expida, del que la recibe y aún de la 
gerarquía en que se acredita el enviado. La entrega 
de ella tiene lugar en audiencia pública ó privada, se- 
gún los usos del país, y después de haberse enviado 
una copia textual para que se pueda conocer si es- 
tá en conformidad con las reglas y usos admiti- 
dos. 

Con una misma credencial puede habilitarse á dos 
ó más ministros del mismo rango enviados á una mis- 
ma corte; y así también puede un solo ministro reci- 
bir más de una, cuando sea acreditado en varias cor- 
tes á la vez. 

Como el agente diplomático es un mandatario del 
gobierno que lo envía, sus credenciales y plenos po- 
deres caducan por todo suceso que traiga consigo un 
cambio en la forma de gobierno ó en la persona del 
soberano ó jefe del Pastado que ha enviado ó recibido 
al ministro. 

Desde que tal cambio se realiza, el ministro cesa de 
tener poder y representaciórí para hablar en nombre 
del gobierno de su país y para obligar á éste; pero es 
de uso conservarle su situación oficial ostensible y 
sus inmunidades, y aún entenderse con él en asuntos 
de poca trascendencia y de simple etiqueta, sobre to- 
do cuando es moralmente probable que sus poderes 
serán confirmados. Entre países que están sujetos á 
la renovación periódica y constitucional de los jefes 
del Estado, basta que el ministro se apersone para 
hablar en nombre del nuevo gobierno, ó al que se ha 
renovado en el país de su residencia, para que reasu- 
ma el pleno ejercicio de sus funciones ordinarias. En 
todos los demás casos, aunque el mismo ministro sea 

conservado, necesita nueva credencial. 

29 
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No hay necesidad de contestar la autógrafa que 
sirve de credencial al ministro; solo por excepción 
suele hacerse esto, y particularmente, cuando la elec- 
ción de la persona significa una muestra particular 
de atención y cordialidad hacia el país ó soberano que 
debe recibirlo. 

La credencial se renueva cuando el ministro cam- 
bia de rango. 

Además de la credencial, los ministros suelen lle- 
var cartas particulares de recomendación para los per- 
sonajes ó altos funcionarios del país en que van á 
residir. 

El agente diplomático, encargado de la gestión de 
los intereses de su país ante el gobierno de otro, de- 
be naturalmente justificar la realidad y extensión de 
sus facultades por el título de su mandato. 

Aún que para una misión permanente y el mante- 
nimiento de las relaciones diplomáticas ya estableci- 
das, la credencial puede estimarse como mandato, es 
de uso autorizar al ministro con un pleno poder gene- 
ral, cum libera, lo cual no lo dispensa de presentar el 
pleno poder especial cuando se le encargue la conclu- 
sión de un tratado ó de una negociación determinada. 

Como es fácil comprender, ni en una ni en otra 
clase de mandato pueden fijarse con rigor y precisión 
los límites de los poderes del ministro, por la sencilla 
consideración de que, en la mayor parte de los casos, 
sería esto suficiente para que fracasara la negocia- 
ción desde su origen. 

Como todo tratado ó convenio exije, en principio y 
por práctica universal, la ratificación, la forma común 
de los poderes es la ilimitación de facultades, base 
de seguridad y de confianza recíprocas entre los nego- 
ciadores. Los límites verdaderos de las facultades del 
agente ó plenipotenciario se encuentran en las ins- 
trucciones, que le trazan el máximum de lo que pue- 
de conceder y el minimiím de lo que debe exigir. 
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Aún en las negociaciones entabladas con la cali- 
dad de ad refetendum, el pleno poder es necesario. 
La diferencia entre esta forma y la ordinaria consis- 
te, solamente, en que, en el primer caso, la ratificación 
es libre según la apreciación del soberano, y en los 
demás casos es exijible, salvo los motivos graves y ver- 
daderos de negativa, que son precisamente los que 
en principio han determinado la necesidad de la ratifi- 
cación y la reserva expresa de ella en todo tratado ó 
convenio internacional. 

Por lo demás, la forma de los plenos poderes es, 
hasta cierto punto, arbitraria. Generalmente se expi- 
den como letras patentes, y con las formalidades y 
requisitos establecidos por los usos de cada canci- 
llería. 

Los ministros acreditados para un congreso de ple- 
nipotenciarios no tienen necesidad de credenciales, si 
no de plenos poderes, que se canjean por copias au- 
ténticas de ellos en la primera reunión oficial que 
celebren. 

Por último, por instrucciones se entiende la memo- 
ria ó exposición en que se traza las relaciones políti- 
cas entre el estado que acredita y el que recibe al mi- 
nistro ó negociador, particularmente en orden al asun- 
to cuya gestión se le encomienda, fijándose la regla 
de conducta que debe seguir. Las instrucciones son 
su ley, de la cual no puede separarse sin incurrir en 
la más grave responsabilidad; y deben por lo mismo 
redactarse con la mayor reflexión y estudio del asun- 
to, en vista de los hechos y de las negfociaciones ante- 
riores, de las relaciones actuales de ambos gobiernos 
y de los sucesos que sea posible preveer, sin omitir de- 
talles necesarios é ilustrativos. 

Las instrucciones son destinadas exclusivamente al 
diplomático negociador, lo cual no es un obstáculo, 
para que ellas sean en algunos casos ostensibles. 
Cuando esto sucede, solo se separa de ellas, para con- 
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signarlo en las instrucciones reservadas, todo lo que 
no interesa directamente al Gobierno con quien se 
negocia; pero no podría admitirse, sin que ello impor- 
tase deslealtad y deshonor, el que las instrucciones 
manifestadas estuviesen en alguna parte en oposición 
á las reservadas, induciendo asi en error á la otra par- 
te ó sorprendiendo su buena fé. 

En algunos casos, y para vencer escrúpulos y des 
confianzas con un rasgo de franqueza y buena fé, el 
ministro, aún sin autorización, puede mostrar sus ins- 
trucciones, obteniendo así un resultado decisivo y, en 
todo caso, una facilidad para el acuerdo que se persi- 
gue; pero no podría hacerlo cuando por su gobierno 
le estuviese formalmente prohibido. 

En ningún caso puede exijirse, sin ofensa, la comu- 
nicación de las instrucciones de la otra parte, bastando 
para autorizar al ministro, en lo que acepta ó propone, 
el tenor de sus plenos poderes. 

Es de uso general, para conservar el secreto de las 
negociaciones y de sus faces diversas, que las legacio- 
nes se sirvan de una clave para cifrar los documentos 
que dirijen á sus gobiernos respectivos y particular- 
mente los despachos telegráficos. 

Clasificación de los agentes diplomáticos. — 

En prmcipio 6 por derecho primitivo no puede haber 
distinción ó diferencia de clases entre los agentes di- 
plomáticos, puesto que son siempre y en todo caso 
mandatarios de sus gobiernos, para representarlos en 
la gestión de los asuntos de que se les encarga. Pero 
el derecho positivo ha introducido una clasificación 
que los coloca en rangos diferentes, desde que á al- 
gunos de ellos se les atribuye un carácter especial de 
representación. 

Esa clasificación formal que, aun en el antiguo uso 
6 derecho positivo, no existía, pues todos los agentes 
diplomáticos eran constituidos como embajadores ó 
procuradores, fué establecida por el reglamento acor- 
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dado en el Congreso de Viena en 1815, que distin- 
guió los agentes diplomáticos del modo siguiente: 

I? Los embajadores, ios legados y nuncios de la 
Santa Sede. 

2? Los enviados, ministros ú otros agentes acre- 
ditados ante los soberanos. 

3? Los encargados de negocios acreditados ante 
los ministros de Relaciones Exteriores. 

Las cinco grandes potencias, reunidas en el Con- 
greso de Aix la Chapelle en 18 18, teniendo en cuen- 
ta que no se había previsto un punto de etiqueta di- 
plomática, que podía dar lugar á enojosas cuestiones 
de ceremonial, decidió que los ministros residentes 
formarían con relación á su rango, una clase entre los 
miembros de segundo orden y los encargados de ne- 
gocios. 

Este reglamento puede llamarse universal, en cuan- 
to ha sido adoptado por decición expresa ó de hecho 
por todas las naciones civilizadas. 

Sin embargo, los reglamentos diplomáticos particu- 
lares de algunos estados tienden á introducir una in- 
novación en ese uso; eliminando de nuevo de la cla- 
sificación á los ministros residentes y creando en la 
clase de los ministros plenipotenciarios dos órdenes, ó 
sea, ministros plenipotenciarios de primera y segunda 
categoría. Parece oportuno advertir que este arreglo 
es de orden puramente interno, y que no establece una 
diferencia real de rango en los plenipotenciarios de 
una y otra clase ante los gobiernos extranjeros; y 
que está particularmente destinado á servir de regla 
para los ascensos y goces de los empleados diplomá- 
ticos de carrera. Asi se ha establecido en España, el 
Brasil y la República Argentina, 

Los embajadores legados y nuncios gozan de ca- 
rácter representativo; desígnase asi, según Carden, el 
** carácter de ceremonial más elevado, en virtud del 
" cual los embajadores representan á su soberano, no 



— 230 — 

** solamente en las negociacionos, si no tambián en 
" cuanto á las distinciones honoríficas." 

Aun cuando por el carácter que se les atribuye, 
parecería que debían reclamar los mismos honores 
que el soberano á quien representan, prácticamente 
existe siempre la diferencia que ha de producirse en- 
tre la realidad y la ficción. 

Lo más importante, en cuanto á su alta prerrogati- 
va, está en que el embajador puede conferenciar y 
concluir acuerdos directamente con el soberano del 
país en que reside, sin necesidad de intermediarios, 
formalizándose después el acuerdo en el protocolo, 
tratado ó documento de cancillería que sea necesario, 
según el caso. 

Todas estas distinciones respecto á los embajado- 
res, son de pura convención y no responden á ningu- 
na regla ó principio. El embajador, como todos los de- 
más agentes diplomáticos es simplemente un manda- 
tario del Estado que lo envía y su llamada represen- 
tación se refiere al país y no á la persona de su so- 
berano. Esta última función derivada de la errónea 
idea de considerar al soberano como cosa distinta y 
más excelsa que la nación misma que preside, ha caí- 
do por la fuerza de las cosas á lo que debía ser. Los 
embajadores no son hoy ya, particularmente, los re- 
presentantes de altos y poderosos soberanos, puesto 
que el derecho de enviar y recibir agentes de esa cla- 
se lo ejercen las repúblicas, como en un tiempo la re- 
pública inglesa presidida por Cromwell, como hoy y 
antes la República Francesa y la de los Estados Uni- 
dos de la América del Norte. 

Recientemente la república de Méjico ha sido ad- 
mitida, en sus relaciones con los Estados Unidos, en 
el rango de las naciones que envían y reciben emba- 
jadores. 

Los legados pontificios se distinguían en legados 
d latere, legados misos y legados natos. 
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Los primeros eran los cardenales que, en tiempos 
anteriores, enviaba el soberano Pontífice á los prínci- 
pes para la negociación de asuntos referentes á la 
Iglesia. Esta clase de enviados desapareció por la 
naturaleza de la jurisdicción espiritual que ,á todas 
partes llevaban, como representantes de la persona 
del pontífice, y por la colisión que producía su espe- 
cial dignidad con los derechos y prerrogativas de los 
prelados nacionales. 

Los legados misos son los que el Papa ha enviado 
siempre con el carácter de agentes diplomáticos, 
en su calidad de soberano temporal, mientras la 
tuvo. 

Los legados natos no pertenecen ni han perteneci- 
do á la categoría diplomática, correspondiendo ese títu- 
lo y función á ciertos prelados á cuya dignidad 
iba anexo ese honor, como sucedía con los arzobispos 
de Cantorbery, Reims Toledo, Salzburgo y otras se- 
des arzobispales. 

La alta autoridad del Pontífice Romano y su poder 
espiritual sobre la inmensa suma de católicos, que 
constituyen por entero, ó forman parte considerable 
de los estados que viven en la comunidad del dere- 
cho internacional, le ha conservado la prerogativa de 
acreditar y recibir enviados con las inmunidades y 
fueros de los agentes diplomáticos; que, aun cuando 
con la misión de tratar asuntos relativos á la iglesia, 
no pueden dejar de rozarse con los intereses tempo- 
^ rales de todos esos estados. 

Cada nación establece, según sus conveniencias y 
recursos, el rango de sus agentes diplomáticos. Así 
los grandes estados, monarquías ó repúblicas, consti- 
tuyen entre sí legaciones de primera clase ó embaja- 
das; y de segundo, tercero ó cuarto orden los demás 
estados. 

La distinción entre los embajadores ordinarios y 
extraordinarios carece actualmente de importancia. 
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pnrque no significa ninguna diferencia real de rango 
ni de prerogativas; y precisamente para poner térmi- 
no á las interminables y á veces ridiculas cuestiones 
de ceremonial y de etiqueta, que se suscitaban antes 
con motivo de la incertidumbre que sobre esto exis- 
tía, se adoptó el reglamento diplomático que sancionó 
el Congreso de Viena. 

La diferencia entre esa primera clase de ministros 
y los demás, estriba, como se ha dicho, en solo la am- 
plitud del ceremonial, que naturalmente implica un 
orden de precedencia que corresponde al rango ó ge- 
rarquía de cada ministro, sin consideración á la po- 
tencia ó estado que representa. 

Recien establecidas las pequeñas repúblicas de es- 
te continente, los estados de Europa les enviaban so- 
lamente agentes que revestían el doble carácter de 
cónsules generales y encargados de negocios; pero la 
creciente importancia que adquirieron por la estabili- 
dad de sus instituciones y por el desarrollo del co- 
mercio, han introducido en sus relaciones mutuas la 
gerarquía diplomática admitida en Europa, excepto en 
los ministros de primer rango. 

Además de los agentes diplomáticos, que forman 
escala ó gerarquía, hay cierta clase de delegados ó co- 
misarios que, aun cuando no son ministros, ni puedan 
pretender sus prerogativas, disfrutan de ciertas inmu- 
nidades y consideración por el cargo que les han con- 
ferido sus gobiernos; tales son los comisarios que de- 
ben formar las comisiones mixtas para resolver recla- 
maciones privadas, que se ha convenido en solucionar 
de esa manera y los que están encargados de proce- 
der á la delimitación de fronteras ó liquidación de 
cuentas. 

El uso reconoce, también, el envío de agentes con- 
fidenciales, encargados de gestiones oficiosas, parti- 
cularmente cuando el poder ó autoridad que los en- 
vía no está reconocido como representante de un es- 
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tado. Así sucede cuando, durante una guerra de eman- 
cipación, se procura por la colonia ó provincia alzada 
contra la metrópoli, el reconocimiento de su indepen- 
dencia, ó simplemente de su beligerancia; y ese es 
también el carácter con que han sido recibidos por la 
metrópoli los enviados de la provincia emancipada; 
que no asumen la representación oficial y el ranino é 
inmunidades de los agentes diplomiiticos, sino cuando 
han sido 'salvadas las formalidades que debían prece- 
der al tratado que sella el reconocimiento. 

Cuerpo diplomático. — La reunión de los agentes 
ó ministros públicos de diversos estados ante un mis- 
mo gobierno, toma el nombre de cuerpo diplomático. 
Éste, según Bluntschli, no es ni un cuerpo político ni 
una persona jurídica, sino solamente la reunión de 
personas del todo independientes entre sí; pero es la 
imagen de la solidaridad de los estados y tiene el de- 
recho de formular los sentimientos y los prmcipios 
comunes. 

Esta representación la ha asumido el cuerpo diplo- 
mático, como en 1871 durante el sitio de París, para 
reclamar la comunicación de las legaciones con sus 
respectivos gobiernos; y en 1864, en que, los agentes 
diplomáticos acreditados en Lima, se reunieron para 
rechazar, como sentimiento y opinión común de sus 
gobiernos respectivos, el principio de reivindicación, 
invocado por el gobierno de España para tomar pose- 
sión de las islas de Chincha en plena paz y después de 
estar de hecho y de derecho, establecida por 40 años 
la independencia del Perú y su soberanía sobre el te- 
rritorio del antiguo vireynato. 

El cuerpo diplomático se reúne también para hacer 
en común, por el órgano de su decano, manifestacio- 
nes de cortesía y cordialidad en ocasiones solemnes 
con referencia al país ó al soberano que lo preside. 
El decano del cuerpo diplomático es el más antiguo 

entre los de clase superior; y en los países católicos 
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se acostumbra darle esa preeminencia al representan- 
te del Papa. 

Personal de las legaciones. — El rango ó gerar- 
quía que ocupa el jefe de una misión diplomática, es 
la que determina la calidad y número de los emplea- 
dos de ella. 

Forman el personal oficial, los consejeros, los secre- 
tarios de embajada ó de legación, los agregados, el can- 
ciller, el intérprete y el capellán; funcionarios todos á 
los cuales se extiende la inmunidad diplomática del 
jefe de la misión. El secretario privado, dependientes 
de oficina y domésticos del ministro, no siendo parte 
de la legación, no gozan de inmunidad, pero si de la 
protección del derecho de gentes. 

Los secretarios son de i% de 2^ y aun de 3?^ clase, 
según los usos y reglamentos de cada país; pero esto 
no sucede sino en las legaciones de i9 ó de 2? orden. 
En tales casos, y salvo las disposiciones prohibitivas 
del gobierno, ó del reglamento diplomático respectivo, 
el jefe de la misión está autorizado para presentar al 
primer secretario como Eficargado de Negocios ad 
interim^ que lo reemplazará por ausencia ó impedi- 
mento. 

En las legaciones de primer orden de la Gran Bre- 
taña, el primer secretario queda con el cargo y repre- 
sentación de ministro plenipotenciario, durante la au- 
sencia del embajador. 

Los secretarios de legación tienen á su cargo la re- 
dacción de las actas y protocolos, la organización y 
cuidado del archivo, la formalización de todos los ac- 
tos del estado civil que se extienden en la legación y 
la autorización en forma de las copias auténticas de 
los documentos oficiales. Sirven de órgano de comu- 
nicación verbal del jefe de la misión para con el mi- 
nistro de Relaciones Exteriores del país de su resi- 
dencia y para con los demás agentes diplomáticos allí 
acreditados. 
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Las funciones relativas al estado civil ó actos no- 
tariales, son de la competencia del canciller, cuando lo 
hay en la legación. 

Los consejeros de legación forman el cuerpo con- 
sultivo del jefe de la misión, que, sin embargo, pro- 
cede libremente y asumiendo toda la responsabilidad 
de sus actos. 

Los agregados son civiles y militares. Los prime- 
ros desempeñan las labores secundarias de la secreta- 
ría, según las órdenes y bajo la inmediata dependen- 
cia de los secretarios. Los segundos, además de con- 
currir al realce de la misión diplomática, tienen por 
especial obligación la de tener á su gobierno al co- 
rriente del estado, organización y reformas del ejér- 
cito y la marina del país en que residen, suministran- 
do todos los datos que crean útiles é instructivos; 
y son elegidos entre los oficiales de superior gra- 
do del ejército y de la armada de más capacidad y 
suficiencia. Algunas veces y en casos especiales, 
pueden ser escogidos entre los oficiales generales 
de uno ú otro ramo. 



LECCIÓN XII 

SUMARIO. — Deberes y funciones de los agentes diplomáticos. 
—Ceremonial diplomático. — Inmunidades, prerogati- 
vas y esenciones de los ministros. — Fin de las misiones 
diplomáticas. 

Deberes y funciones de los agentes diplomáticos 

— Abarcan unos y otras una esfera tan considerable 
como son los innumerables asuntos é incidencias que 
están á cargo de las legaciones y los cuidados que im- 
pone á éstas el extricto cumplimiento de las instruc- 
ciones de su gobierno, la buena gestión de los inte- 
reses que se les han encomendado y la atención minu- 
ciosa que deben á los usos del país en que reside y á las 
reglas de etiqueta y cortesía que, en todo caso, debe 
observar el ministro con el gobierno y con sus colegas. 
Los deberes del agente diplomático pueden resu- 
mirse así: adquirir conocimiento previo y suficiente 
de las relaciones ya establecidas entre los dos países 
y de los documentos oficiales y reservados que forman 
su base y antecedente; lo que, por otra parte, debe 
ya constar, con más ó menos precisión, en las instruc- 
ciones que haya recibido; informarse cuidadosamente 
de los usos admitidos en el país, en cuanto á la etique- 
ta y ceremonial de las audiencias y de las visitas que 
debe hacer ó recibir, á fin de sujetarse á ellos, en 
cuanto sean compatibles con el carácter de su inves- 
tidura, el rango de su soberano y las órdenes que ha- 
ya recibido; dar aviso en las formas establecidas so- 
bre su llegada, solicitando su recepción oficial, para 
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lo cual acompañará á su nota verbal una copia autén- 
tica de la credencial y del discurso que pronunciará 
al presentarla; utilizar el tiempo intermedio desde 
su llegada, en las visitas de etiqueta establecidas, y 
en adquirir á favor de ellas el conocimiento necesario 
del carácter y circunstancias de los altos funcionarios 
del estado y personajes influyentes, dando cuenta del 
resultado de sus observaciones. Como, ante todo, un 
agente diplomático es, según lo expresa Martens, un 
ministro de paz, debe propender á ese fin primordial, 
adoptando en su actitud, lenguaje y maneras el tacto, 
mesura y benevolencia que lo hagan grato y faciliten 
su tarea. Por último está obligado á usar de la más 
estricta imparcialidad, prescindencia y reserva en to- 
das las cuestiones de carácter interno del país en que 
reside, que agiten y dividan los ánimos, sin perjuicio 
de comunicar á su gobierno las observaciones que ese 
estado de cosas le sujiera y las previsiones que le 
sea posible formar. 

Siguiendo siempre á Martens, puede decirse con 
verdad que gran parte de las funciones de los agen- 
tes diplomáticos consiste en la práctica de los debe- 
res enunciados. 

De un modo más preciso y en otro orden pueden 
concretarse y especificarse del modo siguiente: 

a) Para con su gobierno, el exacto cumplimiento de 
las instrucciones y órdenes que hayan recibido de és- 
te; la puntual comunicación de todo lo que concierne 
á la negociación de que están encargados y de cuanto 
interese al conocimiento exacto que deben procurarle 
de las circunstancias favorables ó adversas para la 
conservación de las buenas relaciones entre ambos 
países; no omitiendo nada de lo que, respecto al esta- 
do político, industrial y comercial del país de su resi- 
dencia, contribuya á vincularlo con el propio, ó á favo- 
recer los intereses lícitos de éste. Particularmente 
debe hacer en cada año, ó cuando las necesidades lo 
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exijan, una memoria ó relación que comprenda los 
objetos ya expresados. Esta obligación está impuesta 
á los ministros, aparte de las necesidades propias de 
su cargo, por los reglamentos diplomáticos de mu- 
chos estados. 

b) Para con los subditos de un país llena las fun- 
ciones siguientes: 

La protección de oficio que les deben, á fin de pre- 
servarlos de los perjuicios ó vejámenes de que pudie- 
ran ser objeto/ pero, debiendo entenderse que tal atri- 
bución no se extiende á los casos de controversias 
de carácter privado, que son de la competencia de los 
tribunales del país. 

Aun en los casos expresados, cuando se trate de 
reparación de los perjuicios sufridos por obra de las 
autoridades, la acción del ministro es puramente oficio- 
sa; porque la reclamación diplomática formal solo pro- 
cede por orden expresa de su gobierno, cuando éste 
haya creído uportuno tomar el asunto bajo su patroci- 
nio. La acción oficial ú oficiosa del ministro no pue- 
de ejercitarse, en ningún caso, si no dirijiéndose al 
Ministerio de Relaciones Exteriores. 

c) Es también de la competencia del ministro, en 
este orden, autorizar los actos notariales y los del esta- 
do civil de sus nacionales, que formalizan el secretario^ 
ó el canciller en su caso, visar las copias auténticas de 
ellas y llevar el rejistro de nacionales, cuya inscrip- 
ción se hará previa la comprobación de ese carácter á 
juicio del ministro, ó según las reglas establecidas en 
las ordenanzas ó leyes de su país. 

Correspondería á un tratado especial de diplomacia 
el exponer con mayor amplitud las funciones y facul- 
tades de los agentes diplomáticos en orden á su go- 
bierno, al del país en que está acreditado y á las ne- 
gociaciones, conferencias y actos diplomáticos á que 
concurra; por lo cual debemos limitarnos á lo que bre- 
ve y sucintamente dejamos apuntado. 
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Ceremonial diplomático. — Está constituido- éste 
por el conjunto de reglas ó prácticas admitidas entre 
los estados con relación á los honores, distinciones y 
precedencia respectiva de los ministros públicos, en 
el acto de su recepción y en todos aquellos á que de- 
ben concurrir en ejercicio de su cargo ó por conside- 
ración á éste. 

En cuanto al ceremonial de recepción depende de 
los usos de cada país; aunque es oportuno advertir 
que ningún gobierno podría apartarse, de un modo no- 
table y deliberado de lo que está generalmente admi- 
tido, sin que ello importe una falta de cortesía. 

Según los usos y opiniones más comunes, los em- 
bajadores, disfrutan de los honores y distinciones que 
corresponden á los representantes personales de los 
soberanos y su recepción se hace generalmente en 
audiencia pública y solemne por el mismo sobe- 
rano. 

En los países en que se acredita embajadores, los 
ministros diplomáticos de otras jerarquías son recibi- 
dos en audiencia privada, en lo general. 

En las repúblicas de América el uso es vario, pues 
mientras que en los Estados Unidos de la América 
del Norte, Chile y la Argentina se recibe á todos los 
ministros en una audiencia que, si no es absolutamen- 
te privada, lleva poca solemnidad, en otras repúblicas, 
como* en el Perú, se reviste ese acto de un carácter 
ceremonioso que se podría excusar, en ciertos acce- 
sorios. 

Lo que es común y obligatorio, para todos ios ca- 
sos, es la conducción del ministro y su comitiva á la 
residencia oficial del soberano ó jefe del estado en los 
carruajes de éste, acompañado del introductor de em- 
bajadores, oficial mayor ó sub-secretario de Relaciones 
Exteriores y de uno ó más jefes de la casa militar del 
soberano, ó de un edecán del Presidente. En la audien- 
cia, el ministro presenta su credencial con un discurso 
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de cumplimiento, que el jefe del estado debe contestar 
en términos análogos. 

El uso establecido exije que el ministro que ingre- 
sa, visite en seguida al ministro de Relaciones Exte- 
riores y los demás miembros del gabinete, lo mismo 
que á sus colegas del cuerpo diplomático. 

Los ministros diplomáticos, reciben en los despa- 
chos oficiales el tratamiento honorífico que correspon-- 
de á su rango. — Los embajadores y ministros pleni- 
potenciarios tienen el tratamiento de Excelencia, los 
ministros de 3^ clase el de Honorable y los encarga- 
dos de negocios de Señoría. Pero en esto, como en 
todo, los usos varían, aunque el indicado es el más 
general. 

Uno de los más importantes puntos en lo relativo 
al ceremonial diplomático, es el de fijar el rango ó 
puesto de los ministros acreditados en una corte. Las 
reglas para determinarlo, adoptadas por el Congreso 
de Viena y seguidas hasta hoy de un modo gene- 
ral, son los siguientes. 

Los empleados diplomáticos en misión extraordina- 
ria, no tienen por este título superioridad de rango. 

Los empleados diplomáticos tomarán puesto entre 
sí, en cada clase, según la fecha de la notificación ofi- 
cial de su llegada. 

En cada estado se determinará un modo uniforme 
de recibir á los empleados diplomáticos de la misma 
clase. 

En los documentos ó tratados en que figuran di- 
versos estados, que admiten la alternativa, decidirá la 
suerte acerca del orden que debe observarse en las 
firmas. 

Los inconvenientes que esta misma regla ocasiona- 
ba en la práctica, han introducido posteriormente el 
uso de seguir el alfabeto para la mención de los esta- 
dos y el orden de las firmas. 

En las asistencias oficiales ó actos de ceremonia ó 
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cortesía á que concurra el cuerpo diplomático, se ob- 
servarán las costumbres de cada país, cuando ellas no 
importen una depresión para el carácter y representa- 
ción del ministro. 

Prerogativas de los agentes diplomáticos. — 

Nada hay- de más fácil comprensión que la necesidad 
de que los agentes públicos encargados de represen- 
tar á su país en las naciones extranjeras, gocen de 
ciertas garantías y seguridades que les den la posibili- 
dad de proceder siempre con la independencia, la ener- 
gía y la dignidad que exijeel desempeño de su misión. 
Por este motivo, sin duda, desde los tiempos más re- 
motos, el carácter de los enviados ó embajadores ex- 
tranjeros inspiró el profundo respeto que encierra es- 
ta fórmula: sancti sunt legati. En Roma se castigaba 
cruelmente á los que habían ofendido á los embaja- 
dores extranjeros. El Corán coloca ese delito entre 
los religiosos que atraen las más graves penas; y es 
sabido que en Méjico y el Perú, al tiempo de la con- 
quiste!, los embajadores tenían carácter sagrado é in- 
violable. 

Aunque la generalidad de los publicistas dan á la 
prerogativas de que gozan los ministros públicos el 
nombre de privilegios, hay otros que sostienen por el 
contrario que son verdaderos derechos. 

La discusión sobre este punto es inoficiosa; por- 
que, derecho ó privilegio, es innegable que la prero- 
gativa diplomática, nacida de la necesidad inherente 
á la función de los ministros y reconocida sin excep- 
ción hasta en las costumbres de los pueblos incultos, 
es una institución de derecho de gentes universal que 
no está sujeta á controversia; sobre que, el privilegio, 
cuando no se funda exclusivamente en el hecho for- 
tuito del nacimiento ó el favor, no pugna si no se con- 
forma al principio jurídico. 

Entre esas prerogativas se encuentra la inviolabi- 
lidad, que consiste, según la definición común, en el 
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derecho reconocido en el ministro público de ser pro- 
tejido contra los atentados y violencias del gobierno 
donde está acreditado y de los particulares. 

Aunque sea cierto que, en rigor, este mismo derecho 
se encuentra en el individuo privado, que, en su cali- 
dad de persona jurídica, merece la protección de la 
ley y de las autoridades, lo es también que debe con- 
siderarse inseparable su persona de ía representación 
que ejerce, que es el motivo y el carácter de su re- 
sidencia en país extranjero. 

De manera que, ante la necesidad de la indepen- 
dencia y seguridad de que debe gozar y de lo inútil ó 
insuficiente de una tardía reparación, el consentimien- 
to común, hace al país responsable de las vejaciones 
ejecutadas por el gobierno ó las autoridades, y consi- 
dera las ofensas de los particulares con una gravedad 
y trascendencia que las coloca entre las infracciones 
castigadas con penas más rigorosas. 

No se debe, sin embargo, creer que toda crítica ó 
censura de que sea objeto el ministro, por sus actos 
privados y vituperables, estén bajo la sanción del pri- 
vilegio. Así tampoco, esa prerogativa no lo proteje 
contra el insulto que el ministro puede recibir en lu- 
gares en que el vicio iguala las condiciones, si es que 
un funcionario de esa clase llega á tal olvido de lo 
que se debe á sí mismo y al honor del país que re- 
presenta. 

A la prerogativa indicada se agrega la de exterfi- 
torialidady que consiste en considerar al agente diplo- 
mático como existente en el territorio de su país. 

Esta ficción es una creación del derecho positivo, 
que, en concepto de algunos, ha conducido hasta sos- 
tituirla en absoluto á la realidad. 

Como ficción no significa más que el privilegio de 
que el ministro sea considerado como si viviera siem- 
pre en territorio de su país, en todo lo que concierne 
ó puede afectar el libre y seguro ejercicio de sus fun- 
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ciones; y prácticamente no es si no la fórmula dentro 
de la cual se encierran las inmunidades propiamente 
dichas, que son en verdad indispensables al agente 
diplomático y sin las cuales no se concibe el envío de 
tales funcionarios y la eficaz y digna gestión de los 
negocios qne se les encargan. 

Es inadmisible, por esto, que la casa del ministro 
sea considerada, siempre y en tod© caso, como una 
porción del territorio de su país, y que en ninguna cir- 
cunstancia tenga acción sobre ella la ley local y el po- 
der de las autoridades. 

La casa del ministro no es asilo, y los delincuentes 
comunes no pueden encontrar en ella abrigo seguro y 
la impunidad de sus delitos. Cuando tal suceda, la 
propia dignidad del ministro le aconseja entregar al 
delincuente bajo el requerimiento de las autoridades 
locales. Sucede lo mismo en el caso de que el delito 
se haya cometido en la casa del ministro, aunque el 
delincuente esté á su servicio, no siendo de los que 
gozan de la inmunidad diplomática. 

Tratándose de delincuentes políticos, un uso hu- 
manitario y laudable tiene establecido, muy particu- 
larmente en las naciones de América, que el culpable 
reciba un asilo temporal en casa del ministro, que 
contrae la obligación de comunicarlo al gobierno; 
siendo igualmente de práctica que el diplomático in- 
terponga sus respetos para obtener pasaporte ó salvo 
conducto en favor del asilado. 

Puede decirse, en conclusión, con la autoridad de 
Martens, que "no basta conceder la exterritorialidad 
para gozar de todos sus derechos; y que, aun cuando 
estén fundados en el uso general y esa práctica conti- 
nua establezca una especie de doctrina, esos derechos 
no tienen en sí nada de absolutos, pudiendo modifi- 
carlos la voluntad del gobierno que los reconoce ó 
concede." 
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Inmunidades de los agentes diplomáticos. — - 

En orden á los que disfrutan los ministros públicos, 
no puede haber mayor uniformidad en los usos ó prác- 
ticas; pero el principio contrario es sostenido con ra- 
zones de fuerza bastante para poner en cuestión esa 
práctica común. 

Carnaza Amari discurre extensamente sobre este 
punto, hasta demostrar satisfactoriamente que, en 
cuanto á la esención de la jurisdicción criminal del 
país, el ministro no puede acojerse á ella sin alterar 
las reglas de orden universal, de competencia juris- 
diccional y de derecho extricto, por un privilegio que 
en manera alguna se relaciona con los deberes y fun- 
ciones del agente diplomático. 

Lo sustancial de su argumentación se reduce á po- 
ner de manifiesto, que un delito común es siempre ex- 
traño á las funciones del agente diplomático; que, con- 
siderándolo en sí, ejerce el mismo grado de perturba- 
ción que el de un particular, haciendo necesaria la in- 
tervención de la autoridad territorial para restablecer 
el orden, origen y norma de la justicia penal. Que, 
cuando él sea propicio á los intereses del país que 
representa el ministro culpable, ó aconsejado por su 
gobierno, la situación no varía si no que se agrava, 
pues, particularmente en el último caso, la cuestión 
de cortesía y deferencia, que está representada por la 
inmunidad, qu^da descartada por la responsabilidad 
directa de su gobierno que se tendrá que exijir. 

Nada puede haber más cierto que el rigor de esa 
teoría, que solo tiene en contra suya el temor de los 
abusos y de la coacción, bajo el pretesto de la delin- 
cuencia de los ministros. 

Con bastante fundamento se hace notar por los pu- 
blicistas que se pronuncian en principio contra esa 
inmunidad, que ella trae su origen de una épo- 
cas de escasa cultura, en que las relaciones interna- 
cionales estaban basadas de hecho en animosidades 
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y recelos, que hacían posibles la escasa representación 
que en ellas tenían los intereses económicos y comer- 
ciales de los pueblos, y que, por lo tanto, no se po- 
drían comprender en el estado actual de civilización 
y en la estructura legal de las naciones. 

De cualquier modo que sea, es de necesidad hacer 
constar que la práctica, hoy universal, de conceder la 
inmunidad, es también sostenida por la generalidad 
de los publicistas, pudiendo establecerse que es de 
derecho positivo común y teóricamente admitida. 

La única excepción que se advierte en esa unifor- 
midad casi completa de opinión y de usos, es la que 
se refiere al caso en que el ministro se haya hacho 
culpable de atentado ó conspiración contra el réjímen 
político, establecido en el país en que reside, su inde- 
pendencia ó integridad ó la vida del soberano. 

Aun en esta ocasión no se considérala jurisdicción 
territorial como competente para juzgar y castigar al 
ministro delincuente, limitándose la acción del go- 
bierno á despedir al ministro y enviarlo con escolta 
fuera del territorio. 

Numerosos precedentes autorizan la regla de ex- 
cepción á que nos referimos; y entre otros el de 
Mendoza, embajador de España en Londres, acusado 
de conspiración contra el gobierno de Inglaterra, que 
fué despedido del país; el de Ross embajador de Es- 
cocia en Londres, á quien se acusaba de complot con- 
tra la vida de la reina Isabel en 1571; algunos años 
más tarde, el del embajador francés en la misma cor- 
te por indéntico motivo; el del príncipe de Cellama- 
ne, embajador de España en Versalles, que conspira- 
ba contra el gobierno del regente; y, por último, pres- 
cindiendo de otros muchos citados por Martens, Va- 
ttel y otros publicistas, el de la expulsión de Sir Hen- 
ry Bulwer, ministro de Inglaterra en Madrid en 1843, 
por haber cooperado á las turbulencias políticas del 
país de su residencia. 
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En los demás casos de delincuencia notoria, el go- 
bierno del país se limita á pedir el retiro del agente 
diplomático, exponiendo el motivo, y según la nece- 
sidad, al simple envío de sus pasaportes, cortando to- 
da comunicación oficial con el culpable. 

La familia del ministro y los miembros de la lega- 
ción gozan en la práctica de la misma inmunidad; 
que debe entenderse, sin embargo, no como la impuni- 
dad del delito cometido, que corresponde castigar á 
los tribunales del país del culpable, ofreciendo así una 
reparación en que está interesado de un modo particu- 
lar no solo el orden sino el honor de esa nación. 

Tan uniforme es el uso en cuanto á la regla esta- 
blecida, que Hefter concluye, corroborando la fuerza 
del estatuto práctico, que " desde hace tres siglos, no 
hay un solo ejemplo de una condena pronunciada con- 
tra un agente diplomático por los tribunales del país 
en que está acreditado. *' 

No es mucho que así suceda hoy, cuando desde 
los primeros tiempos de la república romana, los em- 
bajadores del rey destronado Tarquino, que conspi- 
raban en Roma con algunos calaveras, para derrocar 
la república, á favor de la misión que habían recibido, 
no fueron juzgados en Roma, decidiendo el Senado 
que fueran despedidos en salvo, en razón de su inmu- 
nidad. 

Inmunidad en lo civil. — La generalidad de los au- 
tores admite la condición privilegiada de los agentes 
diplomáticos, aún en lo que se refiere á la jurisdic- 
ción civil del país en que residen. Dos fundamentos 
sostienen esa opinión: el principio de la esterritoria- 
lidad y el que estriba en el carácter mismo del minis- 
tro, en cuanto á la seguridad é independencia que son 
inherentes á su cargo. 

El primer motivo es inexacto; porque la exterrito- 
rialidad no es un principio sino una ficción, no es una 
inmunidad si no la forma breve y figurada bajo la 



J 



— 247 — 

cual se encierran las garantías de seguridad, invio- 
labilidad y respeto de que un ministro debe estar ro- 
deado. 

El segundo motivo es el verdadero, con la limita- 
ción que la naturaleza de las cosas impone; esto es, 
que la esención no se refiera á casos y objetos ágenos 
á la función y al carácter oficial del ministro. 

Los mismos que dan tanta amplitud á las inmuni- 
dades de los agentes diplomáticos, reconocen, sin em- 
bargo, las siguientes excepciones: 

I? Cuando el agente diplomático es subdito de la 
nación ante cuyo gobierno está acreditado. 

2? Cuando el enviado renuncia la inmunidad que 
lo sustrae de la competencia de los tribunales terri- 
toriales. 

3? En el caso de que el enviado llene otras funcio- 
nes dependientes de la autoridad del país en que 
reside. 

Se advierte con perfecta claridad que, supuestois 
los fundamentos de la inmunidad, tales excepciones 
nada explican, puesto que la esención no es un dere- 
cho personal, sino anexo al cargo que se desempeña y 
por lo tanto el ministro no es dueño de renunciarla; 
y que, una vez admitido el subdito ó funcionario 
de un estado con el carácter de enviado extranje- 
ro, si las inmunidades son ciertas y tienen fundamen- 
to, la sujeción desaparece ó se suspende por efecto 
de la investidura diplomática. 

Admiten también los mismos autores otras excep- 
ciones como son las que se derivan de las siguientes 
circunstancias. 

I? Cuando se trata de mutua petición en juicio en 
que el ministro haya asumido el carácter de deman- 
dante. 

2? En el caso de que se exija el pago de costas y 
perjuicios en el proceso intentado por el ministro, en 
que éste haya sido condenado á tales indemnizaciones. 
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3? Si hay necesidad de dictar providencias rápidas 
é indispensables para evitar irreparable daño de ter- 
cero, como en casos de obra nueva, usurpación de 
linderos, demolición ú otros semejantes. 

En los casos citados es indudable, que, aún admi- 
tida la esención, no puede desconocerse la autoridad 
de los tribunales territoriales, ya porque el procedi- 
miento aceptado es indivisible, ya porque, en los úl- 
timos casos, la cuestión depende de la naturaleza 
real de la acción, sobre lo cual es incompetente todo 
tribunal extranjero, ó bien porque se trata de orden 
público ó de seguridad. 

De cualquier modo que sea, el uso admitido esta- 
blece la inmunidad como regla, que exije sin embargo 
algunas explicaciones. 

Son incompetentes los tribunales del país para ci- 
tar al ministro por deudas ú obligaciones personales 
durante su misión, porque, siendo la potestad judicial 
comprensiva de la coacción y apremio personal, ó se- 
ría ilusoria si se desprendía de estas calidades, ó ha- 
bría que sujetar al ministro á una condición incompa- 
tible con la alta dignidad que inviste por su repre- 
sentación, y con la seguridad é independencia de sus 
funciones. 

Aunque esta sea la regla, en lo que hay de mas 
extricto, debe reconocerse, que en la práctica de las 
naciones hay grande variedad, así como en las opinio- 
nes facultativas, respecto de los casos en que no 
es tan perceptible la autoridad del principio que esa 
regla consagra. 

Así, por ejemplo, no puede invocarse la inmunidad 
en los casos en que el enviado diplomático esté dedi- 
cado á industrias ú operaciones de comercio, que lo 
hagan poseedor de bienes ó de fondos que son extra- 
ños á las necesidades de su cargo y representación. 
En tales casos los muebles que no encierra la casa 
de la legación y los inmuebles distintos de esta mis- 
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ma, pueden ser objeto de providencias judiciales, sin 
que por esto sufra menoscabo el carácter, la indepen- 
dencia, ni la representación del ministro. Debe agre- 
garse, para la completa inteligencia del asunto, que si 
á tales bienes no se extiende el privilegio de exterri- 
torialidad de que goza el ministro, siempre existiría 
el obstáculo nacido de la inmunidad personal, que no 
permite que el ministro sea citado y sometido sin su 
consentimiento á la autoridad de los tribunales del 
país. 

Los usos actuales respecto á las misiones diplomá- 
ticas, las prescripciones severas de los gobiernos, en 
orden á la conducta de sus agentes en el extranjero y 
la propia dignidad de éstos, hacen cada día mas raros 
los casos en que se presente la necesidad de discu- 
tir tan difíciles y espinosas cuestiones; y por eso los 
precedentes mismos, que se cita por los autores, son 
de épocas relativamente lejanas. 

Estos precedentes se refieren al caso en que, ha- 
biendo el ministro cesado en sus funciones, se ha dic- 
tado par los tribunales del país providencias de cita- 
ción, de embargo ó de seguridad contra un diplomáti- 
co, para el pago de las deudas que tenía pendientes. 

Nada hay de firmemente establecido sobre el par- 
ticular; pues cada estado ha procedido en sentido di- 
verso, según que se tratase de las inmunidades de 
sus agentes en el extranjero 6 de protejer á los sub- 
ditos de su país, acreedores de un ministro diplo- 
mático. 

Sobre lo que no hay ni puede haber disidencia, es 
acerca de la situación del enviado diplomático, como 
propietario de bienes inmuebles en el país de su re- 
sidencia; desde que por uso y regla común, los in- 
muebles están sujetos á la lex loci rei sitcBj que de- 
termina la competencia exclusiva de los tribunales 
territoriales. 

De todo lo que precede se deduce la regla funda- 

32 



— 250 — 

mental que puede concretarse así: un agente diplo- 
mático, no se distingue de un particular si no por las 
funciones de que se halla investido; en consecuen- 
cia no puede reclamar una jurisdicción y un tra- 
tamiento excepcionales, para los actos que realiza en 
su condición privada, en los cuales está bajo la acción 
de la ley que impera sobre todos los habitantes del 
país. Pero, en cuanto á los actos y objetos que se re- 
fieren á su misión, siendo esta incompatible con la 
obediencia á las autoridades locales, el agente diplo- 
mático tiene el derecho de prevalerse de su inmuni- 
dad, para estar en aptitud de desempeñar su cargo 
con independencia y seguridad, sin dañar el orden del 
país en que reside. 

Félix concreta la doctrina sobre el particular ex- 
poniendo: que ningún procedimiento puede intentarse 
contra los bienes pertenecientes á un gobierno ex- 
tranjero; que solamente los inmuebles particulares 
del ministro están sometidos á la jurisdicción del país 
en que están situados, reconociéndose, sin embargo, 
la exterritorialidad de la casa que habita, respecto á 
la cual, aun cuando sea de agena pertenencia, el propie- 
tario no puede embargar los muebles del ministro por 
los arrendamientos que adeude. 

La misma variedad que en la doctrina se encuen- 
tra en la legislación de los diferentes países, que ad- 
miten unos y niegan otros la competencia de los tri- 
bunales locales para someter á su jurisdicción civil á 
los enviados diplomáticos (Foelix Derecho Interna- 
cional Privado N? 216 a 220); y para lo relativo á la 
ejecución por deudas de los ministros extranjeros, ter- 
minada su misión, Wheaton tom. i9 pag. 203 y sig. 

Cuando se trata solamente de la concurrencia del 
ministro á algún acto de instrucción en proceso cri- 
minal, ó de prueba en lo civil, en calidad de testigo, 
queda á su juicio el prestarse ó nó á la declaración 
que se le pide. En todo caso su declaración debe ser 
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solicitada por conducto del ministro de Relaciones 
Exteriores y si se allana á prestarla, lo hará por escri- 
to en vía de informe, en los términos que tenga á 
bien, sin quedar sujeto á la comparecencia personal 
ni al juramento. 

Como puede ocurrir que el ministro, sin ser citado 
personalmente en juicio, sea afectado en sus bienes 
que no sean, la casa y menaje de la legación, por un 
acto de secuestro, embargo ó remate, se reconoce que 
en semejantes casos no sufre restricción alguna la 
jurisdicción de los tribunales locales. 

Esención de impuestos. — Este privilegio que no 
tiene relación alguna directa con el cargo y funciones 
de los agentes diplomáticos, está sin embargo admi- 
tido como regla mas ó menos amplia del derecho 
consuetudinario, que exime al ministro del pago de 
los derechos de aduana y otros, que varían según la 
costumbre de cada país. 

La mayor parte de las naciones conceden franqui- 
cias á )os enviados diplomáticos para el ingreso de su 
equipaje y de los objetos de su consumo. En cuanto 
al equipaje propiamente tal, se halla esento de la 
visita aduanera, por los graves inconvenientes que 
esto puede ocasionar; respecto á lo demás, los fardos 
ó bultos se abren en las aduanas para verificar su 
condición y el valor de los objetos que contienen, pe- 
ro exonerándolos del pago del impuesto de inter- 
nación. 

Esta regla no es, sin embargo, tan absoluta y uni- 
versal; puesto que en algunos países, como en Ingla- 
terra y Chile, los objetos de menaje y consumo que 
el ministro introduce están sujetos á un límite en 
cuanto á la esención del pago de derechos. En el últi- 
mo de los países citados, el reglamento de 1894 re- 
duce a $ 10,000 el importe de los derechos de impor- 
tación, de que el ministro está exento al ingresar á 
Chile y á $ 2,000 en los años subsiguientes de su 
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misión. Esta franquicia no liberta al ministro de la 
apertura y examen de los fardos ó cajones, precisa- 
mente para fijar el máximum de los derechos que es- 
tá eximido de pagar. 

Aparte de que la franquicia de que se trata tiene 
su explicación únicamente en la cortesía internacio- 
nal, y por lo tanto, está limitada á lo que cada país es- 
tima compatible con sus intereses, la restricción adop- 
tada en las naciones mencionadas, se deriva también 
del abuso que, sin consideración á su alto carácter y 
á la dignidad de sus gobiernos han cometido con 
frecuencia algunos diplomáticos, convirtiendo su pri- 
vilegio en una censurable especulación, de lo cual po- 
dría citarse varios ejemplos. 

Igual exoneración se debe al ministro en cuanto á 
toda clase de contribución personal ó capitación, que 
supone en el contribuyente la condición de subdito 
natural ó foráneo, de la ley que la impone; y así se en- 
tiende en general en lo relativo á toda contribución 
directa. 

Pero no sucede lo mismo respecto á los impuestos 
indirectos, á los que gravan los artículos de consumo 
en su introducción ó tránsito por las poblaciones, ni 
á los que representan el costo de servicios locales á 
cargo del municipio. La misma regla se observa res- 
pecto á la contribución sobre los inmuebles, de los 
cuales no está esenta la casa misma que ocupa la le- 
gación, salvo que sea propiedad del gobierno que ella 
representa, caso en que la exoneración se impone 
por razones de cortesía y conveniencias internacio- 
nales. 

Otros privilegios. — Los agentes diplomáticos go- 
zan también por el privilegio de exterritorialidad de 
la independencia religiosa y libertad de conciencia, 
hasta el grado de permitírseles el ejercicio de su cul- 
to en la capilla ó templo de la legación, aún en paí- 
ses en que rige la intolerancia religiosa. Únicamente 
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les está prohibido extender fuera de ese recinto las 
ceremonias ó solemnidades de su culto. 

En todo lo demás y según opinión y práctica co- 
munes, el agente diplomático no está dispensado de 
observar los reglamentos y ordenanzas de policía vi- 
gentes en el lugar de su residencia. 

Los ministros públicos tienen también el derecho 
de comunicar libremente con sus gobiernos y su co- 
rrespondencia goza de inviolabilidad, no solamente 
por el principio que en todo país culto y de réjimen 
legal, proteje la de los particulares, sino también y 
particularmente por el miramiento recíproco que se 
deben los gobiernos y por reputarse esa condición co- 
mo fundamental para que pueda comprenderse una 
misión diplomática. Aunque los correos ó postillones 
de los ministros no gocen en sí mismos de inmuni- 
dades, el pasaporte ó comisión que el jefe de la lega- 
ción les expide, los hace acreedores á protección y 
seguridades especiales de las autoridades del país. 

Esa franquicia y seguridad de la correspondencia 
diplomática ha encontrado sin embargo un obstáculo 
eventual en casos determinados. 

Uno de éstos fué el del sitio de París por los ejér- 
citos alemanes, en que una parte del cuerpo diplomá- 
tico, acreditado ante el gobierno de Francia, solicitó 
el tránsito semanal de un correo de las legaciones á 
través de las líneas alemanas. Esta demanda fué de- 
negada y motivó la protesta colectiva de 15 ministros 
extranjeros, que no ha tenido solución posterior por 
acuerdo ninguno internacional. 

Los ministros acreditados ante una corte, disfrutan 
por uso general, en su tránsito por el territorio de 
otras naciones amigas, de las inmunidades compati- 
bles con esa situación, limitadas por lo común á faci- 
lidades y franquicias en las aduanas de tránsito y 
particulares miramientos hacia la persona del minis- 
tro y su séquito. 
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Cuando el agente es de un país enemigo no tiene 
derecho á inmunidad ninguna y el gobierno de su ad- 
versario puede apoderarse de su persona. Se excep- 
túa naturalmente el caso en que el enviado sea parla- 
mentario ó comisionado para preliminares de paz y 
esté provisto del salvo conducto respectivo, pues en- 
tonces goza de las mismas seguridades que en tiem- 
po de paz. 

Jurisdicción del ministro. — Entre las regalías que 
el uso antiguo, establecido por simple tolerancia, ad- 
mitía en los jefes de legación, particularmente de la 
clase de embajadores, se encuentra la del poder ju- 
risdiccional que se les permitía ejercer sobre las per- 
sonas de su comitiva, y que aúu hoy se conserva en 
lo que es de necesidad, de interés común y como de- 
rivación de las inmunidades comprendidas bajo el tí- 
tulo de exterritorialidad. 

Como los crímenes cometidos en la casa del minis- 
tro ó fuera de ella, por personas á quienes alcanza el 
fuero exterritorial, están sujetos á la jurisdicción del 
país del ministro, éste tiene potestad para instaurar 
el sumario correspondiente, que remitirá á su gobier- 
no, requiriendo entretanto el auxilio de las autorida- 
des locales para la detención del reo, y solicitando la 
extradición, si el arresto se hubiese hecho por esas 
autoridades por su propia cuenta y deliberación. 

El organismo legal de todos los estados civilizados 
no permite hoy reconocer en el ministro la facultad, 
en otro tiempo ejercida por ellos, de condenar y hacer 
ejecutar sentencias penales, sobre personas de su sé- 
quito ó misión; por lo cual sería inútil citar los casos 
algo remotos en que se hizo uso de esa prerogativa y 
que no pueden servir ni se invocan por cierto como 
precedente de autoridad. 

Menos se concibe aún ese poder en cuestiones de 
orden civil, á no ser en los casos en que las partes se 
someten voluntariamente á la decisión \\e\ ministro. 
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cuyo fallo tendrá valor, observadas que sean las for- 
mas, no por virtud de autoridad propia, si no como de- 
cisión arbitral. 

Fin de las misiones diplomáticas. — Sin que pue- 
da decirse terminada una misión, sucede algunas ve- 
ces que las dificultades que sobrevienen en las rela- 
ciones de dos estados, no permiten continuar la co- 
municación oficial, que queda en suspenso con la es- 
peranza de que la ruptura no sea definitiva. En tales 
casos el ministro conserva su residencia para no ex- 
tremar y hacer mas tirante la situación. 

La misión termina, durante la vida del ministro ex- 
tranjero en los casos siguientes: 

i9 Cuando la misión tenía una duración determi- 
nada, como en el caso de haber concluido sus tareas 
el Congreso de que forma parte el diplomático y del 
regreso del jefe titular de la misión, para el ministro 
constituido ad ínterim, 

2? Por haber terminado el objeto de la legación y 
particularmente en las que son de siiíiple ceremonia 
ó etiqueta; ó bien, por el contrario, si resulta que es 
imposible llenar el objeto de aquella. 

3? Por enviarse al ministro su carta de retiro en 
las misiones de duración indeterminada. 

4? Cuando el diplomático declara su misión termi- 
nada y pide sus pasaportes, á consecuencia de ofen- 
sas ó agravios á su país ó á su persona ó como térmi 
no inevitable de las gestiones que estaban á su cargó 

Aunque una regla consuetudinaria admitía que es- 
to pudiera hacerse por un ministro bajo su respon- 
sabilidad, es muy dudoso que esa práctica subsista 
hoy, en que están al alcance de todos los medios de 
comunicación instantánea entre los ministros y sus 
gobiernos respectivos. 

5? A la inversa del caso anterior, cuando el go- 
bierno del Estado envía sus pasaportes al ministro 



— 256 — 

extranjero que se ha hecho culpable de ofensas hacia 
él ó respecto al honor ó intereses del país. 

En todos estos casos, sin excluir los últimos, el 
agente diplomático continúa disfrutando de todos sus 
privilegios, particularmente los que se refieren á la 
mviolabilidad de su persona, de su familia y de los 
miembros de la legación, y la de su casa y archivos 
de la misión, que siempre y en todo caso están bajo la 
protección de las leyes internacionales. 

En los dos últimos casos citados, es de regla en- 
comendar los archivos de la legación y la protección 
de los nacionales del ministro que se retira, al repre- 
sentante de una nación amiga, anunciándolo así al 
gobierno del país. 

Aparte de los casos ya enunciados, se consideran 
también terminadas las misiones diplomáticas por las 
causas siguientes: 

I? Por la muerte, abdicación ó deposición del jefe 
del estado ó soberano que ha constituido al ministro, 
ó de aquel ante quien está acreditado. 

2? Por cambios en la forma política del país que 
servía el ministro. 

3? Por haberse mudado la gerarquía diplomática 
del enviado. 

Critícase, con razón, que tales accidentes se reputen 
como término de las misiones estables; porque, en 
efecto, en los dos primeros casos el cambio de la for- 
ma de gobierno ó de la persona del mandatario su- 
premo, no influye en la identidad del estado, ni altera 
sustancialmente las relaciones de pueblo á pueblo. 

La caducidad del mandato del ministro se com- 
prendería si él representara al jefe del Estado y no á 
la nación, de quien aquel es á su vez simple manda- 
tario. 

Si los derechos esenciales y secundarios, que el mi- 
nistro está encargado de gestionar ó conservar, subsis- 
ten, á pesar de tales mudanzas, como es innegable, 
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la función del ministro y su carácter se conservan 
también en su integridad, hasta que el nuevo gobier- 
no tenga á bien retirarlo para sustituirlo con otro. 

Cuando esos accidentes ocurren y á pesar de la 
regla teórica ya indicada, es de práctica conservar re- 
laciones oficiales con el ministro, de carácter ordina- 
rio y de poca trascendencia; suspendiéndose única- 
mente la gestión de negocios especiales, por una con- 
sideración de sentido natural, que se basa en que ni el 
ministro diplomático ni el gobierno del país en que 
reside pueden saber si serán ó nó confirmadas las 
instrucciones conforme á las cuales se negociaba. 

En cuanto al cambio en la gerarquía del ministro 
es menos aceptable como término de su misión, pues 
la diferencia de rango es solo una cuestión de cere- 
monial, permaneciendo el enviado con tan genuina 
representación y plenitud de poderes como mandata- 
rio, lo mismo en su anterior que en su nueva cate- 
goría. 

Esta consideración no quiere decir que no haya 
necesidad de una nueva credencial, que es la que pre- 
cisamente establece la gerarquía del ministro. Como 
consecuencia, la presentación de esa credencial es mo- 
tivo de una audiencia pública ó privada en que se re- 
conoce al ministro en su nuevo rango. 

Por último, caso bien calificado del fenecimiento de 
una misión diplomática es el de incorporación ó 
anexión del país representado por el ministro; puesto 
que la personalidad y representación jurídica del man- 
dante mismo han desaparecido. 
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LECCIÓN XIII 



SUMARIO. — Cónsules, origen y organización de lo3 consula- 
lados. — Carácter púbüco de los cónsules. — Manera de 
habilitarlos para sus funciones. — Distinción entre las 
diversas clases de cónsules. — Sus deberes y atribucio- 
nes. — Cancillería de los consulados. — Honores y prero- 
gativas de los cónsules. — Cónsules de Levante. — Fia de 
las misiones consulares. 



Cónsules, origen y organización de los Consu- 
lados. — Cónsules son los agentes del gobierno ejir 
cargados de protejer en el extranjero el comercio y 
la navegación de sus nacionales. 

Ese título correspondía en la antigua Roma al pri- 
mer magistrado de la república, y en la edad media se 
daba en algunas ciudades de Italia á ciertos funciona- 
rios municipales. 

Durante las cruzadas las ciudades más ricas de esa 
comarca y los centros comerciales del Mediterráneo, 
desde Marsella al mar Jónico, enviaron á las costas 
del Asia Menor flotas comerciales, haciendo necesa- 
ria la concurrencia de negociantes, la institución de 
ciertos magistrados en cada colonia ó grupo nacional 
que, con el título á^ jurados , prevostes^ cónsules y sin- 
dicosy entre los españoles é italianos, y de capitouls y 
echevins entre los provenzales, zanjaban como hom- 
bres buenos, todas las diferencias y cuestiones entre 
sus compatriotas, con arreglo á las costumbres de sus 
respectivos países. 

El Consulado de la Mar, las Leyes de Amalfi, la 
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Ley Rodia, los Rollos de Oleron y otras compila- 
ciones de esos tiempos, que habían recogido y or- 
denado las costumbres y tradiciones del comercio 
marítimo, consignaban el rol de esos funcionarios 
y las reglas conforme á las cuales desempeñaban su 
cargo. 

A la vez que en las costas de Levante, en Siria y 
Palestina nacía y se desarrollaba esa institución con- 
sular, administrativa y judicial, aparecía en las me- 
trópolis respectivas una jurisdicción comercial, orga- 
nizada en armonía con las necesidades de rapidez y 
buena fé con que debían resolverse los negocios de 
comercio. Con arreglo á tal régimen se ventilaban 
esa clase de asuntos, desde el siglo XIII, en las ciuda- 
des comerciales del Mediterráneo y los de la Hansa 
Teutónica. 

Pero los progresos del tráfico marítimo y los inte- 
reses que éste creaba en el exterior, hicieron insufi- 
ciente esa magistratura local; y en el siglo XVI se 
vé establecer, por primera vez, cónsules en el extran- 
jero, nombrados al principio por las corporaciones 
mercantiles de los países que los enviaban y después, 
en razón de la creciente importancia de sus funciones 
y de la regularidad de las relaciones internacionales, 
por los gobiernos mismos. 

Carácter público de los cónsules. — No es po- 
sible desconocer que los cónsules tienen carácter pú- 
blico, aún cuando esto haya sido materia de intermi- 
nables discusiones del todo inútiles, que con fre- 
cuencia han versado solo sobre palabras. 

Desde que sus funciones generales se refieren á ve- 
lar por el cumplimiento de los tratados, la protección 
de sus nacionales, y por los intereses generales del 
comercio y de la navegación, sirven de magistrados á 
sus Compatriotas, para los actos de la vida civil y de 
órgano para sus quejas y reclamaciones, nada puede 
haber más evidente que su carácter oficial; puesto 
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que una persona privada carecería de calidad para de- 
sempeñar esas atribuciones. 

En verdad no tienen representación diplomática, 
no son constituidos por credenciales, ni basta su tí- 
tulo ó patente para que entren en funciones, sin que 
se le haya expedido el ezequatnr por el gobierno lo- 
cal. Por otra parte, no sería concebible la concurren- 
cia de tantos funcionarios representativos, como cón- 
sules se constituyen por lo común, en un mismo país, 
por un solo gobierno. Pero no por eso están priva- 
dos de toda consideración oficial, de las prerogativas 
limitadas que por su título y funciones le correspon- 
den, ni de una protección particular del derecho de 
gentes. Basta considerar que la sumisión absoluta al 
gobierno del país en que reside, es inconciliable con 
la función que ante ese mismo gobierno tiene que 
llenar como representante de intereses extranjeros, 
con título oficial. 

Franquicias y prerogativas de los cónsules— 

Aún cuando los cónsules no pueden pretender las 
inmunidades, el ceremonial ni las esenciones de que 
disfrutan los agentes diplomáticos, gozan, sin embar- 
go, de ciertos privilep:ios y franquicias, en virtud de 
la reciprocidad ó costumbre, ó por lo que expresa- 
mente se estipula en los tratados. 

Debe notarse que, si bien no hay nada estableci- 
do de un modo uniforme en los tratados y en la cos- 
tumbre, respecto á esas franquicias, puede indicarse 
en qué consisten por lo común. 

Desde que el cónsul ha entrado en ejercicio de su 
cargo por la expedición del ^xeqiíatiir^ puede colocar 
en la puerta del Consulado el escudo de su país y la 
bandera nacional, aunque ésto último no sea de uso 
tan general. 

En las convenciones consulares ajutadas por el 
Perú, puede decirse que sin excepción, se encuentra 
reconocida y estipulada esa prerogativa. Ella no im- 
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porta, sin embargo, una inmnnklacl ó esención para 
la casa del cónsul, ni mucho menos el asilo. 

La inmunidad se reserva para los archivos del con- 
sulado, pudiendo en los demás penetrar y actuar en 
él las autoridades locales, conforme á las leyes del 
país. 

Los cónsules enviados^ esto es, los que no son sub- 
ditos del país en que residen, que no poseen en él 
bienes inmuebles y que no ejercen ningún comercio, 
industria ó profesión, agena á sus funciones, están 
Gsentos del alojamiento militar, del servicio en la 
guardia nacional y de las contribuciones personales 
y directas, asi como de los cargos concejiles. 

Ningún cónsul, cualquiera que sea su clase ógerar- 
quia, está esento de la jurisdicción del país. Es sin 
embargo de uso que, respecto de ellos, particularmen- 
te cuando con cónsules enviados, tengan un lugar de 
preferencia en los tribunales donde haya necesidad de 
que concurran y que en los actos judiciales en que 
intervienen ex oficio^ se apersonen por medio de no- 
tas ó cartas oficiales. 

La única inmunidad de que gozan en el orden pe- 
nal, es la relativa á los actos que hubiesen realizado 
en ejercicio de sus funciones ó por orden de su go- 
bierno. 

Los archivos y papeles del consulado son inviola- 
bles y en ningún caso pueden ser embargados ó re- 
gistrados por las autoridades del país. 

En cualquier caso en que sea necesario proceder 
contra el cónsul, por infracciones ó delitos de orden 
común, el gobierno del país debe retener ó cancelar 
el exequátur á^ la patente respectiva. 

Aparte de las prerogativas ya enunciadas, gozan los 
cónsules de otras, según costumbres particulares ó 
tratados; como la de usar el pabellón de su país en 
las embarcaciones de que se sirven en un puerto com- 
prendido en su distrito consular; de concurrir á las 



204 — 

distrito consular, para decidir las cuestiones entre el 
capitán y los individuos de la tripulación, sobre sa- 
larios y contratas de servicio y para mantener la 
disciplina á bordo, por actos correccionales y el de ins- 
trucción criminal, si se trata de crímenes reservados 
á la jurisdicción patria. 

Actualmente, ademas de la jurisdicción propia- 
mente dicha, que ejercen en las costas africanas 
del Mediterráneo y lo que se llamaba escalas de Le- 
vante, los cónsules europeos y de Estados Unidos 
disponen del mismo poder en las costas orientales y 
occidentales de África, en Samoa, en el Hawai, hasta 
su anexión á Norte América y lo que se llama esfera 
de influencia en la China. 

Patente y exequátur. — Los cónsules en general 
son constituidos por un diploma ó título que se de- 
nomina patente. Este documento, según los usos de 
Europa, es firmado por el soberano ó jefe del Estado, 
cuando por él se constituye un cónsul general ó cón- 
sul enviado, y solamente por el ministro de Relacio- 
nes Exteriores en los demás casos; pero, en las repú- 
blicas de América la costumbre es diferente; pues to- 
dos los cónsules llevan patente firmada por el presi- 
dente. 

Para establecer un cónsul en sus funciones, el Mi- 
nisterio de Relaciones Exteriores envía la patente á 
la legación del país en cuyo territorio residirá aquel 
funcionario, á fin de que obtenga el exequátur del go- 
bierno, requisito sin el cual no puede ejercer sus atri- 
buciones. 

El exequátur consiste en el acto de acquiescencia ó 
aceptación del cónsul, por parte del gobierno del país 
en que ha sido constituido; y se formaliza por el man- 
dato ó decreto expedido sobre la patente, en que se 
ordena á las autoridades políticas del distrito consu- 
lar, la reconozcan en su carácter y le guarden las con- 
sideraciones y fueros que en tal concepto le corres- 
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ponden. La patente se devuelve con la copia autén- 
tica del, decreto de exequátur. 

Deberes y atribuciones de los cónsules. — Las 
atribuciones y poderes de los cónsules con el territo- 
rio en que están constituidos, dependen de los trata- 
dos y, á falta de éstos, de la costumbre; debiendo en 
todo caso sujetarse á las ordenanzas ó leyes que re- 
glamentan su servicio, en todo lo que no esté impe- 
dido por las leyes del país en que residen. Esas atri- 
buciones se refieren á numerosos objetos, que será 
necesario especificar, aunque de brevemente. 

En cuanto á sus nacionales. — Corresponde al 
cónsul el deber de apoyar las reclamaciones de sus 
compatriotas ante las autoridades locales y ante el 
gobierno, á falta de legación de un país; asistirlos co- 
mo arbitrio ó consejero, para evitar entre ellos disi- 
dencias y litigios; autorizar los actos y contratos que 
deseen extender en los rejistros de la cancillería y de 
igual modo los actos del estado civil, cuyos libros de- 
ben llevar en la misma forma que los oficiales de su 
ramo, según la legislación de su país, ó como lo dis- 
pongan sus ordenanzas y reglamentos; recibir de ofi- 
cios y bajo su responsabilidad personal, el deposito de 
dinero, efectos, docum.entos ó títulos pertenecientes á 
sus compatriotas ausentes, como acreedores, hc^rede- 
ros ó legatarios, cuando no sean tales objetos niate- 
ria de litigio ante las autoridades locales, 6 no estén 
comprometidos intereses de ciudadanos del país ó de 
otros extranjeros; representar de oficio, y hasta la 
constitución de apoderado, á sus nacionales ausentes, 
en las quiebras, litigios y sucesiones, para hacer valer 
sus derechos y procurar la seguridad de sus bienes. 
Intervenir por sí, ó en concurrencia con las autorida- 
des locales, en los inventarios y seguridad de los 
bienes de toda sucesión testamentaria ó ab intcstatOy 
en que sus compatriotas ausentes estén interesados 
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salvo lo que prescriban las leyes del país ó las reglas 
trazadas en los tratados sobre el particular. 

Relaciones con las autoridades locales. — Como 
el objeto principal de la institución de los consulados 
es el de velar por la conservación de los derechos y 
franquicias del comercio y la navegación, los cónsu- 
les deben apersonarse ante las autoridades locales 
siempre que á su juicio se haya perjudicado esos in- 
tereses, por un acto contrario á la justicia natural, á 
las leyes del país, ó á los tratados existentes entre 
ambas naciones. Esa intervención no puede tener lu- 
gar sino por requerimiento de parte, cuando se trata 
de una caso particular de denegación de justicia, agra- 
vio ó vejación á un compatriota. Si el caso reviste al- 
guna gravedad, debe limitarse á reclamar el remedio 
ante las autoridades locales competentes de su distri- 
to consular, remitiendo á la legación de su país y, á 
falta de ésta, á su gobierno las gestión ulterior del 
asunto. 

En cuanto sea posible, los cónsules deben en tales 
casos ú otros semejantes, proceder personalmente y 
de palabra, guardando las reglas de cortesía y de 
prudencia y los respetos que en toda ocasión se deben 
á las autoridades del país y tanto contribuyen al buen 
éxito de toda gestión. 

Por último, están obligados á tributar á las autori- 
dades del país el homenaje de cortesía en ocasiones 
que así lo requieran, conformándose á los usos es- 
tablecidos. 

Relaciones con su gobierno. — Los cónsules de- 
penden directamente del Ministerio de Relaciones Ex- 
teriores de su país; y por lo tanto solo á éste pueden 
dirigir su correspondencia por regla general, salvo 
que estén autorizados para hacerlo con otro departa- 
mento de su gobierno. A él, pues, deben comunicar 
todas las noticias é informaciones que conciernen á 
los intereses del comercio y de la navegación. 
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Aunque, por el carácter oficial de que están reves- 
tidos, deben abstenerse cuidadosamente de tomar par- 
te en toda cuestión política del país en que residen, 
no por eso están dispensados de dar noticia á su go- 
bierno de las medidas ó trasformaciones que, aun cuan- 
do de orden político, pueden influir en los intereses de 
sus nacionales y en la prosperidad de su comercio. 

Es de su deber trasmitir periódicamente una rela- 
ción de los buques nacionales que ingresan á los puer- 
tos de su distrito consular y de los que parten de 
ellos con destino á su país; los precios corrientes, 
causas que á su juicio ocasionan la fluctuación de és- 
tos, concurrencia de mercaderías similares extranje- 
ras y las que en su concepto tendrían en el país de 
su residencia una colocación ventajosa. 

Les corresponde igualmente trasmitir noticia minu- 
ciosa de todas las leyes, decretos y reglamentos ex- 
pedidos en el país en el orden fiscal, de los que 
afectan el comercio y la navegación y de las tarifas 
de aduana. 

¡^o debe considerarse extraño á las funciones del 
cónsul el dar noticia á su gobierno del movimiento de 
los buques de guerra extranjeros en los puertos de su 
distrito y, en general, de los del país de su residencia 
y de los accidentes marítimos ocurridos en su costa y 
sus causas notorias ó aparentes. Es obligatorio igual- 
mente que haga conocer á su gobierno los casos de 
condena en que hayan incurrido los buques mercan- 
tes de su país y sus capitanes, por contrabando, frau- 
de ó infracción de las leyes de aduana. 

Atribuciones de los cónsules en cuanto á la ma- 
rina mercante. — Los cónsules son los protectores 
naturales de los nacionales de su país, dado el carácter 
primordial de la institución. En consecuencia deben 
asistirlos con sus instrucciones, consejos y auxilio en 
toda necesidad de su oficio ó de carácter personal, 
dar á conocer á los capitanes de buques mercantes 



— 268 — 

los usos y costumbres del país y particularmente las 
leyes y reglamentos de aduana. 

En todo consulado de puerto debe llevarse un re- 
jistro de los buques nacionales que á él arriban, por 
destino ó por accidente, con todas las circunstancias 
y especificaciones que sea posible; y para este objeto, 
tan luego como el buque ha fondeado* y cumplido 
las formalidades legales de la visita de puerto, el cón- 
sul debe exijir del capitán el pasaporte ó licencia de 
partida, el rol de la tripulación, una copia del mani- 
fiesto y la presentación de la patente de sanidad; ex- 
tendiéndose una acta, cuando sea necesario, en que 
conste lo relacionado y todo lo que concierne á la 
época de la partida del buque, tiempo empleado en el 
viaje, desórdenes, accidentes, riesgos corridos, encuen- 
tros y demás circunstancias que hayan ocurrido du- 
rante la navegación. 

Cuando esas declaraciones se hagan' expontánea- 
mente por el capitán acerca de los incidentes del via- 
je, en especial sobre contiendas y represión á bordo, 
sobre averías, aligeramiento de la nave por echazón, 
colisión, ataque de piratas, ú otra causa análoga, que 
afecta directamente los intereses del armador ó de 
los cargadores y la responsabilidad del capitán; el 
acta que se extiende en el consulado se llama protes- 
ta, y debe ser firmada por el capitán y autorizada por 
el cónsul. Esta acta sirve de base para la distribu- 
ción de las averías, que no corresponde al cónsul 
ejecutar si no á las autoridades locales, salvo el caso 
de que nacionales del cónsul fuesen los exclusivamen- 
te interesados en ellas. 

El detalle de todo lo que queda dicho es materia 
de las leyes de comercio de cada país; y en cuanto á 
la extensión de las facultades de los cónsules, de los 
reglamentos consulares, en lo que sean aplicables, se- 
gún las leyes locales y de las convenciones consulares. 

Los cónsules deben intervenir tle oficio, en con- 
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currencia con las autoridades locales, ó reclamando 
el auxilio de éstas, en todos los casos de naufragio, 
colisión ó encallamiento de buques de su país en las 
costas de su distrito consular, para el auxilio de los 
tripulantes y el salvamento de la nave y de su carga; 
concurriendo á esas operaciones y á las que con cier- 
nen al depósito de las mercaderías ó venta de las que 
no se pueda conservar. 

En las cancillerías consulares se formalizan los con- 
tratos á la buena ventura para la reparación ó care- 
na del buque, los de provisión de útiles navales y la 
declaración de inutilidad ó condena de la nave. En 
ellas se autoriza también el contrato de venta ó tras- 
ferencia de los buque;s entre nacionales del cónsul 
y por este se expide la patente provisional ó pasavan- 
te, hasta que sean de nuevo y formalmente matricula- 
dos en el país de su bandera. Debe advertirse, sin 
embargo, que pur uso muy general esa trasferencia 
puede hacerse según las leyes y costumbres del país 
en que tiene lugar la venta, interviniendo solamente 
los cónsules en resguardo de los intereses legítimos 
que representa y para la expedición del pasavante. 

En los casos del embargo, presa ó captura, por 
cualquiera causa, de un buque de su nación, que se en- 
cuentre ó arribe á un puerto de su distrito, el cónsul 
tiene el deber de apersonarse para reclamar la libera- 
ción si es justo hacerlo y, en todo caso, informar á la 
legación ó á su gobierno, con precisión de datos y 
circunstancias. 

El cónsul autoriza el rol de la tripulación y los con- 
tratos de enganche de tripulantes nacionales, así co- 
mo el reemplazo de capitanes, cuando los consignata- 
rios ó agentes del buque no tienen poder suficiente 
para ello. 

Al salir los buques de su nación para un puerto de 
ésta, deben también expedir la patente de sanidad, ó 
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consular de su país; debiendo dar cuenta periódica al 
Ministerio de Relaciones Exteriores con remisión del 
saldo, hechas las deducciones legales, por sus haberes 
y los gastos autorizados. 

Las reglas apuntadas son las que contiene íus- 
tancialmente el Reglamento Consular del Perú, apro- 
bado por supremo decreto de 6 de agosto de 1 897, 
que se halla en vigencia. 

Según ese Reglamento, los cónsules del Perú es- 
tán clasificados en cónsules rentados y ad honoreni. . 
Kstos últimos son remunerados con el 50 por ciento 
de las entradas del consulado, en cuanto esa cuota no 
exceda de cien pesos oro para los cónsules generales, 
de 80 para los cónsules y de 60 para los vice-cónsu- 
les. Así mismo establece que los vice-cónsules y 
agentes consulares serán siempre ad honorem. Los 
que disfrutan de renta fija son los cónsules envia- 
dos, que pertenecen á la carrera y deben ser pe- 
ruanos, (i) 

Cancillería consular. — El canciller es el jefe de 
la oficina consular, y su nombramiento puede hacerse 
por el cónsul mismo ó por el gobierno de que éste 
depende. Según nuestro Reglamento los cónsules 
pueden proponer, pero no nombrar el canciller. Pis- 
te ejerce en el consulado las funciones de notario; ex- 
pide á nombre del cónsul las copias auténticas, certifi- 
cados y constancias de depósito; formaliza los actos y 
documentos que deben extenderse, con relación á los 
derechos é intereses de sus nacionales, é interviene en 
la colocación de sellos y en los inv^entarios. Todos los 
documentos destinados á hacer fé ó dejar constancia 
de un acto del consulado, deben ser visados por el 
cónsul. 

El canciller es el custodio y conservador de los ar- 
chivos; y á su cargo corren los libros y rejistros del 
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consulado, desempeña las funciones de secretario, 
y asiste al cónsul en los actos que son de la com- 
petencia exclusiva de éste. 

Para el orden y regularidad en las funciones del 
consulado y en especial para instrucción de los comer- 
ciante y marinos de su país, ó de otros particulares 
que demanden su servicio, debe existir en la cancille- 
ría, en lugar visible, la tarifa de los derechos señalados 
para cada uno de los actos ó servicios reclamados; 
poniéndose constancia al pié del documento, acta ó 
copia que se expida, de la cantidad percibida por ta- 
les derechos. • 

Al canciller corresponde igualmente llevar la con- 
tabilidad del consulado en la forma y según los pre- 
ceptos de sus respectivos reglamentos y formar, bajo 
la autoridad y responsabilidad del cónsul, la cuenta 
que periódicamente debe remitir éste a su gobierno. 

En caso de renuncia, licencia, fallecimiento y otros 
semejantes, el canciller reemplaza al cónsul en sus 
funciones y asume sus prerogativas honoríficas y 
útiles. 

Suspensión y fin de las funciones consulares.-- 

La función del cónsul termina por la cancelación de 
su patente, por su promoción á un grado superior 
de la gerarquía, ó á un puesto diplomático. Termina 
igualmente por la cancelación del exequátur. Aunque 
ésto último es potestativo para el gobierno del país 
en que está acreditado, solo debe realizarse cuando el 
cónsul ha faltado en materia grave á los deberes de 
su cargo, en cuanto á su conducta oficial ó particular, 
siendo per lo tanto obligatorio exponer al gobierno 
del país que lo nombró los motivos de esa decisión. 

En caso de licencia ó comisión especial de su go- 
bierno que lo obligue á dejar su residencia temporal- 
mente, debe el cónsul ponerlo por escrito en conoci- 
miento de la autoridad local superior, presentándole 
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el canciller ú oficial del consulado que durante su 
ausencia ha de reemplazarlo. 

Las formalidades que en todos los casos indicados 
deben llenarse, están prescritas en los reglamentos ú 
ordenanzas de cada país para el servicio consular. 



TRATADOS PÚBLICOS 



SUMARIO. — GonsideracioneH preliminares sobre las obligacio- 
nes internacionales. — Definición de los tratados. — Su di- 
ferencia de las esponsiones. — Condiciones esenciales 
para la validez de los tratados. — A quien corresponde 
celebrarlos. — Forma de las negociaciones. 



Consideraciones preliminares. — Si las naciones, 
como personas jurídicas, son capaces de derecho, lo 
son también de obligaciones, que están en forzosa co- 
rrelación con aquellos. Así como entre los derechos 
los hay que se derivan de la sola existencia de la per- 
sona humana, sin necesidad de ningún acto ó com- 
promiso que imponga voluntariamente su respeto, 
así también, en el orden de las obligaciones, las in- 
condicionales se refieren á los derechos absolutos y 
son por su naturaleza negativas; porque consisten en 
no hacer ó proceder contra el derecho ageno; y las se- 
cundarias ó convencionales son correlativas á dere- 
chos que salen de la órbita de lo sujetivo y abstracto 
para localizarse en objeto determinado, especificán- 
dose en actos ó prestaciones positivas. 

Ni el hombre, individualmente considerado, ni la 
nación como persona jurídica, tienen en sí todos los 
medios de subvenir á las múltiples exijencias de su 
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vida física, racional y moral, bajo la ley de la perfec- 
tibilidad, sin el concurso de los demás seres semejan- 
tes. Solo en el seno de la sociedad, puede el hombre 
vivir como persona moral, lo que implica la necesidad 
de un comercio ó cambio recíproco é incesante de 
prestaciones, en que la capacidad y aptitudes de cada 
uno acrece indefinidamente el caudal común de bie- 
nestar y de progreso. 

Los tratados públicos, que son la manera de cons- 
tituir obligaciones positivas .entre los pueblos, se de- 
rivan de una necesidad primordial, viniendo á ser la 
forma exterior bajo la cual se determina y realiza el 
derecho preexistente. Bajo este punto de vista puede 
decirse, que los tratados no crean el derecho, si no lo 
individualizan y concretan; y que, lejos de restrinjir la 
libertad la ensanchan, permitiendo á las naciones que 
los celebran, extender la órbita de su acción exterior 
á objetos que no podrían alcanzar sin la concurrencia 
de las demás, que obtienen á su vez idéntico benefi- 
cio. De esta manera, como dice Carnazza-Amari, la 
libertad individual de las naciones se armoniza con el 
orden universal cosmopolita, por un cambio recípro- 
co de auxilios. De aquí puede concluirse que los tra- 
tados no pueden ser el fruto de combinaciones capri- 
chosas ó bastardas, puesto que tienen por base la no- 
ción y la realidad del derecho, que es idéntico é im- 
perante para todos en lo que tiene de fundamental. 

Ciertamente que la historia de los tratados está 
muy lejos de justificar los anteriores conceptos; pero 
es igualmente verdadero que ella demuestra un lento y 
seguro progreso en las ideas y principios que han ser- 
vido de base á las relaciones de los pueblos en épocas 
sucesiva?. 

Como los tratados son la fuente de los derechos 
secundarios de las naciones, su estudio es de la mayor 
importancia y constituye un ramo especial de las cien- 
cias políticas; ellos son, como lo expresa Mably, los 
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archivos de las naciones, en los cuales se depositan 
los títulos de los pueblos, las obligaciones que los li- 
gan, las leyes que se han impuesto y los derechos que 
han adquirido ó perdido. 

Deñnición de los tratados. — Vattel dice: un tra- 
tado, yír¿/;/.y, es un pacto realizado por potencias su- 
periores, con la mira del bien público, sea á perpe- 
tuidad ó por un tiempo considerable. Es preferible, en 
consonancia con las consideraciones expuestas, adop- 
tar como definición de tratado público: el acuerdo en- 
tre dos ó más naciones que tiene por objeto^ crear, re- 
gnlarizary modificar ó disolver entre ellas un vinculo 
de derecho. Así definido, comprende todos los elemen- 
tos que lo señalan como el medio, la forma externa 
bajo la cual, por el ejercicio de la libertad exterior, se 
realiza el derecho puramente abstracto ó sujetivo. 

Para que la diferencia entre los tratados y las es- 
ponsiones quede de manifiesto desde luego, basta te- 
ner presente que las últimas consisten en un acuerdo to- 
cante á los negocios del Estado, hecho por una perso- 
na pública, fuera de los términos de su comisión y 
sin orden ó mandato de su soberano, (i) 

Se deduce de esta definición y del origen etimoló- 
gico de la palabra sposio, que semejante pacto cons- 
tituye una simple promesa, basada sobre la calidad, 
influjo ó prestigio del promitente, pero no en su títu- 
lo ó mandato legal para contratar; y que, en conse- 
cuencia, no tiene más probabilidad de ejecución que la 
que depende de la voluntad del gobierno del espon- 
sor, determinada por motivos de buena fé ó de simple 
conveniencia. La ineficacia radical que afecta á las 
esponsiones resulta de la regla jurídica en virtud de 
la cual nadie puede obligar válidamente á un tercero 
sin su consentimiento. Por la misma consideración, 
el estado á quien se ha pretendido comprometer por 



(1) Vattél— Derecho de Gentas, Lib. 2.° Cap. 14, pag. 200. 
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un pacto de esa clase, no está obligado á indemnizar 
al otro de los daños que le ocasione la falta de cum- 
plimiento de lo prometido, siendo esto tanto más evi- 
dente, cuanto que no es usual ni admitido que nadie 
contrate á nombre de un estado sin la m mifestación 
de poder suficiente; en cuyo caso solo á sí mismo 
puede culpar el que hace algo en obsequio de otro 
con tal omisión ó defecto. 

Por manifiestos que sean tales principios en el or- 
den puramente legal y jurídico, no puede negarse, sin 
embargo, que moralmente está obligado el gobierno 
del estado que niega su aceptación á un convenio ce- 
lebrado en su nombre sin mandato, á no aprovechar- 
se de ese convenio y á dar á conocer oportunamente 
su negativa, para no ocasionar un error que, con esa 
omisión, tendría en cuanto á él las apariencias de un 
fraude. 

No es fácil determinar, cómo y hasta qué punto 
sería posible prácticamente restituir las cosas al esta- 
do que tenían en el momento de celebrarse el conve- 
nio repudiado. Pertenecen estas cuestiones al orden 
puramente moral, cuyas reglas sería difícil discernir 
en presencia de las intereses trascendentales que en 
casos semejantes estuvieren comprometidos. 

Por esto, sin duda, no puede condenarse con pleni- 
tud de razones del rechazo que el Senado Romano hizo 
del pacto de las Horcas Caudinas, celebrado por los 
cónsules T. Valerio Calvino y Séptimo Postumio con 
los Samnitas, ni el que hizo Napoleón I de la capi- 
tulación de Bailen, ajustada por el General Dupont; 
aunque, en este último caso, las condiciones de la ca- 
pitulación puede decirse que no se excedían de los po- 
deres generales del jefe que la celebraba, ni de los 
efectos militares propios de esa clase de convenios. 
Para mayor ilustración puede consultarse Grocio, De- 
recho de la Guerra y de la Paz y Vattel, Derecho de 
Gentes. 
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Se distinguen también los tratados públicos de los 
contratos privados, por las personas que los celebran, 
por su objeto, su forma, su eficacia, su sanción y sus 
medios de ejecución, que son totalmente distintos, si 
se tiene en cuenta la diversidad de representación ju- 
rídica de los contratantes, los intereses trascendenta- 
les que median en los tratados públicos y el estado 
de recíproca independencia en que viven las naciones. 

Condiciones de validez de los tratados. — Aun- 
que con cierta diversidad de aplicación, derivada de 
la naturaleza de los intereses que figuran en los con- 
venios internacionales, las condiciones de validez de 
éstos son las mismas que para los contratos privados. 

Esas condiciones son: 

I? La capacidad de los contratantes. 

2? El consentimiento libre y recíproco. 

3? La posibilidad física y moral de los pactos en 
cuanto á su causa y á su objeto. 

La condición de la capacidad se refiere al poder de 
vincularse por pactos internacionales, poder que resi- 
de en los estados independientes, como que es un 
atributo de la soberanía y su manifestación principal 
en la vida exterior de la nación. 

De aquí se deduce que no pueden ejercer esa po- 
testad los soberanos en su propio nombre y á su ar- 
bitrio, como lo ha pretendido alguna teoría; que tam- 
poco tienen ese poder los estados sem i-soberanos ó 
dependientes, á cuyo nombre proceden los estados de 
que dependen; ni por último los que viven bajo la 
forma de federación, por quienes contrata el poder 
federal, á quien corresponde esa atribución según 
la constitución ó pacto federal. Así sucede en la 
Confederación de los Estados Unidos de América 
del Norte, en Suiza, en la República Argentina, el 
Brasil, Méjico y Venezuela. 

Existe, sin embargo, una diferencia, que es digna 
dé notarse, entre el caso de un estado semi-soberano 



— 28o — 

y el de los estados que componen una federación ó 
gobierno federal supremo; porque en el primero, el es- 
tado protector ó dominante estipula para su protejido 
ó dependiente como tutor, por su propia autoridad y 
según su criterio, sin que á éste le quede la ocasión 
ni el poder de aceptar ó rehusar; en tanto que los es- 
tados federales conservan intrínsecamente el poder de 
tratar, delegándolo en el gobierno de la unión que, en 
consecuencia, habla en su nombre y como apoderado 
común, de cuya gestión juzgan sus comitentes, apro- 
bando ó rechazando el tratado en la forma estableci- 
da en el pacto federal. 

Cuando la unión tiene la forma de un sistema de 
estados confederados, éstos conservan íntegra su re- 
presentación exterior y el poder de tratar, salvo las 
limitaciones específicas que el acta constitutiva de- 
termina, en pro de los intereses y del objeto de la 
unión, como sucedía en la antigua Confederación 
Germánica. 

Si el derecho soberano de tratar reside en la nación, 
no es posible que se ejerza por el conjunto de los ciu- 
dadanos, sino por el poder supremo á quien la cons- 
titución lo haya encomendado. Ese poder es por 
regla general el Ejecutivo, que lo hace práctico con 
la concurrencia de otro cuerpo representativo del Es- 
tado, salvo en las monarquías absolutas, en que el so- 
berano trata sin intervención ninguna anterior ó pos- 
terior de su pueblo. 

Pero en las constitucionales, aunque el monarca 
teóricamente tiene autoridad suficiente para tratar 
sin la concurrencia directa de otro poder ó institu- 
ción del estado, y por su sola deliberación, en la 
práctica tiene que conformarse al sentimiento é inte- 
reses que la opinión pública haga dominar; porque, 
en esos países de libertad política, el parlamento pue- 
de conceder ó negar las leyes de ejecución, sin las 
cuales el tratado quedaría de hecho ineficaz, á lo me- 
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nos tratándose de pactos que afecten el territorio ó 
impongan cargos pecuniarios á la nación. 

" En Inglaterra, dice Blackstone, la constitución 
no dá á ninguno de Jos poderes públicos del Reyno 
Unido la facultad de rechazar, suspender ó anular los 
tratados celebrados por el príncipe, que son obligato- 
rios desde que han sido promulgados, contal que no 
estén en oposición con ningún acto del parlamento. 
Cuando ellos contienen un cambio de legislación ó 
cláusulas financieras, cuando afectan los intereses 
pecuniarios del país, no son obligatorios sino previa 
sanción legislativa." 

Del mismo modo el artículo 5? de la Constitución 
del reyno de Italia dice: " El rey ajusta los tratados 
de paz, de alianza, de comercio y otros, los pone en 
conocimiento de las cámaras, cuando el interés y la 
seguridad del Estado lo permiten, agregando las co- 
municaciones que las circunstancias exijan. Los tra- 
tados que impongan una carga al tesoro ó que impli- 
quen cambios de territorio, no tendrán efecto alguno 
sino obtienen la aprobación de las dos cámaras." 

Idéntico estatuto, y casi literalmente en los mis- 
mos términos contiene el art. 68 de la Constitución 
de Bélgica. 

Las atenciones propias del Jefe del Estado, cual- 
quiera que sea su clase 6 título, y su obligada resi- 
dencia, no le permiten realizar por sí mismo las nego- 
ciaciones y pactos internacionales; por lo que esa fun- 
ción la encomienda á representantes constituidos por 
él como negociadores ó agentes diplomáticos, provis- 
tos para el objeto de las credenciales, poderes é ins- 
trucciones indispensables. 

Lo expuesto no excluye la posibilidad de que los 
soberanos mismos se apersonen para una negocia- 
ción determinada, como en Erfurth entre los empe- 
radores de Francia y Rusia y en Villafranca para los 

preliminares de paz que terminaron la guerra de 1859; 

36 
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aunque es oportuno advertir que, siendo grave incon- 
veniente que los soberanos se acerquen, con la posi- 
bilidad de no llegar á acuerdo ninguno, es siempre de 
necesidad que los puntos del convenido sean previa- 
mente definidos por los diplomáticos, como sucedió 
en el último de los casos citados. 

Cuando se ha dicho que al Jefe del Estado corres- 
ponde el derecho de tratar, esto se entiende aún cuan- 
do sea usurpador ó de hecho, siempre que esté en po- 
sesión de una autoridad ostensible y admitida por los 
subditos ó ciudadanos. Así como, por el contrario, el 
soberano destronado ó destituido no tiene la facultad 
de obligar al país que ha dejado de gobernar. 

Consentimiento libre y reciproco. — La realidad 
del vínculo jurídico y la posibilidad de concebir una 
obligación en concreto se funda sobre la fórmula de 
derecho natural, duarum vel pliirium in idem con- 
sensu\ lo que implica que ese consentimiento debe 
estar esento de las circunstancias que lo vician y ha- 
cen nulo, tales como el error, el dolo y la coacción 
física 6 moral. 

Debe advertirse, ante todo, que, en los negocios 
públicos ó concernientes á los estados, es muy raro 
y difícil que puedan presentarse las causas de nulidad 
de los pactos por error ó dolo, así por la naturaleza 
de ellos como por la condición de las personas que 
intervienen en esos actos; pero no por eso es menos 
cierto que, cuando existan, no puede decirse que ha- 
ya en realidad consentimiento, ni por lo tanto conve- 
nio ni obligación derivada de él. 

La reciprocidad del convenio puede existir bien 
por la concurrencia simultánea de las promesas y 
aceptaciones, que constituyen la unidad jurídica del 
pacto, bien por un acto posterior de adhesión á lo que 
otros han pactado, con 6 sin la mira de la adhesión 6 
aceptación de un tercero. 
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No hay necesidad de insistir sobre las formas y 
circunstancias relativas al error y al fraude que pue- 
den intervenir en los tratados; á los que son aplica- 
bles los mismos principios expuestos en el derecho 
natural en cuanto á los contratos privados y que es- 
tán condensados en breves y perentorios términos en 
todo código civil. 

Lo relativo á la libertad del consentimiento puede 
tener, y tiene en efecto en la práctica, mayor impor- 
tancia en cuanto á los convenios internacionales. 

No hay cuestión sobre el principio de que la vio- 
lencia física ó moral vicia en su origen el consenti- 
miento y hace radicalmente nulo el contrato basado 
ostensiblemente sobre él. La dificultad radica en dis- 
cernir los casos de violencia ilegítima y suficiente, 
como elemento que intervenga en los pactos entre 
las naciones, por cuanto éstos, llegado el caso, son 
ejecutores de su propio derecho, imponiéndolo por la 
fuerza, para que sea reconocido y acatado. 

Así, los convenios ó tratados que terminan una 
guerra en que, como es natural é inevitable, ha obte- 
nido el predominio ó ventajas decisivas una de las 
partes, se basan necesariamente sobre el estado de 
cosas creado por la victoria, ó sea la presión que pa- 
ra el vencido importa la perspectiva de mayores pér- 
didas é infortunios. No se podrá decir, sin embargo, 
que las obligaciones que crea el tratado de paz esté 
viciado por la violencia, á lo menos en cuanto á la so- 
lución de las cuestiones que dieron origen á la guerra, 
en que la suerte de las armas es hasta hoy el medio 
único de ventilarlas entre las naciones que contien- 
den, lo mismo que en lo relativo á la indemnización 
de los gastos y pérdidas que el vencedor puede exijir. 

Hefter con referencia á estos casos dice: " Sin 
embargo, el tratado cuyo objeto es hacer cesar un 
estado de presión ó de violencia legal, no puede con- 
siderarse como vicioso; por ejemplo, el que tiene por 
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objeto poner término á una cautividad ó la evacua- 
ción de un país conquistado." (i). 

Ya en otra ocasión hemos expuesto lo que creemos 
justo y de ley natural en lo que concierne á las ce- 
siones territoriales que 'tienen su origen en semejan- 
tes motivos. 

Se trata ahora únicamente de establecer si fuera 
de esos casos de guerra, con origen independiente de 
tales sacrificios territoriales y de la unidad nacional, 
la imposición de ventajas ó concesiones que un esta- 
do poderoso requiere para sí de otro que no lo es, 
bajo la presión de una amenaza positiva, puede hacer 
válido el consentimiento obtenido bajo tales condi- 
ciones. 

En este particular la doctrina común está resumi- 
da en la siguiente opinión de Hautefeuille: ** El tra- 
tado desigual, 6 aun iguala que contiene la cesión ó 
abandono gratuito de un derecho natural esencial, es 
decir, sin el cual una nación no puede considerarse 
como existente, tal, por ejemplo, como la independen- 
cia, aún parcial, no es obligatorio. Puede* continuar 
ejecutándose, en tanto que las dos partes comprome- 
tidas siguen observándolo por la concurrencia de sus 
voluntades. . . . pero ambas tienen el derecho de rom- 
perlo, en lo que concierne á la cesión 6 abandono del 
derecho esencial, previniendo á la otra parte por la 
denuncia del tratado. La razón de la ineficacia de las 
transacciones de este género es que los derechos na- 
turales de tal calidad son inalienables. " 

Martens admite el mismo principio, bajo el con- 
cepto de que el derecho de propia conservación auto- 
riza á una nación para separarse de un pacto que no 
podría cumplirse sin causar su propia pérdida. 

En análogos términos se pronuncia Ortolan y has- 
ta de un modo absoluto, cuando establece que si le 



(1) Hefter, Derecho Internacional Público, Lib. 1°, Cap. 3.° 
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tratado es producto de la violencia, no existe. Carna- 
zza-Amari expone al ocuparse de este punto, que la 
violencia, para invalidar un tratado, debe ser bastante 
grave por amenazar seria mentó la personalidad jurí- 
dica del que se vé obligado á aceptarlo 6 de la nación 
misma que sufre directamente la violencia, (i). 

Parécenos que tales opiuionos encierran en lo sus- 
tancitil la doctrina verdadera, en cuanto ella importa 
reconocer que la violencia solo vicia los tratados en 
que ella interviene, para desconocer 6 menoscabar un 
derecho absoluto ó esencial, es decir todos los que se 
refieren á la pérdida de la independencia ó personali- 
dad jurídica del uno de los contratantes á la integri- 
dad de sus derechos soberanos y á la unidad indivisi- 
ble de su territorio. 

Fuera de estos casos, la razón y la conveniencia 
imponen que la simple objeción de la violencia, poco 
verosímil por cierto en los demás pactos, no es acep- 
table como medio de desligarse de las obligaciones 
internacionales; y á este propósito expone Bluntschli 
la regla que puede considerarse de práctica en las re- 
laciones internacionales y que él acepta como opinión 
propia. 

" Se admite, dice ese autor, que un estado conser- 
va su libre voluntad, aún en el caso en que se vé for- 
zado por su debilidad ó por la necesidad, á consentir 
en el tratado que le dicta un estado más poderoso." 

Comentando su propia proposición dice en seguida: 
^' El derecho público reconoce también la necesidad 
de los hechos consumados; el no es en el fondo si no 
la reglamentación del orden público, que se reconoce 
como necesario. Si, pues, lo que es necesario se pre- 



(1) Hautefemlle — Derechos y deberes de las naciones neu- 
trales—Tomo 1.° pág. 10. Th. Ortolan — Reglas internacio- 
nales. Tomo 1,° pag. 98. — Martens — Derecho de gentes — T. 
1-° pági 52, Carnazza-Amari, Derecho internacional público — 
Tom. 2.0 Sec. 4? Cap. 3.° 
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senta bajo la forma conminatoria, esto no podría traer 
como consecuencia la nulidad del tratado. Este prin- 
cipio es particularmente aplicable á los tratados de 
paz. Si fuera permitido atacar sú validez porque uno 
de los estados contratantes no hubiera dispuesto de 
su libre voluntad y hubiera firmado por temor ó á cau- 
sa de amenazas, los conflictos entre las naciones no 
tendrían fin y la paz no estaría nunca asegurada." (i) 

Con las reservas ya indicadas y en cuanto tan ab- 
solutas proposiciones se refieran á derechos secunda- 
rios y eventuales, no puede dejar de admitirse que la 
conveniencia general, y la de la misma nación apremia- 
da por la fuerza, imponen la aceptación del pacto. En 
los demás, no funda si no un hecho, desprovisto de 
carácter jurídico esencial y que, por lo tanto, es lícito 
contrastar, cuando las circunstancias lo permitan. De 
otra manera la noción misma del derecho desaparece- 
ría, para no dejar como base y criterio de las relacio- 
nes internacionales, sino el hecho consumado á que 
se refiere con demasiada generalidad el autor citado. 

El mismo publicista reconoce, sin embargo, con ca- 
si todos los demás, que si la fuerza se ejerce contra 
los que reprerentan al estado en la negociación ó tra- 
tado, esas personas no son suceptibles de contraer á 
nombre de su gobierno compromisos obligatorios. Tal 
fué el caso de Francisco I, obligado á consentir du- 
rante su cautividad en Madrid, en la cesión de la Bor- 
goña, aparte de renunciar al Milanesado; con cuyo 
motivo los estados generales de aquella provincia, reu- 
nidos en Cognac, rehusaron someterse á la condición 
de subditos del emperador Carlos V y declararon ser 
nulo el pacto ajustado por su soberano privado de 
libertad. 

Posibilidad física y moral de los tratados. — 
Ya se ha indicado que una de las condiciones esen- 



(1) Bluntschli — Derecho internacional codificado— Art. 408 
y su nota. 



— 28; — 

cíales de todo convenio, cualesquiera que sean las per- 
sonas que los celebran, es el que sean física y moral- 
mente posibles en su causa y en su objeto. 

Es de toda evidencia que el que se ha obligado á 
hacer algo que es contra las leyes naturales, ó está 
material y absolutamente fuera de su poder, no se ha 
obligado á nada; esto no tiene necesidad de más de- 
mostración, como base de criterio racional y moral. 
Solo puede y debe exceptuarse el caso en que el obli 
gado por el pacto haya contraído el compromiso por 
hecho propio antecedente, en perjuicio de la parte en 
cuyo favor se obliga, porque el sentido moral y la jus- 
ticia aprueban de consuno que el promitente debe en- 
tonces, á falta del hecho ó la cosa prometida, indem 
nizar al otro contratante. 

Esto en lo relativo á la posibilidad física. En cuan- 
to á los actos que violan las leyes morales ó de la 
justicia, que lastiman derechos fundamentales de la 
persona humana, ó proceden de causa torpe ó ilícita, 
es igualmente cierto que están afectados de nulidad 
originaria y absoluta. En esta categoría pueden con- 
siderarse el pacto entre las grandes potencias que se 
dividieron la Polonia y el del asiento de negros^ con- 
sentido entre Inglaterra y España como accesorio de 
las negociaciones de la paz de Utrech, por el que se 
concedía á la primera de esas potencias el privilegio 
de introducir, durante cierto período de tiempo, ne- 
gros esclavos en las posesiones coloniales de la se- 
gunda. 

Bluntschli, después de establecer de un modo gene- 
ral que son nulos los tratados que atentan á los dere- 
chos generales de la humanidad, ó á los principios ne- 
cesarios del derecho internacional, formula las reglas 
siguientes: 

" Son contrarios á los derechos reconocidos de la 
humanidad y por consiguiente nulos, los tratndos que: 

a) Introducen, extienden ó protejen la esclavitud. 
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b) Rehusan todo dere(»ho á los extranjeros. 
* c) Ponen trabas á la libertad de los mares. 

d) Prescriben persecuciones por opiniones reli- 
giosas. 

Son contrarios al derecho internacional, y por lo 
tanto nulos, los tratados que tienen por fin: 

a) Establecer el dominio de una nación sobre el 
mundo entero. 

b) La supresión violenta de un estado viable, ca- 
paz de defender su existencia y que no amenaza la 
conservación de la paz. (i). 

Aunque no todos, hay que reconocer que en la 
enumeración que precede, están comprendidos los ca- 
sos principales de nulidad, por la inmoralidad ó injus- 
ticia de la causa ó el objeto de tratado; y no hay ne- 
cesidad de completarla, por lo que genéricamente y 
en principio se ha expresado poco antes. 

Forma de los tratados. — Varía la manera de pro- 
ceder, según sea el objeto y carácter del convenio y 
también en consideración á las circunstancias bajo las 
cuales se celebra. 

Hay que advertir, desde luego, que, en materia de 
tratados públicos, no hay formas precisas y consa- 
gradas cuya omisión ó alteración arguya nulidad. To- 
do depende en este orden de lo que haya sido mutua- 
mente aceptado, con tal que pueda establecerse de- 
bidamente la autenticidad del acto y por lo tanto la 
verdad de los compromisos que por él se han formado. 

Sin embargo, hay formas usuales que es conve- 
niente observar, porque constituyen el derecho común 
en cuanto á ellas y de las que la prudencia, aconseja 
no separarse para resguardo recíproco, sobre todo en 
los casos en que su determinación precisa ó el uso 
general y antecedente, las haga necesarias para fijar 
el valor y extensión de los acuerdos internacionales. 



(1) Bluntschli — ob. cit. artículos 410—411—412. 
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En lo que concierne al idioma, hasta el siglo XIV 
se usaba en los tratados el latin, el que, durante la pre- 
ponderancia de España, fué reemplazado por el cas- 
tellano y después por la lengua francesa, de un modo 
general usada hoy mismo en las negociaciones y re- 
dacción de los actos internacionales, particularmente 
en los congresos. 

La práctica actual, en lo relativo á los tratados, es 
que, cuando hay solo dos partes, se redacte en ambos 
idiomas y en esta forma se canjean los ejemplares 
que se han de ratificar. No es raro, sin embargo, que 
la más lijera inexactitud en la versión recíproca de 
uno y otro texto, sea ocasión de disidencias, que sería 
útil prevenir adoptando una lengua única para redac- 
tar todos esos actos. 

Los tratados ó convenciones propiamente tales, 
aunque se negocian verbalmente para la facilidad de 
la discusión, es preciso que queden consignados por 
escrito en todas sus estipulaciones, que son el objeto 
de artículos que pueden ser principales y accesorios 
y en algunos casos separados y materia de un instru- 
mento distinto. No habría otra manera de fijar la rea- 
lidad de las obligaciones, su objeto específico y su 
sentido y alcance. 

En los casos de adhesión de otros estados á lo que 
se estipuló, según las formas indicadas, por dos ó más, 
una simple declaración de los gobiernos que adhieran, 
comunicada á los contratantes primitivos, basta para 
que queden ligados los adherentes en los mismos tér- 
minos que aquellos. 

También quedan vinculados los gobiernos, por com- 
promisos eventuales, ó en asuntos que no se relacio- 
nan con obligaciones permanentes y trascendentales 
por un cambio de notas de cancillería, ó por la acep- 
tación, en la misma forma, de la minuta ó memorán- 
dum que uno de los negociadores remite al otro, co- 
mo resumen de lo acordado ó discutido entre ellos. 

37 
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En los congresos ó conferencias, aparte de los pro- 
tocolos de las sesiones y de los tratados especiales á 
que den origen, entre todos ó algunos de los estados 
que concurren, por medio de sus representantes, se 
extiende el resultado de sus deliberaciones y acuer- 
dos en un documento que se llama acta final; como 
en el Congreso de Viena de 181 5, en la conferencia 
de Be rlin de 1884 —85 y otras asambleas diplomá- 
ticas. 

Es de uso común que en el curso de una negocia- 
ción más ó menos prolongada y para arribar á la con- 
clusión de un tratado, se extienda una acta de lo dis- 
cutido y acordado en cada una de las conferencias en- 
tre los negociadores, á lo menos en resumen. 

Esta protocolización de las conferencias, además de 
que fija irrevocablemente lo que se ha convenido ó 
aceptado por una y otra parte, tiene la utilidad indis- 
putable, después de firmado el pacto, de servir de 
fuente auténtica de interpretación, en el caso de sur- 
gir dudas ó diferencias sobre el sentido y alcance de 
algunas cláusulas del tratado. 

En negociaciones de carácter delicado y difícil, par- 
ticularmente cuando la naturaleza y los motivos en 
que una de las partes funda su contradicción á las 
ideas, hechos ó derechos alegados por la otra, puedan 
ser ofensivas ó penosas para ésta, se conviene en no 
consignar en el protocolo sino lo acordado, ó, simple- 
mente, que no hubo acuerdo sobre el punto discutido. 



LECCIÓN XIV 



SUMARIO.— Clasificacióu de las tratados.— Concordatos.— 
Batiñcacióu — Convenciones militares. — EJfectos de los 
tratados. — Inviolabilidad, interpretación, próroga y ca- 
ducidad de los tratados. — Accesión. 



Clasiñcación de los tratados. — La variedad de 
las materias que forman el objeto de los tratados y 
los diversos puntos de vista, bajo los cuales pueden 
ser éstos considerados, han determinado su clasifica- 
ción por los publicistas en manera más ó menos acep- 
table. 

Los tratados se dividen comunmente en permanen- 
tes y temporales y reales y personales , principales y ac- 
cesorios^ simples y condicionales^ iguales y desiguales, 
públicos y secretos. 

Son tratados permanentes los que determinan un 
conjunto de derechos y deberes entre los contratan- 
tes de un modo estable y sin limitación de tiempo; y 
temporales los que fijan á sus estipulaciones una du- 
ración determinada. 

Puede observarse acerca de esta clasificación que, 
particularmente en orden á los compromisos inter- 
nacionales, no puede haber nada perpetuo, ya que las 
naciones no perecen, y que, en el curso de los tiem- 
pos, las circunstancias y necesidades fundamentales 
de los contratantes, pueden haber cambiado; y es na- 
tural que cambien, hasta hacerlas incompatibles con 
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los compromisos contraídos bajo un conjunto de he- 
chos sustancialmente distintos. 

Asi es que, los tratados permanentes rijen entre los 
partes mientras están conformes en observarlos, sin 
perjuicio de desahuciarlos cuando las necesidades de 
una ó ambas lo exijan; á diferencia de los temporales, 
cuyas estipulaciones obligan por todo el tiempo pre- 
visto y señalado. Por lo demás es útil observar que 
en la practica actual todos los pactos con limitación 
de tiempo son ó pueden ser, por su solo efecto, de 
duración indefinida, si no son desahuciados dentro de 
los plazos que en ellos se acostumbra fijar. 

Los únicos tratados que ligan para siempre son los 
relativos á cuestiones dirimidas por ellos entre las 
partes para terminar diferencias, como los que fijan 
las fronteras, reconocen la independencia, ó fenecen 
un asunto financiero. 

En los mismos tratados temporales, ó que se di- 
suelven por la voluntad de una de las partes, hay 
cláusulas perpetuas, como la que estipula la paz 
permanente aunque el tratado que lo contiene 
sea desahuciado en lo demás. De la misma ma- 
nera, en los tratados de paz y amistad, y aún des- 
pués de iniciada la guerra entre los contratantes, que- 
dan subsistentes las estipulaciones concernientes á 
las reglas que se ha prometido observar en cuanto al 
ejercicio de las hostilidades, bloqueos, capturas, con- 
trabando de guerra y operaciones bélicas en general. 

La distinción entre los tratados reales y los perso- 
nales no reposa sobre una noción jurídica verdadera. 
Desde que todo tratado público se refiere á derechos 
é intereses de las naciones comprometidas en él, no 
perteneciendo á este orden los relativos á la persona 
del soberano ó su familia, los que de éstos se ocupan 
solo tienen una eficacia relativa y contingente, es de- 
cir, mientras las naciones respectivas no hayan ejer- 
cido en lo interior sus derechos soberanos por el cam- 
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bio de dinastía ó de su forma de gobierno. Bajo este 
concepto los tratados personales puede decirse que 
son condicionales, poniéndoles término, como condi- 
ción resolutoria, el acto de soberanía interna á que 
nos hemos referido. 

Cuando se estipula algo entre dos gobiernos que 
tiende únicamente k asegurar ó garantir otras obli- 
gaciones anteriores ó coetáneas al pacto, se dice que 
hay un tratado accesorio; todos los demás son princi- 
pales, es decir, que existen por sí é independientemen- 
te de cualquiera otra clase de obligaciones. 

Líos tratados accesorios más comunes son la^^í- 
rantia y la prenda ya que la caución y los rehenes 
no son de estos tiempos, á lo menos los segundos. 

Consiste el pacto de garantía en la promesa que 
un estado hace á otro de prestarle su auxilio y servi- 
cios, en el caso de que éste se crea amenazado en sus 
derechos ©intereses por obra de un tercero, (i). 

La garantía puede ser ofrecida en el mismo tratado 
de cuya seguridad se trata, 6 por acto diferente, y ser 
singular ó colectiva. De esta última especie es la que 
las grandes potencias estipularon entre sí y con las 
naciones interesadas para garantizar la independencia 
y neutralidad de Suiza y de Bélgica. 

El garante solo está obligado á emplear sus bue- 
nos oficios é influencia, cuando llegue el caso ó sea 
requerido; pero no asume la obligación subsidiaria de 
cumplir por el obligado principal, ni tampoco signifi- 
ca el derecho de ingerencia en la autonomía de la na- 
ción obligada ó de la favorecida por la garantía. 

Sobre la eficacia de ese pacto y sus consecuencias 
no es inoportuno recordar lo que Federico el Grande 
decía acerca de él: **Todas las garantías son como la 
obra de filigrana, más adecuadas para satisfacer la 
vista que para ofrecer alguna utilidad." 



(1) Kluber — Derecho de Gentes, Tom. 1.° pág. 157. 
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La prenda y la hipoteca, dice Martens, han sido 
empleadas, en otro tiempo, sobre todo para asegurar 
el reembolso de un empréstito 6 el pago de una in- 
demnización prometida; algunas veces para garanti- 
zar el cumplimiento de un tratado en su integridad. 

Como prenda se estima, en los usos internacionales, 
la entrega temporal de una ciudad ó provincia hasta 
el cumplimiento de la obligación que ella asegura. 
En esa condición quedaron numerosos departamentos 
de Francia por la paz preliminar de Versalles y la de- 
finitiva de Francfort, para asegurar el pago de la in- 
demnización de guerra que en ellos se estipuló. • 

No puede decirse lo mismo de la ocupación de las 
provincias de Tacna y Arica por diez años, como pac- 
to comprendido en el tratado de paz de Octubre de 
1883 entre el Perú y Chile, porque en ese tratado no 
quedaba por parte del vencido á quien se impuso, 
ninguna obligación por cumplir, después de la mutila- 
ción de su territorio, por la cesión del departamento 
de Tarapacá, exijida como indemnización de guerra. 

Todo el derecho del ocupante de una ciudad ó te- 
rritorio, á título de prenda, se limita á la seguridad 
que la posesión le ofrece, para el cumplimiento de lo 
estipulado; pero no puede intervenir en su gobierno 
alterar sus instituciones, ni disponer de sus bienes ó 
rentas. De manera que, aún cuando esa ocupación 
sea consecutiva de una guerra, cesa el imperio de la 
ley marcial y de todos sus efectos. 

El ocupante debe conservar en su integridad la 
ciudad ó provincia que posee y devolverla en los mis- 
mos términos, cumplida que sea la obligación que 
asegura. 

Pero puede suceder, aunque es en extremo raro, 
que esa posesión se convierta en definitiva, si jamás 
se cumple lo prometido. Vattel refiere el caso del 
país de Vaudj hipotecado per la casa de Saboya á los 
cantones de Berna y de Friburgo, del cual se adue- 
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ñaron éstos por dilación indefinida del pago y des- 
pués de una lucha con el soberano obligado. Así vi- 
no á ser esa comarca parte de la Confederación Hel- 
vética. 

Solo es admisible en principio la clasificación de 
los tratados en iguales y desiguales, en tanto que las 
ventajas que se estipulan recíprocamente no sean ma- 
terialmente equivalentes, lo cual por otra parte es casi 
imposible; pero es incompatible con la autonomía y 
la independencia de un estado el asegurar á otro ven- 
tajas exclusivas que no tienen compensación, como 
en los tratados de protectorado, vasallaje ó tributo, 
en que solo se asegura el predominio é inñuencia del 
más poderoso. 

Como los contratos privados, los que celebran las 
naciones pueden depender de la realización de un he- 
cho incierto y futuro, para su eficacia ó su caduci- 
dad; y sobre el particular no hay nada que agregar á 
la teoría general del derecho civil. 

Dada la inutilidad de definir lo que se entiende por 
tratados públicos y tratados secretos, puede limitarse 
la exposición acerca de ellos á lo que dice Mamiani 
refiriéndose á los secretos: "Difícilmente puede el 
derecho aprobar esos tratados; porque si ellos no per- 
judican á nadie, ó si el daño que hacen á otro, es me- 
recido, si ninguno de los contratantes es la víctima 
del otro, si ninguna de las cláusulas de la convención 
teme el ojo severo y escrutador del público ¿por- 
qué recurrir al silencio y al secreto.^* Lo que puede 
estimarse en verdad, como raro, es que las cláusulas 
secretas se descubran sin que ellas revelen algo de 
poco leal y benévolo para los pueblos ó los gobier- 
nos. Según nuestro parecer no está lejano el momen- 
to en que se descubra los últimos secretos de la po- 
lítica y de la diplomacia, en que una y otra estarán en 
el caso de habitar un palacio de cristal, en el que to- 
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dos sus actos serán visibles para el universo entero y 
serán por lo mismo regulares y correctos, (i) 

Como se ha dicho ya, los tratados se distinguen 
también entre sí por la materia ú objeto de ellos; y 
en tal concepto pueden ser de amistad, de comercio, 
de neutralidad, de alianza, de paz, de federación, de 
arbitraje, de extradición, de aduanas, etc., y conven- 
ciones consulares, sobre ferrocarriles, correos, telé- 
grafos, de propiedad literaria y otras análogas. 

Los tratados de amistad tienen por objeto asegu- 
rar la armonía y buena inteligencia entre dos pueblos 
por la determinación de bases ciertas en sus relacio- 
nes directas y por las franquicias y garantías acorda- 
das á sus respectivos subditos ó ciudadanos. 

Esta clase de tratados, de grande utilidad cuando 
las relaciones normales de los pueblos no servían de 
base segura y estable, porque la política de corte supe- 
ditaba la que imponen los intereses de los pueblos, 
son hoy de menos significación, porque la armonía y 
buena amistad entre las naciones existen de pleno 
derecho. 

Los tratados de comercio estipulan todo lo relativo 
á la facilidad de las relaciones comerciales, tránsito 
terrestre y marítimo, depósitos y trasbordos, tarifas 
de aduana, cargas eventuales de la navegación, como 
los derechos de faro, balizas y pilotaje, libre ingreso 
á los puertos y sus limitaciones y reglas, como las que 
se relacionan con las visitas de sanidad y cuarentenas; 
la condición civil de los ciudadanos de ambas partes 
ante la ley y la justicia de cada país y los derechos 
relativos á la adquisición de propiedad inmueble, á los 
testamentos y orden de sucesión. 

La base natural y jurídica de los tratados de co- 
mercio es la reciprocidad, ó sea la equivalencia de 
concesiones; sin que esto sea decir que ellas sean nu- 



il) D'un nuovo diritto público europeo, pág. 158. 
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méricamente iguales, lo que es imposihée, porque de- 
penden del grado de poder y actividad económica é 
industrial de cada país; basta para que el pacto se 
considere justo y obligatorio que sea en principio ó 
moral mente igual para las dos partes. 

En esos tratados es de uso consignar la promesa 
de que cada uno de los contratantes será tratado por 
el otro como la nación más favorecida; de donde ha 
nacido la pretensión, á menudo manifestada, de en- 
trar de pleno derecho en el goce de las franquicias ó 
favores concedidos por la otra parte á una tercera 
nación. 

Esa pretensión es insostenible, porque las ven- 
tajas y concesiones acordadas en cada tratado de esa 
clase, son el equivalente de las que se reciben y por 
lo tanto, no pueden otorgarse sino mediante recipro- 
cidad y por pacto específico; sin lo cual se converti- 
ría en un tratado desigual. 

La verdad de la regla se hace más evidente si se 
considera, que la nación que así interpreta en su fa- 
vor la cláusula indicada, no puede en gran número de 
casos, hacer la concesión equivalente, por estar liga- 
da con otros gobiernos por tratados, que la sujetan á 
privilegios ó favores especiales como causa determi- 
nante y principal de esos tratados. 

El ideal sería sobre esto la supresión, por su inu- 
tilidad, de los tratados de comerció, adoptando fran- 
quicia absoluta y universal y la unificación de las le- 
gislaciones, á lo menos, en cuanto á la igualdad de 
nacionales y extranjeros, ante la ley civil; pero el 
tiempo en que esto sea un hecho está verosímilmen- 
te muy lejos todavía. 

Los tratados sobre navegación están, en lo gene- 
ral,, prácticamente comprendidos en los anteriores. 

Cuando en vm tratado se estipulan auxilios recípro- 
cos para el caso de un guerra, es una alianza\ que pue- 
de definirse, como el pacto por el cual dos ó más na- 

38 
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ciones se coin^rometen para sostenerse recíprocamen- 
te, bien para defenderse de una agresión ó para ata- 
car á una tercera. 

En el primer caso la alianza es defensiva, en el 
segundo ofensiva. 

Lo mas común en las alianzas es que sean á la vez 
ofensivas y defensivas. 

Considerando las cosas á rigor de principios, no 
hay alianza ofensiva que sea licita, si por ella se ha 
de entender el compromiso de seguir al aliado en 
cualquiera agresión contra un tercero, aun cuando 
ella sea injusta; pues ya se ha dicho, en general, al 
hablar de la causa y objeto de los tratados, que son 
nulos de pleno derecho los que se conviertan en daño 
de intereses ó derechos de otro. Será pues ne- 
cesario, para que tenga valor el compromiso, que el 
aliado, cuando sea requerido para una agresión, exa- 
mine previamente si se trata de una iniquidad ó de 
vma expoliación, de un atentado contra la indepen- 
dencia de otro estado, ó simplemente de defender un 
derecho propio; lo cual se resuelve en el derecho de 
todo aliado, por ley natural y de justicia, en el poder 
de deliberar sobre el casus foederis en la alianza de- 
fensiva. 

La cuestión se confunde con la de la diferencia en- 
tre las guerras ofensivas y defensivas, en que, des- 
cartando la significación de esas palabras en la técni- 
ca militar, no puede admitirse como guerra ofensiva 
si no la que está caracterizada por una agresión in- 
justa, y defensiva la que se emprende en protección 
del derecho propio, cualquiera que sea el beligerante 
que inicie las operaciones militares, que en muchos 
casos será el ofendido 

La solución del asunto en la práctica está, sin .em- 
bargo, erizada de dificultades, así porque en la com- 
plicación de un asunto internacional, que la acción di- 
plomática puede haber oscurecido, sea difícil distin- 
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guir con claridad y desde luego de que lado está la 
justicia y la razón, como porque no es posible dejar 
de un modo absoluto al criterio y á la voluntad de 
una de las partes la* realidad y eficacia del pacto. 

Como una nación no pueda ser juez en las quere- 
llas de su aliada con una tercera, el castis foederis se 
reduce para ella á una cuestión de moralidad y bue- 
na fé que, en definitiva, es la garantía y salvaguardia 
de todos los tratados; y en la práctica la concurren- 
cia del aliado se determina, en la mayor parte de los 
casos, por consideraciones de conveniencia y de ac- 
tualidad, en que la política tiene voz predominante. 

La generalidad de los publicistas enseñan, en lo 
sustancial, lo que en breve resumen se ha expuesto; 
y por eso establecee la necesidad y el derecho del 
aliado de examinar y declarar si ha llegado el caso 
del compromiso contraído, estoes, el casiis foederis. 

Las alianzas pueden concertarse contra una nación 
determinada, 6 en general para la neutralidad de una 
guerra que sobrevenga ó pueda amenazar á los con- 
tratantes. 

Pero el compromiso adquirido cesa desde que es 
manifiesto que la guerra emprendida ó preparada no 
es con propósito de defensa de lo propio, si no para 
destruir ó menoscabar derechos ágenos. 

Dieron ejemplo de esto los gobiernos de la Gran 
Bretaña y de España cuando, apesar del tratado de 
Londres, en que se concertaron para obtener de Mé- 
jico, por la vía de las armas, la satisfacción de agra- 
vios comunes, y de haber enviado sus ejércitos á esa 
república, se separaron de la alianza, al manifestarse 
de un modo evidente que el gobierno francés perse- 
guía un objeto político é injusto, cual era la imposi- 
ción de un príncipe extranjero como emperador, bajo 
la presión de las armas de los aliados. 

La obligación de auxiliar á los aliados cesa también 



— 300 — 

cuando es incompatible con la necesidad de defender- 
se así mismo ó de cautelar la propia existencia, (i) 

En conclusión, debe observarse que un simple tra- 
tado de alianza defensiva, sobre todo cuando es gene- 
ral é indeterminado respecto á la nación contra la 
cual puede eventualmente aplicarse, no dá motivo 
ninguno de agravio ni de recelo, por su propia in- 
determinación; y solo puede servir de fundamento 
para una explicación ó una ruptura, á la que, con 
planes preconcebidos ó designios injustos, haga de 
esa alianza un pretexto, ya que no una razón, para 
una agresión que justificaría por sí sola la previsión 
que dio origen á la alianza. 

Los tratados de neutralidad son definidos por Ama- 
ri-Carnazza, los que constituyen obligación entre dos 
ó más estados de garantizarse recíprocamente su neu- 
tralidad. 

No creemos que sea ese el concepto verdadero; 
pues en realidad la definición encierra la idea de una 
garantía, como principal y directo objeto de la obliga- 
ción, tal como la que pactaron las grandes potencias 
de Europa para asegurar la neutralidad de Svn'za, Bél- 
gica y Grecia. 

El tratado de neutralidad es el que obliga directa- 
mente á cada uno de los contratantes á no tomar par- 
te en la guerra en que cualquiera de ellos se encuen- 
tre comprometido. Y ese convenio puede ser general 
6 referente solo á la guerra con una 6 varias naciones 
determinadas. Puede también tener por objeto la obli- 
gación de todas las partes contratantes de no tomar 
parte en ninguna guerra que no sea emprendida por 
derecho, interés legítimo ó agravio propio. Bajo este 
último punto de vista, hay un compromiso expreso ó 
tácito, de auxiliarse recíprocamente, cuando, en virtud 



1 Vattel— Derecho de Gentes, Tom. 2° pg. 168. Amari— 
Derecho Internacional Público, tom. 3.° pag. 472.— Blunts- 
chli — Derecho Internacional codificado, art. 447-448 — 449. 
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de una guerra que les es extraña, esté amenazada la 
neutralidad de alguna de ellas. 

Como los tratados de paz se refieren principalmen- 
te á la guerra que terminan, y comprenden en gene- 
ral cuestiones de considerable trascendencia nos ocu- 
paremos de ellos especialmente, como conclusión de 
las reglas internacionales referentes al estado de 
guerra. 

Los publicistas consideran generalmente todo acto 
de federación como un pacto internacional; pero, en 
rigor, lo que existe es una constitución federativa, for- 
mulada y aceptada en las formas que ordinariamente 
rigen la sanción de toda carta política en un estado 
unitario. 

En esa forma se hizo y promulgó la constitución 
federal de Suiza, en 12 de Setiembre de 1848; la de 
Estados Unidos de la América del Norte, de 27 de 
Setiembre de 1787 y otras, en que el acto constituti- 
vo de la Confederación tiene formas y autoridad de 
ley constitucional y se expide á nombre de un pue- 
blo 6 de una nación. De manera, que el pacto primi- 
tivo de unión lleva en si una asociación vmiversal y 
perpetua, constituye un vínculo nacional que hace co- 
munes sus intereses, bajo leyes y autoridades con ac- 
ción directa sobre todos los miembros asociados; lo 
que es inconciliable con el carácter de los tratados in- 
ternacionales, que conservan á cada una de las partes 
su independencia entera y su gobierno propio. 

Los tratados de arbitraje son los que se estipulan 
con el objeto de remitir la solución de una diferencia 
ó disputa entre dos estados al fallo de un tercero, de 
un tribunal, ó de una persona privada ó autoridad de 
otro país. 

Hasta el presente tales compromisos habían teni- 
do el carácter de simples convenciones, referentes á 
un asunto determinado, pero sin ligar á las partes á 
que ocurran á ese medio pacífico siempre que se pre- 
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• 

senté alguna desavenencia que no pudiesen transi- 
jir por otros medios y á fin de evitar la guerra. Las 
mas notables transacciones de arbitraje en nuestros 
tiempos, son, la que se concluyó por el tratado de 
Washington de 8 de Mayo de 1871, entre Inglaterra 
y los Estados Unidos, relativa á la grave cuestión co- 
nocida con el nombre de Alabama\ y el tratado re- 
ciente, entre las mismas potencias, para zanjarla eno- 
josa controversia de la Gran Bretaña y Venezuela, 
sobre los límites respectivos de esta república y la 
Guayana Inglesa. 

Por la capital importancia de este medio de aveni- 
miento internacional, nos ocuparemos separadamente 
de él, al tratar de los recursos pacíficos para terminar 
las desavenencias internacionales. 

Sobre las convenciones de extradición hemos ex- 
puesto lo sustancial en el capítulo relativo á los con- 
flictos de leyes y de competencia entre los estados en 
materia penal. 

Las convenciones consulares tienen hoy una im- 
portancia que acrece cada día, á medida que se multi- 
plican las relaciones mercantiles de los pueblos y se 
entrelazan sus intereses. Tienen por objeto el deter- 
minar las franquicias, atribuciones y representación 
de los cónsules, para los asuntos que son propios de 
la institución, y, en consecuencia, comprenden todo lo 
que se ha expuesto con relación á las funciones, de- 
beres y prerogativas de esos funcionarios, al hablar de 
la institución consular. Esos tratados, llamados ge- 
neralmente convenciones, son tanto más necesarios, 
cuanto que tienden á armonizar lo que hay de vario 
y disidente en la legislación consular de cada país; de 
manera que, para los estados que tienen convenciones 
de ese género con los demás, sus ordenanzas y regla- 
mentos solo rigen en cuanta al régimen interno de los 
consulados, sus relaciones y deberes respecto de su 
gobierno y la extensión de los auxilios que están obli- 
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gados á prestar á sus compatriotas, particularmente 
de la marina; pues, en todo lo demás, hay que es- 
tar á lo que estipulan los tratados y, á falta de éstos, 
al uso común, ó á lo que les sea permitido en materia 
de autoridad y representación por las leyes del país 
de su residencia. 

La misma significación tienen las convenciones re- 
lativas á ferrocarriles, telégrafos, correos, propiedad 
literaria y artística y otras que llevan en sí, menos 
una razón política ó de estado, que la protección po- 
sitiva y directa á los intereses comunes de la civi- 
lización. 

Entre los tratados de más importancia por sus 
efectos económicos y aún políticos, se encuentran 
los de aduanas. Al hablar de ellos es de necesidad re- 
cordar, como tipo en ambos conceptos, la liga aduane- 
ra de Alemania, que, principiando por las tentativas 
de Prusia para constituirla desde 1 8 1 5 y por la re- 
forma de sus tarifas en 18 18, con el mismo propósito, 
condujo á la formación de las tres ligas aduaneras de 
Baviera en 1827, de Turingia en 1828 y de . Prusia 
constituida desde antes, y que se amplió en 1831 y 
1832 con la adhesión de Sajonia y Hesse, Así se for- 
mó esa poderosa unión aduanera conocida con el nom- 
bre de Zollverein, que, por los tratados celebrados 
desde 1835 ¿ i^5S> refundió en una sola las tres li- 
gas aduaneras alemanas, formando una asociación de 
34 estados con una población de 35 millones de ha- 
bitantes. 

La base de la unión aduanera fué la supresión de 
las aduanas y barreras interiores y la unificación de 
las tarifas, que á poco andar debía producir, con el in- 
cremento del poder económico é industrial de Alema- 
nia, su unidad política eficazmente preparada por la 
fusión de sus más valiosos intereses. 

El Zollverein alemán terminó, como pacto especial, 
con el establecimiento del imperio de Alemania, cuya 
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constitución, de i6de Abril de 1871, establece, que 
la vigilancia ejercida por el Imperio y la legislación 
de éste se aplican, entre otros objetos, á las aduanas, 
al comercio y á los impuestos, según las necesidades 
del imperio. 

Una liga semejante al Zollverein será siempre be- 
néfica para los estados de un sistema continental ó 
territorial que, teniendo grandes elementos económi- 
cos que desenvolver y con afinidades naturales entre 
si, realizarán á favor de ella no solo considerables pro- 
gresos, sino también la consolidación de su indepen- 
dencia y seguridad por una alianza natural que ten- 
drá, en lugar de la insegura y artificial base de las 
combinaciones, puramente políticas, el sólido apoyo 
de sus intereses unificados. 

Concordatos. — Llámanse así lo» tratados que ce- 
lebra la Santa Sede con los gobiernos de los países 
católicos sobre asuntos eclesiásticos; y en particular 
sobre el ejercicio del llamado patronato real ó nacio- 
nal, privilegios, régimen externo de la iglesia y provi- 
sión de los beneficios eclesiásticos. Tienen por obje- 
to, en suma, cortar ó prevenir las cuestiones que se 
derivan de las relaciones entre la Iglesia y el Es- 
tado. 

Originariamente se llamaba concordato el acuerdo 
ó transacción entre dos dignatarios eclesiásticos, ó 
simples clérigos, con motivo del goce ó posesión de 
un beneficio y la extensión de sus efectos. 

" Esta clase de convenciones era necesaria, dice 
Carnazza- Amari, en la edad media; la Iglesia y el Es- 
tado se hallaban confundidos, vivían en una lucha 
perpetua, procurando sin cesar apoderarse recíproca- 
mente de sus derechos." 

Más exacto sería, tal vez, decir que ellos principia- 
ron cuando se debilitaba el poder de los papas, que 
en un tiempo tenían sometidos de hecho á su autori- 
dad á los mismos soberanos, á quienes se considera- 
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ban con el derecho de destituir, desligando á sus sub- 
ditos del juramento de fidelidad. 

La larga lucha entre el Papa y el Emperador, co- 
nocida con el nombre de guerra de las investiduras, 
fué el origen del primer concordato, celebrado en la 
dieta de Worms en el siglo XII, entre el Papa Ca- 
lixto II y el Emperador Enrique V; en que éste ce- 
dió á aquel el derecho de investidura, relativo á las 
feudos y tierras anexas á ciertos arzobispados ó aba- 
días; y el Papa á su vez renunció á favor del Empe- 
rador el goce de algunas regalías para la provisión 
de beneficios eclesiásticos. 

Como se vé, desde este primer concordato la con- 
fusión de poderes y la recíproca invasión de derechos 
ágenos es evidente. En rigor nada tenía que hacer el 
Papa con las investiduras de los feudos, en cuanto 
eran dependencias del imperio y reglaban más ó me- 
nos imperfectamente el ejercicio del poder temporal; 
ni nada, tampoco, el Emperador con los nombramien- 
tos para beneficios y las funciones eclesiásticas, que 
solo tienen en mira intereses espirituales. 

La oscuridad de las ideas y la condición embriona- 
ria del estado en aquellos tiempos, en que el poder 
espiritual de la iglesia habrá llegado á su más alto 
grado, explican esos pactos como transacciones de 
concordia y tnodiis vivendiy que debían procurar la 
paz; pero en realidad esos convenios no tienen razón 
de ser bajo el imperio de ideas más exactas acerca de 
la función y esfera respectiva de los poderes espiri- 
tual y temporal. 

La iglesia libre dentro del estado, que garantiza y 
proteje toda manifestación del derecho humano, es 
la concepción moderna y verdadera de esa armonía 
procurada por los concordatos, cuyos efectos son una 
ingerencia recíproca é indebida en atribuciones ó in- 
tereses ágenos y la imposición, como leyes del estado, 

de restricciones masó menos vejatorias é injustas de 

39 
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la libertad de creencia y de culto para todos los 
hombres, y aún para ciertos actos de la vida civil. 

Nadie puede negar la influencia civilizadora y so- 
cial de la iglesia cristiana en sus tiempos primitivos; 
pero su gerarquía propia no tiene hoy porqué asimi- 
larse á las instituciones del estado y su acción, en- 
caminada á la perfección moral y santificación de las 
almas, lejos de requerir, excluye en principio el auxi- 
lio del estado como instrumento de privilegio ó de re- 
presión. 

Una legislación que convierta en hecho los princi- 
pios brevemente enunciados, supliría con ventaja los 
concordatos, conservando á cada uno dentro de los lí- 
mites de su derecho, sin menoscabo de sus preroga- 
tivas é intereses. 

Aunque los concordatos no son tratados públicos, 
porque el Papa no interviene en ellos como soberano 
temporal, sino como jefe espiritual de la Iglesia Ca- 
tólica, "sin embargo, dice Bluntschli, se aplican por 
analogía los principios relativos á los tratados propia- 
mente dichos á los concordatos, porque son celebra- 
dos entre dos personas independientes, revestidas de 
un carácter público, que se ponen de acuerdo sobre 
cuestiones de derecho público. 

Son los más conocidos y célebres entre los concor- 
datos, aparte del ya indicado de Worms, el celebrado 
entre el clero portugués y el rey Dionisio en el siglo 
XIII, aprobado por el Papa Nicolás IV; el de 1447 
entre Federico III y el pontífice Nicolás V; el de 
1 5 16 entre León X y el rey Francisco I, sostituido 
primero por el de 1801 y después por los de 1813 
y 1817. 

Los concordatos españoles, aparte del celebrado en- 
tre Martino V y D. Juan II de Castilla, son los de 
1736, 1753 y 185 1, vigente éste último hasta hoy, 
adicionado por el acuerdo sobre capellanías colativas, 
promulgado en forma de ley en 24 de Junio de 1867. 
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El concordato de 1753 sería el vigente para el Pe- 
ni que, por su independencia, se subrogó á los reyes 
de España en los derechos y regalías reconocidos 
por la Santa Sede, si no existiera la bula-pontificia 
de 3 de Marzo de 1874, expedida á favor de la Re- 
pública, por el pontífice Pío IX, en la cual se reco- 
noce solamente lo relativo al derecho de patronato y 
provisión de beneficios eclesiásticos, sin confirmarse 
las demás cláusulas de los concordatos españoles, (i) 

Este derecho de patronato fué ejercido de hecho 
por los gobiernos del Perú independiente, respecto al 
nombramiento para los beneficios eclesiásticos, cuya 
colación canónica hacía únicamente la Sede Apos- 
tólica para las sedes episcopales; y los obispos pa- 
ra los canonicatos, prebendas y beneficios menores. 

Convenciones militaren. — Pertenecen á este or- 
den todos los acuerdos realizados en tiempo de gue- 
rra, relativos á suspensión de armas, canje de prisione- 
ros, socorros á los heridos y capitulaciones; recibiendo 
todos ellos el título común de carteles. 

Estas convenciones se celebran válidamente por 
los comandantes de ejércitos, de escuadras, buques ais- 
lados, fortalezas y plazas de los beligerantes, en virtud 
de los poderes propios é inherentes al ejercicio de sus 
cargos respectivos; y por lo tanto, en consideración á 
las necesidades actuales y urgentes que determinan 
su celebración, son válidas y eficaces inmediatamente, 
sin necesidad de ratificación. 

Entre las convenciones militares las más importan- 
tes generalmente son las capitulaciones, qile esti- 
pulan la rendición de ejércitos, flotas, fortalezas ó ciu- 
dades llanamente ó de un modo incondicional. 

Por la naturaleza de esos acuerdos, no pueden con- 
tener ninguna estipulación política ó, en general, que 
sea estraña á las necesidades militares que han oca- 



(1) Estabula solo obtuvo el pase en 27 de Enero de 1880. 
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sionado su celebración; pues, en caso de contenerlas 
la capitulación se convertirá en esponsiótiy esto es, po- 
drá ó no ser confirmada por el gobierno de quien de- 
pende el jefe militar que ha prometido lo que está fue- 
ra de sus poderes y funciones. 

Por este motivo no fué cumplida por el gobierno 
inglés la promesa de independencia hecha por el ge- 
neral de las tropas de aquel país á Genova, con moti- 
vo de la rendición de esta ciudad en 1814. Algo se- 
mejante ocurrió en la capitulación de Metz, rendida á 
los alemanes por el general Bazaine, que dio origen 
á las graves acusaciones y al proceso militar contra 
este jefe, en razón de haber negociado con Bismark 
sobre asuntos relativos á la situación política de 
Francia. 

Las leyes y ordenanzas "hiilitares de cada país, de- 
terminan las reglas á que habrán de sujetarse los je- 
fes de ejército, escuadras ó plazas de guerra, para dis- 
cernir en que circunstancias podrán, y bajo qué con- 
diciones, celebrar una capitulación, señalándose las 
penas consiguientes á todo acto de indignidad ó co- 
bardía. 

De las demás estipulaciones militares nos ocupa- 
remos al exponer lo relativo á las leyes de la guerra 
y los accidentes que dan lugar á su aplicación. 

Ratiñcación de los tratados. — No son los pleni- 
potenciarios de los estados como los mandatarios pri- 
vados, que obligan siempre á su mandante, en virtud 
de su procuración cum libera, siempre que se hayan 
ceñido ál tenor ostensible de sus poderes. La natura- 
leza de los intereses que se comprometen en un pac- 
to internacional, no permite fiar exclusivamente á la 
capacidad, buena fé y celo de un negociador la efica- 
cia y trascendencia de tales compromisos; y es por 
esto que, en la actualidad, por practica universal, la 
ratificación es necesaria para la validez de todos los 
pactos internacionales. Entra siempre como cláusula 
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final de ellos, que el tratado se ratificará en un plazo 
que se fija en la misma cláusula. 

En virtud de este uso común, podía reputarse inú- 
til participar en la controversia, acerca de si la rati- 
ficación es necesaria en principio, sino se presentara 
la previsión de los casos en que ella no se ha reservado 
en el tratado; y sino fuera necesario, ademas, examinar 
si puede estimarse como discrecional la negativa de 
ratificar, hayase ó no reservado esa facultad. 

Como ya se ha expresado al principio, la razón fun- 
damental que impone la distinción entre el mandato 
público y el privado, solo hay necesidad de resumir 
brevemente esa discusión, tal como se ha presentado 
por los publicistas de mas autoridad. 

Vattel afirma, que el pleno poder no es otra cosa 
que una procuración cum libera y parece deducirse 
de aquí que un acto de confirmación no es necesario. 
Pero, corrigiendo en seguida lo que tiene de absoluta 
la proposición, establece, que no pudiendo los prínci- 
pes compelerse recíprocamente al cumplimiento de 
sus compromisos sino por las armas, se acostumbra 
no hacer caudal del tratado mientras no haya sido 
aceptado y ratificado; agregando que, sin embargo, 
esa ratificación no puede rehusarse sino en virtud de 
fuertes y sólidas razones, que muestren particular- 
mente que el ministro se ha apartado de sus instruc- 
ciones. 

La diferencia entre el hecho y el principio, que se 
señala por Vattel, no es la más adecuada para soste- 
ner la exactitud de su doctrina, sobre todo cuando 
asigna por principal motivo de la negativa para rati- 
ficar, que el negociador se haya separado de sus ins- 
trucciones, lo que en teoría y por derecho positivo, 
no tiene influencia alguna en la validez de los actos 
del mandatario privado. 

Kluber profesa en el fondo la misma doctrina, 
cuando afirma que el tratado celebrado por un pleni- 
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potenciario es válido, si no ha procedido este fuera 
de sus plenos poderes ostensibles; y que una ratifica- 
ción posterior no es necesaria, si no cuando se ha re- 
servado en los plenas poderes ó en el tratado mismo 
por cláusula especial. 

En el mismo sentido se pronuncian Grocio y Puffer- 
dorff, que no admiten la negativa de la ratificación, si 
el ministro ha obrado dentro de sus plenos poderes; 
en tanto que Binkershoek sostiene, por el contrario, 
que puede negarse, si aquel funcionario se ha separa- 
do de sus instrucciones. 

Hefter expone que, en la actualidad, se acostumbra 
considerar las ratificaciones y su cambio como com- 
plemento necesario para su validez, aunque la ratifica- 
ción no haya sido expresamente reservada. 

La misma opinión, con variedard únicamente en la 
forma para expresarla, es la de Wheaton, Casanova, 
Schmalz, Ortolan, Pinheiro y otros muchos, que se- 
ría cansado enumerar, produciendo el convencimiento 
de que la doctrina actual hace de la ratificación un re- 
quisito para considerar un tratado obligatorio; es el 
acto de su perfección, y por lo tanto puede negarse 
aunque no se haya reservado. 

Para terminar, no será inoficioso hacer notar que 
Bluntschili, que contradice la teoría de la no necesi- 
dad de la ratificación, en uno de los artículos de su 
código, establece sin embargo en otro, que la negati- 
va de la ratificación, no debe considerarse como una 
violación del derecho, aún en el caso de que la perso- 
na encangada de las negociaciones se ha ceñido á sus 
poderes y á sus instrucciones. Y Martens, que adop- 
ta el sistema de Grocio, hace constar, á su vez, que, 
vista la trascendencia de los asuntos encom^endados 
á los plenipotenciarios, el uso ha introducido entre las 
naciones de Europa la necesidad de la ratificación y 
que ese uso procede de los tiempos más remotos. 

De manera que, el resumen de ese debate se encie- 
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rra en estas dos conclusiones: diferencia sustancial de 
condición entre el mandatario publico y el privado y 
en la naturaleza de los asuntos que están á su cargo; 
uso universal é inmemorial de la ratificación para la 
perfección de un tratado, hayase ó nó reservado. 

Innecesario, á la par que en extremo difícil, seria 
exponer todos los casos en detalle que justificarían la 
negativa de la ratificación; por lo cual, de un modo 
genérico, puede solo expresarse como fundamento, lo 
que Vattel y demás publicistas citados han indicado 
sobre el particular; reducido principalmente á una 
violación de sus instrucciones por parte del negocia- 
dor; á lo cual puede agregarse un cambio más ó me- 
nos sustancial en las condiciones de uno de los dos 
países comprometidos por el tratado, que lo harían 
imposible ó dañoso para su honor ó sus intereses, (i) 

La ratificación corresponde, por regla general, al 
constituyente del mandatario, cualquiera que sea su 
título ó el régimen político del país que gobierna; y 
consiste en la confirmación del acuerdo ó tratado por 
un acto oficial auténtico, en forma de decreto ú otra 
distinta. Pero, como acto diplomático, exije las mis- 
mas formalidades que para iniciar las ne'gociaciones; 
esto es, el canje de plenos poderes especiales para la 
ratificación, que pueden realizar las mismas personas 
ú otros mandatarios de las partes contratantes. 

Las formalidades y los actos previos á la confirma- 
ción del tratado, dependen de las leyes constituciona- 
les de cada país, que no es de nuestra incumbencia 
exponer. En el Peni el Presidente de la República 
tiene esa atribución, recabando antes la aprobación del 
Congreso en Cámaras reunidas. 

La ratificación de los tratados debe hacerse, en ri- 
gor, simple y llanamente, confirmando lo estipulado 
por los negociadores, sin que sea permitido hacer re- 



(1) Discurso de M. Guizot en la Cámara de Diputados— 
1841 [Cuestión Prusia y Paises Bajos]. 
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servas, adicionar, restrinjir ni modificar su texto; 
por la muy obvia razón de que, formando un todo ju- 
rídico, en que cada una de sus estipulaciones es la 
causa ó condición de otras, cualquiera modificación 
hecha por una de las partes, sin consentimiento de la 
otra, deja sin efecto las promesas y obligaciones 
de ésta. 

Cuando, por motivo fundado y legitimo, no sea po- 
sible aceptar el tratado, la conveniencia propia, el mu- 
tuo respeto y la cortesía internacional exigen que, 
al notificarse la desaprobación, se exponga el resumen 
de los motivos que la determinaron, á fin de reabrir 
las negociaciones, si hubiere lugar á ello, y la otra par- 
te consiente. 

En los acuerdos ó tratados celebrados ad referen- 
dum se puede en todo caso negar la ratificación, por 
ser esa la condición bajo la cual trató el negociador, 
según limitación que se consigna en el pleno poder 
que al efecto se le confiere. 

Efectos de los tratados. -^Los pactos internacio- 
nales, dehfidamente ratificados y promulgados, rigen 
de pleno derecho desde entonces en los territorios de 
los estados respectivos. Ninguna modalidad acci- 
dental en su manera de ser los modifica ó extingue; 
salvo el caso en que uno de los estados contratantes 
hubiera dejado de existir como persona jurídica inde- 
pendiente. 

Las partes obligadas no pueden ligarse con otras 
por compromisos que frustren ó embaracen el cum- 
plimiento de lo pactado. 

Tienen los contratantes, por efecto de su compro- 
miso, el derecho de reclamarse recíprocamente los 
medios de ejecutarlo, en todas sus consecuencias na- 
turales y legítimas; pero, en ningún caso, de escudar- 
se con los actos de un tercero que no ha sido parte 
en el convenio. 

Como no es posible exponer los innumerables ca- 
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sos y objetos á que en la práctica pueden extenderse 
los efectos de los tratados públicos, basta enunciar, 
en general, la fórmula de derecho según la cual, los 
pactos obligan no solo en lo que encierran sus esti- 
pulaciones literales, sino en todo lo que concierne á 
la materia del contrato y á la intención común de las 
partes. 

La infracción de los acuerdos celebrados trae na- 
turalmente consigo el derecho de la parte perjudica- 
da para exigir el cumplimiento extricto de lo prome- 
tido, apelando si es necesario á la fuerza. 

Inviolabilidad é interpretación de los tratados — 

Es de la esencia de todo pacto su inviolabilidad y re- 
ligiosa observancia poi ambas partes; sin lo cual se- 
ría imposible de realizarse y aún de comprenderse el 
derecho en su forma concreta y positiva. La necesi- 
dad moral que determina la formación de las obliga- 
ciones convencionales, implica la necesidad moral de 
su observancia. Así se ha creído y declarado en to- 
dos los tiempos, desde los más remotos, en los que, 
para dar mayor fuerza y autoridad á los pactos, se 
les rodeaba de formas y solemnidades religiosas, que 
los revestían de carácter sagrado: sanctitas pactortini^ 
gentitnn piibliconint. 

La firmeza y seguridad de los tratados se entiende, 
sin embargo, siempre que no estén afectados de los 
« vicios que originariamente los invalidan, por haberse 
faltado en ellos á algunas de sus condiciones jurídi- 
cas fundamentales. 

Es innecesario insistir sobre un dogma que tiene 
su base en la conciencia humana, por más que para 
explicarlo haya tanta diversidad de opiniones 6, mejor 
dicho, de formas; por lo cual concluiremos esponiendo 
dos de las más correctas y persuasivas fórmulas de 
ese principio. 

"Si una parte, dice Ahrens, no cumple su promesa, 

ella suprime una condición que dependía de su volun- 

40 
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tad y que era necesaria á la otra parte para el cum- 
plimiento de su fin; pero siendo este fin conexo á 
otros, toda línea de conducta será imposible y la so- 
ciedad será inútil para el hombre, que no podrá con- 
tar ya sino consigo mismo." (i). 

Y Baroli ha dicho elocuentemente: si se suprime 
la inviolabilidad de los tratados entre los gobiernos, 
que no reconocen en la tierra ningún tribunal con au- 
toridad sobre ellos, no hay medio cierto de poner tér- 
mino á sus diferencias, de determinar sus pretensio- 
nes, en una palabra de establecer entre ellos el rei- 
nado de la justicia, en cuanto es humanamente po- 
sible. (2). 

Interpretación de los tratados.— La necesidad de 
prevenir toda duda ó mala inteligencia en el concep- 
to y aplicación de cada una de las estipulaciones de 
un tratado, aconseja naturalmente un minucioso cui- 
dado en la redacción. Pero como, por grande que 
sea la atención y diligencia que en ello se emplee, 
siempre es posible la incertidumbre, oscuridad ó in- 
suficiencia de las expresioíies adoptadas, sobre todo 
si se hace uso de dos textos en los idiomas diversos 
de ambas partes, se hace necesaria la declaración in- 
terpretativa del sentido verdadero de lo pactado, con- 
forme á las reglas, en primer lugar, de la lealtad y 
buena fé y en seguida de las de la hermenéutica ó 
ciencia de la interpretación. 

La vasta extensión de la materia no permite expo- 
nerla por entero, teniendo que limitarnos á lo que 
hay en ellas de más genérico y comprensivo. 

Desde luego, y como punto de partida, hay que es- 
tablecer, que no se puede pretender interpretar lo que 
por su evidencia y claridad no es susceptible de in- 
terpretación. Esta debe hacerse según la intención 



(1) Ahrens.— Derecho Natural. Toni. 2.^ pá^. 269. 

(2) Baroli— Diritto Naturale privato é público, Tom. 5.^ 
pág. 187. 
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presunta délas partes; y para determinarla ha de con- 
siderarse que nada puede haberse prometido fuera de 
las leyes de la buena fé, de la equidad y de la lógica. 

1. Las cláusulas onerosas deben interpretarse en 
sentido limitado, deduciéndose de aquí que no puede 
extenderse un compromiso de ese género á más de lo 
que está explícitamente prometido. Pero, no por esto 
se ha de comprender que hay injusticia en reclamarlo 
que es la consecuencia natural y forzosa de lo pac- 
tado. 

2. Las palabras que pueden tener más de un sen- 
tido, se tomarán en el ordinario ó corriente y, en to- 
do caso, por su significación al tiempo de contraerse 
el compromiso. 

3. Cuando ésto no baste y siendo la base y norma 
de toda interpretación, la intención de las partes, ha 
de buscarse ésta en los lugares paralelos del tratado, 
ó sea aquellos en que de propósito, ó incidentalmente, 
se trate de la misma cuestión que suscita la disputa; 
ó bien por las analogías en los tratados precedentes 
de las mismas partes, ó de éstas con otras, según la 
sentencia de Cicerón semper autem in fide quid sen- 
seris non quid dixeris cogitandum, 

4. Las cláusulas genéricas comprenden lo especi- 
fico, pero no al contrario. Pero aún así, si una con- 
vención prevee limitativamente algunos casos deter- 
minados, estas disposiciones no son aplicables á los 
casos análogos. 

Para el estudio minucioso de las reglas de inter- 
pretación puede consultarse Grocio Lib. 2? cap. 16, 
que establece como criterio primordial que: ¿a medi- 
da de una recta interpretación es la inducción de la 
voluntad, sacada de los signos más probables. Tom. 
2?, Cap. 17. 

Lo que resta agregar, en conclusión, es que solo 
las partes interesadas, ó el arbitro elegido por ellas, 
pueden dar á los tratados una interpretación obliga- 
toria; y que todas las reglas de interpretación solo 
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pueden servir para apoyar las pretensiones y las ex- 
plicaciones recíprocas, (i) 

Próroga y caducidad de los tratados. — En 

los convenios por tiempo limitado puede haber una 
ó varias prórogas, para que continúen en vigor des- 
pués de haberse cumplido su término; y esto puede 
hacerse por medio de una simple y recíproca declara- 
ción de cancillería, ó consignando el acuerdo en pro- 
tocolo ó acta especial. Muchas veces, por causa de 
caducidad ó de desahucio, se conviene, sin embargo, 
en mantener vigentes algunas de las cláusulas del 
tratado extinguido, hasta la celebración de uno nuevo. 

Después que un tratado ha fenecido puede, sin em- 
bargo, regir de nuevo en todas sus partes por un 
acuerde posterior. Kluber distingne la renovación, 
que hace revivir el tratado desde el momento mismo 
en que deja de existir, del restablecimiento y que solo 
lo rehabilita después de un tiempo de receso; lo que 
acontece muchas veces por el efecto de un tratado de 
paz, que suele declarar el restablecimiento de los anti- 
guos convenios y pactos que existían entre las partes 
antes de la guerra. 

Los tratados públicos se extinguen en los casos si- 
guientes: I? por haber trascurrido el término que se 
fijó para su duración, salvo los casos en que se esti- 
puló la necesidad del aviso de desahucio; sin él conti- 
núan su vigor hasta que una de las partes declara su 
voluntad de ponerle término; 2? por haberse cumpli- 
do todas las obligaciones instantáneas ó especiales, 
que formaban el objeto directo y único del convenio, 
sea necesidad de declaratoria alguna; 3? en los trata- 
dos condicionales por no haber llegado á realizarse y 
ser imposible que se presente la condición de que de- 
pende ineficia; y cuando hay condición resolutoria por 
haberse ésta realizado; 4? por la renuncia expresa de 



(1) Hefterob. cit. pág.213. 



— 317 — 

la parte favorecida, en los tratados que contienen fa- 
vor ó concesión especial; 5? por la rescisión volunta- 
ria 6 mutuo disenso de los contratantes; 6? por la im- 
posibilidad física ó moral de su ejecución; 7V por la 
guerra que ha sobrevenido entre las partes contra- 
tantes. 

Carnazza-Amari y otros publicistas extienden á 
mayor número los casos de extinción de los tratados, 
pero los indicados comprenden genéricamente los de- 
más; pudiendo agregarse, solamente, que las obliga- 
ciones convencionales creadas por los tratados, se di- 
suelven por los demás motivos que extinguen los de 
carácter privado según derecho común. 

De entre los enumerados solo exijen explicación 
los dos últimos; porque los demás se encuentran re- 
gidos por las reglas de sentido común y de derecho 
natural. 

La imposibilidad física ó moral de ejecutar el tra- 
tado se entiende que es sobreviniente, pues si exis- 
tía originariamente, no sería el caso de caducidad 
sino de nulidad radical, que lo hace inexistente. 

La aplicación especial de esta regla tiene lugar 
tratándose de un estado de cosas contemplado por el 
pacto, que ha cambiado en absoluto ó sustancialmen- 
te. Algunos publicistas opinan que la cláusula rebits 
sic stantibits no necesita estipularse y se sobreentien- 
de en todo tratado. 

Refiérese, por consiguiente á todos los casos en 
que el cumplimiento de las obligaciones contraídas 
esté fuera del poder material del obligado; comprome- 
ta las condiciones de su conservación y progreso na- 
tural ó el ejercicio de sus poderes soberanos; y, por 
último, si, por efecto de ese mismo cambio de circuns- 
tancias en la perpetua duración de los estados, llegan 
sus estipulaciones á ser incompatibles con los dere- 
chos de la humanidad, los intereses de la civilización 
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y del progreso, ó con las reglas admitidas por el dere- 
cho internacional. 

En lo que concierne á la guerra, aunque hay div^er- 
gencia en las opiniones sobre si ella pone término, ó 
suspende solamente, las obligaciones convencionales, 
no puede dudarse de que su efecto natural é inmedia- 
to es la aparición de un estado de cosas inconciliable 
con las relaciones pacíficas y normales de los contra- 
tantes, sobre las que se fundan los compromisos ad- 
quiridos; y además es de considerarse que, en el hecho, 
los azares de la guerra no permiten preveer cuáles se- 
rán las bases de las relaciones futuras de los conten- 
dientes, al celebrarse la paz. 

Accesión. — Las obligaciones voluntarias pueden 
constituirse también bajo una forma distinta de la que 
hemos expresado. Hay casos en que el tratado ó 
convención entre dos ó más potencias, pueden exten- 
derse á otras á quienes se ha reservado esta facultad, 
ó, sin reserva alguna, por el interés especial que re- 
visten esos pactos, ya para un sistema político con- 
tinental, ya porque se refieren á necesidades de pro- 
greso común 6 de justicia universal. 

De este último carácter son las convenciones de 
1864, llamada de la Cruz Roja, sobre la condición de 
las ambulancias y de los militares heridos ó enfermos 
en campaña, la de unión postal, universal y otras se- 
mejantes. 

La accesión se realiza, en algunos casos, por conve- 
nios celebrados con los primitivos estados contratan- 
tes, por declaración de cancillería ó protocolo especial 
ó bien por un acto expontáneo y soberano de adhe- 
sión, comunicada en la forma autorizada por los usos 
diplomáticos ó prevista en el tratado mismo objeto 
de la accesión. 



LECCIÓN XV 

SUMARIO. — Clasificación de los deberes. — Si puede haber 
deberes jurídicos imperfectos. — Libertad de ingreso y 
mansión. — Libertad de tráfico y comercio en el teri'ito- 
rio.— Ingreso de naves á los puertos y sus restricciones. 
— Condición de los exti'anjeros. 

Clasificacipn de los deberes. — Los publicistas ha- 
cen la clasificación de los deberes internacionales en 
perfectos é impeifectos^ considerando entre los prime- 
ros los que corresponden á derechos efectivos, natu- 
rales ó adquiridos, y entre los segundos los que solo son 
determinados por la necesidad de una asistencia mu- 
tua, de perfección y de ventajas generales. 

La doctrina que reposa sobre esa clasificación no 
puede admitirse, porque, aparte de que no es lógica- 
mente exacta, es el origen de las vejaciones é injusti- 
cias que á título de ella se irrogan y en realidad por 
el desprecio que inspiran la diferencia de raza y de 
cultura. 

Carece de exactitud lógica, porque tratándose de 
clasificación de deberes jurídicos no puede compren- 
derse entre ellos los que conciernen al orden moral, 
como son todos los que se designan con el título de 
deberes imperfectos. Carece también de exactitud 
porque, en concepto racional, no hay deberes imper- 
fectos; el deber, si existe, es siempre perfecto, ya sea 
como simple necesidad moral, ya como relativo á una 
pretensión jurídica. 

Constituye un peligro y una amenaza para la liber- 
tad é independencia de los estados, porque esa con- 
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veniencia general, que invoca la necesidad de repre- 
sión para con los pueblos de un estado de civilización 
distinto y otras consideraciones análogas, han servido 
de fundamento para las violaciones más flagrantes del 
derecho nacional. 

Vattel, que implícitamente hace la misma confu- 
sión que rechazamos, se pronuncia contra sus conse- 
cuencias cuando dice: **Pero si una nación está obli- 
gada á contribuir, del mejor modo que pueda, á la per- 
fección de las otras, no tiene derecho alguno para 
compelerlas á recibir lo que ella no quiera hacer en es- 
te orden. Intentarlo sería viciar la libertad natural. 
Para obligar á alguien á recibir un beneficio, es nece- 
sario tener autoridad sobre él y las naciones son ab- 
solutamente libres é independientes. Esos ambicio- 
sos europeos que atacaban á las naciones americanas, 
sometiéndolas á su ávida dominación para civilizarlas, 
según decían, y para instruirlas en la verdadera reli- 
gión, esos usurpadores, digo yo, se fundaban en un 
pretexto igualmente injusto y ridículo." (i) 

Tan sencilla é irrefutable exposición sobre el as- 
pecto fundamental del derecho, es la crítica no sola- 
mente de la conquista antigua, con sus crueldades y 
sistema de exterminio, sino también contra de la vio- 
lencia moderna, ejecutada por vía de expansión y en 
algunos casos bajo el título de represión, en nombre 
de la justicia universal y de los intereses de la huma- 
nidad, que ninguna ley natural ni .concierto unánime 
de las naciones ha encargado á una ó muchas de es- 
tas. La civilización se impone por sus propios medios, 
que son esencialmente humanos y pacíficos y la acción 
de la fuerza, sino es un abuso, solo corresponde al 
que ha visto violados sus derechos, sin obtener re- 
paración. 

Si la noción del derecho envuelve lá de una obli- 



(1) Ob. cit. Hb. 2 °, cap. 1.°, pág, 7. 
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gación correlativa, ésta no admite otra clasificación 
que la de natural 6 convencional, según que corres- 
ponda á una ú otra clase de derecho. 

Libertad de ingreso y mansión — Según lo que 
se acaba de exponer, la franquicia absoluta ó limitada 
de que gozan los extranjeros para ingresar, transitar 
y residir en el territorio de un país, depende exclusi- 
vamente, salvo el caso de tratados que la declaren y 
regulen, de la libre voluntad del que la concede, de- 
terminada por lo que le aconsejan sus intereses y bajo 
el imperio de su poder soberano en el territorio. 

Evidente es que, marcándose los progresos de la 
civilización por la aproximación de los pueblos y el 
libre comercio entre los hombres, interés de cada uno 
es llegar en ese orden al máximum de lo que sea 
compatible con su seguridad y las necesidades pecu- 
liares de su existencia. Pero, como obligación pura- 
mente moral no corresponde á ningún derecho exiji- 
ble. Solo si, que concedida esa franquicia por un pac- 
to, por precepto legislativo, ó simplemente por acto 
consuetudinario, el estado que la concede está obli- 
gado á observar la justicia con los extranjeros que 
admite en su territorio, asi como la debe en general 
á las otras naciones, en cuanto á sus derechos incon- 
dicionales. En este orden de ideas, la justicia exije 
que las leyes de cada país reconozcan al extranjero 
que admite en su territorio en la plenitud de sus de- 
rechos civiles, esto es, de los que tiene como hombre 
por ley natural y primitiva, sin ecepción de nacio- 
nalidad. 

Este positivo progreso está lejos de ser todavía 
una verdad, pues casi todas las legislaciones, y entre 
ellas las de pueblos muy avanzados, conservan las 
huellas del espíritu hostil ó egoista del albanogio^ li- 
mitando el ejercicio de sus derechos civiles á los ex- 
tranjeros por restricciones odiosas. Sin embargo esas 

mismas naciones imponen la admisión de sus súbdi- 

41 
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tos en otros pueblos en nombre de. una comunidad de 
derecho que en su país no reconocen en la misma ex-' 
tensión. Esta es la verdad del hecho, en cuanto á los 
rasgos característicos de la política internacional mo- 
derna, prácticamente establecida por la eventualidad 
de los intereses protejidos por un poder prepon- 
derante. 

- Lo esencial es que, si los principios de independen- 
cia, gobierno propio y soberanía territorial son una 
realidad y si sobre ellos se funda toda noción funda- 
mental de derecho entre las naciones, cada una es la 
arbitra única de disponer dentro de su territorio y la 
única también que puede y debe discernir lo que exi- 
jen sus necesidades y progresos. Es natural que to- 
das tiendan, abriendo sus puertas al extranjero, á 
conseguir por su propia deliberación y albedrío, lo 
que no se les puede imponer por un poder extraño 
sin que su personalidad jurídica desaparezca. 

Lfibertad de tráfico y comercio. — La naturaleza 
ha establecido, por la diversidad de sus dones en las 
distintas comarcas del globo, la necesidad de su cam- 
bio para el aprovechamiento común; y con esa dife- 
rencia de riquezas y de clima, la de las aptitudes de 
los hombres, destinadas á fundirse, por la obra pacífi- 
ca de la civilización, en un estado progresiv-o y equiva- 
lente de cultura, que no puede ni debe destruir cada 
individualidad nacional. Bajo esle concepto es evi-, 
dente que ninguna nación puede oponerse al ejercicio 
de ese derecho natural de las demás, poniendo trabas 
ó embarazos al tráfico por ' los mares ó en regiones 
que están abiertas á la actividad del hombre. 

Pero, también bajo este mismo principio, y por vir- 
tud de la independencia recíproca de las. naciones, ese 
derecho natural exije para concretarse, respecto de un 
pueblo determinado, constituido y soberano dentro 
de su territorio, el consentimiento de éste, expresólo 
tácito. . ■ * 
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En rigor de principio un estado puede ^cerrar el 
acceso á su territorio al comercio extranjero; y para 
comprenderlo así' solo se necesita considerar que el 
derecho general y abstracto de comerciar, no corres- 
ponde á una obligación concreta de un pueblo deter- 
minado, hasta que éste haya consentido, sin que de- 
saparezca toda diferencia entre el derecho natural y 
el derivado y la noción misma de la ley jurídica. 

Es'por esto, dice Calvo, que en los países de Orien- 
te,* los estados europeos han tenido razón de no revin- 
dicarla libertad* de tráfico^como un derecho absoluto, 
suceptible de ser conquistado por la fuerza; y han de- 
jado al tiempo realizar su obra, borrar las pasiones 
hostiles, destruir las preocupaciones de raza y de cos^ 
tumbres, despertar la noción de necesidades y de in- 
tereses nuevos." 

Si esa franquicia general es la obra de los tiempos,, 
no hay duda tampoco de que, en todos ellos, será 
siempre un derecho de cada nación, el prohibir la im- 
portación ó exportación de determinados objetos por 
más ó menos tiempo, según sus peculiares necesida- 
des y de dictar las reglas del tráfico interior y exte- 
rior, en consideración á su seguridad y á sus exigen- 
cias económicas y fiscales. Los mismos . tratados de 
comercio no derogan, y apenas limitan, esta facultad 
fundamental, derivada.de la autonomía nacional y del 
derecho de vivir y resguardarse. Esos pactos solo 
contienen el permiso general del tráfico mercantil y 
la obligación de tratar á la otra parte en condiciones 
de igualdad con las demás, protejiendo los derechos 
particulares creados á su sombra; pero el estado con- 
serva siempre la libertad de dictar los reglamentos y 
ordenanzas sobre el comercio exterior que le aconse? 
jen sus conveniencias, bien ó mal entendidas. 

Ingreso. á los puertos. — La franquicia mercantil, 
otoirgada en generólo en particular, implica la de in- 
gresar á los puertos de la nación que la concede y de 
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introducir por ellos los artefactos ó productos natura- 
les del extranjero. Pero esta libertad no es absoluta 
y queda siempre subordinada á lo que establece la le- 
gislación del país en cuanto á su seguridad, orden é 
intereses. 

Así, no todos los puertos quedan abiertos al co- 
mercio extranjero, siendo solo algunos de ellos los 
que reciben las importaciones del exterior, que son 
los llamados entre nosotros puertos mayores, únicos 
en los que pueden ingresar naves que vienen con 
cargamento de mercaderías de otros países y únicos 
también de donde pueden despacharse con el mismo 
destino. 

Los puertos menores, habilitados únicamente para el 
tráfico interior, no pueden recibir naves procedentes 
del extranjero; y el comercio por ellos se reserva ge- 
neralmente, con el nombre de cabotaje, álos naturales, 
como protección especial á la marina y á los intere- 
ses nacionales. Esta regla sufre excepción voluntaria 
siempre que así lo determinen las conveniencias del 
país, como sucede entre nosotros mismos, en que las 
compañías extranjeras de vapores, ingresan libremen- 
te para el tráfico mercantil en los puertos menores, 
siempre que su primer ingreso en cada viaje sea á un 
puerto mayor. 

No obstante la franquicia comercial, las naves ex- 
tranjeras tienen que observar todas las reglas y pre- 
ceptos, que, en orden á reglamentos de aduana, tari- 
fas, policía de los puertos, y sanidad, existan en el país, 
ó se pongan en vigencia de un modo general. 

Bajo este concepto quedan sujetas las naves extran- 
jeras á las visitas de fondeo y sanidad, examen de 
sus despachos y pasaportes y á las reglas estableci- 
das sobre licencias de salida; y las mercaderías, al pa- 
go de los derechos de importación, según el arancel 
general y los impuestos de manifiesto, pólizas y de- 
más que existan en el régimen fiscal del país. 
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Esas cargas del comercio exterior suelen ser mul- 
tiplicadas y aún onerosas, según las necesidades y 
aún los errores económicos que las han determinado, 
pero en todo caso obligatorias; y entre ellas se en- 
cuentran los impuestos de tonelaje, lastre, aguada, fa- 
ro, hospital y otros que es inútil enumerar, y repre- 
sentan en su mayor parte servicios recibidos por los 
buques extranjeros. 

Los puertos pueden ser cerrados^ abiertos b fran- 
cos, según que á ellos esté prohibido el acceso de to- 
do buque extranjero, ó que se les permita entrar bajo 
las condiciones y los gravámenes establecidos; ó que, 
por último, el ingreso sea libre de todo impuesto y 
gabela. En esta última condición se encuentran los 
puertos que sirven de vía común para un extenso trá- 
fico internacional, como los de Panamá y Colón en la 
República de Colombia y. necesariamente los de in- 
greso por uno y otro lado á todo canal interoceánico, 
como Suez y Puerto Said. 

La prohibición de ingreso á los puertos cerrados 
admite la excepción de la necesidad invencible, tal 
como el peligro inminente de naufragio ú otro del 
mismo valor. 

Entre los derechos que los gobiernos se han creí- 
do autorizados, para ejercer respecto á la marina ex- 
tranjera se encuentra el de angarias, que consiste en 
el servicio forzoso de trasporte, impuesto á una ó más 
naves, sin excluir el de tropas y elementos bélicos en 
tiempo de guerra civil ó exterior. 

La razón de la necesidad y los privilegios de la so- 
beranía territorial, han autorizado el uso de las anga- 
rias, que difícilmente podría justificarse en principio, 
en cuanto importa una violación de los derechos de 
propiedad y de libertad del propietario ó armador. 

El hecho es que, aparte de desviarse á la nave de su 
destino y de las operaciones determinadas por su dueño, 
el servicio impuesto lo sujeta á los daños y pérdidas 
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consiguientes al abandono, aunque forztido, de su neu- 
tralidad. . • i' / ' 

Tal. es la regla-, sin emba"go, y para regularizar á lo 
menos ese uso se acostumbra incluir en los tratados 
una cláusula que asegure al armador ó propietario 
del buque un pago suficiente y anticipado por ese ser- 
vicio y la indemnización por los perjuicios que de él 
dependen. 

En el mismo ó análogo caso se encuentra la deten- 
ción temporal de k>s buques extranjeros en un puerto, 
{arrét de frince) que se impone por motivos de grande 
importancia, que, por lo común, consiste en la nece- 
sidad de conservar el secreto de ciertas operaciones 
militares ó sus preparátiv^os én tiempo de guerra ex- 
terior ó civil. ■ Esta medida, considerada también co-' 
mo una prerogativa de la autoridad soberana sobre él 
territorio, no impone á los gobiernos que la ejecutan 
sino responsabilidad puramente moral. 

La clausura de puertos determinados, hasta enton- 
ces abiertos al comercio extranjero, por necesidades 
de orden interno en una guerra intestina, constituye* 
una cuestión más ardua en si y hasta ahora no resuel- 
ta prácticamente de un modo adecuado para estable- 
cer precedente. 

Puede, en efecto, llegar el caso de que el gobierno' 
eje un país con>batido por una facción política, ó paía' 
reprimir una revuelta, se crea en la necesidad de de-- 
qjarar cerrados uno ó más puertos del territorio nacio- 
nal poseido por los rebeldes. La cuestión estriba en 
decidir si el simple decreto gubernativo que ordena' la 
clausura, es ó no obligatorio para los buques de co- 
niercio que han estado en posesión de penetrar cu- 
ellos. 

La decisión teórica' del asunto descansa en el exa- 
men de estas dos cuestiones: si ha de considerarse 
una guerra civil ó disturbio interior bastante para 
modificar las relaciones usuales del país de' que se' 
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trata con las otras naciones; y sí, dado que esto se 
resuelva negativaniente, es potestativo de la nación, 
representada por su gobierno el cerrar, transitoria ó 
absolutamente, uno ó más puertos hasta entonces de 
acceso libre al comercio extranjero. 

. La primera de-'las cuestiones solo tiene una solu- 
ción de hecho, determinada {X)r las circunstancias. Si 
la guerra civil llega á tener trascendencias tales que 
le den consideración internacional, por los intereses 
extraños que afef te, es indudable que el reconocimien- 
to de la beligerancia de los partidos contendientes es 
una necesidad para los gobiernos extranjeros, á fin de 
regularizar sus relaciones, atribuir á ambas partes los 
derechos de los enemigos públicos y resguardar su 
neutralidad. Pero si ese caso no llega, la guerra civil 
es para ellos como no existente; el reconocimiento de 
la beligerancia sería prematuro y aún ofensivo y por 
lo tanto las relaciones normales de ese país no sufren 
alteración. 

No es, pues, bajo concepto de guerra y sus conse- 
cuencias, como debe considerarse la clausura en tales 
ccvsos; porque la guerra, reconocida en sus efectos ex- 
ternos como un hecho por las otras naciones, haría de 
aplicación inmediata las leyes internacionales que la 
rigen, no solo entre los beligerantes sino entre estos 
y jos neutrales. En el caso propuesto, esas reglas 
dan á las dos partes hostiles el derecho de bloquear 
los puertos de su enemigo, pero el bloqueo no puede 
hacerse por un simple decreto ó mandamiento, á lo 
menos en cuanto á las obligaciones que ijuponga á los 
neutrales. 

Resta considerar el asunto bajo el punto de vista 
de los derechos soberanos del país que decreta la 
clausura. 

En principio general no es discutible que el go- 
bierno ó la autoridad que legal mente tiene esa prero- 
gativa, puede designar los puertos que quiera y le con- 
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vengan para el comercio exterior y, por lo tanto, ce- 
rrar, por necesidades permanentes ó transitorias, los 
que estuviesen antes habilitados para ese servicio. Es- 
te es un atributo de la soberanía que no se puede 
desconocer. Si la medida se dicta en consideración 
á las necesidades que al gobierno impone un disturbio 
interior, los gobiernos extranjeros no tienen derecho 
de oponerse y formular reclamaciones; pues, existien- 
do la potestad, nadie está autorizado para increpar su 
ejercicio por el motivo que lo determina. 

La proposición contraria iniplicaría la legalidad y 
el derecho con que los subditos extranjeros, ó sus go- 
biernos, entrasen en relaciones con el partido ó facción 
en armas contra el orden establecido, que serviría de 
aliento y aún de estímulo para las revueltas y de oca- 
sión para defraudar las rentas y propiedades de la 
nación. 

Un debate interesante sobre esa cuestión se pro- 
movió durante la guerra separatista de los Estados 
Unidos, en que el gobierno de este país sostenía la 
tesis ya formulada en los términos siguientes, que 
extractamos del despacho de M. Seward á M. Adams 
ministro americano en Londres, con fecha 21 de Ju- 
lio de 1861. 

" Si el gobierno de los Estados Unidos quiere ce- 
rrar por una ley sus puertos sublevados y si la Gran 
Bretaña se propone, conforme á las declaraciones an- 
teriores, no tomar en cuenta esa ley, nadie puede su- 
poner, que los Estados Unidos se sometan á ese modo 
de pensar .... Los Estados Unidos insisten sobre el 
punto de que la República no está destruida y que su 
gobierno permanece como único soberano, respecto á 
las naciones extranjeras, tanto para la paz como para la 
guerra; que este gobierno tiene autoridad, sobre to- 
dos, los estados, sobre todas las secciones, sobre todos 
los ciudadanos, fieles ó desleales, patriotas ó insur- 
gentes. En consecuencia, el gobierno de los Estados 
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Unidos pretende que el gobierno británico no debe 
intervenir en manera alguna, ni tener comunicación 
comercial ó de otra clase con los insurgentes, que 
sea contraria á las autoridades federales. . . . 

" El punto de vista en que el gobierno se ha colo- 
cado se lo indica la ley de su propia conservación. 
Ninguna nación animada por sentimientos leales, é 
inspirada por una generosa ambición, puede prestarse 
á discutir, sea en el interior sea en el extranjero, una 
política que le ha dictado el sentimiento de su con- 
servación. Colocándonos bajo ese punto de vista y 
dirigiendo nuestra política con arreglo á él, creemos 
haber hecho lo que la misma Gran Bretaña debería 
hacer, y por consiguiente haría, si una insurrección 
doméstica pretendiera separar del Reino Unido la 
Irlanda, la Escocia ó la Inglaterra; ella no entraría 
por cierto en ningún debate, no admitiría argumenta- 
ción alguna sobre el particular." 

En oposición á esto, la doctrina sostenida por lord 
Russell, era, refiriéndose á una ley idéntica de clau- 
sura expedida por el Congreso de Colombia: ** que el 
gobierno de Nueva Granada no había declarado un 
bloqueo, si no que había anunciado que algunos puer- 
tas de ese país quedaban cerrados. La opinión de 
S. M., después de haber consultado sus consejeros 
legales es, que el gobierno de un país tranquilo tiene 
el derecho perfecto de señalar qué puertos están 
abiertos al comercio y cuales quedan cerrados; pero, 
en el caso de una insurrección ó de una guerra civil, 
el gobierno de un país no puede cerrar los puertos 
que están de fado ^n poder de los insurgentes; porque 
sería una violación de la ley internacional concernien- 
te á los bloqueos." 

Como se vé, el derecho en si mismo está reconoci- 
do, aunque haciendo una distinción respecto el moti- 
vo ú ocasión de ejercerlo. Claro es, en consecuencia, 

sin necesidad de muchos argumentos, que la oportu- 
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nidad ó lo razón para el ejercicio de un derecho es 
de criterio personal para el que lo posee y por lo tanto 
ageno á la intervención y aun á la crítica de un extra- 
ño. La guerra interior no modifica la situación del 
país combatido por ella, en cuanto á sus relaciones 
externas; y los gobiernos extranjeros se encuentran 
en el deber de respetar los preceptos ó prohibiciones 
que, de un modo general, dicta el soberano ó sea el 
gobierno con quien se mantienen en relaciones de 
amistad. 

El caso citado ha ocurrido en el Perú en dos oca- 
siones diferentes, siendo sensible notar que, con dife- 
rencia de pocos años, y por tratarse sin duda de interés 
propio, la política y los principios del gobierno de los 
Estados Unidos hayan seguido un curso diferente. 

En el año de 1858 los buques americanos Lizzie^ 
Thompson y Georgiana fueron sorprendidos y apresados 
por el vapor de guerra Tumbes^ en razón de tener a 
su bordo una parte del cargamento de huano que sus 
capitanes habían contratado con el caudillo insurgen- 
te, general Vivanco. Ese huano había sido extraído 
de Pabellón de Pica y Punta de Lobos, caletas cerra- 
das al tráfico exterior, salvo las licencias expedidas 
por el gobierno del país, constituyendo ese hecho una 
doble infracción de las leyes peruanas, en lo relativo 
á el tráfico de sus puertos y por el contrabando y de- 
fraudación de sus intereses fiscales. 

El gobierno de los Estados Unidos, tras una larga 
discusión, pidió dictamen al fiscal general, cuyas con- 
clusiones fueron diametralmente opuestas á la doctri- 
na sostenida tres años después, con motivo de su 
propia guerra intestina. 

■ Esas conclusiones fueron las siguientes: 
!?■ En la época en que la Georgiana y la Lizzie 

Thompson fueron á Iquique estaba el Perú en guerra 

civil. 

2^ En esa época uno de los partidos, que había de- 
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salojado al otro, estaba en posesión por consiguiente 
del puerto de Iquique y de los puertos donde estaba 
depositado el huano. 

3^ Estando así en posesión y habiendo constituido 
y organizado el gobierno local del puerto, de la ciudad 
y de los depósitos de huano, era perfecta la jurisdic- 
ción del partido encabezado por Vivanco; y un buque 
americano comerciaba en el puerto, ciñéndose á los 
decretos de este gobierno. 

4^} La Georgiana y la Lizzie Thompson obe- 
decieron las leyes establecidas entonces en ese lu- 
gar, y habiendo obrado en virtud de la licencia ex- 
pedida por las autoridades oficiales, no cometieron 
culpa alguna por la cual pudiese el otro partido casti- 
garles ó molestarles después. 

5^ Las leyes y jurisdicción del gobierno peruano 
quedaron sin efecto durante el tiempo que este lugar 
fué ocupado por el enemigo interior. 

6? El procedimiento del gobierno peruano contra 
los buques americanos ha sido contrario á la ley de 
las naciones y choca contra los principios de justicia 
nacional. 

Para ahorrar todo debate inoficioso basta comparar 
estas conclusiones con el oficio M. Seward, que he- 
mos trascrito en lo pertinente, y asi tendremos el de- 
recho de concluir á nuestra vez que la teoría del 
gobierno americano defendida por Seward es cierta y 
aun, según sus propias expresiones, no admitía 
discusión, tratándose de una guerra civil de los Esta- 
dos Unidos, pero que no lo es si el caso se refiere á 
otro estado que no tenga su poder y su prestigio. 

Así debe decirse sin vacilación, sobre todo al con- 
siderar que la nación peruana fué obligada á pagar 
una gruesa suma de dinero á los armadores de los 
buques americanos; y esto ya en época en que el go- 
bierno de los Estados Unidos, en razón de sus pro- 
pias necesidades y de su autoridad sobre el territorio 
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de la Unión, habta proclamado la regla opuesta y sos- 
tenídola contra la Gran Bretaña. 

En 1884 el gobierno del general Iglesias había ce- 
rrado por un decreto el puerto de Moliendo, prohi- 
biendo todo tráfico exterior y aun^de cabotaje por ese 
lugar; los buques ingleses Overdale y S/iyiok llegaron 
sucesivamente, conduciendo cargamentos de carbón 
destinado al ferrocarril de Arequipa, y fueron notifi- 
cados por el comandante del crucero peruano Santa 
Rosa, del decreto en cuestión y que debían abstenerse 
de toda comunicación con el puerto y conducir su 
carga donde fuera lícito dejarla. Como uno de ellos 
resistiera el cumplimiento de esa orden fué abordado 
y conducido al Callao por el crucero ya indicado, 
poniéndosele poco después en libertad. 

Surgió de aquí una reclamación, apoyada por el go- 
bierno británico, para que se indemnizara al capitán 
del buque apresado y al que no lo había sido, por los 
perjuicios que se alegaban. El gobierno de la Gran 
Bretaña, apoyándose en la regla ya enunciada antes 
por lord Russel y los consejeros de la corona, se ne- 
gó á reconocer la eficacia de la prohibición, por cuan- 
to en la guerra civil, que á la sazón existia en el Perú, 
el gobierno del general Iglesias no poseía el territo- 
rio que comprendía el puerto de Moliendo, agregando 
que, para que la clausura de ese puerto fuese efectiva 
y respetada por el comercio extranjero, era preciso su 
bloqueo en forma, función que es cierto no desempe- 
ñaba el Santa Rosa, sino de vigilancia eventual, cru- 
zando en las costas del sur. 

Algo más, ese gobierno se negó á toda discusión, 
fijando por sí mismo el monto de la indemnización, 
que el Perú naturalmente tuvo que pagar. 

Si pudiera demostrarse que la diferencia entre una 
situación tranquila y la de agitación por una guerra 
civil, modifica sustancialmente los poderes de un país, 
representado por su gobierno, reconocido por los de- 
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mas y sus relaciones con éstos, la doctrina británica 
sería inatacable. Pero si la guerra no ha tomado 
consideración internacional, que permita el reconoci- 
miento de la beligerancia de los partidos que luchan, 
es inconcebible que los gobiernos extranjeros, mante- 
niendo sus relaciones con el gobierno legal ó de he- 
cho, reconocido por ellos de antemano, puedan man- 
tener iguales relaciones con un partido insurgente y, 
menos aún, patrocinar las de sus subditos, comprome- 
tidos en operaciones ilegales con ese partido, que lo 
auxilian con recursos de que carece y defraudan in- 
tereses del país, violando sus leyes. 

Condición de los extranjeros. — La situación de 
los que, residiendo en un país son naturales de otro 
distinto, puede considerarse bajo dos aspectos dife- 
rentes: la que les crea la ley común positiva y la que 
tienen ante él derecho internacional. 

Respecto á la primera es evidente que, siendo cada 
país arbitro para dictar las instituciones de derecho 
civil que estime más apropiadas ó sus necesidades é 
intereses, la desigualdad que ellas consagren en el go- 
ce ó amplitud de los derechos privados entre ciuda- 
danos y extranjeros, no es ni puede ser materia de 
gestión directa, ni menos de acción compulsiva de los 
gobiernos extranjeros. No hay necesidad de insistir 
sobre materia tan trivial, que se relaciona con lo que 
se ha reconocido como atributo esencial de la so- 
beranía. 

Ya hemos anticipado en otro lugar que la libera- 
lidad de la ley, en cuanto á la identificación, en lo ci- 
vil, del extranjero con el nacional, aparte de ser un 
homenaje al derecho humano, el mismo en todas par- 
tes, tiende á derribar las barreras que los antagonis- 
mos de raza, las preocupaciones de nacionalidad y los 
errores y estrechos egoismos que nacen a su sombra, 
mantienen en pié. Pero, tampoco puede dudarse que 
mientras tal progreso no se realice, por la obra lenta 
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del tiempo, que lo traerá como fruto expontáneo de 
la asimilación de los pueblos, por la de sus intereses 
cada día más vinculados, el poder soberano de cada 
nación es el único llamado á discernir lo que á sus 
necesidades conviene. 

Pero en una ú otra condición, el extranjero, está 
protejido por ley natural, que le asegura la observan- 
cia de lo que le está prometido por las instituciones 
positivas del país, ó por los convenios de éste con los 
demás. 

Por lo general, los extranjeros gozan hoy en todas 
partes de la seguridad y proteccifin relativa á su per- 
sona y sus bienes y el libre ejercicio de su actividad 
personal. No quiere decir esto, sin embargo, que aún 
en ese mismo orden civil ó de los derechos naturales, 
la condición sea igual para extrangeros y regnicolas, 
porque no son pocas las legislaciones que rehusan al 
extranjero la facultad de poseer bienes inmuebles si 
no á cargo de reciprocidad; de acudir á los tribunales 
como demandante, sin otorgar ]a.ñ3.nz3,judüatum sol- 
ví y de ejercer las profesiones liberales, aún demos- 
trado el título y la capacidad suficiente, en el mismo 
pié que los nacionales. 

El hombre que sale de su patria para residir tempo- 
ralmente en otro país, conserva su status personal y 
los vínculos de sujeción que lo ligan á ella y le ase- 
guran así mismo su protección. Las cuestiones y 
conflictos que con este motivo pueden presentarse son 
numerosos, no solo en cuanto á la oportunidad y 
medida de la protección que se les debe, sino también 
bajo el punto de vista de la calificación y realidad del 
estado político del individuo. 

Las legislaciones que conservan el sello del régi- 
men feudal, hacen de plena autoridad ciudadano al 
que ha nacido en el territorio, sin distinguir si proce- 
de ó nó de padres extranjeros. Otras; por el contrario. 
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consideran ciudadano al que procede de padres ciuda- 
dano sin consideración al lugar del nacimiento. 

La regla natural ó de derecho primitivo parece, sin 
disputa, que siendo la ciudadanía ó nacionalidad un 
vínculo que impone obligaciones y crea derechos espe- 
ciales, supone como relación jurídica el asentimien- 
to expreso ó presunto del individuo. De manera que, 
en rigor de principio, cualquiera de esos estatutos no 
puede considerarse como una imposición, sino como 
un privilegio ó favor, de que puede ó no aprovecharse 
la persona á quien se ofrece. 

Esta no es sin embargóla condición real de las co- 
sas; y el conflicto se presenta inminente y de difícil 
solución cuando á la mismo persona se refieren los 
estatutos opuestos de dos estados diferentes. 

La constitución del Perú dice, por ejemplo, que son 
peruanos de origen los que nacen en el territorio del 
Perú; y el Código Civil de Italia que es ciudadano el 
hijo de ciudadano, aunque nazca en el extranjero. 

Si los efectos de esta contradicción se dilataran 
hasta la época en que, por la mayoría de edad, el hijo 
de padres italianos pudiera optar por la nacionalidad 
del Perú donde nació, ó por la de Italia, de donde pro- 
cede por sus padres, no habría dificultad, ó ésta sería 
menor; pero en una y otra legislación los deberes 
anexos á la nacionalidad, como el del servicio militar, 
se anticipan á la edad de la mayoría ó sea la de op- 
ción. Resulta así una incomoatibilidad de deberes 
que tiraniza la libertad y pone en pugna el imperio 
soberano de dos legislaciones. 

Esa incompatibilidad existe entre las instituciones 
de muchos estados con relación al mismo punto, que, 
verosímilmente, no tienen otra solución que los con- 
venios internacionales en que se fijen reglas para sal- 
varla, sin agravio del derecho individual. 

Sirvan de ejemplo de tales acuerdos la convención 
consular de franco-española de 7 de Enero de 1862, 
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que exime á los ciudadanos de uno y otro país del 
servicio militar bajo ciertas condiciones y la prueba de 
haberlo satisfecho en el otro; y la convención franco- 
belga de 5 de Julio de 1879, que estipula el retardo 
del sorteo para la inscripción de los individuos naci- 
dos en Bélgica de padres franceses, y recíprocamente, 
hasta que haya espirado el plazo de opción, es decir, 
hasta un año después de haber llegado á la mayoría 
de edad. 

La ocasión y medida de la protección que los go- 
biernos deben á sus subditos en el extranjero, ha sido 
y es la fuente de numerosos conflictos y cuestiones, 
que casi siempre han terminado, principalmente para 
los pequeños estados de América, de un modo veja- 
torio y oneroso. v 

Se trata de saber si las reclamaciones internaciona- 
les, con ocasión de los perjuicios ó agravios que los 
extranjeros hayan sufrido en un país, son admisibles 
en principio y en qué ocasiones y hasta qué punto 
pueden patrocinarlos sus gobiernos. 

La materia es vasta, particularmente si ha de exa- 
minarse en el curso de las relaciones de los estados 
de Europa y de los Estados Unidos de América, con 
las repúblicas de este continente de origen español, 
en las cuales se advertirá que, si la regla que comun- 
mente se aplicó á éstas fué dura y vejatoria, no suce- 
dió lo mismo cuando ocurrieron casos análogos entre 
esos estados. Esto es lo que próximamente nos ocu- 
pará, aunque no con toda la amplitud que exije el 
asunto y sería de desearse. 
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Reclamaciones diplomáticas. — Llámanse así par- 
ticularmente las que apoya un gobierno en protección 
de los derechos de subditos suyos que, en territorio 
extranjero, han sufrido agravios ó perjuicios de que 
se supone responsable al gobierno de ese territorio. 

La teoría de las reclamaciones internacionales se 
funda en el principio de que todo gobierno debe auxi- 
lio y protección á sus subditos ó ciudadanos, que con- 
servan con su país los vínculos de sujeción (allegian- 
ce), auún cuando se encuentren residiendo ó domici- 
liados en otro país; derivándose la acción contra el 
gobierno requerido de la obligación expresa que con- 
tienen los tratados, ó bien de la natural y tácita que 
resulta para las autoridades de un país, que admite á 
los extranjeros, bajo \k regla sobre entendida de pro- 
tejerlos y de hacerles justicia. 

La aplicación de estos dos principios en su alcance 
natural, no ofrecería inconveniente si, prácticamente, 
en el discernimiento de los casos, en la forma y me- 
dios de ejecución y en la extensión desmesurada de 
las exijencias, no se hubiera convertido para los débi- 
les repúblicas de América en una fuente inagotable 
de violencias y vejaciones, con que estados poderosos 

han servido, en la mayor parte de los casos, intentos 
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de lucro indebido y de descarada explotación de parte 
de sus nacionales respectivos. 

Reglas generales. — Existan ó nó tratados es in- 
dudable que el estado debe, en principio, á los extran- 
jeros la misma seguridad y protección que á los na- 
cionales, en cuanto á sus derechos é intereses legíti 
mos; y que la acción de las leyes y el poder de las 
autoridades comprende, ó debe comprender, igualmen- 
te á todos los habitantes del territorio. 

Quedan asilos extranjeros, bajo el concepto indica- 
do, en el mismo pié que los ciudadanos, pero cierta- 
mente, que no puede deducirse de aquí, que, en su ca- 
lidad de extraños, tengan derecho á reclamar una 
condición privilegiada, un tratamiento mejor que los 
nacionales, en igualdad de circunstancias. 

La imperfección de las leyes, los defectos en la or- 
ganización política ó estado social del país en que re- 
siden, no les dan título paia exijir una situación ex- 
cepcional y de privilegio, para libertarlos de males ó 
sufrimientos que son comunes á todos los habitantes. 
Las desigualdades mismas establecidas por la ley, no 
constituyen agravio ni sorpresa; lo primero porque ca- 
da nación puede legislar como lo tenga á bien para su 
territorio; lo segundo, porque el extranjero que in- 
gresa sabe, ó se presume que está instruido del carác- 
ter de la legislación bajo la cual vá á vivir. 

Los casos á que nos referimos son diferentes, y 
fincan en el supuesto de que un extranjero haya su- 
frido vejación ó daño en sus intereses, para decidir 
si su gobierno puede interponer sus respetos para 
exijir reparaciones. 

Lo primero que debe enunciarse sobre tal propó- 
sito es, que el hombre, en virtud de su libertad natu- 
ral tiene el derecho de salir de su país y establecerse 
donde mejor convenga á sus gustes ó intereses; y que 
por lo tanto, su ingreso y residencia en otro país lo 
hace partícipe de todos los accidentes y contingen- 
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cias que los naturales tienen que afrontar, ya procedan 
de defectos de las leyes ó de otras causas, que obran 
igualmente sobre todos los habitantes del territorio; ó 
en términos más concretos, que el extranjero no pue- 
de pretender una condición privilegiada ó mejor que 
la de los naturales. 

De manera que, todas las pérdidas y azares que el 
extranjero haya de sufrir en su persona y en sus bie- 
nes, por efecto natural y común de la legislación y el 
estado político y social del país, no pueden tener otra 
reparación que la que éste ofrece en general á todos. 

Esa es la promesa explícita ó imphcita que hace el 
soberano que recibe en su territorio á los extranje- 
ros, esto es, la protección de la ley por el ministerio 
de sus magistrados. Será, pues, preciso que haya de- 
negación de justicia, retardo sistemático y culpable 
de ésta, ó agravio imputable á las autoridades, no re- 
parable por la acción de las mismas leyes ó institu- 
ciones del país, para que el extranjero pueda acudir á 
una reclamación internacional. 

Preciso es explicar que, en este caso, la acción diplo- 
mática á favor del extranjero perjudicado, no significa 
precisamente un privilegio en la situación de éste res- 
pecto á los nacionales, si no el derecho del estado re- 
clamante de representar el agravio como propio, en 
cuanto importa la infracción de los compromisos ex- 
presos ó tácitos contraídos en ese orden por la nación 
en que se reside. 

Aparte, pues, del examen de la cuestión de fondo, 
esto es, de si hay realmente agravio ó injusticia y de 
que la reparación debida no tenga otro medio de ob- 
tenerse, el gobierno que reclama tiene, para hacerlo, 
que considerar hasta qué punto la importancia del 
asunto permite una gestión que puede llegar hasta 
una ruptura. Lo primero constituye una cuestión de 
derecho, que es la misma en todas partes, supuesta la 
identidad de los hechos; la segunda, una cuestión po- 
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lítica, cuya dirección han de marcar las conveniencias, 
según los casos. 

Casos y precedentes. — La distinción que se aca- 
ba de señalar explica la radical diferencia que existe 
en los precedentes sobre casos idénticos ó análogos, 
según que hayan ocurrido entre naciones de primer 
orden, ó en las relaciones de éstas con estados incapa- 
ces de resistirles; lo cual hace imposible fundar sobre 
ellos una doctrina que, por otra parte, existe, con in- 
dependencia de ellos, en las nociones fundamentales 
de justicia y por la independencia y mutuo respeto 
que se deben las naciones, sin consideración al grado 
de su poder. 

Así, la reclamación del ciudadano americano Norris, 
que pretendió ejercer ilegalmente la medicina en el 
Perú, y fué por esto y por su reincidencia, detenido por 
cierto número de días, dio lugar á una reclamación 
que terminó, como es de suponerse, por obligar al 
Perú á que pagase, porque habia hecho cumplir 
sus leyes por el ministerio de las autoridades compe- 
tentes. 

Pablo Durhim, subdito francés, que se hizo culpable 
de vías de hecho, violencias y heridas contra particu- 
lares y que resistió á la policía, luchó con ésta y ultra- 
jó á sus oficiales, tras largas y enojosas gestiones, una 
suspensión de relaciones y el ultimátum que fué en- 
cargado de apoyar el navio "Duguay-Trouin," reci- 
bió una indemnización de 5,000 pesos; no quedando 
allí las demandas del gobierno francés, si no que exi- 
gió la destitución del juez y del Prefecto del Callao, 
el saludo á la bandera francesa y otras vejaciones se- 
mejantes, que en su mayor parte fueron cumplidas, 
si bien con algunas atenuaciones de forma. 

En cambio, el capitán de la guardia real inglesa, 
Mac Donald, que se hizo culpable de graves excesos 
contra algunos pasajeros al viajaren un ferrocarril de 
Prusia, fué arrestado por la policía de Bonn, haciendo 
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uso de la fuerza, por la arrogante resistencia que opu- 
so el delincuente, prevalido de su carácter de oficial 
de la guardia particular de la reina de Inglaterra. 

El incidente ocasionó una viva reclamación del go- 
bierno británico, que se fundó en que la ley prusiana 
se había aplicado con extremado rigor, y sin conside- 
ración á las formas de cortesía, que reclamaba el ca- 
rácter de Mac Donald y su empleo cerca de la sobe- 
ranía de Inglaterra; pareciendo así que los tribunales 
de Prusia daban poca importancia á la conservación 
de la buena inteligencia entre los dos estados. 

El gobierno de Prusia se limitó á contestar, que el 
procedimiento de las autoridades había sido irrepro- 
chable, por conformarse extrictamente á las leyes del 
reino, que el capitán Mac Donald no fué víctima de 
ningún abuso de autoridad y rechazó toda idea de re- 
paración ó de excusa. 

El asunto no tuvo otra trascendencia; el oficial in- 
glés tuvo que sufrir la pena correccional que se le im- 
puso y no se trató más de indemnizaciones, ni nada 
parecido. 

Comparando este hecho tan notable y significativo 
en los innumerables que desde Norris y Durhin, has- 
ta Melville White, O'Connor, Edmundo Roy, Ma- 
zzet y otros muchOvS, que tienen un término en la re- 
clamación de Mac Cord, todos ellos, á excepción del 
caso de White, (i) se encontrará que los preceden- 
tes solo marcan la diferencia de éxito de tales recla- 
maciones, según el poder y representación de las na- 
ciones que intervienen como partes. 

Igual desenlace, y con los mismos ó parecidos fun- 
damentos, han recibido las innumerables reclamacio- 
nes diplomáticas presentadas en favor de aventureros 
ó especuladores extranjeros, ante los gobiernos de 



(1) Esta reclamación, sometida al fallo del Senado de Ham- 
burgo, fué resuelta á favor del Perú. 
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todas las repúblicas hispano-americanas, por los de 
Europa y los Estados Unidos. 

Otra fuente de reclamaciones, contra los pequeños 
estados qne se acaba de mencionar, ha sido la de los 
perjuicios, reales ó supuestos, que los extranjeros han 
sufrido, á causa de los disturbios internos, guerras 
civiles y conmociones populares. 

Muy dilatado, y hasta cierto punto supérfluo, sería 
examinar, caso por caso, las que en ese orden se han 
presentado, con un éxito siempre desgraciado para los 
intereses y dignidad de esas naciones, cualquiera que 
haya sido la habilidad y energía con que hayan sabi- 
do defenderse. 

Para concretarnos á un caso que sirva de tipo á ta- 
les precedentes, referiremos el conocido con el nom- 
bre de Don Pacifico^ subdito ingles, perjudicado á con- 
secuencia de un motín ó revuelta del populacho de 
Atenas, que, según se decía, saqueó su domicilio. 

Rechazada la reclamación por el gobierno griego, el 
de la Gran Bretaña apeló á las vías de hecho, esta- 
bleciendo una especie de bloqueo de las costas de Gre- 
cia, no quedándole á ésta otro recurso que el de la 
protesta, que comunicó á todos los gobiernos de 
Europa. 

Aparte de la censura que el ministerio inglés reci- 
bió de su propio parlamento, algunos gobiernos de 
Europa representaron al de la Gran Bretaña, en tér- 
minos que bien pueden considerarse como un apoyo ó 
adhesión á la protesta de Grecia. 

El Ministro de Relaciones Exteriores de Rusia de- 
cía en tal ocasión: "Solo nos resta ver si la Gran Bre- 
" taña, abusando de las ventajas que le proporciona 
" su decidida superioridad marítima, se ha propuesto 

" observar, en adelante una política aislada 

" y autorizar á todas las grandes potencias, en toda 
'' ocasión propicia, para establecer hacia los débiles 
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" como una regla de conducta su voluntad y su pro- 
" pia fuerza material como único derecho. 

Al interponer el gobierno francés sus buenos ofi- 
cios en el mencionado caso, decía el barón Gross, en- 
cargado de esa gestión: "El gobierno no puede acordar 
á un extranjero ningún privilegio que no pertenezca 
á sus propios subditos. Si así no fuera, cualquier 
extranjero que tuviese interés en hacerse pagar indem- 
nizaciones, podría fácilmente hacer que se le pillase su 
casa y, sin ocurrirá la justicia, dirijxrse directamente 
á los representantes de su nación. Es imposible que 
el gobierno del Rey indemnice alas personas que han 
sufrido á causa de un crimen cometido contra ellas. 
Griegos ó extranjeros deben dirijirse á los tribunales; 
y solamente en el caso de que el gobierno no haga 
ejecutar la sentencia pronunciada en su favor, pueden 
los extranjeros invocar la protección de su represen- 
tante. Obrar de otro modo sería hollar las leyes 
del país." 

Las agitaciones revolucionarias que, tres años des- 
pués del caso citado, tuvieron lugar en Ñapóles y Tos- 
cana, trajeron consigo las reclamacionc^s de algunos 
ingleses, que, por virtud 'de ellas, sufrieron perjuicios. 
Patrocinados por el gobierno británico, el de Austria 
al rechazarlas, decía: "Por mas dispuestos que se ha- 
llen los pueblos civilizados de Europa á ensanchar los 
límites del derecho de hospitalidad, jamas lo harán 
hasta el punto de acordar á los extranjeros un trato 
más favorable que el que aseguran á los nacionales 
las leyes del país. Poner en duda este principio del 
Derecho Público, oue estamos resueltos á mantener 
firme é inmutable, y reclamar para los ingleses esta- 
blecidos en país extranjero, una posición excepcional, 
sería obligarlos á imponer otras condiciones á los sub- 
ditos ingleses que quisieran residir." Y el gobierno 
de Rusia, que también se hizo oír en esta ocasión, sos- 
tenía que: "Cuando uno se instala en un país, que no 
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es el suyo propio, acepta la posibilidad de todos los 
peligros á que puede estar expuesto ese país;" y agre- 
gaba después: "si lo que Inglaterra pretende estable- 
cer, respecto de Ñapóles y Toscana, llegase á admitir- 
se como precedente, resultaría para los subditos 
británicos en el exterior una posición excepcional, 
muy superior á las ventajas de que gozan los habitan- 
tes de los demás países y una situación intolerable 
para los gobiernos que los reciban." 

No hay necesidad de extender ni multiplicar las 
citas, siendo de tan alta procedencia y autoridad las 
que quedan consignadas. Solo debe agregarse que 
esta es, sin excepción, la doctrina sostenida por todos 
los publicistas, incluso Phillimore, de nacionalidad in- 
glesa, que la hizo conocer con motivo del último caso 
recordado; y que, en igual ocasión, dos diarios ingleses 
de gran reputación, el Morning Post y el London 
News la apoyaron también. 

El mismo gobierno de la Gran Bretaña no ha 
podido prescindir de reconocerla eventualmente, como 
lo hizo lord Palmerston, primer ministro de Inglaterra, 
que, al contestar una interpelación en el Parlamento, 
relativa á la indemnización que reclamaban subditos 
ingleses, con motivo de las empresas de Garibaldi en 
Sicilia, decía: "que, con los abogados de la corona 
pensaba, que el gobierno italiano no era responsable 
de semejantes tropelías." 

Nada se podría decir de más concluyente y opor- 
tuno sobre semejante materia; y si reclamaciones de 
igual procedencia han sido miradas con otro criterio 
por esos mismos gobiernos y tuvieron distinto y la- 
mentable resultado para los estados de América Lati- 
na, no tiene el hecho otra explicación que la poca 
consideración que estas inspiran, por su incapacidad 
de resistir y tal vez, fuerza es decirlo, porque sus fre- 
cuentes disturbios y la instabilidad de sus gobiernos, 
han servido de pretexto para negar explícita ó implí- 
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citamente la eficacia protectora de sus leyes é institu- 
ciones. 

Concluyese de lo expuesto que, por principio reco- 
cido por los gobiernos de las naciones más fuertes é 
ilustradas, los perjuicios sufridos por los habitantes de 
una localidad, á consecuencia de motines, guerras ci- 
viles, ó disturbios interiores, no son de la responsabi- 
lidad de los gobiernos; que los damnificados tienen 
expedito el recurso á los tribunales para demandar las 
reparaciones que se les deben y el castigo de los cul- 
pables; y que, cuando esto no se haga ó no produzca 
resultado, por la imposibilidad de encontrarlos ó por 
su insolvencia, naturales y extranjeros quedan en la 
misma condición. 

Esta es la doctrina que sobre asuntos propios han 
profesado los Estados Unidos, según lo acreditan sus 
documentos diplomáticos. 

"Tiénese como principio recibido de derecho publi- 
có, dice el Secretario Mr. Seward, en nota de i6 de 
Noviembre de 1865 dirigida á M. Wydenbruck, mi- 
nistro en Austria, que los subditos de potencias ex- 
tranjeras, domiciliados en un país en estado de guerra, 
no tienen derecho á mayores privilegios ó inmunida- 
des que los demás habitantes del territorio insurrec- 
cionado. Si, con motivo de la guerra, uno de los beli- 
gerantes cree conveniente destruir una propiedad 
neutral, no puede considerársele responsable por esa 
causa. Por su voluntaria permanencia en un país en 
estado de guerra civil, debe considerarse que han 
querido aceptar así los riesgos como las ventajas de 
su domicilio. La misma regla parece aplicable á las 
propiedades neutrales en país beligerante, ya pertenez- 
can á gobiernos á ó particulares; que debe estimarse 
quedan sujetos á la fortuna de la guerra." (i) 



(1) Wharton A. Digest of the international law. Tom. 2.° 
par. 223. 
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Idéntico principio domina tratándose especialmen- 
te de daños ó agravios causados por el populacho en 
casos de motines ó asonadas. 

Con motivo de los desórdenes de Nueva Orleansen 
185 I, y contestando la reclamación del Ministro de 
España, decía M. Webster, Secretario de Estado: 
"Aunque sea cierto que las pérdidas individuales de 
subditos españoles sean en extremo sensibles, debe 
sin embargo, considerarse que muchos ciudadanos 
americanos han sufrido iguales pérdidas por la misma 
causa. En tal concepto, esos individuos privados, 
subditos de S. M. Católica, al venir voluntariamente 
á residir en los Estados Unidos, no tienen seguramen- 
te motivo ninguno de queja si son protegidos por las 
mismas leyes y por la misma aplicación de estas que 
los ciudadanos naturales de este país." (i) 

Difícilmente podría pues, comprenderse que el Go- 
bierno sustentara en favor de ciudadanos de la Unión, 
principios diferentes, tratándose de casos idénticos ó 
análogos. 

Para discernir hasta que punto la diferencia de 
casos puede traer consigo la de la regla aplicable, se- 
rá oportuno considerarlos siquiera brevemente. 

Clasiñcación de los casos de reclamación. — 
Puede decirse que todos se encuentran comprendidos 
en la siguiente enumeración de su causa ú origen: 
guerra internacional ó civily motines y desórdenes 
populares; denegación de justicia ó Í7ijusticia notoria 
por los tribunales ó autoridades; expoliación^ infracción 
ó suspensión de contrato y 7iegligencia del gobierno. 

En cuanto á los dos primeros casos ya se ha visto 
cual es ó puede considerarse la regla común, según 
la cual ningún gobierno queda ligado á responsabili- 
dad para con los extranjeros por los daños sufridos 
por estos, como resultado de actos legítimos de hostili- 



(1) Ob. cit. par. 226. 
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dad, 6 como consecuencia fortuita de ellos. Sobre lo 
cual no solo están acordes las opiniones de publicis- 
tas y estadistas, sino también los prececjentes estable- 
cidos por los fallos de los tribunales internacionales, 
constituidos para juzgar esas y otras cuestiones de 
análoga procedencia. 

Entre ellos puede citarse los tribunales arbitrales de 
Washington, para decidir las reclamaciones francesas 
y británicas, originadas en la guerra civil de los Esta- 
dos Unidos; los que funcionaron en Santiago por los 
años de 1884 y 1885, para juzgar las reclamaciones 
de los subditos de Italia, Inglaterra y Francia, por los 
daños que sufrieron durante la guerra del Pacífico; y 
el arbitraje anglo-chileno, constituido en Santiago en 
1895, que resolvió las reclamaciones inglesas, deriva- 
das de la guerra civil de Chile en 1891. 

Con pocas excepciones, que tenían por causa cir- 
cunstancias específicas, prevaleció en los fallos de 
esos tribunales la regla indicada, que puede conside- 
rarse como principio admitido de derecho práctico 
entre las naciones. 

La notoria injusticia ó denegación de ésta, es un 
motivo que, por su vaguedad y carácter genérico, se 
presta á divergencias y contradicciones de que es di- 
fícil hacer surgir una regla concreta y definida. 

Si alguna puede fijarse, en general, sobre tan difícil 
materia, ella puede encontrarse en la memoria ó re- 
lación anual del Secretario de íCstado" de Norte Amé- 
rica M. Webster en 1835. 

Refiriéndose á los ciudadanos americanos residen- 
tes en países extranjeros; dice el- ministro: "Ellos 
han elegido por sí mismos su residencia en país ex- 
tranjero, en donde el juicio por jurados, es desconoci- 
do, donde el gobierno representativo no existe, donde 
no se ha oído hablar del privilegio legal del habeas 
Corpus y donde el procedimiento criminal es breve y 
sumario. Si ellos han hecho esa elección, deben 
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afrontar sus consecuencias. Ningún hombre puede 
llevar la égida de su libertad nacional de americano 
á un país extranjero y esperar servirse de ella para 
sustraerse del dominio y autoridad de las leyes y 
del poder soberano de ese país, á no ser que esté 
autorizado para ello en virtud de las estipulaciones 
de un tratado (i). 

La significación general de este principio, ha sido, 
sin embargo, limitada por otros documentos de la 
misma cancillería, que lo explican sin anularlo; esta- 
bleciendo en resumen, que mientras el extranjero sea 
tratado del mismo modo que los naturales, aplicando 
la ley como existe y en las formas por ella estableci- 
das, no hay lugar al patrocinio de ninguna queja ó 
agravio por tal motivo; interviniendo solf) el poder de 
protección á los propios subditos, cuando se les so- 
meta á un tratamiento de excepción, no autorizado 
por la ley, 6 es objeto de crueldades y violencias in- 
compatibles con todo régimen legal. 

Al caso contemplado pertenece la prisión preven- 
tiva, decretada en juicio por juez competente, aunque 
sobrevenga la absolución del enjuiciado; y así mismo 
las medidas de coacción y apremio personal, autoriza- 
das por la ley. 

De más difícil solución es el agravio representado 
por una sentencia definitiva, expedida contra un ex- 
tranjero por los tribunales del país. 

El principio de orden social y jurídico que domina 
en semejante materia es, el de que la la cosa juzgada 
se tie7te por verdad legal] y á esta regla queda in- 
variablemente sometida toda contención sobre dere- 
chos privados, que ha sido materia de un fallo defini- 
tivo, que no es ya susceptible de ningún otro recurso 
ó instancia. 

Cierto es que, no siendo la infabilidad, ni la absolu- 



(1) Wharton. A Digit. etc., par 230. 
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ta pureza, atributos del hombre, un fallo puede ser 
injusto, pero esta es la condición natural de las cosas 
humanas y habiéndose llenado las formas legales, un 
extranjero no puede reclamar para sí una situación 
mejor que los nacionales, á quienes no queda tampo- 
co ningún medio de reparación. 

También en esta materia encontraremos una opi- 
nión autorizada, que confirma el principio general es- 
tablecido. Tal es la del Secretario de Estado M. Fish 
en sus instrucciones á M. Morrow de 17 de Febrero 
de 1866; y es la siguiente: 

"Pero este departamento no es un tribunal para la 
revisión de lo que hacen las cortes de justicia extran- 
jeras, y ha sido uniformemente sostenido por nosotros 
que los errores de ley, y aún de hecho, de esos tribu- 
nales, no son fundamento para nuestra intervención, 
á no ser que se encuentren en conflicto, como se ha 
dicho ya, bien con las obligaciones que resultan de 
los tratados en favor de los ciudadanos de los Esta- 
dos Unidos, ó bien con los reconocidos principios del 
derecho internacional respecto de la administración 
de justicia." (i). 

Los principios á que M. Fish se refiere son los 
que establece poco antes en su nota, á saber: 

Indebido procedimiento contra el reclamante, como 
ciudadano de los Estados Unidos, con infracción de 
los tratados. Violación de las reglas de administrar 
justicia en las investigaciones judiciales, que están 
sancionadas por el derecho internacional. 

Como se vé, la misma taxativa derivada de esas 
dos condiciones, que se prestan á tantos distingos y 
arbitrariedad de aplicación, deja en pié el principio, 
que el fallo en lo sustancial, que ha sido precedido de 
la observancia de las formas legales, no está sujeto á 
revisión. A lo cual puede agregarse, que ningún go- 



(1) Wharton ob. cit.— párf. 230. 
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bierno puede prestarse decorosamente á discutirlo, ni 
tiene facultad para hacerlo, por respeto á las leyes 
constitucionales y autonomía de su país. Cuando un 
gobierno recibe en el territorio á los extranjeros ba- 
jo las garantías legales, comunes para todos los habi- 
tantes, no adquiere el compromiso de responder de la 
capacidad y de la rectitud absoluta de los jueces. Y 
es bien seguro que, salvo los casos de sentencias ex- 
pedidas por los tribunales de presas, que deben en 
principio sujetarse, en cuanto á los neutrales, á las re- 
glas admitidas del derecho de gentes, quizá no se ha 
presentado uno solo en que la injusticia de una sen- 
tencia haya sido materia de reclamación entre dos 
estados de análogo poder y situación. 

La expoliación ó exacción de que hayan sido objeto 
los extranjeros, solo presenta como admisible el caso 
en que hayan sido ejecutados por el gobierno, ó auto- 
ridades dependientes de éste, capaces de ligarlo por 
sus actos y cuando se haya representado el agravio, 
negándose toda reparación. 

En los demás casos, ó sea en los que solo intervie- 
ne la acción privada, el asunto es de la competencia 
de la ley y de las autoridades nacionales, sin que exis- 
ta motivo ni pretexto para una intervención diplo- 
mática. 

Idéntica solución recibe el caso de una reclamación 
fundada en la inejecución ó ruptura de un contrato, 
en que sean partes un extranjero y el gobierno del 
país.— Por regla general tales cuestiones se resuel- 
ven según la lex loci contractiis y por el ministerio " 
de sus magistrados; pues, conforme á numerosos do- 
cumentos de estado, de diferentes y poderosas nacio- 
nes y á la opinión común, el extranjero que contra- 
ta, se presume que ha pesado todas las circunstan- 
cias favorables y adversas de su negocio, y que debe 
estar á sus consecuencias presuntas y á los acci- 
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dcntes y fortuitos que acarrean la insuficiencia y erre- 
res de que es susceptible la humana previsión, (i) 

La negligencia ó incuria atribuida al gobierno, pa- 
ra prevenir ó reparar el daño injusto de que se queja 
un extranjero, está virtualmente comprendida en los 
casos ya examinados; y es regla admitida que le 
impone responsabilidad, siempre que el mecanismo le- 
gal le franquea los medios de evitar ó reparar el per- 
juicio ó agravio, origen de la reclamación. 

Consideraciones de equidad han rtiovido, sin embar- 
go, en ciertas ocasiones, á algunos gobiernos á otorr 
gar indemnización á las víctimas de tales sucesos, te- 
niendo sí el cuidado de indicar que ésto se hacía co- 
mo una liberalidad y como medida de buen gobierno. 

Tal es el sentido en que deben entenderse y se 
aplican las leyes particulares de algunos estados, co- 
rno la francesa de lo vendimario año IV y la de r830, 
la de Bélgica de 1835, y tal es también el carácter de 
la indemnización reconocida Dor la Gran Bretaña co- 
mo reparación por el bombardeo de Alejandría. 

Las gestiones diplomáticas que suscitó el efecto de 
la guerra civil de los Estados Unidos sobre intereses 
extranjeros, ocasionaron las convenciones anglo-ameri- 
cana y franco-americana, que sometieron á comisiones 
arbitrales el examen y fallo de las reclamaciones res- 
pectivas. 

Esta solución general que se les dio, no importa 
una excepción á los precedentes, ni á la doctrina que 
encierran; pues tuvo su fundamento en que las deman- 
da? de reparación eran motivadas por los actos y ope- 
raciones de los ejércitos federales; tratándose por lo 
tanto de decidir simplemente la realidad de los hechos. 



(1) Calvo. Derecho Internacional Público tom. párf. 
— Phillimore — Comeutaries npon in terna tional lan. Tom. 2.° 
pág. 10-12. — Wharton. — A digest of the International lan. 
Tom. 2.° párf. 231. 
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su carácter específico y la entidad y certeza de los 
perjuicios sufridos. 

La doctrina ya expuesta comprende en sustancia 
todos los demás casos de reclamación que pueden 
presentarse; tales como los que se refieren á infrac- 
ciones cometidas por subditos del estado contra los 
derechos é intereses de gobiernos ú subditos extran- 
jeros y otros análogos, todos los cuales pueden juz- 
garse con arreglo á ese criterio, que esencialmente es 
el mismo y puede resumirse así: 

El gobierno contra el que se presenta el cargo, 
queda justificado y exento, de responsabilidad siempre 
que pueda mostrar que no ha aprobado ni aprovecha- 
do de los actos en que se funda la reclamación; si ha 
adoptado, en su caso, todas las medidas y providencias 
que le permite el sistema legal de su país y aplicado 
ó hecho aplicar de buena fé, las leyes preventivas ó 
represivas que eran conducentes para evitar ó casti- 
gar á los autores del daño li ofensa. 

No creemos que el simple hecho del defecto ó ine- 
ficacia de las leyes territoriales, en algunos de esos 
casos, para la prevención, por la insuficiencia de po- 
deres que pone en manos del gobierno y sus agentes, 
pueda autorizar un cargo fundado, porque el estado 
no puede prometer al extranjero nada que. no sea po- 
sible alcanzar para el nacional dentro de la órbita de 
la ley; siendo ésta la condición presunta sobre la cual 
reposan las relaciones de ese país con los demás 
y la del establecimiento de extranjeros en su suelo. 

Expulsión de extranjeros. — **Cada estado está 
autorizado para expulsar por motivos de orden públi- 
co, dice Bluntschli, á los extranjeros que residen tem- 
poralmente en su territorio. Si han fijado en éste su 
domicilio, tienen derecho á la protección de las leyes 
por el mismo título que los nacionales." (i) 



(1) Derecho Internacional Codificado, art. 383. 



— 353 — 

Pero, en la nota del artículo trascrito, expone el 
mismo autor, corrigiendo, 6 mejor dicho desvirtuan- 
do la autoridad de la regla, que la expulsión no es un 
derecho absoluto; que el admitirlo sería atacar el prin- 
cipio de la libertad de las relaciones internacionales, 
é importa un rezago de las ideas y costumbres de la 
edad media; pero hace constar, sin embargo, que la 
facultad de expulsar á los extranjeros se reconoce ca- 
si en todas partes, como simple medida administrati- 
va, contra la cual no tienen recurso alguno las per- 
sonas en quienes recae. 

En efecto, entre otras leyes dictadas con ese objeto, 
pueden citarse, la de Bélgica de 7 de Julio de 1865, 
que establece: que el extranjero residente en ese país, 
que por su conducta compromete la tranquilidad pú- 
blica, ó que es perseguido ó ha sido condenado en el 
extranjero, por crímenes ó delitos que den lugar á la 
extradición, puede ser obligado por el gobierno á 
cambiar de lugar de residencia y aun á salir del país. 

Análoga legislación existe en Alemania á juzgar 
por lo que establece el inc. 2? art. 361 del código pe- 
nal del imperio, que condena á detención, " á los que 
después de haber sido expulsados del territorio de la 
Confederación, ó de un Estado confederado, hayan 
regresado á él sin autorización." (i) 

Según el artículo 70 de la Constitución Federal 
Suiza: "la Confederación tiene derecho de despedir 
de su territorio á los extranjeros que comprometan la 
seguridad interior 6 exterior de la Suiza." 

Asi, ó en términos semejantes, lo establecen las le- 
yes especiales de Dinamarca, Gran Ducado de Luxem- 
burgo y casi todos los estados de Europa. 

Como ya hemos insinuado que, dada la admisión de 
los extranjeros, deben gozar estos desde su ingreso. 



[1] La ley que autoriza la expulsión es ley de 21 de Octubre 
de 1878. 
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de todos los derechos naturales que la ley debe asegu- 
rar á los habitantes de él, es consecuencia forzosa que 
la expulsión que no se conforma á esa regla funda- 
mental de derecho, no puede verse si no como una 
derogación del principio que proteje la libertad de la 
residencia, sin más restricción que las que exijan el 
orden y la seguridad social, cuya defensa está garan- 
tizada con las leyes penales, correccionales y de sim- 
ple policía. Entre estas, no puede figurar la de expul- 
sión que no impone, sino antes excluye, el hecho de 
una infracción cualquiera, imputable al extranjero ex- 
pulsado, á quien no se da tampoco la ocasión y el de- 
recho de justificarse. 

Deberes de asistencia mutua. — Entran en esta 
categoría todos aquellos que tienen su explicación en 
la mancomunidad general de suerte y condición entre 
los hombres, y como resorte el sentimiento de huma- 
nidad, tanto más poderoso cuanto es mayor el grado 
de cultura de los pueblos y su frecuente comunica- 
ción. 

Aunque no pueden considerarse si no simples de- 
beres morales, no por eso es menos cierto que, en este 
particular, existe tal uniformidad de conducta entre 
todas las naciones, que revela por si sola los progre- 
sos de la civilización, que no han alcanzado desgra- 
ciadamente á suprimir las guerras de agresión ilegíti- 
ma, y de expoliación; ni siquiera á desterrar las 
vejaciones impuestas á naciones débiles, sin funda- 
mento alguno de derecho. 

Como deberes naturales dependen, en la extensión 
y forma en que se cumplen, de circunstancias diversas 
que no es posible reducir á regla fija. 

Los sufrimientos que imponen á un pueblo, el ham- 
bre, los incendios, las inundaciones, los terremotos y 
otras calamidades semejantes, determinan el auxilio de 
los gobiernos amigos, que en lo general solo encabe- 
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zan y dirijen los esfuerzos generosos de la simpatía y 
de la caridad privada. 

Entre los mismos deberes deben contarse los que 
competen á los gobiernos, en orden á la protección y 
fomento de sociedades- é instituciones que lleven en 
si un propósito de progreso y mejora de las prácticas 
y reglas internacionales, en beneficio de la paz y de los 
fueros de la humanidad. Justo es decir, que en este 
orden no han sido escasa la protección que los gobier- 
nos les han dispensado, sobre todo cuando esas insti- 
tuciones tomaron el benéfico y trascendental carácter 
de la Sociedad de la Cruz Roja y del Instituto de 
Derecho Internacional, cuya labor se hace sentir hoy 
mismo en las Conferencias de Paz celebradas en el 
Congreso Internacional de la Haya. 



CAPITULO XVII 

SUMARIO. — Carácter de las deferencias internacionales.— 
Clasificación de los medios de terminarlas. — Soluciones 
primitivas. — Negociaciones directas. — Composición 
amistosa. — Transacción. — Medios diplomáticos. — Bue- 
nos oficios. — Mediación. — Congresos y conferencias. — 
Comisiones mixtas. 

Carácter de las diferencias internacionales. — 

En el curso de las relaciones entre los pueblos, sur- 
jen necesariamente conflictos de intereses, raalas in- 
teligencias, de que se apoderan los cálculos egoistas 
y de ambición y las mismas pasiones de una masa 
popular poco ilustrada, que pueden llevar, y conducen 
con frecuencia, al choque armado. Esos motivos de 
conflicto, ostensibles ó latentes, existen siempre, sir- 
viéndoles de estímulo ó resorte el extravío de senti- 
mientos que, por lo común, son considerados como ele- 
vados y generosos; pero cuyo resultado es á menudo el 
hacer inevitable la guerra. 

Durante millares de años, y hasta los albores de la 
civilización moderna, la guerra era el único, ó casi el 
único medio conocido de zanjar toda diferencia entre 
las naciones y aún puede decirse, que no se necesita- 
ba otra ocasión de conflicto que el encuentro even- 
tual ó la proximidad de dos pueblos diferentes. 

La cultura progresiva de los hombres en el tras- 
curso de los tiempos y la creación de intereses en el 
seno de las sociedades, mostraron la necesidad de 
conservar y que había un campo para la actividad hu- 
mana y su dicha que no era precisamente el de la 
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lucha armada. Así se atenuaron, sin desaparecer del 
todo, los motivos y las ocasiones de la guerra, y nació 
el concepto del derecho entre las naciones, como se 
había establecido en el seno de cada una de ellas un 
régimen legal, más 6 menos suficiente para conservar 
la paz interior y para protejer la debilidad y la justicia 
contra la fuerza y el abuso. 

El incremento considerable que han alcanzado en 
la época presente esos elementos de orden y de paz, 
han constituido un estado internacional que presen- 
ta los medios de solucionar los conflictos, sin apelar á 
las armas, pero no han llegado á establecer institucio- 
nes permanentes que sean la garantía y la defensa 
del orden jurídico y de la paz general. 

De esos medios diversos de solución es de los que 
pasamos á ocuparnos. 

Soluciones primitivas. — Durante la edad media 
los qne no podían llegar de otro modo á un arreglo, 
apelaban al azar como juez. De aquí se derivaron la 
suerte y el combate singular. Se empleaba la prime- 
ra por los barones feudales, para dirimir una contien- 
da sobre patrimonio, li otras cuestiones semejantes; y 
el combate singular para los demás casos que empe- 
ñaban su honor cabal lerezco y á fin de impedir una 
batalla. Es inútil la crítica de estos recursos en épo- 
ca en que no existen, ni es posible que se renueven, 
sin que falten ejemplos de los duelos ó provocaciones 
particulares con ese carácter, aún en tiempos relati- 
vamente próximos, como el reto de Francisco I á 
Carlos V, el de Carlos rey de Suecia á Cristian IV 
de Dinamarca y de Gustavo IV á Napoleón I. 

Negociaciones directas. — Como es de razón, el 
primero y más sencillo medio de avenimiento, en cual- 
quier caso de disidencia, es el de la discusión directa 
entre las partes, para llegar á una solución pacífica y 
decorosa. Tanto más natural y obligatorio es este me- 
dio, cuanto que el conflicto se produce con frecuen- 
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cia por errores, interpretación de hechos ó de estipu- 
laciones, que pueden ser satisfactoriamente explica- 
das y discutidas con los amplios recursos que el es- 
tado de la diplomacia y la inagotable fuente de doc- 
trina y de precedentes les ofrecen. 

Estas negociaciones se realizan por notas de can- 
cillería entre los gobiernos respectivos, ó bien por el 
ministerio de sus agentes diplomáticos debidamente 
autorizados; y conducen al arreglo ó composición 
amistosa ó á la transacción. 

El arreglo amistoso tiene lugar cuando una de las 
partes cede simplemente en su derecho, pretensión ó 
negativa, en bien de la paz y de la buena inteligencia 
con la otra parte; cuando se doblega por considera- 
ciones de prudencia, pero bajo protesta, á fin de no 
sentar precedente y no entrabar su libertad de ac- 
ción para lo futuro; y por último cuando ambas par- 
tes en interés de sus buenas relaciones, y sin haber 
llegado á un acuerdo sobre el fondo de la cuestión 
principal, convienen en una solución cualquiera, en 
cuanto al interés positivo actual, dejando la materia 
de la controversia, la cuestión de principios, en pié y 
relegada á una discusión ulterior. 

La transacción consiste en el abandono que las 
dos partes hacen de todas ó de algunas de sus pre- 
tensiones. Es preciso que esa concesión sea recípro- 
ca para que haya transacción, sin lo cual no habría 
sino sumisión forzada de una de las partes, ó simple 
reconocimiento del propio error y del derecho de la 
otra parte. 

Buenos ofícios. — Como lo hace notar un publi- 
cista contemporáneo, se confunde con frecuencia, por 
algunos escritores, los buenos oficios con la mediación; 
ó bien establecen entre ellos una diferencia solamen- 
te de medida y no de principio, (i) 



1 Kamarowsky. El Tribunal Internacional. 



— 359 — 

Los buenos oficios consisten en la interposición 
amistosa de uno ó más gobiernos entre los conten- 
dientes, por medio de opiniones y consejos, sin en- 
trar en discusión sobre la materia del litigio, ni pro- 
nunciar opinión respecto del derecho de una y otra 
parte. Su fin es preparar la aproximación é inteligen- 
cia entre los gobiernos desavenidos, y su alcance pu- 
ramente moral; de tal manera que, logrado el objeto 
con la reapertura de las negociaciones directas entre 
las partes, cesa la misión de los gobiernos que los 
prestaron. 

La primera manifestación solemne, ya que no com- 
promiso formal, del deseo y de las tendencias moder- 
nas, acerca de la adopción de ese medio pacífico de 
ventilar diferencias, para evitar la ruptura de la paz, 
se encuentra en el protocolo de i6 de Abril de 1856, 
del Congreso de París, que consigna " el deseo de que 
los estados entre quienes surja alguna grave desave- 
nencia, antes de ocurrir á las armas, apelen, en cuan- 
to las circunstancias lo permitan, á los buenos oficios 
de una potencia amiga." 

Los términos de ese protocolo resumen fielmente 
las reservas que casi todos los diplomáticos de ese 
Congreso hicieron, al aceptar como simple aspiración, 
conforme al espíritu de los tiempos, la proposición de 
uno de ellos, lord Clarendon, cuando indicó que se 
pusiera en discusión un acuerdo que pudiese dar en 
el porvenir más seguridad á la paz, sin ocasionar per- 
juicio á la independencia de los gobiernos. 

La libertad de acción que éstos se reservaron, im- 
portaba la nulidad práctica de esa declaración, hecha 
cómo simple tributo á la opinión; pero es de necesi- 
dad observar que esa libertad sin trabas no puede 
aceptarse. Sobre las naciones impera el derecho y 
un réjimen de justicia que no se doblega á sus inte- 
reses, sino los domina; y si todos han llegado á es- 
tablecer en lo interior un sistema legal, que impide la 



— 36o — 

agresión brutal y la defensa primitiva, no hay en 
principio nada que se oponga á que ese régimen se 
establezca entre las naciones; y antes se impone co- 
mo necesidad de orden jurídico universal. 

De todos modos, el alcance moral de esa simple de- 
claración es considerable y sus trascendencias se ha- 
cen sentir en la actualidad como tendremos ocasión 
de comprobarlo después. 

Mediación. — Ésta existe cuando la potencia ami- 
ga no se limita á procurar que se reanuden las nego- 
ciaciones entre los gobiernos en disputa, sino qu e to- 
ma parte en ellas, las dirije, propone medios de ave- 
nimiento; y solo termina su función cuando se firma 
el tratado ó protocolo, ó bien se rompe toda nego- 
ciación. 

Hubner, Kent, Traver-Twis, Bulmerincq y otros 
publicistas, consideran el deber de interponerse, pa- 
ra evitar la guerra, como uno de los principales de 
los estados, en tanto que la opinión opuesta se sostie- 
ne por Galiani y Hautefeuille, viendo el último en la 
mediación el peligro y la ocasión de intervenir. 

El riesgo de intervención, que siempre existe por 
parte de los estados á quienes interesa y son bastan- 
te fuertes para emprenderla, no puede ser una obje- 
ción contra el principio de solidaridad, de donde fluye 
el deber moral de los gobiernos de interponer su in- 
fluencia y su prestigio para la conservación de la paz 
que es beneficio común, siempre que se respete la in- 
dependencia de las partes que contienden. 

La mediación no solo da participación al mediador 
en las negociaciones, sino, generalmente, la dirección 
de éstas, proponiendo medios de avenimiento, concu- 
rriendo á las conferencias de los interesados, ó bien 
entendiéndose separadamente con ellos, para discutir 
y sentar las bases del acuerdo final. 

El rol de amigo común y desinteresado impone al 
mediador el deber de la más perfecta imparcialidad 



— 36i — 

y delicadeza en la manera de negociar, y respecto de 
las bases ó condiciones que propone á las partes; y 
excluye, por lo tanto, su interés particular en el resul- 
tado y todo lo que importe ó tenga los visos de 
coacción. 

Debe tenerse presente, que no siendo la situación 
del mediador la de un juez, no está en el caso de bus- 
car una solución de derecho extricto, sino simplemen- 
te un arreglo ó acomodo que permita la conservación 
de la paz en las condiciones más equitativas, sin lesión 
para el honor de las partes, y teniendo en mira los in- 
tereses políticos comprometidos en la cuestión, en 
cuyo debate debe tener el mediador la más amplia 
libertad. 

Aunque la mediación constituye á un tercero par- 
te en las negociaciones, no ha de entenderse por esto 
que los gobiernos interesados pierdan el derecho de 
entenderse directamente, si encuentran medios de ha- 
cerlo, siendo bastante el ponerlo oportunamente en 
conocimiento del mediador. 

"El mediador, dice Bluntschli, conduce la nego- 
ciación, á fin de facilitar un acuerdo entre las partes; 
pero no debe servir de obstáculo para el logro de este 
fin. No tiene razón para quejarse, sino en el caso de 
que las partes lo hayan engañado, ó le oculten el 
acuerdo á que han llegado por sf mismos." (i) 

Igualmente resulta del carácter y objeto de la me- 
diación, que ella no establece la garantía del media- 
dor respecto á la estabilidad de lo acordado, sino en 
el caso de haberla otorgado expresamente; ni tampo- 
co que hay agravio ni derecho de compulsión, cuando 
una ó ambas partes han declinado aceptar la media- 
ción ofrecida. 

Admiten también los publicistas la mediación en 



1 Bluntschli: Derecho Internacional coodiñcado núm. 487 
nota. 
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los casos de guerra civil, para ponerle término por un 
acuerdo de los partidos beligerantes, adoptado bajo 
los auspicios é influencia de los gobiernos amigos. 

Sin desconocer los peligros que, para ciertos esta- 
dos, puede ofrecer, debe reconocerse que el fin huma- 
nitario y provechoso que la mediación tiene en tales 
casos, la recomienda bajo ese aspecto; y de ello hemos 
tenido no hace mucho tiempo una demostración, cuan- 
do el esfuerzo desinteresado y generoso de diplomá- 
ticos extranjeros, puso fin á las sangrientas escenas de 
que fué teatro esta capital en Marzo de 1895. 

La mediación que Inglaterra, Rusia y Francia ofre- 
cieron á Turquia y á los griegos, sublevados contra 
la dominación de la última, tiene diverso carácter; 
porque el tratado de Julio de 1827, en que esas po- 
tencias se comprometieron con tal fin, contenía un 
artículo secreto que estipulaba él uso deja fuerza pa- 
ra el caso de que alguno de los beligerantes rehusa- 
ra aceptarla. De manera que ese pacto salía de los 
términos y condiciones de un oficio amistoso, para 
convertirse en una verdadera intervención, que fué su 
desenlace práctico por la negativa de la Puerta Oto- 
mana. 

Cuando no existe tratado anterior que imponga la 
mediación de una 6 más potencias, en el caso de una 
Címtienda ó ruptura, puede declinarse por las partes 
interesadas. No sucede así si existe compromiso an- 
terior; caso en que los gobiernos desavenidos están 
obligados á admitir el oficio de los mediadores, aun- 
que no á someterse precisamente á los medios de ave- 
nimiento que éstos les propongan. 

Congresos y conferencias.— -De una y otra clase 
de asambleas diplomáticas puede decirse que consti- 
tuyen simplemente una mediación colectiva, cuando 
ésta es necesaria como medio de impedir una guerra, 
que puede arrastrar á naciones distintas de las que se 
han desavenido, por el trastorno eventual ó previsto 
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de un estado político constituido en un continente. 
También tienen por objeto esas asambleas el procu- 
rar vSoluciones permanentes en el orden internacional, 
y fijar reglas estables en la conducta de las naciones 
que están representadas en ellas y á las que pueden 
adherirse las demás. 

Considerándolas como una forma de la mediación, 
no puede negarse que son preferibles á la mediación 
aislada, no solamente por su autoridad y prestigio, 
sino porque ellas consultan mejor el estudio detenido 
y cuidadoso de la cuestión, y se conforma al principio 
de la unión internacional, que debe esperarse llegue á 
ser una realidad. 

La diferencia entre los congresos y las conferen- 
cias es meramente accidental. Se designa bajo el pri- 
mer título á las reuniones de plenipotenciarios cuya 
misión es poner término á un conflicto internacional, 
estableciendo en consecuencia ciertas reglas ó solu- 
ciones para lo futuro, en relación con el motivo de la 
guerra ó conflicto que ha terminado; y eventualmente 
algunas declaraciones de principios de orden político 
ó internacional. 

Las conferencias solo se diferencian de los congre- 
sos en que su objeto es menos el de una mediación 
colectiva, que el de sentar bases ó principios de dere- 
cho internacional, sin acepción á un conflicto ó cues- 
tión política determinada. De ello son ejemplo la con- 
ferencia de Ginebra para mejorar la condición de los 
militares, enfermos ó heridos en campaña, la de Ber- 
lin para fijar las reglas de la colonización en África 
en las regiones del Congo y del Niger; y por último la 
muy importante reunida hace poco en la Haya, á ini- 
ciativa del emperador de Rusia, para procurar el de- 
sarme de los estados de Europa y establecer, si es 
posible, un sistema general de arbitraje ó un tribunal 
internacional. 

Las opiniones de algunos publicistas respecto á los 
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congresos diplomáticos, como Vattel, Pinheyro Fe- 
rreyra y Phillimore, es absolutamente adversa y pe- 
simista. El primero de los autores indicados, refirién- 
dose á los Congresos de Cambrai y de Soissons, los 
llama odiosas comedias, en que sus principales acto- 
res, procurando hacer creer que se proponían llegar á 
un arreglo, llevaban sin embargo intenciones opuestas. 

En iguales ó más duros términos se explica Pinhey- 
ro; y Phillimore los presenta en la condición de tribu- 
nales tan parciales como incompetentes para resolver 
las cuestiones de derecho internacional. ' 

Si hubiera de estarse únicamente á los grandes abu- 
sos y soluciones interesadas que forman en verdad la 
historia de los Congresos principales, como los de 
Westfalia (1648), Utrecht (171 3), Viena (18 15, Aix- 
la-Chapelle (18 18), Troppau (1820), Laybach (1821) 
y Verona (1822) habría bastante razón para conde- 
narlos. Pero, como el abuso es inherente á las más no- 
bles facultades y la imperfección el sello primitivo de 
toda institución, por útil que ella sea, no debe mirarse 
la faz histórica de los Congresos como constitutiva 
de la institución. 

En efecto, y teniendo en cuenta la labor respectiva 
de los principales Congresos mencionados, se encon 
trará que ellos han tenido únicamente por objeto, el 
consagrar los efectos producidos por la guerra que 
los había precedido, guiándose, menos por principios 
de derecho extricto, que por consideraciones de políti- 
ca internacional. — Así, los de Westfalia y Utrecht 
pretendieron realizar la teoría del equilibrio; el de Vie- 
na y sus consecutivos de Aix-la-Chapelle, Troppau, 
Laybach y Verona, se inspiraron en el principio de la 
inalterabilidad de las formas políticas y legitimidad 
de los monarcas de derecho divino; y los de París y 
Berlin (1878), en el interés político de la integridad 
del imperio turco. 

Pero, al lado de éstos puede colocarse el Congreso 
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de Paris de 1856, que á la par que daba una solución, 
más ó menos instable, á la cuestión política de Orien- 
te, adoptó algunas reglas de derecho marítimo que han 
venido á ser la base del derecho común de las nacio- 
nes, en lo que concierne á la garantía del comercio 
de los neutrales. Así también pueden recordarse los 
de Panamá en 1826, de Lima en 1864 y de Monte- 
video de 1888, de los cuales solo el último llegó á re- 
sultados positivos, del todo extraños á la política, por 
el código de derecho internacional privado que adop- 
tó, consignado en diferentes tratados entre las partes 
representadas en esa asamblea. 

Puede, en resumen, decirse, que los Congresos y 
Conferencias en la época actual, aparte de servir de 
órgano autorizado y eficaz á la mediación colectiva, 
están destinados á resumir y expresar las ideas y sen- 
timientos que prevalecen en el mundo civilizado, en 
orden á los principios jurídicos y á los intereses gene- 
rales de las naciones. 

Su organización actual, como asambleas diplomá- 
ticas, no permite, sinembargo, considerarlas competen- 
tes para conocer y decidir los conflictos internaciona- 
les; y la experiencia ha demostrado que, en lo gene- 
ral, han sido insuficientes para prevenir las guerras, 
limitándose casi siempre á consagrar un estado de co- 
sas creado por los efectos de ellas. 

Esto es por otra parte natural, desde que los re- 
presentantes de las naciones que concurren á ellos, 
no tienen misión autoritaria, establecida por una ins- 
titución obligatoria, siendo su presencia en tales asam- 
bleas la expresión de intereses que luchan en su seno 
y en que prevalecen, como es de creerse, los más pre- 
ponderantes, excluyendo la imparcialidad que debe 
ser la condición primordial de la mediación. 

El progreso de las ideas y la asimilación cada día 
más extensa de intereses entre los pueblos civilizados, 
tienden á mejorar su organización y á introducir en 
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ellos á las naciones cuyo voto no se consultaba en las 
asambleas de las grandes potencias. Por último, los 
indicados elementos de reforma darán, es de esperar- 
se, á los congresos y conferencias, en lo futuro, una 
autoridad más eficaz y una influencia más positiva en 
el bienestar del género humano, no solo bajo el punto 
de vista político de la cuestión especial que están lla- 
mados á definir, sino también en el concepto de ór- 
ganos del derecho común, constituyendo, por decirlo 
así, la autoridad legislativa internacional. 

Esta será su principal importancia cuando el esta- 
do de la civilización y la solidaridad práctica de inte- 
reses entre los pueblos, vea surjir al lado de esas 
asambleas el Tribunal Internacional, ó un .sistema de 
arbitraje permanente y general que decida, con arre- 
glo al derecho establecido, los conflictos que puedan 
suscitarse. 

Hoy mismo esta tendencia humanitaria se revela en 
la reunión de la conferencia de la Haya, cuyo objeto 
limitado se indicó antes. No es posible adelantar opi- 
nión sobre su resultado final, que quizá quede muy 
lejos del noble propósito que la determinó; pero el 
hecho mismo de su existencia y el carácter elevado y 
trascendental de los varios proyectos que en ella se 
han presentado, aunque queden sin sanción, serán 
sierhpre un signo inequívoco del progreso realizado 
y el fundamento de la esperanza de ver, en tiempo 
más ó menos próximo, el criterio jurídico sostituido al 
de la fuerza en las contiendas internacionales, y pros- 
crito el derecho bárbaro de la guerra, que fué siempre 
ocasión da los abusos, de la opresión, y del despojo 
de los débiles, (i) 

(1) En efecto, la conferencia de la Haya no llegó á otro re- 
sultado que á la simple declaración de aspiraciones generales 
que condujeran á soluciones distintas de la guerra, sin com- 
promiso ninguno para los estados que concurrieron, como se 
verá en el resumen ó acta general de esa conferencia, que in- 
sertamos en el apéndice. 
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Medios jurídicos. — Ya hemos visto que el dere- 
cho es la ley de existencia del hombre, en su doble 
carácter distintivo de los demás seres, la personalidad 
y sociabilidad, y como se llega de la noción jurídica en 
abstracto á la percepción de la ley internacional. 

El imperio de las necesidades y elementos consti- 
tutivos de la especie humana, ha conducido a la for- 
mación natural de la sociedad; y en el seno de cada 
una á la creación de instituciones que son los órganos 
de declaración y de defensa del derecho, instituciones 
cuyo progreso ha ido marcando el curso de la civi- 
lización. 

Es, pues, conforme á la naturaleza y á sus leyes 
fundamentales que entre las naciones exista lo que 
puede llamarse Comunidad de Estados ó Unión In- 
ternacional, con instituciones permanentes, que de- 
claren el derecho como regla práctica y lo defiendan 
y ejecuten. 

Como hace poco lo hemos indicado, al hablar de 
los congresos y conferencias, estas asambleas no han 
constituido hasta ahora un órgano verdadero de la 
vida colectiva, así por su instabilidad y falta de reglas 
fijas, como porque su organización no los llamaba á 
ser la representación de los intereses comunes, sino 
de conveniencias políticas limitadas y de actualidad. 

Conviniendo en la dificultad de establecer prácti- 
camente una institución semejante, no puede dudar- 
se, sin embargo, que la han de suplir en buena parte 
las obras que, como el Instituto de Derecho Interna- 
cional, fundado en 1873, representan la opinión pú- 
blica y las aspiraciones de los pueblos civilizados en 
orden á los progresos de su derecho común. 

De todas maneras, el estado de las ideas, el grado 
de cultura actual y el peso de los intereses materiales 
y morales de las naciones, reducen hoy, el círculo de 
acción del interés puramente egoista y de la fuerza, su 
único ministro; y permiten pensar en la creación de ese 
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órgano internacional para la defensa del derecho 
que obre en nombre de todos, con el apoyo de todos 
y excluya por lo tanto la arbitrariedad de cada uno. 

Hasta el presente las únicas instituciones que han 
representado eventualmente esa necesidad, han sido 
los tribunales de presas, las comisiones mixtas y los 
tribunales de arbitraje. 

Los tribunales de presas, constituidos privativa- 
mente por cada nación de un modo permanente ó ac- 
cidental, para las causas marítimas y particularmente 
para juzgar las presas durante la guerra, han careci- 
do y carecen de autoridad suficiente, aún para fundar 
reglas de jurisprudencia, en razón de que están lla- 
mados á aplicar y obedecer las leyes particulares de 
la nación bajo cuya autoridad proceden, si bien, por 
la naturaleza de las cuestiones que juzgan y los intere- 
ses que éstos comprenden, no pueden dejar de tomar 
en cuenta los principios admitidos por las naciones, 
asi entre los beligerantes como en relación á los de- 
rechos de los neutrales. 

El antagonismo entre el interés propio y el interés 
de otros, ha tenido como resultado decisiones la más 
diversas y contradictorias sobre casos idénticos, pri- 
vándolas del prestigio necesario para fundar prece- 
dentes uniformes y reglas de jurisprudencia capaces 
de solucionar conflictos posteriores. 

Comisiones mixtas. — Consisten éstas en la dele- 
gación en comisarios especiales, nombrados por los 
gobiernos en conflicto, de autoridad suficiente para 
resolver la materia de la controversia, asistidos por 
un dirimente, designado de común acuerdo, para los 
casos de discordia. 

Estas comisiones, que son ya un progreso respecto 
á las sutilezas, arterías é intransigencias de la diplo- 
macia, se remiten en lo general á la decisión ex equo 
et bono\ aunque en casos como los de las convencio- 
nes celebradas por Chile con Alemania, Francia, Ita- 
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lia y la Gran Bretaña en 1883 y 1884, para la deci- 
sión de las reclamaciones por los daños que el ejér- 
cito y escuadra de Chile originó á intereses extranje- 
ros en la guerra con el Peni y Bolivia, puede decir- 
se que quedaban sujetas las comisiones al derecho 
extricto, sobre todo en materia de procedimiento, 
en que se estipuló un rigor y formalismo incompati- 
bles con el carácter de esos tribunales y las reglas 
comunes para juzgar en equidad. 

El principio opuesto fué el observado en las comi- 
siones arbitrales instituidas por los Estados Unidos 
con Francia é Inglaterra, por un motivo idéntico, de- 
rivado de la guerra separatista. Los comisarios te- 
nían amplitud suficiente de poderes para juzgar con 
arreglo á la buena fé y sus propias convicciones, no 
solo respecto á la regla aplicable al caso, sino tam- 
bién al valor de la prueba que se había ofrecido, cuya 
suficiencia debían estimar conforme á su conciencia 
y probidad. De aquí que los fallos de esos tribunales 
no fueron motivados. 

Ni esas ni otras comisiones semejantes reúnen en 
el resultado general de sus trabajos, precisión y uni- 
formidad de criterio para fundar precedentes autori- 
zados, sino en esfera muy limitada, y mucho menos 
una doctrina. Sobre todo, han sido soluciones ocasio- 
nales de conflictos, que no han fundado una promesa 
para lo futuro entre las partes, ni siquiera unidad de 
regla en los casos resueltos. 

Prescindiendo de las comisiones mixtas, que apare- 
cen desde el siglo XV, cuya fisonomía y caracteres 
no tienen nada de definido y normal, y de las que en 
tiempos posteriores han tenido una significación y 
competencia puramente técnicas, como las que se 
formaron bajo los auspicios del Congreso de Berlín 
y las que se crearon para lo relativo á la navegación 
del Rin y del Danubio, no hace á nuestro propósito 

considerar sino las que han tenido un carácter judi- 
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cial, ó sea poder suficiente para decidir diversas cues- 
tiones de interés actual para las naciones que las 
constituyeron, y generalmente sin facultad para es- 
tatuir sobre principios. 

La república de los Estados Unidos de América 
del Norte es la que con más frecuencia ha apelado á 
ese recurso, como lo demuestran las numerosas con- 
venciones que desde 1857 con Colombia hasta 1871 
con Inglaterra, ha celebrado con diversos estados, 
particularmente de América, y entre las cuales se en- 
cuentran las de 1 2 de Febrero de 1 863 y 4 de Diciem- 
bre de 1868 ajustadas con el Perú. 

Las comisiones mixtas han sido, por el objeto de 
las ya enunciadas, una especie de arbitraje y desti- 
nadas á ventilar, por lo común, reclamaciones de or- 
den privado; sin que falten algunas que han tenido 
otra misión, como la constituida por el tratado de 
Gante (18 14) para resolver lo relativo á la determi- 
nación precisa de la línea de linderos entre los Esta- 
dos Unidos y las colonias británicas, ya determinada 
de un modo general por el tratado de 1794. Igual 
objeto tuvo la comisión constituida por la convención 
entre Suiza é Italia de 31 de Diciembre de 1875, 
con relación á la frontera italiana en el cantón del 
Tesino. 

Las comisiones indicadas se constituyen por el 
nombramiento de uno ó más delegados ó comisarios 
de los gobiernos respectivos, que tienen la facultad 
de nombrar un dirimente para los casos de discordia, 
antes de que éstos hayan ocurrido, y de darse un regla- 
mento para el orden y regularidad de sus funciones. 
Si no hay acuerdo en la designación se saca á la suer- 
te de entre los que se hayan propuesto por cada par- 
te, bien sea para todo caso de discordia ó repitiendo 
el procedimiento para cada uno de los que ocurran. 

Es igualmente de regla, en tales casos, el nombra- 
miento de un agente especial, cuya función es prestar 
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su apoyo á las reclamaciones de su gobierno y de los 
particulares que éste ha patrocinado, presentar á la 
comisión sus memorias 6 alegatos y en general repre- 
sentar á su gobierno en todo lo que concierne al de- 
bate y decisión de los asuntos sometidos al fallo de 
las comisiones. 

Estas tienen también la facultad de nombrar un 
secretario-relator que los asista en el despacho de to- 
dos los asuntos sometidos á su decisión. 

En la misma gerarquía pueden considerarse las co- 
misiones ó tribunales mixtos de Egipto, que tienen 
por objeto juzgar á los extranjeros que allí residen, 
con arreglo á sus respectivas leyes, en los litigios que 
entre ellos se suscitan y con los egipcios. Esta juris- 
dicción está llamada á reemplazar la de los cónsules 
de Oriente, establecida por las primeras capitulacio- 
nes de las naciones de Europa con la Puerta Otoma- 
na; y no puede dudarse de que sean verdaderas comi- 
siones internacionales, desde que deben su origen á 
acuferdos diplomáticos ó tratados, y porque deben juz- 
gar á individuos de diversas nacionalidades, (i) 



(1) Kamarowsky. El Tribnnal Intimacional pág. 158. — Me- 
rignac. — El arbitraje internacional pág. 865. Calvo. Derecho 
Internacional Núm. 1788. 



LECCIÓN XVIII 

SUMARIO.— Medios jurídicos.— Arbitraje.— Su definición.— 
Base histórica del'arbitraje. — La teoría y los hechos. — 
Lo qne debe contener el compromiso. — Elección del ar- 
bitro. — Asiento del tribunal arbitral. — Procedimiento 
ante el arbitro ó tribunal. — Laudo; á qué regla debe su- 
jetarse en la cuestión que resuelve. — Causas de nulidad 
en el laudo ó sentencia. — Tribunal internacional. — Or- 
ganización j funciones del tribunal intemacionaL 

Medios jurídicos. — Son únicamente los que per 
miten llegar á la solución de una disidencia ó conflic- 
to por la aplicación de una 6 más reglas generales de 
derecho, mediante el juicio de una persona ó corpora- 
ción extraña á la controversia y al interés concreto 
que encierra. 

Si en el seno de toda sociedad se ha constituido un 
organismo de la entidad colectiva, que forma su esta- 
do legal, con poderes que tienen la función de decla- 
rar el derecho y de defenderlo y aplicarlo, en princi- 
pio nada se opone á que la comunidad de las naciones 
constituya igualmente uno ó más órganos de la ley 
que las domina y dirije, por necesidad de su destino 
como ser moral, en cuya formación entran sustancial- 
mente los mismos elementos que en la persona hu- 
mana. 

Si el principio de la coexistencia armónica de los 
hombres, ha traido como un efecto necesario la consti- 
tución de un régimen legal, que es la realización prác- 
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tica de la defensa y desarrollo del derecho, por reglas 
preexistentes 6 anteriores al conflicto, está en la na- 
turaleza de las cosas que la defensa primitiva, brutal, 
y sin otra medida que la fuerza, sea sustituida igual- 
mente por un órgano común de las naciones. 

Esta función humana y civilizadora es la que están 
llamados á desempeñar el arbitraje y el tribunal in- 
ternacional. 

Hasta ahora se han opuesto á que ese ideal sea una 
realidad, diversas circunstancias, que han dependido 
del estado de los progresos sociales, marcado por el 
carácter de las instituciones políticas. 

La concentración de poderes en monarcas de au- 
toridad inás ó menos absoluta, subordinaba en tiem- 
pos anteriores á la razón política ó de estado, el as- 
pecto jurídico de las relaciones internacionales, así 
como, en el interior de cada estado, la eficacia y ex- 
tensión de los derechos políticos y privados depen- 
dían de la concesión graciosa del soberano, primer le- 
gislador y supremo juez. 

Más tarde, y hasta la época presente, el advenimien- 
to de instituciones libres, determinado por el desarro- 
llo de los intereses materiales, que reclamaron é hi- 
cieron sentir su influencia en la marcha política de 
los estados, el principio exclusivo y egoista que dirijía 
el rumbo político, cambió de órgano, pero no de ca- 
rácter. A la ambición monárquica, á la gloria de los 
tronos y á la quimera de la monarquia universal, ha 
sucedido el celo de nacionalidad, el orgullo de pre- 
ponderancia y la ambición de predominio comercial, 
que estimula á dilatar la órbita del poder adquirido, 
sin otra consideración. 

Este es uno de los obstáculos, que pueden llamarse 
absolutos, para la creación definitiva de órganos per- 
manentes del derecho común de las naciones; pero, si 
bien se considera, el incremento sucesivo de esos mis- 
mos intereses, que necesariamente traerá consigo un 
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equilibrio natural y estable, formará la base efectiva 
de la unión internacional. 

Contribuye á esperarlo la consideración de los 
abrumadores é intolerables sacrificios que impone á 
las naciones de Europa el mantenimiento de esa si- 
tuación artificial, legado funesto de la combinación 
puramente política, con prescindencia de la ley de 
justicia, que es la de paz y bienestar general. 

De ese estado de cosas, en que la preocupación mi- 
litar absorve casi por entero la actividad y los re- 
cursos de los gobiernos de Europa, ha nacido la ini- 
ciativa del Czar de Rusia para la conferencia interna- 
cional que funcionó en la Haya, cuyo objeto era lle- 
gar á un acuerdo general para el desarme y sobre los 
medios de constituir el arbitraje, como medio normal 
de resolver los conñictos internacionales (i). 

Base histórica del arbitraje. — La tendencia ala 
conservación de la paz por el arbitraje procede de la 
más remota antigüedad. Aunque falten datos precisos 
en lo relativo á los pueblos primitivos de Oriente, 
puede citarse el caso de la decisión arbitral pronun- 
ciada por Darío en la disidencia entre Ariamenes y 
Jerjes; y refiérese así mismo por Herodoto que, des- 
pués de la derrota de los Jonios, Artafernes, sátrapa 
de Sardes, impuso á los diputados de las ciudades el 
compromiso de que, en caso de conflicto, recurrirían 
á la justicia arbitral y no á la vía de las armas. 

Entre los griegos el arbitraje, fué un medio común 
de resolver disidencias; y entre otros casos la histo- 
ria recuerda el arbitraje de cinco espartanos, nombra- 
dos para resolver la disputa entre Atenas y Megara, 
sobre la posesión de la iála de Salamina, Arbitros eto- 
lios decidieron la cuestión de fronteras que se había 
suscitado entre las ciudades de Mitilena y Pera en Te- 



(1) Veáse en el apéndice el resumen de las deliberaciones 6 
acta general del Congreso de la Haya. 



— 375 — 

salia. Del mismo modo, la ciudad de Mitilena decidió 
arbitralmente las disputas entre las antiguas y las 
nuevas ciudades de Teos. 

En nada difería sustancialmente el arbitraje grie- 
go de las formas con que hoy se practica, esto es, for- 
malizándose un compromiso en que se consignaba el 
objeto del litijio y la designación del arbitro. Solo era 
su peculiaridad el aspecto religioso que se le atribuía, 
y que en aquellos tiempos era el carácter de todos los 
actos públicos y privados de alguna seriedad y tras- 
cendencia. 

El compromiso permanente paia el arbitraje en las 
disidencias futuras, también fué conocido y practica- 
do entonces, como lo demuestra el tratado de alianza 
entre Argos y Lacedemonia. 

En cuanto á los romanos, ellos sirvieron algunas 
veces de arbitros, particularmente entre ciudades de 
Grecia, en los tiempos de la decadencia de ésta; pero 
no los admitieron jamás para sus propios asuntos, 
considerándose como los superiores de todos los de- 
más pueblos, á quienes se proponían dominar y do- 
minaron en efecto. 

Los feciales^ no llenaban esa función en los con- 
flictos de Roma con otras naciones, sino la del cum- 
plimiento de ciertos ritos y solemnidades que, confor- 
me al derecho fecialy eran necesarios para que la guerra 
fuese considerada como legítima en sus formas y re- 
querimientos preliminares, que en nada se referían á 
los motivos intrínsecos sobre la justicia ó injusticia 
de la guerra. 

No tenían tampoco ese carácter los recuperatores, 
que eran los jueces que, en tiempo de la dominación 
universal de Roma, estaban encargados de juzgar las 
diferencias que se suscitaban entre los ciudadanos ro- 
manos y los de otras naciones. 

Durante la edad media el arbitraje fué un medio de 
paz usado entre los bárbaros, debido particularmente 
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á la influencia del cristianismo y al rol preponderante 
que los soberanos pontífices asumieron en beneficio 
de la paz y en protección de los débiles. Oodoveo 
aceptó el arbitraje que se le propuso por otros prínci- 
pes bárbaros en su disidencia con los visigodos. Más 
tarde en las numerosas é incesantes cuestiones que 
agitaban á Europa, los papas Alejandro III, Honorio 
III, Juan XXII y Gregorio XI, fueron escogidos co- 
mo arbitros. Todos conocen ademas la famosa deci- 
sión de Alejandro VI, en que fijaba los límites de las 
posesiones respectivas de España y Portugal en los 
territorios del Nuevo Mundo. 

A la par que la supremacía religiosa de los papas, 
influyó en la adopción del arbitraje, en la edad media, 
la organización feudal de Europa, que traía natural- 
mente consigo la facilidad de acudir al soberano co- 
mún, en los conflictos que se suscitaban entre sus 
vasallos. Los reyes, que estaban á la cabeza de la ge- 
rarquía feudal, desempeñaron con frecuencia esa fun- 
ción y entre otros Luis IX, Carlos V, Carlos VIII y 
Luis XI de Francia. 

En todos estos casos y otros, por lo común esta- 
ban confundidas las facultades de arbitro con el rol 
pacificador, de amigo oficioso 6 mediador, sobre todo 
en los arbitrajes anteriores al siglo XVI. No debe 
extrañar tampoco que, en la época referida, no se en- 
cuentre sino muy raros ejemplos de compromiso per- 
manente, para zanjar por ese medio disidencias futu- 
ras, cuando en los tiempos actuales no son más co- 
munes. 

A partir del siglo XVII el arbitraje reviste formas 
más definidas y perfectas, encomendándose, ya á los 
soberanos, ya á algunas ciudades y aún á personas 
privadas, notables por su ciencia y conocimientos ju- 
rídicos. 

El tratado de Westminstere de 23 de Octubre de 
1655, entre Francia é Inglaterra, entonces república, 
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estipulaba que la ciudad libre de Hamburgo decidiría 
todo lo relativo á las indemnizaciones reclamadas por 
una y otra parte. 

Al celebrarse la paz de Nimega entre Francia y 
España, se estipuló que los Estados Generales de las 
Provincias Unidas, decidirían todo lo concerniente á 
las plazas fuertes y otros puntos secundarios. 

El célebre jurisconsulto Alciat, resolvió como ar- 
bitro las cuestiones originadas en los derechos de so- 
beranía de diversos principados de Italia y de Ale- 
mania; y Juan Begat, del parlamento de Dijon, resol- 
vió entre Suiza y el rey de España, sobre sus pre- 
tenciones respectivas al Franco Condado. 

No es probable que se repita en los tiempos ac- 
tuales este arbitraje de personas privadas, por gran- 
des que sean su crédito y autoridad; pero, en cambio, 
desde el principio de este siglo, los casos de desave- 
nencia así transijidos se han hecho cada día más nu- 
merosos. 

Entre ellos el compromiso pactado por el tratado 
de Whashington en 1871, entre Inglaterra y los Es- 
tados Unidos, para la decisión arbitral de las cuestio- 
nes resumidas bajo el nombre de Alabama y el de la 
misma Gran Bretaña y Venezuela, sobre los límites 
de este país con la Guayana Inglesa, revisten un ca- 
rácter de particular importancia y trascendencia, por 
la naturaleza de los litigios, por la solemnidad de los 
debates, por la autoridad de las personas que han in- 
tervenido como jueces y como defensores y por la 
resonancia que han tenido con el mundo entero. 

Prescindiendo de otras consideraciones, lo que hace 
verdaderamente célebre el tratado de Washington es la 
naturaleza de la estipulación que su artículo IV con- 
tiene, en que se fijan tres reglas relativas á los debe- 
res de la neutralidad, que debían ser de aplicación 

especial al asunto por los arbitros, con los demás prin- 
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cipios del derecho de gentes que estos creyeran perti- 
nentes. 

Lo que había privado hasta entonces al arbitraje 
de autoridad como precedente, y de verdadera unifor- 
Miidad como regla en cada una de las cuestiones resuel- 
tas, es la absoluta diversidad de criterio con que fue- 
ron abordadas y definidas y la falta de principios fijos 
según los cuales, por conformidad de las partes, de- 
bían ser fallados. 

El compromiso de Washington es el primer ejem- 
plo de un arbitraje concertado sobre la base de una 
declaración de reglas de derecho, que ambas partes 
aceptan como criterio jurídico para el fallo de los ar- 
bitros. 

El tribunal reunido en Ginebra se compuso de un 
arbitro por cada una de las partes en litigio y uno 
nombrado respectivamente por los gobiernos de Suiza, 
Italia y el Brasil; y acordó en 9 de Setiembre de 1872 
la redacción definitiva del laudo, que condenaba al go- 
bierno de la Gran Bretaña al pago de 1 5 millones y 
medio de dollars, aplicables en globo á satisfacer los 
perjuicios que el comercio americano sufrió por obra 
de los corsarios confederados Alabama, Florida y 
Shenandoa, armados ó construidos en puertos del 
Reino Unido. 

Aunque la parte final del artículo IV del tratado 
compromisorio estipulaba: "que las altas partes se 
comprometían á observar las reglas ya indicadas, en 
sus relaciones recíprocas en el porvenir, y á ponerlas 
en conocimiento de las potencias marítimas invitándo- 
las á adherirse á ellas," esa estipulación no se cumplió, 
por la repugnancia con que el gobierno inglés consin- 
tió en insertarlas en el tratado y por la abstensión 
de los Estados Unidos, cuyo gobierno creyó sin duda 
suficiente no solo que se hubiese hecho justicia á sus 
reclamaciones, si no también la autoridad que reves- 
tía ese fallo para lo futuro, aunque no hubieran ínter- 
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venido en él todas ó las más importantes de las na- 
ciones marítimas. 

No es de menor significación el arbitraje de París, 
en que Inglaterra ha consentido someter sus cuestio- 
nes territoriales con Venezuela á la decisión en defi- 
nitiva de jueces americanos; es verdad que por inter- 
posición del Gobierno de los Estados Unidos, que con- 
dujo á ese desenlace un asunto que él miraba bajo el 
punto de vista de la política internacional americana, 
que se trazó desde 1823, en lo que concierne á las re- 
laciones de Europa con los estados de este continente. 

El proyecto de arbitraje general entre esas dos 
grandes naciones, para todos sus conflictos futuros, 
que no ha llegado á convertirse en tratado, es un signo 
de las tendencias y de las aspiraciones del tiempo; 
aunque no debemos mirarlo, en relación á los gobier- 
nos que lo acordaron, como la afirmación exclusiva de 
una necesidad de paz y de favor á la justicia, si no 
mas bien de la conveniencia recíproca de una aproxi- 
mación y de un acuerdo á que las llama su posición 
marítima preponderante, como instrumento de impe- 
rialismo y de la propensión absorvente de su raza. 

El breve resumen que precede persuadirá de que 
los hechos están muy lejos todavía de conformarse á 
la teoría en que reposa la paz del mundo y la seguri- 
dad de los débiles; y y que el acuerdo no puede espe- 
rarse sino por el equilibrio natural entre las naciones, 
que racionalmente ha de fincar: i9 en la reducción de 
poder, por el exceso mismo de su desarrollo y la con- 
solidación consiguiente de los estados menos podero- 
sos; 2? en la preponderancia decisiva, que seguramen- 
te han de alcanzar, los intereses morales y materiales 
de cada nación, sobre las simples combinaciones de 
la política ó razón de estado, á lo menos en la signifi- 
cación que hasta hoy han tenido. 

Entre tanto, no puede dejar de citarse las numero- 
sas y laudables tentativas para constituir ese estado 
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permanente de justicia internacional, éntrelas cuales 
figura en primer término el acuerdo á que se llegó en 
Washington en 1890, por el cual se convino en some- 
ter para lo futuro á la decisión de arbitros toda cues- 
tión entre las naciones que concurrieron á él. Solo 
Chile formó la excepción. 

En este mismo orden puede considerarse la cláusu- 
la compromisaria introducida en muchos tratados par- 
ticulares, obligándose para lo futuro las partes á re- 
currir á ese medio, sobre todas las cuestiones que 
. sobrevengan acerca de la interpretación y cumpli- 
miento del tratado y de todas las demás que entre 
ellas pudieran ocurrir, aunque siempre reservando 
lo que se refiera á fueros de soberanía ó derechos ab- 
solutos y fundamentales. 

Desde 1863, en su tratado con Bolivia, el Perú ha 
estipulado esa cláusula compromisaria en diversos ac- 
tos internacionales; no siendo raro encontrarla tam- 
bién en los de las naciones de Europa, como el d« 
Bélgica con el Perú de Agosto de 1874; el de 1835 
entre Suiza y el Salvador; el de Mayo de 1888 entre 
Francia y la república del Ecuador, y el del Perú con 
España de 1897. 

La conferencia de la Haya 'ha tenido igual propósi- 
to, sin duda por los sentimientos generosos del so- 
berano que la promovió, pero no debe perderse de 
vista que igualmente ha contribuido á la aceptación 
de su iniciativa la ruinosa carga que la paz armada 
impone á las naciones de Europa. 

El arbitraje particular ha sido aceptado en principio, 
pero subordinado á la apreciación de los casos por las 
naciones amenazadas de un conflicto; lo que importa 
en definitiva dejar en pié el peligro de desastrosas 
guerras, originadas en cuestiones territoriales y de 
equilibrio, que, aun cuando no hayan sido positivamen- 
te excluidas del arbitraje, prácticamente lo estarán, 
así por la concurrencia de intereses políticos contra- 
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puestos entre todas ellas, como por la dificultad de 
constituir por esa misma causa, en Europa ó fuera de 
ésta, un tribunal con los caracteres indispensables de 
imparcialidad y de prestigio. 

Que debe contener el compromiso. — I. Ya que 
el compromiso debe tener un objeto determinado, de- 
be fijarse éste con toda claridad y precisión; de otra 
manera el convenio carecería de objeto, ó por la va- 
guedad de la cláusula compromisaria quedarían fuera 
de la competencia de los arbitros una ó muchas de las 
cuestiones que se tuvo en mira fenecer de esa manera. 

Para evitar esa contingencia es preciso consignar 
en la convención respectiva no solo la cuestión de- 
batida, con todos sus incidentes y pu;itos de disiden- 
cia, sino el poder general dado á los arbitros para re- 
solver los que atañen á la esencia de la cuestión, que 
no hayan sido expresamente señalados. Esas cuestio- 
nes incidentales, sobre todo si han sido posteriores 
al principio de la contención ó diferencia, se conside- 
ran comprendidas en el compromiso. 

El conjunto de esas enunciaciones constituye la es- 
fera de acción del poder ó jurisdicción de los arbitros. 

Lo dicho se entiende no solamente respecto de los 
casos particulares de arbitraje, en que el compromiso 
recae sobre cuestiones más ó menos concretas, ya 
empeñadas y debatidas entre las partes que se com- 
prometen, sino también, tratándose de un convenio ge- 
neral, para todos los casos que ocurran en lo futuro. 
La diferencia estriba solo en que el compromiso gene- 
ral liga á las partes antes de que la disidencia se 
presente. 

No debe creerse, sin embargo, que el pacto perma- 
nente y general para terminar toda cuestión futura 
entre los contratantes por ese medio pacífico, no ad- 
mita excepciones. 

Tan numerosos y varios en importancia son los 
intereses que entre las naciones pueden ser origen de 
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conflictos, que, naturalmente, hacen casi imposible la 
enumeración completa de las cuestiones ó asuntos 
que ha de comprender el pacto general de arbitraje. 

En principio quedan fuera de la estipulación las 
cuestiones relativas á la independencia y soberanía 
de los estados, las que atañen directamente á la honra 
de la nación y las demás análogas que se ligan á la 
vida misma de ésta y su consideración internacional. 

Con la reserva indicada, puédese sin embargo fijar 
como materia del compromiso general ó particular de 
arbitraje las siguientes: 

Cuestiones de fronteras ó límites entre estados co- 
lindantes. 

Violación de la neutfalidad. 

Imputabilidad é indemnización por los daños cau- 
sados á estados ó subditos extranjeros, originados en 
los actos de las autoridades ó en su negligencia para 
repararlos. 

Conflictos de jurisdicción ó entre las leyes civiles y 
• penales de países diversos. 

Interpretación de los tratados y extensión de sus 
efectos. 

Cuestiones relativas á presas, pesquerías y servi- 
dumbres internacionales. 

El acta general ó receso de la Conferencia de la Ha- 
ya se ha limitado á reconocer y recomendar, entre 
otros recursos, para procurar la conservación de la 
paz, el arbitraje en las cuestiones de orden jurídico y 
sobre todo en las cuestiones cte interpretación 6 aplica- 
ción de los convenios internacionales. 

Esa declaración se completa en su propio carácter, 
ó sea como compromiso puramente moral, por el ar- 
tículo 19 del recesoy en que las naciones representadas 
en la conferencia se reservan el derecho de concertar, 
antes ó después de la ratificación de esa acta, nuevos 
acuerdos generales ó particulares, para extender el 
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arbitraje obligatorio á todos aquellos casos que juz- 
guen oportuno. 

Por último, en lo relativo á las nociones que prece- 
den, es de oportuidad recordar que los publicistas lla- 
man cláusula compromisaria general, la que somete á 
arbitraie todas las disidencias futuras sin distinción, 
siempre que sean de aquellas que es posible someter 
á juicio de arbitros; y tratado permanente de arbitra- 
je el que tiene por objeto único ó principal someter 
toda diferencia á ese medio de solución, con la reser 
va expresada. 

El acto más preciso y de trascendencia en este or- 
den es el que llevó á cabo el Congreso franco-america- 
no de Washington, inaugurado el 2 de Octubre de 
1889 y clausurado el 19 de Abril de 1890, en que se 
llegó, por acuerdo de todas las naciones americanas en 
él representadas, al pacto general de arbitraje, con ex- 
cepción de la república de Chile. 

II. Aparte de la determinación específica de la 
cuestión sometida al arbitraje y de la extensión de 
poderes concedida á los arbitros, el compromiso debe 
contener, en todo caso concreto, la designación del 
arbitro ó arbitros. 

El mandato arbitral puede recaer en el jefe de un 
estado, en personas particulares, prominentes por su 
ciencia y carácter, en un cuerpo constituido, como un 
Senado, Cuerpo Legislativo, Corte de Justicia ó Uni- 
versidad; y por último en un verdadero tribunal inter- 
nacional, formado por jueces que las partes designan 
y que puede ser constituido por un juez de cada 
lado y un dirimente ó, de un modo más extenso, como 
el que se erijió para funcionar en Ginebra, que no 
solo tenía en su seno á los delegados de Inglaterra y 
Estados Unidos, sino también á los que fueron de- 
signados por los gobiernos de Italia, Suiza y el Brasil. 

Algunas veces la designación del dirimente se deja 
á los arbitros mismos que, en tal caso, deben llenar 
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esa función antes de que aparezca entre ellos ningu- 
na divergencia. 

III. Comprende también el compromiso la desig- 
nación del tiempo dentro del cual deben fallar los ar- 
bitros, á fin de evitar las dificultades y emergencias 
que un prolongado procedimiento puede presentar; de 
manera que, fenecido el plazo, sin que el laudo se ha- 
ya pronunciado, expira el poder de los arbitros, que 
solo puede prorogarse por un nuevo convenio entre 
las partes comprometidas. 

IV. Es de regla determinar en el compromiso ó 
convención de arbitraje el número y carácter de los 
documentos y memorias que las partes pueden pre- 
sentar, así como su forma y oportunidad. Asi se hizo 
en el tratado de Washington de 1871, para decidir la 
controversia conocida bajo el nombre de cuestiones 
del Alabama; y es de necesidad establecerlo, porque 
de otra suerte no solo se prolongarían de un modo in- 
definido las funciones judiciales de los arbitros, sino 
que se presentarían embarazosas complicaciones, por 
la naturaleza y pretensiones de los alegatos, no suje- 
tos á límites de tiempo y de materias bien definidas. 

V. De particular importancia es la designación del 
lugar en que debe funcionar el tribunal de arbitraje; 
puesto que de ella depende en gran número de casos 
la independencia y la seguridad de los jueces y la im- 
parcialidad de su fallo, que debe ponerse á cubierto 
de toda influencia exterior. 

La previsión aconseja que el lugar designado sea 
un país extraño al litigio, por las consideraciones ya 
indicadas; y esta es la regla que se adoptó en el tra- 
tado de Washington que se acaba de citar y para el 
arbitraje entre Inglaterra y Venezuela acerca de las 
fronteras de la Guayana inglesa. 

En contraposición y para justificar las previsiones 
de que se ha hecho mención, el haber fijado la ciudad 
de Santiago como asiento de los tribunales interna- 



- 385 - 

dónales, que debían resolver las reclamaciones extran- 
jeras contra Chile, originadas en la guerra que sostu- 
vo contra el Peni y Bolivia, fué ocasión de los deplo- 
rables sucesos que anularon y prácticamente dieron 
fin á las funciones de esos tribunales. 

Todo lo demás relativo á la forma de los procedi- 
mientos, lengua que se hade usar en los debates, pu- 
blicidad de éstos y cuanto concierne al orden y régi- 
men del tribunal, es de la competencia de éste; por 
medio de los reglamentos que con antelación adopte, ó 
en ciertos casos por decisiones especiales. 

Es entendido igualmente que todo tribunal de ese 
género resuelve sobre su propia competencia, se haya 
ó nó consignado así en el tratado ó protocolo respec- 
tivo. 

La forma del compromiso es una convención, salvo 
los casos en que exista tratado general de arbitraje, 
pues entoces bastaría formalizar un protocolo, para lle- 
varlo a efecto, precisando las circunstancias indicadas. 

En la convención ó protocolo se reserva cada go- 
bierno la designación de los agentes que deben repre- 
sentarlo, cuyo nombramiento se comunica en la for- 
ma auténtica usual. 

Procedimiento ante el arbitro ó tribunal. — 
Ante todo debe prevenirse que si el arbitro es el je- 
fe de un estado, las reglas minuciosas de un juicio 
formal quedan descartadas, (i) 

En los demás casos es de regla fijar en el compromi- 
so algunos de los principios fundamentales á que el ar- 
bitro ó tribunal deberá sujetarse, como se estipuló en 
las convenciones colebradas por Chile con Inglaterra, 
Francia, Italia y Alemania en 1883, para la resolución 
por arbitraje de tribunales mixtos de las reclama- 
ciones procedentes de los actos del ejército y escuadra 
de Chile, en la guerra con el Perú y Bolivia. 



(1) Conferencia de la Haya. — Art. 33. 

4» 



s: 



— 386 — 

La misma regla se observó en el tratado de Was- 
hington de 1 87 1, entre la Gran Bretaña y los Esta- 
dos Unidos de América, en el cual se establecieron 
las reglas relativas á la presentación de los títulos, á 
la exposición de las demandas de las partes y los pla- 
zos dentro de los cuales debían presentarse las memo- 
rias y las pruebas. 

En todo lo demás, el procedimiento se sujeta al 
reglamento que el tribunal arbitral tiene necesidad 
de expedir antes de ocuparse en el examen de las 
cuestiones que se le presenten. 

Por la naturaleza misma del juicio arbitral, lo limi- 
tado del tiempo de su mandato y porque, en tales con- 
diciones, no es posible formular un código completo 
de procedimientos, que comprenda todos los inci- 
dentes y situaciones posibles, el tribunal está en la 
necesidad de resolver los casos que ocurran por 
decisiones especiales, si hubiese lugar, bona fide\ evi- 
tando en lo posible dar entrada á cuestiones prejudi- 
ciales, que por lo común y en las casos indicados se 
deciden en el mismo laudo ó sentencia. 

Por esta razón se ha considerado de capital utilidad 
la adopción de un reglamento universal de procedi- 
miento en el arbitraje, propuesto en la sesión de 1874 
del Instituto de Derecho Internacional, reunido en 
Ginebra y que fué definitivamente adoptado en la se- 
sión del mismo cuerpo reunido en la Haya en 1875. 

Así, alo menos, toda convención de arbitraje podría 
siempre adoptarlo, por la innegable autoridad que 
reviste en el orden racional y científico. 

La Conferencia de la Haya, ha formulado, en el 
Capítulo III de sus conclusiones las reglas de pro- 
cedimiento con relativa prolijidad; y si el acta ge- 
neral de sus trabajos es sancionada, como debe espe- 
rarse, por los gobiernos que allí estuvieron represen- 
tados, habrá desaparecido uno de los motivos de fre- 
cuentes y lamentables dificultades que ofrecía á los 
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gobiernos, y á los arbitros en su caso, ese importante 
elemento del juicio arbitral, (i) 

A que reglas debe sujetarse el laudo en la cues- 
tión que resuelve. — Uno de los puntos más difíciles 
de resolver es el que comprende el enunciado prece- 
dente. Es raro qne un arbitraje sea pactado con de- 
terminación precisa de las reglas de derecho á que los 
arbitros deben sujetarse; y esto se deriva de la natu- 
raleza del arbitraje y de la intención de amistad y de 
concordia que esa pacífica solución importa. 

Por eso M. Goldschmidt, en el proyecto que presen- 
tó al Instituto de Derecho Internacional, decía: "A 
menos que por el compromiso, ó por una convención 
subsiguiente, sea permitido al tribunal arbitral pro- 
nunciar simplemente según equitativa apreciación, ó 
que, por el contrario, se le prescriba resolver según re- 
glas convenidas, determinadas, la apreciación jurídica 
de los hechos de la causa se hará conforme á los prin- 
cipios de derecho que son aplicables en virtud del 
Derecho Internacional." 

En consecuencia el Instituto sancionó en la for- 
ma siguiente el art. i8 del reglamento: 

"El tribunal arbitral, juzga según los principios del 
Derecho Internacional, á menos que el compromiso 
le imponga reglas diferentes, ó someta la decisión á 
la libre apreciación de los arbitros." 

Como lo expresa Merignhac, (2) "será muy raro que 
el tratado haya previsto absolutamente todas las cues- 
tiones que hay que resolver y qué reglas previas se 
encuentren establecidas para cada una de ellas; con 
frecuencia en el curso de los debates surjirá una di- 
ficultad en que nadie había pensado." 

A lo cual puede agregarse, que no existiendo reglas 
positivas de autoridad universal en derecho interna- 



(1) Véase el apéndice. 

(2) El arbitraje internacional pág. 287. 
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cional, pues las mismas que el consentimiento común 
parece aceptar, varían en los modos y casos de su 
aplicación, resulta que, en rigor habrá siempre, inde- 
pendientemente de la regla de justicia natural, que 
hará valer la suficiencia é imparcialidad de los ar- 
bitros, un campo más ó menos extenso para la 
equidad, que en ese orden es auxiliar de la justicia 
intrínseca, en cuanto la modera y realza por las nece- 
sidades prácticas de cada caso. 

La Conferencia de la Haya no ha estatuido nada 
concreto sobre este punto, á excepción del principio 
de que las sentencias deben ser razonadas. 

Los tratados que estipulan arbitrajes in specie se 
han limitado, por lo común, á expresar que los arbitros 
fallarán con arreglo á los principios del derecho in- 
ternacional. 

La convención franco-chilena de 1882 y las demá^ 
que sobre el mismo patrón celebró Chile con idéntico 
objeto con Inglaterra, Alemania é Italia, estatuye que 
los tribunales de arbitraje fallarán confotme á los prin- 
cipios del derecho internacional^ asi coma a la práctica 
y jurisprudencia establecidas por los tribunales recien- 
tes análogos de mayor autoridad y ptestigio. 

La estipulación que precede no impidió que los 
primeros fallos, desfavorables para Chile, expedidos 
por el tribunal italo-chileno fuesen objeto de la más 
destemplada crítica por parte de la prensa de Chile, 
del retiro del consejero López Neto, arbitro dirimente 
que representaba al emperador del Brasil y de la 
clausura de los tribunales de arbitraje, (i) 

El tratado de Washington de 1 87 1 sobre la cues- 
tión Alabama fué más explícito, porque tratándose 
entre los gobiernos interesados de indemnizaciones 
por violación de la neutralidad, el art. VI de ese pac- 



(1) Calvo. — ^Derecho Internacional. Tom. 2.° pág. 465^—467 
— Marignhac. — El Arbitraje Internacional pág. 112 á 131. 
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to no se limitó á establecer, como los convenios pre- 
cedentes sobre la materia, que se juzgaría conforme á 
los principios de derecho internacional aplicables al 
caso, sino que fijo á los arbitros las tres memora- 
bles reglas que las partes convinieron en adoptar co- 
mo criterio de derecho para la decisión, (i) 

Es este el único caso en que se ha visto figurar en 
un pacto de arbitraje, reglas concretas de derecho 
público, aceptadas por las partes para que sirvan de 
norma á los arbitros, á quienes queda únicamente 
examinar los motivos de hecho de su . aplicación. 

Los ejemplos que preceden, y todos los demás que 
pudieran citarse sobre pactos de arbitraje, dejan de- 
mostrado lo que al principio se expuso respecto al ca- 
rácter y extensión de la jurisdicción arbitral, aunque 
se considere el tribunal arbitral, según quieren algu- 
nos, como un tribunal de justicia. 

Causas de nulidad en el laudo. — Aunque el pac- 
to arbitral implica el compromiso de someterse de 
buena fé á la sentencia, (2) no puede dudarse de que 
puede haber casos en que uno ó ambos de los com- 
prometidos encuentre motivos calificados y suficien- 
tes para argüir la nulidad del fallo y eximirse por lo 
tanto de su cumplimiento. 

Delicada cuestión es esta, cuya solución finca prin- 
cipalmente en la buena fé y en el decoro de los go- 
biernos obligados, pero sobre la cual la doctrina pro- 
fesada por los más autorizados publicistas admite 
la posibilidad de cierto número de. reglas, que varían 
naturalmente según el criterio de cada uno. Vattel, 
Hefter, Calvo, Bluntschli, Fiore, Pierantoni, Pradier 
Foderé, Bulmerincq y otros, que sería largo enumerar, 
las señalan con más ó menos prolijidad; y Goldschmidt, 
en su proyecto presentado al Instituto, designa hasta 



(1) Véase el apéndice. 

(2) Conferencia de la Haya — art. 18. 
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once. Pero esta corporación se limitó á fijarlos de un 
modo genérico, agrupándolos en el artículo 27 del re- 
glamento que adoptó y que dice á la letra como si- 
gue: '*La sentencia arbitral es nula, en caso de com- 
promiso nulo, ó de exceso de poder, ó corrrupción 
probada de uno de los arbitros, ó de error esencial." 

Basta para nuestro objeto dejar consignada esa 
apreciación general; ya que el examen de los casos 
numerosos de aplicación de cada uno de esos enun- 
ciados nos llevaría muy lejos de los límites en que de- 
bemos encerrarnos, (i) 

Pero si es oportuno advertir, como dice Merignhac, 
que, fuera de los casos de nulidad evidente, y cuando 
se trata de saber si los arbitros han fallado ó no fuera 
de sus poderes, ó bien de la prueba de la corrupción 
ó mala fé de alguno de los jueces, la cuestión se con- 
vierte casi en insoluble, puesto que es la misma par- 
te interesada la que debe resolver sobre ella. 

Se presenta con este motivo la necesidad de una 
institución superior capaz de decidir en semejante 
emergencia; y según el publicista citado, y mientras 
esa autoridad se constituya, el examen de la nulidad 
alegada y su prueba, debía ser la materia de un nue- 
vo arbitraje. 

Tribunal Internacional. — El ideal de la justicia 
entre los pueblos, es la constitución permanente de 
un órgano del derecho que hiciera imposible la guerra. 

Nadie puede negar que, aún en el estado actual de 
las cosas y á despecho de los grandes progresos rea- 
lizados en todo orden por el espíritu humano, la re- 
lativa garantía del derecho en el seno de cada socie- 
dad, está muy lejos de ser una verdad entre los 
pueblos, considerados como miembros de la gran fami- 
lia que todos ellos forman. 



(1) Véase los autores citados y además Kamarowsky — Tri- 
bunal Internacional, pág 348 — Merignhac — El arbitraje inter- 
nacional números 330 á 338. 
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Que tal idea vive y germina en el espíritu de los 
hombres, en evolución lenta pero incesante, lo de- 
muestran los numerosos proyectos que desde Enri- 
que IV y SuUy, Saint Fierre, Kant, y Pecqueur, han 
partido del mismo sentimiento, para llegar á las for- 
mas prácticas más divergentes y más ó menos irreali- 
zables. 

Pecqueur resume así su tesis; "La asociación uni- 
versal de los pueblos bajo la autoridad representativa 
de un poder ó Congreso cosmopolita, legislativo, eje- 
cutivo y judicial, que termine en la socialización del 
globo en provecho de la humanidad." 

Esa organización internacional se presenta actual- 
mente bajo dos formas: la federación universal y el 
estado internacional. 

Bajo el punto de vista de la organización, los anti- 
guos proyectos tomaban por tipo la confederación 
germánica, en tanto que los de época reciente prefie- 
ren el estado representativo de nuestros días, deci- 
diéndose algunos por la monarquía constitucional y la 
mayor parte por la república federativa, como la Unión 
Americana. 

Ambas formas, ó, mejor dicho, la idea misma del 
estado internacional, carecen de carácter práctico; y 
admitiendo que fuera posible dárselo, ofrecerían in- 
convenientes que anularían el objeto y noble propó- 
sito de la institución; pues cualquiera que fuese la 
forma que se adoptara, siempre sería peligrosa para 
los pueblos, que verían sobre sí la amenaza de la in- 
fluencia decisiva de los estados más poderosos. Me- 
rignhac agrega que podría formarse así una tiranía 
semejante á la de la Santa Alianza, (i) 
, Con la mira de arribar á resultados positivos, la li- 
teratura internacional contemporánea se esfuerza por 
organizar una jurisdicción que sea viable y eficaz por 



(1) Ob. cit. pág. 405. 
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sf misma, independientemente del complicado meca- 
nismo que exije la formación de un estado ó federación 
universal. 

Entre los proyectos que mas se acercan á las con- 
diciones de lo realizable y perfecto, se encuentra el 
de Fiore (i) que se reduce en lo sustancial, á lo si- 
guiente: 

1 9 Conferencias para los litigios que puede susci- 
tar la aplicación del derecho común y las cuestiones 
acesorias. 

2? Congreso para las dificultades que afectan los 
intereses generales. 

3? Tribunales de arbitraje para todos los casos en 
que se trate de intereses particulares de dos estados 
ó la ejecución de un tratado existente entre éstos. 

Como lo hace notar un publicista, este sistema ado- 
lece de una insuficiencia visible, asi porque restrinje 
la esfera del arbitraje, como porque éste queda siem- 
pre, en cada caso, á la voluntad de las partas interesa- 
das; cuando el propósito es fundar una jurisdicción 
común sobre bases preexistentes al conflicto y con fa- 
cultad para decidir soberanamente sobre cada caso. 

Dudley Field, en su proyecto de código internacio- 
nal, señala en definitiva un tribunal arbitral al que 
concurran por medio de jueces, todas las naciones 
que hayan adherido al código, formando por elimina- 
ciones sucesivas un cuerpo de siete jueces. 

No puede desconocerse que este proyecto se reco- 
mienda por la sencillez del plan, así por la amplitud 
y generalidad que se dá al arbitraje obligatorio, como 
por la renovación de los jueces para cada caso en lu- 
gar de una magistratura permanente. 

Merignhac imagina algo más vasto y complicado ba- 
jo el título de jurisdicción internacional. 

Según ese escritor habría necesidad de constituir 



(1) Derecho Internacional codificado N.° 814 y sig. 
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un congreso, cuya misión sería la de establecer las ba- 
ses de la jurisdicción internacional y codificar el de- 
recho de gentes. 

En lo demás solo existen variantes que no son sus- 
tanciales, en cuanto al sistema de Dudley Field; y 
prescindiendo de detalles, que no son de necesidad el 
proyecto, se concreta así: siempre que en una disi- 
dencia ó conflicto hayan escollado e) arreglo directo y 
la mediación, cualquiera de las partes notificará á la 
otra su decisión de ocurrir al arbitraje, exigiéndole la 
designación de su arbitro. 

Igual notificación se hará á tres de las potencias 
inscritas en la lista de las que hayan aceptado este 
sistema internacional, cuyos gobiernos nombrarán ca- 
da uno su juez 6 delegado, para constituir tribunal 
con los que hayan designado las partes interesadas. 

Este proyecto admite, contra la regla establecida 
para el arbitraje, una segunda instancia ó apelación 
ante un tribunal constituido exactamente como el pri- 
mero, salvo al número de jueces, que en el tribunal de 
apelación debe ser de siete. 

No siendo posible entrar en el detalle de la codifi- 
cación de leyes, organización de los tribunales y mé- 
todo de procedimiento, parece suficiente para nuestro 
propósito, la exposición en lo sustancial del plan de 
arbitraje ó de jurisdicción internacional, según las 
ideas del publicista citado. 

Organización y funciones del tribunal interna- 
cional. — Kamarowsky que repudia, como la mayor 
parte de los publicistas contemporáneos, el Estado 
universal, como propicio para la estagnación y el des- 
potismo, cree sin embargo compatible con la inde- 
pendencia política y el libre desarrollo y acción del 
genio de cada pueblo, la existencia de un tribunal con 
jurisdicción universal, que es el objeto de la importan- 
te obra que tantas veces hemos citado. 

Según su sistema, el tribunal debería organizarse 
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sobre las bases de independencia^ pluralidad de Jue- 
ces y publicidad de los debates y doble grado de juris- 
dicción. 

Habría á lo menos dos jueces por cada nación in- 
dependiente; lo que, en el supuesto de ser i8 los es- 
tados de Europa y 12 los de América, daría un total 
de 60 jueces, con el carácter de permanentes y con las 
precauciones de relección que minuciosamente expli- 
ca el autor del proyecto. 

El tribunal para facilidad de sus labores, se dividi- 
ría en 4 secciones, á saber: departamento de diploma- 
cia, de guerray marifia, de derecho interfiacional pri- 
vado y de derecho internacional social. 

En conjunto ó como asamblea plena tendría la atri- 
bución de proceder con poder disciplinario respecto 
de sus miembros y como tribunal de casación. 

Para la decisión de cualquier asunto en concreto, 
se elejiría cierto número de esos jueces, que consti- 
tuirían el tribunal especial, encargado de fallar y con 
facultad para determinar el procedimiento que debía 
observarse y para decidir sobre su propia compe- 
tencia. 

Como la función del tribunal, en el caso de una de- 
savenencia entre dos estados, no tendría lugar, sino 
por el sometimiento voluntario de éstos, por medio de 
un compromiso, la regla acerca de la ley aplicable, 
sería ésta. 

El tribunal debería guiarse por los principios gene- 
rales del derecho internacional positivo, reconocido en 
una forma cualquiera por las partes; lo cual trae co- 
mo consecuencia las siguientes restricciones: 

I? El tribunal declinaría el examen de la contro- 
versia, si las dos partes contratantes no reconocen ese 
derecho ó formulan en el compromiso principios in- 
compatibles con él. 

2? Esos principios serían aplicables, aún cuando 
una sola de las partes los reconociera. 
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3? Las opiniones de los jurisconsultos y las de los 
mismos miembros del tribunal, no servirían de regla 
de decisión y no podrian aplicarse sino por el con- 
sentimiento expreso de los estados comprometidos. 

4? Por último, la sentencia expedida por el tribunal 
puede ser el objeto de un recurso de casación, que se 
resuelve en asamblea plena y si es admitido, se nom- 
bra por ésta al segundo tribunal, con un número ma- 
yor de jueces. 

Este proyecto, como todos los demás, que sería im- 
posible examinar, tiene el vacío de la sanción efecti- 
va, ó mejor dicho, de un poder coercitivo, capaz de ha- 
cer ejecutar el fallo en el caso de resistencia. 

Pero bien considerado y salvo ese poder de coac- 
ción, que, más que una garantía, sería un peligro ma- 
nifiesto, la sanción real y eficaz existe en el honor del 
país comprometido por el arbitraje que le ha sido ad- 
verso, en la autoridad del fallo mismo, por su elevada 
procedencia, y en la significación moral de un acto 
realizado bajo los auspicios y los respetos de todas las 
naciones civilizadas, representadas en esa corpora- 
ción. 

Por lo mismo que creemos mas vasto y perfecto el 
sistema de Kamarowsky, lo consideramos también co- 
mo el más distante de una realización efectiva y próxi- 
ma; y bajo tal concepto sería quizá preferible el plan 
de Dudley Field, que, en su sencillo mecanismo, ofrece 
menos probabilidades de chocar con los intereses po- 
líticos y con las preocupaciones y el proteismo diplo- 
mático de los estados, cuyo poder y prestigio domi- 
nan el mundo. 

La preponderancia de raza, el egoismo mercantil 
y el militarismo son los obstáculos modernos para 
arribar por las vías pacíficas, al arreglo de toda cues- 
tión internacional; pero, si bien se considera, los 
progresos de la civilización, la necesidad de la paz 
para disfruta-r de los beneficios que esos progresos 
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traen consigo, y el lugar cada día más vasto que esos 
intereses ocupan en el gobierno de las naciones; la de- 
bilidad que resulta de la misma ilimitada extensión de 
un imperio, han de extinguir necesariamente esos ele- 
mentos de estagnación y debilitar inveterados obs- 
táculos para la organización de la justicia inter- 
nacional. 



LECCIÓN XIX 

SUMARIO. — Medios coercitivos de terminar las diferencias 
entre las naciones. — Retorsión y represalias; se distin- 
guen en su carácter propio y en su origen. — Embargo, 
bloqueo pacífico; la guerra. 

Medios coercitivos en general.— Cuando toda di- 
ligencia pacífica ha escollado en una diferencia inter- 
nacional y á falta de juez común, los estados no tie- 
nen otro recurso que hacerse los ministros de su pro- 
pia justicia, apelando para ello á medios de coacción, 
que pueden ir desde un acto de simple potestad en lo 
interior hasta la guerra, con todos sus azares é in- 
fortunios. 

La humanidad á la par que la prudencia, aconsejan 
echar mano de esos medios, qne, aún cuando de coac- 
ción, distan mucho de la grande y trascendental cala- 
midad que constituye la guerra. 

No será inútil, sin embargo, recordar que esas me- 
didas de fuerza, á excepción quizá únicamente de la 
retorsión, pueden considerarse en la mayor parte de 
los casos inútiles, cuando no contraproducentes, por- 
que la sucesión de agravios y violencias recíprocas es 
camino directo para la guerra. 

Retorsión. —Aunque por lo común se ha confun- 
dido la retorsión con las represalias, importa fijar cla- 
ramente la capital diferencia que existe entre uno y 
otro recurso. 

La retorsión es entre todos los medios coercitivos, 
el más leve y no vá jamás acompañado de vías de he- 
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cho. Consiste ea adoptar respecto de un estado, la 
misma descortés ú odiosa línea de conducta emplea- 
da por éste. 

Pero no basta esta sumaria definición, para dejarla 
conocer en su verdadero carácter. 

La retorsión, dice Bluntschli, no tiene por fin ven- 
gar una injusticia; ella es el medio de oponerse á que 
un estado ejerza sus derechos en perjuicio de otros, (i) 

Este es el mismo concepto en que la explica Kama- 
rowsky, según el cual consiste: "en aplicar á un estado 
la ley del talión, en adoptar la restricción ó prohibición 
análoga á aquella de que ha dado el ejemplo." En ese 
orden de ideas, el motivo de la retorsión no es una 
violación del derecho ageno, sino el abuso del propio, 
caracterizado por una falta de justicia natural 6 de 
equidad que lastima intereses extraños. 

Para los publicistas ingleses,- como Phillimore, y 
Sr. Traver Twiss, la retorsión queda autorizada por una 
falta contra las reglas de cortesía recíproca (comitas). 

Además, los particulares son de ordinario los per- 
judicados con los actos que provocan la retorsión, co- 
mo en los casos siguientes: privación para los extran- 
jeros del derecho de ocurrir á los tribunales, prefe- 
rencia concedida á los acreedores nacionales, sobre 
los extraños, recargo en daño del comercio de una 6 
más naciones, sobre los derechos de importación; ga- 
belas ó exclusiones que importen, en más ó menos ex- 
tensión, el antiguo derecho de albanagio. 

Importa, sin embargo, tener presente que una sim- 
ple diferencia de legislación, particularícente en lo ci- 
vil, no autoriza la retorsión; ya porque ella depende 
de la índole y circunstancias de cada pueblo, ya por- 
que en si misma no constituye necesariamente un 
agravio ó excepción odiosa, sino una regla general, 



[1] Blnntschli. Derecho Internacional Codificado — N,° 606. 
Kamarowsky — El tribunal internacional, pág. 18. 
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que así puede ser adversa como favorable á los ciuda- 
danos de los demás países. 

La retorsión, como se vé, lejos de implicar una vio- 
lencia, es solamente un acto de soberanía, que tien- 
de á la reparación de una injusticia política y al res- 
tablecimiento de la igualdad. Por eso debe creerse 
que el embajador de Napoleón en Londres califi- 
caba, con verdad de gra7i paradoja la pretensión del 
gobierno inglés, que reclamaba para sus subditos en 
aquel reino, una situación privilegiada respecto á los 
nacionales, aplicándole descortesmente la regla erigi- 
da por las potencias de Europa para los estados de 
oriente ó pueblos semi-bárbaros. 

La represalia por su origen etimológico, derivado 
de reprehenderé^ significaba en otra época la captura ó 
detención arbitraria que el acreedor hacía de una co- 
sa de su deudor, para realizar un derecho procedente 
de un contrato. 

En el concepto que las consideramos, fueron las 
represalias particularmente usadas en la edad media, 
en que la difusión anárquica de la vida social y la 
condición embrionaria del Estado, entregaba el desa- 
gravio á la acción privada. 

En los siglos XIII y XIV, los estatutos de las ciu- 
dades lombardas y las leyes de Inglaterra y de Fran- 
cia, establecían la intervención del gobierno en los ca- 
sos en que eran permitidas las represalias, modificán- 
dose así el uso de la guerra particular y privada. 

Esa institución se encuentra en las famosas orde- 
nanzas marítimas promulgadas por Luis XIV en 1681, 
que fueron adoptadas en gran parte por los demás 
estados de Europa; estableciéndose los casos y con- 
diciones para la expedición de las letras de marca ó 
de represalias. Desde esa época por su carácter y mo- 
do de aplicación, se convierten en un acto del Estado. 

Por lo que en resumen se ha expuesto, en cuanto al 
origen y trasformación sucesiva de las represalias, se 
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comprenderá que en la actualidad no pueden estimarse 
sino como actos de hostilidad de un estado, respecto 
de otro; y que por lo tanto no es permitido emplear- 
las, sino por ofensas al Estado, y no por simples per- 
juicios ó agravios que recaen en los particulares. Es- 
tos en semejante caso no tienen otro recurso que el 
de los tribunales, ó la reclamación directa al gobierno; 
y en caso de denegación de justicia, la acción inter- 
nacional apoyada en los casos y por los medios de que 
ya nos hemos ocupado. 

Las represalias son, según esto, los actos de fuer- 
za autorizados por el gobierno de un estado contra los 
bienes de otro ó de sus subditos, para obtener la in- 
demnización ó reparación de un agravio que se ha 
representado, sin que se logre obtenerla. 

Las represalias, según lo enseña la historia y prác- 
tica de las naciones, se han distinguido en gefierales y 
particulares^ positivas y negativas. 

Las represalias generales consistían en la autoriza- 
ción concedida por el gobierno á un particular para 
apoderarse en tierra ó en el mar, sin distinción alguna, 
de los bienes de los subditos de otro estado, y aún de 
las personas mismas, por un agravio reclamado y no 
reparado. 

Las represalias particulares se concedían sobre los 
bienes de determinadas personas y eran limitadas por 
circunstancias de tiempo, lugar y cantidad. 

Como dice con fundamento un publicista, éstas y 
otras distinciones solo tienen hoy un valor histórico; 
puesto que el gobierno que quisiera emplear las re- 
presalias, en favor de intereses particulares, se vería 
en la necesidad de emplear la fuerza pública, dado 
que las costumbres y el concepto actual de los dere- 
chos y deberes del Estado, no permiten confiar á los 
particulares semejante función. 

Las represalias positivas consisten en la ejecución 
por el estado reclamante de un acto cualquiera contra 
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el estado hostil ó los subditos de éste; las represalias 
negativas en la resistencia formal del estado que ha 
recibido el daño para cumplir cualquiera obligación 
contraída á favor de su adversario, ó bien en el im- 
pedimento que opone á éste para el goce de un dere- 
cho reconocido. 

Aún cuando las represalias hayan sido de un uso 
tan general, no pueden considerárselas arregladas al 
derecho de gentes natural. 

Barbeyrac, Puffendorf y Rayneval, basándose mas 
en el derecho consuetudinario que en principo alguno 
aceptable, derivan la facultad de usar las represalias 
de una supuesta solidaridad entre el estado y sus 
subditos, de donde resulta la responsabilidad común 
por la injusticia cometida por aquel ó cualquiera de 
éstos. 

Pero no se necesita gran esfuerzo para comprender 
que los ciudadanos no se representan entre sí, ni mu- 
cho menos al Estado; y que no hay por lo tanto el de- 
recho-de hacer á uno ó algunos responsables de las 
faltas ó injusticias de otros, ó del gobierno que los 
tiene bajo su protección. 

Si la acción internacional solo corresponde á los 
gobiernos, por los agravios irrogados al país ó en inte- 
reses que están bajo su patrocinio, no es concebible 
que la reparación por vía de la fuerza recaiga sobre 
personas inocentes de la ofensa. 

No admitiendo, como no admitimos, en principio, 
la legalidad del despojo de bienes de particulares, 
aún durante la guerra, que rompe toda amistad y bue- 
na relación entre los estados, según en su oportuni- 
dad se expondrá, menos puede tolerarse y recibir la 
sanción jurídica, un simple acto de violencia, persis- 
tiendo la paz, y por motivos á que son extraños los 
individuos que la sufren. 

Por lo demás, las letras de marca ó de represalias, 

ó sea la autorización concedida por los gobiernos á 
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los particulares, para perseguir los bienes de otros in- 
dividuos privados, por agravios de éstos ó de sus go- 
biernos, puede decirse que han caído completamente 
en desuso; aunque en algunos tratados todavía en vi- 
gencia, se encuentren estipulaciones relativas al em- 
pleo de las represalias. 

Resulta, pues, en definitiva, que si las represalias 
no pueden comprenderse, sino como actos de fuerza 
dirij idos de nación á nación y por responsabilidades 
públicas, en sí mismas, ó porque las haya prohijado 
el gobierno, ellas han perdido en el derecho moderno 
el carácter que tenían en la tradición y uso común, y 
pueden considerarse extinguidas; toda vez que, com- 
prendidas y practicadas así, en nada se distinguen de 
la guerra misma, de la cual vienen á ser solo los pre- 
liminares 6 actos primeros de hostilidad. 

En apoyo de la opinión enunciada puede citarse la 
de muy altas autoridades. 

Martens considera las represalias como un medio 
injusto y poco adecuado para alcanzar el fin que se 
proponen, á saber: el mantenimiento de las relaciones 
pacíficas y del orden jurídico entre los estados. 

Aunque el derecho internacional positivo de Euro- 
pa, dice Mohl, no las rechace, el derecho filosófico no 
puede aprobar que una violación de derecho se come- 
ta libremente y á sabiendas; él exije la abolición de 
las represalias como un rezago de las venganzas bár- 
baras. 

Aún reconociendo con Kamarowsky que muchos 
publicistas las sostienen como un medio legítimo de 
hacerse justicia, agregaremos con ese escritor, que, 
entre otros defectos de ese medio de fuerza, se en- 
cuentra la facilidad que encuentran en él las naciones 
poderosas para hacer prevalecer su voluntad, respec- 
to á un estado débil, sin los gastos, riesgos y conse- 
cuencias de una guerra. 

No siendo de esta oportunidad lo que en orden á 
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las represalias adoptó como resolución el Instituto de 
Derecho Internacional en 1875, nos ocuparemos de 
ello al hablar de las hostilidades. 

Embargo. — Entiéndese por embargo el secuestro 
6 detención de los buques extranjeros ó nacionales y 
su carga. 

Los publicistas distinguen el embargo civil del em- 
bargo internacional. El primero, es una medida de 
orden interno ó de policía, que comprende á todas las 
naves sin distinción, con un fin sanitario ó político, 
como el impedir los progresos de una epidemia ó 
proveer á necesidades de orden público. 

Como medida de utilidad particular para el estado, 
el embargo impone á éste la obligación de indemni- 
zar los perjuicios causados; y hoy, lo mismo que las 
cuarentenas, ó la interdicción del tráfico marítimo, 
apenas puede justificarse por una apremiante necesi- 
dad impuesta por la salud pública. 

El embargo internacional es propiamente una me- 
dida de fuerza, que tiene por objeto alcanzar repara- 
ción de un agravio sin ocurrir á la guerra; y bajo tal 
concepto, no puede considerársele sino como una cla- 
se especial de represalias. 

Según la doctrina inglesa, el embargo es una me- 
dida preventiva, adoptada por la posibilidad de una 
guerra. Si ésta no llega á ser un hecho, las pro- 
piedades secuestradas se devuelven á sus dueños; pe- 
ro si la guerra estalla, ese embargo provisional se con- 
vierte en confiscación definitiva. 

La doctrina que pretende cohonestar una injusta 
violencia con especiosas razones, ha sido expuesta 
así por lord Stowell, con motivo del embargo ejecuta- 
do por Inglaterra, en cierto número de buques ho- 
landeses en 1808. 

"La captura de esos buques, fué al principio in- 
determinada y equívoca. Si la diferencia internacional 
entre los dos países hubiera terminado por una recon- 
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ciliación, la captura por un efecto retroactivo de las 
circunstancias, se habría convertido en un simple em- 
bargo civil, y las cosas se habrían restituido á su es- 
tado anterior; pero desde el momento en que el de- 
bate, en lugar de resolverse por una transacción, ha 
tenido por resultado la ruptura de las hostilidades, se 
produce un resultado diametralmente opuesto, y la 
detención originaria, reviste retroactivamente un ca- 
rácter hostil. No es ya un embargo, un acto equívo- 
co, sujeto á dos interpretaciones diferentes; los hechos 
posteriores han revelado la intención (animus) con 
que se adoptó la medida. Pero como esa intención era 
hostil desde su origen, hay fundamento de derecho 
para hacer pesar sus consecuencias sobre las perso- 
nas culpables de ofensas, que han rehusado reparar 
por un cambio amistoso en su manera de proceder." 

Prescindiendo de la repugnante sutileza que encie- 
rra lo de una intención incierta, que se determina por 
un hecho posterior, no puede dudarse que ese agravio 
á intereses privados, en plena paz y sobre personas 
inocentes, que confiaban en la lealtad de un^- nación 
que le abría sus puertas y le brindaba su hospitalidad, 
es no solamente una injusticia palpable, sino una in- 
fracción de las leyes, de la moral y del honor. 

Semejante doctrina, sugerida únicamente por la ne- 
cesidad de paliar actos sorpresivos de violencia, que 
importaban una ventaja práctica, al comenzar una 
contienda armada, no ha sido imitada, sino por vía de 
represalias, por ninguna otra nación; y la opinión uná- 
nime de los publicistas la condena. 

"La detención en caso de ruptura, dice Rayneval, 
de un buque que ha entrado en un puerto, á la som- 
bra de la paz y bajo la salvaguardia de los tratados, 
es una sorpresa, un acto de perfidia, que mina en su 
base, las relaciones que deben existir de nación á 
nación." 

En términos semejantes, la crítica Holtzendorff: 
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"El embargo está no solamente en contradicción con 
la idea actual del derecho, que exije el respeto de la 
propiedad privada en la guerra, sino que también cau- 
sa un grave daño al comercio en general y al crédito 
del estado, que, en tiempo de paz se permite un se- 
cuestro de subditos extranjeros y de sus bienes." Es- 
ta es la razón porque los autores modernos, sin ex- 
ceptuar los ingleses, rechazan el derecho de embargo. 
Kamarowsky, por último se adhiere á tales opi- 
niones, cuando expresa: "luego que el principio de la 
inviolabilidad de la propiedad privada en el mar, haya 
sido reconocido, el embargo desaparecerá forzosamen- 
te, como un legado de los tiempos bárbaros; pero la 
ciencia, desde ahora, tiene el derecho de declararlo, co- 
mo lo hace Woolsey, una especie de vandalaje (robbe- 
ry) y de insistir, por todos los medios, para que sea 
abolido." 

Ese voto puede decirse cumplido, porque, aparte de 
que en casi todos los tratados de amistad y comercio 
se estipula la cláusula de que, ei^ caso de guerra, los 
subditos de los contratantes podrán retirarse del te- 
rritorio de la otra libremente con sus propiedades, 
en un término señalado, con ese pacto ó sin él, y en 
todas las guerras europeas que han ocurrido durante 
la última mitad de este siglo, no se ha presentado ca- 
so ninguno de ese atentado contra el derecho y el 
decoro de las naciones. 

Bloqueo paciñco. — Más rigoroso que el embargo 
y más injusto como represalias, se presenta el expe- 
diente del bloqueo pacifico^ invención de los tiempos 
modernos, que provoca en la literatura internacional 
hasta hoy, los comentarios más diversos y contradic- 
torios, (i) 

Apenas merecería este singular medio de coerción 



[1) Kamarwsky: ob. cit. pág. 88. 
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los honores de una crítica formal, sino fuera por la 
necesidad de una protesta contra el abuso de la fuerza. 

Es bien sabido que el bloqueo ha sido siempre un 
acto de hostilidad entre beligerantes, reconocido por 
el derecho de la guerra; y aun se le ha considerado 
como uno de los más humanos, á la par que de los 
más eficaces, para rendir al enemigo. 

Esa hostilidad por su naturaleza afecta los intere- 
ses de los neutrales de un modo indirecto, pero se im- 
pone á su respeto por el incontestable título del be- 
ligerante de hostilizar á su enemigo, y por el no me- 
nos efectivo de la ocupación de los lugares bloqueados. 

Pero, estas razones, que obligan á las naciones ex- 
trañas al conflicto en el caso de una guerra, no exis- 
ten en el estado de paz, y por lo tanto no se concibe 
con que autoridad y bajo qué motivo, la potencia 
bloqueadora impediría el acceso á los puertos bloquea- 
dos, en estado de paz, á los buques de otras naciones. 

Resumiremos, con la posible brevedad, la práctica 
y la doctrina sobre este extraño recurso coercitivo. 

El primer caso def bloqueo pacífico que se conoce es 
el que se ejecutó en 1827 contra Turquía por Ingla- 
terra, Francia y Rusia, para poner término á la gue- 
rra de insurrección de Grecia. Como lo hemos visto 
ya, éste fué el resultado de una intervención, bajo la 
forma de una mediación coactiva, impuesta por las 
potencias indicadas. Bajo el concepto de intervención 
nada tenemos que agregar, pero si que es inadmisible 
que semejante bloqueo obligara á ninguna otra na- 
ción. 

Tan irregular es la situación creada por esa medi- 
da, que, en el caso citado, dos de las potencias blo- 
queadoras estaban en disidencia sobre los efectos del 
bloqueo; pues mientras que Inglaterra se creía con el 
derecho de confiscar, en caso de violación, los buques 
turcos y los de otras potencias, el gobierno francés 
creía que no tenía derecho de confiscar, sino de de- 
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tener temporalmente las naves de otras naciones que 
hubieran violado el bloqueo. 

Por su parte, Francia amenazó á Suiza en dos oca- 
siones (1831 y 1852) con un bloqueo terrestre her- 
mético. 

El reconocimiento de la independencia de Bélgica 
por el rey de los Países Bajos, se obtuvo solamente 
á virtud de la demostración de fuerza que hicieron 
de Inglaterra y Francia en 1831; mediante la cual se 
decretó el embargo de todo buque holandés y el blo- 
queo de todos los puertos de Holanda, sin abandonar- 
se por las potencias que así procedían su pretendida 
actitud pacífica. 

La célebre y temeraria reclamación del subdito 
francés Ledos, fué también el origen del bloqueo pa- 
cífico de los puertos de Méjico, por una escuadra 
francesa en 1838, que pronto se convirtió en guerra 
formal, terminada por el tratado de 9 de Marzo 
de 1839. 

En la misma época, y á consecuencia de las recla- 
maciones de un vice-cónsul francés en Buenos Aires» 
el almirante Leblanc, por ódenes de su gobierno, de- 
claró bloqueados todos los puertos de la República 
Argentina; y cuatro años después la misma potenci?, 
de concierto con Inglaterra, decretó el bloqueo de los 
puertos de aquella república; medida de hostilidad 
que se prolongó hasta la conclusión del tratado de 3 1 
de Agosto de 1850, en que intervino solo Francia; 
pues la Gran Bretaña, desde mucho antes, había arre- 
glado sus diferencias con el gobierno de Rosas. 

Para juzgar del valor de los pretextos alegados con 
la mira de justificar tales agresiones contra países 
indefensos, nada más oportuno que invocar la opinión 
de un publicista francés de merecida celebridad. 

"En el asunto de Méjico, como en el de Buenos Ai- 
res, dice Hautefeuille, no descubro motivo, aún para 
servir de pretexto á la medida adoptada. En el pri- 
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mero, la Francia sola, en él, segundo la Francia é In- 
glaterra reunidas, han consultado solamente sus pro- 
pios intereses; pero han violado los derechos de un 
pueblo extrangero; lo que pudieron evitar declarando 
franca y lealmente la guerra á las naciones de quienes 
exijían justas satisfacciones. Yo sé que por el blo- 
queo de la Plata, las dos potencias pretenden que es 
su intención poner fin á la autoridad de un hombre 
sanguinario; pero el bloqueo pacífico ha durado ya 
tanto tiempo como el famoso sitio de Troya, y Rosas 
es siempre el jefe de la República Argentina. Hubie- 
ra sido mucho más humano, libertar prontamente al 
país de semejante azote; y ciertamente Inglaterra y 
Francia reunidas, para hacer la guerra á la Repúbli- 
ca Argentina, podían alcanzar fácilmente ese resul- 
tado. La humanidad de que se hace ostentación en 
todas esas circunstancias, no es sino un vano pre- 
texto." 

Como nuestro objeto es únicamente juzgar ese ac- 
to de fuerza bajo su aspecto específico, prescindiremos 
de la crítica á que se presta la pretensión insinuada 
por Hantefeuille, acerca del derecho con que las na- 
ciones extranjeras se mezclarian en la calificación del 
gobierno de un país, para sostenerlo ó derribarlo. Es 
bien seguro que ni Inglaterra ni Francia han admi- 
tido jamás que otras naciones se creyeran autoriza- 
das y con derecho, por medio del bloqueo pacífico, ni 
de la guerta, para derribar en la primera al protector 
salido de un regicidio y en la segunda, el sangriento 
y abominable gobierno del terror. 

En 1850 la Gran Bretaña renovó la invención del 
bloqueo pacífico contra Grecia, para la reparación 
del agravio que se decía irrogado á los tripulantes de 
un bote del buque inglés Fantome\ y en 185 1 contra 
el imperio del Brasil, por la reclamación originada en 
el naufragio del buque Prince of Wales, 

Por último, y en los días que corren, hemos visto 
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bloqueados pacíficamente, por las escuadras de las 
principales potencias de Europa, los puertos de la is- 
la de Creta, no ya por agravio ú ofensa á ninguna de 
esas naciones, sino como un medio de presión para 
poner término al movimiento insurreccional de esa 
isla griega, contra sus bárbaros dominadores; é impi- 
diendo su incorporación al reino de Grecia, al que por 
su nacionalidad, por su raza y por la tradición histó- 
rica pertenece. 

Como se vé y en la práctica, el bloqueo pacífico es- 
tá admitido por las potencias como un medio coerci- 
tivo, compatible con la paz; pero en el terreno de la 
simple teoría y de los principios jurídicos, está muy 
lejos de ser aceptable. 

Aunque haya de reconocerse que las opiniones no 
están acordes, así también es una verdad que las que 
combaten esa presión odiosa de la fuerza, puede decir- 
se que son incontestables. 

Entre los que sostienen el bloqueo pacífico como 
útil y legítimo, puede contarse particularmente á Cau- 
chy y á Hefter, (i) considerando el primero que es 
una guerra localizada, lo que implica contradicción, 
porque se trata de una medida de fuerza en tiempo 
de paz. El segundo expone su teoría como sigue, 
después de citar los casos diversos que lo establecen 
como uso internacional: "No cabe duda de la legali- 
dad de semejante medida, y los estados neutrales de- 
ben respetar el bloqueo que se proclama, ajustándose 
á las reglas que se exponen en el cap. III inmediato. 
Pero solamente, la declaración de guerra autoriza pa- 
ra decidir la confiscación de los objetos detenidos.'* 

Si el bloqueo significa algo, es porque hay el dere- 
cho de hacerlo eficaz por la captura y confiscación de 
los buques que lo violan; y si esto no puede hacerse 



(1) Oanchy Droit Maiitime International, Tomo 2.° pág, 
426 á 428. Hefter. Derecho Internacional Público de Euro- 
pa pág. 240. 
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sin declaración previa de guerra, resulta que, según el 
mismo autor, el bloqueo pacífico no es bloqueo, y á 
nada se reduce. 

Como la misma distinción hacen también Bluntschli 
é Ivanoff, que profesan esa doctrina, admitiendo: "que 
los estados neutrales no están obligados á reconocer 
en la potencia que ejerce semejante bloqueo, el dere- 
cho de presa y que pueden exijir la libertad de en- 
trada y salida para sus naves," puede concluirse que 
ni bajo el punto de vista de una represalia, puede 
sostenerse el pretendido derecho de bloqueo pacífico. 

Las represalias se emplean contra la nación culpa- 
ble de un abuso 6 injusticia que se niega á reparar, y 
por lo tanto no son concebibles en perjuicio de na- 
ciones extrañas al conflicto; pero como el bloqueo 
afecta también y principalmente á esas naciones, 6 el 
bloqueo es inútil, 6 constituye una violación del de- 
recho ageno. 

Tal es el juicio que Kamarovvsky pronuncia también 
sobre ese vedado recurso de los poderosos contra los 
débiles, resumiendo la opinión de Hautefeuille, Gess- 
ner y Martens: "El estado al emprenderlo, afirma 
que está en paz con su adversario, y sin embargo, 
realiza actos y se arroga derechos que no pertenecen 
sino á los beligerantes; él daña no solamente al co- 
mercio y á la libertad de relaciones del país, con el 
cual está en conflicto, sino que también paraliza el 
comercio de los demás estados que son extraños á la 
controversia, y á quienes no se puede llamar neutra- 
les, puesto que la guerra no existe. Bajo el punto de 
vista de los principios, no se podría refutar este ar- 
gumento." (i) 

Los numerosos precedentes indicados, y algunos 
otros que se pudiera citar, tienen de común la cir- 
cunstancia de haberse ocurrido al bloqueo pacífico so- 



(1) Kamarwsky ob. cit. pág. 40. 
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lo contra naciones incapaces de emplear idéntico re- 
curso, ó bien el de la guerra, respecto de su agresora; 
y bajo tal concepto no se distingue de todas las de- 
más violencias y espoliaciones que la fuerza impone 
á los débiles, pero que la filosofía jurídica debe repu- 
diar como reglas de derecho entre laj naciones. 

Podemos concluir así, que éste y los demás medios 
de represalias, empleados en tiempo de paz, como 
instrumento de justicia internacional, es una reminis- 
cencia de los tiempos bárbaros; un elemento de arbi- 
trariedad y de anarquía; y que, si empleado contra 
una nación válida y poderosa, conduce á la guerra en 
lugar de evitarla, cuando recae en un estado que no 
puede resistirlo constituye una injusta y cobarde ve- 
jación. 



"^^*fcrf \-^> 



APÉNDICE 



Reglas consignadas en el art. III del tratado de Washington 

de 1 87 1 entre la Gran Bretaña y los EE. UU. de 

América para terminar por arbitraje las cuestiones 

Alabama (Alabama claims) 



I. Un gobierno neutral está obligado á practicar 
todas las diligencias necesarias para oponerse, en los 
límites de su jurisdicción territorial, á que una nave 
se ponga en aptitud de hacerse á la mar, se arme o 
equipe, cuando ese gobierno tiene motivos suficientes 
para creer que esa nave está destinada á cruzar ó 
realizar actos de guerra contra una nación con la 
cual se encuentra en paz. Ese gobierno debe igual- 
mente emplear todas las diligencias necesarias para 
oponerse á que un buque destinado á cruzar ó reali- 
zar actos de guerra, como se ha dicho ya, deje los lí- 
mites de su jurisdicción territorial, en el caso de que 
haya sido especialmente adaptado, en su totalidad ó 
en parte para uso de guerra. 

II. Un gobierno neutral no debe permitir ni tole- 
rar que uno de los beligerantes se sirva de sus puer- 
tos ó de sus aguas, como base de operaciones nava- 
les contra el otro beligerante; no debe permitir ni to- 
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lerar tampoco, que uno de los beligerantes renueve ó 
aumente sus provisiones militares, que se procure 
armas ó reclute hombres. 

III. Un gobierno neutral está obligado á emplear 
todas las diligencias necesarias en sus puertos y en 
sus aguas, para prevenir toda violación de las obliga- 
ciones y deberes antes enunciados; de la misma ma- 
nera procederá respectode todas las personas que se 
encuentren bajo su jurisdicción. 




Tratado de arbitraje entre los Estados Unidos 

y la Gran Bretaña 



Los Estados Unidos de América y Su Magestad 
la Reina del Reino Unido de la Gran Bretaña é Ir- 
landa, deseando consolidar las relaciones de amistad 
que tan felizmente existen entre ambos y de consig- 
nar por tratado el principio de arbitraje internacio- 
nal, han nombrado con este objeto como sus respec- 
tivos Plenipotenciarios. 

El Presidente de los Estados Unidos de América 
al honorable Richard Olney, secretario de Estado de 
los Estados Unidos, y 

Su Magestad la Reina del Reino Unido de la 
Gran Bretaña é Irlanda, al muy honorable Sir Ju- 
lián Pauncefote, miembro del muy honorable Conse- 
jo Privado de Su Magestad, Caballero Gran Cruz de 
la muy honorable Orden del Baño y de la muy dis- 
tinguida Orden de San Miguel y San Jorge, y Em- 
bajador extraordinario y plenipotenciario de Su Ma- 
gestad en los Estados Unidos. 

Quienes, después de haber canjeado sus respecti- 
vos plenos poderes, que fueron encontrados en debi- 
da y propia forma, han convenido y terminado los si- 
guientes artículos: 

Art. I? Las altas partes contratantes convienen 
en someter á arbitraje, en conformidad con las estipu- 
laciones y sujetas á las limitaciones de este tratado, 
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toda divergencia entre ellas, que, no piidiesese arreglar 
por medio de negociaciones diplomáticas. 

Art. 2?. Toda reclamación pecuniaria, ó grupos de 
reclamaciones pecunarias, que en conjunto no excedan 
de j£ 100,000 y que no entrañen decisión de recla- 
maciones territoriales, serán juzgadas y resueltas por 
un tribunal arbitral, constituido de la manera mdica- 
da en el artículo siguiente. 

En este artículo y en el artículo 4° las palabras 
"grupos de reclamaciones pecunarias" quieren decir 
reclamaciones pecunarias de una ó más personas, pro- 
cedentes de las mismas transacciones ó que corres- 
pondan á los mismos resultados legales ó de hecho. 

Art. 3.^ Cada una de las altas partes contratantes 
nombrará un arbitro, que debe ser un jurista de repu- 
tación; y los dos arbitros así nombrados elejirán un 
tercero, dentro de dos meses después de la fecha de 
su nombramiento. En caso de no hacerlo dentro del 
plazo mencionado, el tercero será nombrado por con- 
venio entre los miembros en ejercicio de la Corte Su- 
prema de los Estados Unidos y los miembros en 
ejercicio del Comité Judicial del Consejo Privado de 
la Gran Bretaña, actuando cada una de estas corpo- 
raciones por mayoría. En caso de no llegar á un 
acuerdo para el nombramiento del tercero dentro de 
los tres meses, contados desde la fecha en que se acu- 
da á ellos con este objeto por las partes contratantes, 
ó por cualquiera de ellas, el tercero será designado de 
la manera prescrita en el artículo 10. 

La persona así designada será el presidente del tri- 
bunal, y el fallo de la mayoría de sus miembros será 
definitivo. 

Art. 4.^ Toda reclamación pecunaria 6 grupo de 
reclamaciones pecuniarias que exceda de £ 100,000 
y toda otra materia en divergencia, respecto á la cual 
cualquiera de las altas partes tendía derechos contra 
la otra, por estipulaciones de un tratado ó de otra 
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procedencia — siempre que la materia en divergencia 
no envuelva la resolución de reclamaciones territoria- 
les, — será tratada y fallada por un tribunal arbitral 
constituido de la manera prevista en el artículo si- 
guiente. 

Art. 5.° Todo asunto de arbitraje descrito en el 
artículo 4.^ será sometido al tribunal indicado en el 
artículo 3.°, siendo definitivo el fallo de ese tribunal, 
si fuere por unanimidad. Si no fuere unánime, cual- 
quiera de las partes contratantes podrá dentro de 
seis meses desde la fecha del fallo pedir su revisión. 
En tal caso la materia de la controversia se someterá 
á un tribunal arbitral compuesto de cinco juristas de 
reputación, ninguno de los cuales deberá haber sido 
miembro del tribunal cuyo fallo debe revisarse, y 
que serán designados de la manera siguiente: dos por 
cada una de las altas partes contratantes y uno para 
obrar como tercero {impair) por los cuatro así desig- 
nados, y que debe ser elejido dentro de tres meses 
desde la fecha de su designación. En el caso de que 
no pudiesen elejir el tercero dentro del plazo mencio- 
nado, este será nombrado por convenio entre las Cor- 
poraciones designadas en el artículo 3.° obrando de 
la manera allí prevista. En el caso de no poder con- 
venir en el nombramiento del tercero dentro de tres 
meses desde la fecha de haber acudido á ellos con es- 
te objeto, las altas partes contratantes ó cualquiera 
de ellas, el tercero ( impair ) será designado de la ma- 
nera estipulada en el artículo 10. 

La persona así designada será presidente del tribu- 
nal y el fallo de la mayoría de sus miembros será de- 
finitivo. 

Art. 6.° La controversia que contenga la resolu- 
ción de reclamaciones territoriales, será sometida á 
un tribunal compuesto de seis miembros, tres de los 
cuales, salvo en ¡os casos previstos en el art. 8?, se- 
rán jueces de la Corte Suprema de los Estados Uni- 
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dos ó de las cortes de circuito, nombrados por el 
Presidente de los Estados Unidos, y los otros tres, 
salvo los casos previstos por el artículo 8.°, serán 
jueces de la Corte Suprema de Justicia británica, 
miembros del Comité Judicial del Consejo Privado, 
nombrado por su Majestad Británica, cuyo fallo por 
una mayoría de no menos de 5 por uno será definiti- 
vo. En caso de un fallo pronunciado por una mayo- 
ría menor que la prescrita, el fallo también será defi- 
nitivo, á no ser que cualquiera de las potencias, den- 
tro de tres meses después de haberse comunicado el 
fallo, proteste de que es erróneo, en cuyo caso el fa- 
llo no será válido. 

En caso de un fallo dado por una mayoría menor 
que la prescrita y protestado en conformidad á lo ex- 
presado arriba, ó si los miembros del Tribunal Arbi- 
tral estuviesen igualmente divididos (empate), no se 
recurrirá á medidas hostiles de ninguna clase, antes 
de haber solicitado una ó ambas altas partes contra- 
tantes la mediación de una ó más potencias amigas. 

Art. 7.° No se aceptará otras objeciones á la ju- 
risdicción de un tribunal arbitral, constituido bajo ese 
tratado, que las que se estipulan en este artículo. 

Si antes de cerrarse la audiencia en una reclama- 
ción sometida á un tribunal arbitral constituido bajo 
los artículos 3.° ó 6.^, una ú otra de las altas partes 
contratantes excitara á dicho tribunal para resolver, 
y en consecuencia éste resolviera, que la sentencia 
sobre tal reclamación necesariamente implica un fallo 
de una cuestión disputada, sobre un principio de 
grave y general importancia, que afecta los derechos 
nacionales de esa parte de que es simplemente repre- 
sentante internacional, la jurisdicción de tal tribunal 
arbitral, sobre tal reclamación, cesará, y el asunto se- 
rá resuelto por arbitraje, bajo las prescripciones del 
artículo 5.° 
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Art. 8.° En los casos en que el asunto controver- 
tido concierna á un Estado particular ó un territorio 
de los Estados Unidos, al Presidente de los Estados 
Unidos le será potestativo nombrar á un empleado 
judicial de tal Estado ó territorio, para que sea uno 
de los arbitros bajo los artículos 3.°, 4.° ó 5.° 

De igual manera, cuando el asunto controvertido 
concierna á una colonia 6 posesión de la Gran Breta- 
ña, á S. M. B. le será potestativo nombrar á un em- 
pleado judicial de tal colonia ó posesión, para que sea 
uno de los arbitros bajo los artículos 3.°, 4.° ó 5.° 

Art. 9.° Las reclamaciones territoriales compren- 
den todas los demás reclamaciones que envuelvan 
cuestiones de servidumbre, derechos de navegación y 
de acceso, pesquerías y todos los derechos é intere- 
ses necesarios para el dominio y goce de tal territo- 
rio reclamado por una ú otra de las altas partes con- 
tratantes. 

Art. 10. Si, en cualquier caso, los cuerpos nómina- 
dores designados en los artículos 3.° y 5.°, dejan de 
convenir sobre el imparcial acuerdo, con provisiones 
de dichos artículos, el dirimente será nom}»rado por 
Su Magestad el rey de Suecia y de Noruega. 

Una ú otra de las Altas Partes contratantes puede, 
sin embargo, en cualquier tiempo, dar aviso á la otra 
de que por razón de cambios materiales en las condi- 
ciones existentes en la fecha de este tratado, es de 
opinión que debe escojerse un sustituto para Su Ma- 
gestad, ya para todos las casos que se ofrezcan bajo 
este tratado, ya para un determinado caso presente; y, 
en consecuencia, las Altas Partes contratantes proce- 
derán desde luego á ponerse de acuerdo sobre el sus- 
tituto, ya para todos los casos que se ofrezcan bajo 
este tratado, ya para el caso particular especificado, 
como puede expresarse en dicho aviso; teniendo pre- 
sente, sin embargo, que tal aviso no tendrá efecto 
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sobre una atribución ya principiada por la constitu- 
ción de un tribunal arbitral bajo el artículo 3.*' 

Las altas partes contratantes procederán inmedia- 
tamente á nombrar un sustituto de Su Magestad, en 
caso de que Su Magestad las notifique en cual- 
quier tiempo su deseo de que se le releve de las fun- 
ciones graciosamente aceptadas por él bajo este tra- 
tado, ya para todos los casos que pueden ocurrir, ya 
para cualquier caso particular especificado y ya pre- 
sentado. 

Art. II. En caso de muerte, ausencia ó incapaci- 
dad de servir de cualquier arbitro ó dirimente, y en el 
caso de que algún arbitro ó dirimente renuncie ó se es- 
cuse, ó deje de actuar como tal, otro arbitro ó dirimente 
será puesto inmediatamente en su lugar, en la mis- 
ma forma en que se hizo el nombramiento original. 

Art. 12. Cada gobierno pagará su propio agente 
y proveerá á la justa remuneración del abogado em- 
pleado por él y de los arbitros nombrados por él, y á 
los gastos para la preparación y sometimiento del ca- 
so al tribunal arbitral. Todos los demás gastos rela- 
cionados con el arbitraje se dividirán por los dos go- 
biernos en partes iguales. 

Exceptuando, sin embargo, que si en algún caso 
la materia esencial de la diferencia sometida á arbi- 
traje es el derecho de una de las dos Altas Partes 
contratantes, para recibir censura ó satisfacciones 
que no resulten en ptirjuicio sustancial pecuniario, el 
tribunal arbitral, al resolver el asunto definitivamen- 
te, señalará si alguno de los gastos de la parte que 
triunfe deben ser pagados por la parte que pierde, y 
si así fuere en que extensión. 

Art. 13. El tiempo y el lugar de reunión del tri- 
bunal arbitral y todos los arreglos para la audiencia 
y para todos los asuntos del proceso, serán determi- 
nados por el tribunal, que llevará un registro de actas 
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de sus procedimientos y podrá nombrar y emplear 
todos los oficiales y agentes necesarios. 

El fallo del tribunal, si es posible, se dará en el 
término de tres meses, á contar desde la fecha en 
que terminen los alegatos de las dos partes. 

La decisión se extenderá por duplicado, y una co- 
pia de ella se dará á cada una de las Altas Partes 
contratantes por medio de sus respectivos agentes. 

Art. 14. La duración de este tratado será por cin- 
co años, desde que entre en vigencia, y después con- 
tinuará hasta que cualquiera de las Altas Partes con- 
tratantes dé aviso á la otra de su deseo de termi- 
narlo. 

Art 15. El presente tratado será debidamente ra- 
tificado por el Presidente de los Estados Unidos, con 
anuencia y el consentimiento del Senado, y por su 
Magestad Británica, y el cange mutuo de las. ratifica- 
ciones se verificará en Washington ó en Londres en 
el término de seis meses, desde la fecha de ellas, ó 
antes si fuese posible. 

En fé de lo cual, nosotros, los respectivos plenipo- 
tenciarios, hemos firmado y sellado el presente tra- 
tado. 

Hecho por duplicado en Washington, á los 11 días 
de enero de 1897. 

RiCHAD Olney. 
Julián Paunckfote. 
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Tratado adicional al de paz y amistad 
celebrado entre la República del Perú y el Reino de España 

en 14 de Agosto de 1897. 



Su Excelencia el Presidente de la República del 
Perú y Su Magestad la Reina Regente de España, 
en nombre de su augusto hijo D. Alfonso XIII, de- 
seando estrechar cada día más las relaciones de cor- 
dial amistad y buenas correspondencias, felizmente 
existentes entre las dos naciones, facilitar á sus res- 
pectivos ciudadanos 6 subditos el ejercicio de sus 
profesiones, y alejar para lo futuro todo motivo de 
discordia y desavenencia, han convenido en dar me- 
yor amplitud al Tratado de Amistad firmado en Pa- 
rís á catorce de agosto de mil ochocientos setenta y 
nueve, y al efecto han nombrado Plenipotenciarios; 

Su Excelencia el Presidente de la República del 
Perú al Dr. D. Enrique de la Riva Agüero, Ministro 
de Estado en el Despacho de Relaciones Exterio- 
res; y 

Su Majestad la Reina Regente de España á D. Ju- 
lio de Arellano, su Enviado Extraordinario y Minis- 
tro Plenipotenciario en el Perú; 

Quienes, después de haber comunicado sus respec- 
tivos plenos poderes y hallándolos en buena y debida 
forma, han estipulado los artículos siguientes: 
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ARTÍCULO I 

Toda controversia ó diferencias que ocurrieren en- 
tre el Peni y España acerca de la interpretación de 
los tratados vigentes, ó que en lo sucesivo lo estén, 
serán resueltas por el inapelable fallo de un arbitro, 
propuesto y aceptado de común acuerdo. Las desa- 
venencias que pudieran surgir sobre puntos no pre- 
vistos en dichos tratados ó pactos, serán igualmente 
sometidas al arbitraje; pero sino hubiese conformidad 
en cuanto ó la adopción de este procedimiento, por 
tratarse de asuntos que afectan la soberanía nacional 
ó que de otro modo sean por su naturaleza incompa- 
tibles con el arbitraje, ambos Gobiernos estarán obli- 
gados, en todo caso, á aceptar la mediación ó buenos 
oficios de un Gobierno amigo, para la solución pacífi- 
ca de toda controversia. En todos los casos de ar- 
bitraje, las Altas Partes Contratantes establecerán, 
de común acuerdo, los trámites, términos y formali- 
dades que el Juez y las partes deberán observar en el 
curso y terminación del juicio arbitral. 

ARTÍCULO II 

La condición nacional de peruanos ó españoles se 
determinará, en cada uno de los respectivos países y 
para los efectos jurisdiccionales del mismo, por la pro- 
pia legislación, salvo que ambos Gobiernos celebren 
en lo sucesivo convenios especiales sobre estas ma- 
terias de nacionalidad y naturalización, con el carác- 
ter de reciprocidad. Igual criterio se observará res- 
pecto de las personas morales ó jurídicas, trátese de 
sociedades mercantiles ú otras, reconocidas por la ley 
en cada uno de los dos países y domiciliadas y esta- 
blecidas en el mismo. El carácter nacional de las 
personas morales es independiente de la nacionalidad 
particular de sus socios. 
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ARTÍCULO III 

En el caso de que un español en el, Perú ó un pe- 
ruano en España, tomare parte en las cuestiones in- 
teriores ó en las luchas civiles de cualquiera de los 
dos Estados, será tratado, juzgado y, si para ello hu- 
biere motivo, condenado por los mismos procedimien- 
tos, trámites ó tribunales que lo sean los nacionales 
que se hallen en las mismas circunstancias. 

ARTÍCULO IV 

Los Gobiernos no podrán recíprocamente exigirse 
responsabilidas por los daños, vejámenes ó exacciones 
que los nacionales de uno de los dos Estados sufrie- 
ren en el territorio del otro por parte de los subleva- 
dos, en tiempo de insurrección ó guerra civil ó en se- 
diciones ó motines, ó por parte de tribus ú hordas 
salvajes sustraídas á la obediencia del Gobierno, á 
menos que resultare culpa ó falta de vigilancia por 
parte de las autoridades del país, declarada por los 
tribunales del mismo. Los Gobiernos del Perú y Es- 
paña no serán, por tanto, recíprocamente responsa- 
bles, sino de sus propios actos ó de los que hayan eje- 
cutado sus Agentes en ejercicio de sus funciones. 
Queda entendido, sin embargo, que tanto los peruanos 
como los españoles gozarán de las equitativas com- 
pensaciones ó más favorables remuneraciones que los 
respectivos Gobiernos puedan conceder en dichas, cir- 
cunstancias á sus propios nacionales ó á otros ex- 
tranjeros. 

ARTÍCULO v 

Si un español en el Perú ó un peruano en España 
tomara parte en sedición, rebelión 6 guerra civil, si 
usurpare derechos políticos ó si desempeñase cargo, 
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empleo ó función que tengan anexa autoridad polí- 
tica ó jurisdicción, pierde el derecho á las exenciones 
y á todo fuero de extranjería que los tratados ó el De- 
recho de Gentes puedan reconocerle, y quedará equi- 
parado á los nacionales en lo concerniente á la res- 
ponsabilidad de sus actos. 

ARTÍCULO VI 

Los españoles en el Perú y los peruanos en Espa- 
ña gozarán de los mismos derechos civiles que los 
ciudadanos ó nacionales; y las leyes penales de poli- 
cía ó seguridad los obligarán por igual. En uno y 
otro caso, sus bienes, derechos, responsabilidades pe- 
nales y acciones civiles, serán amparados, reconoci- 
dos ó calificados por las mismas autoridades judiciales 
y administrativas competentes que amparen, reconoz- 
can 6 califiquen los de los nacionales. Las senten- 
cias, decretos ó resoluciones legales, dictadas sobre 
las solicitudes, quejas ó demandas de aquellos y que 
adquieran carácter definitivo, con arreglo á los recur- 
sos, instancias y trámites que ofrezca la legislación lo- 
cal, surtirán efecto y se ejecutarán del propio modo 
que respecto de los ciudadanos de cada país. Los 
españoles en el Perú y los peruanos en España no 
tendrán derecho á la intervención diplomática, sino 
en el caso de manifiesta denegación de justicia, ó sea 
repulsa ó negligencia en la administración de ella. 

ARTÍCULO vil 

Las dos altas partes contratantes se reservan el 
derecho de no admitir y el de expulsar del territorio, 
con arreglo á las leyes respectivas, á los individuos 
que por su mala vida ó por su conducta fueren con- 
siderados perniciosos. Las medidas de expulsión 
que dicte uno de los dos [Gobiernos, serán por él co- 
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mullicadas al representante acreditado por el otro en 
el píiís. 

ARTÍCULO VIII 

Los certificados de estudios y títulos universitarios 
6 profesionales expedidos en uno de los dos países á 
favor de ciudadanos peruanos ó es pañoles, serán re- 
cíprocamente reconocidos como válidos en el otro, 
mediante la comprobación de la autenticidad de los 
mismos y la identidad de las personas. 

La autenticidad se hará constar por las oportunas 
legalizaciones en la forma de estilo, y la identidad de 
la persona se comprobará con un certificado expedido 
por la Legación respectiva, y en su defecto, por al- 
guna autoridad consular residente en el país en que 
el título fué expedido, igualmente sujeto á dichas le- 
galizaciones. 

Mediante estos requisitos y sin perjuicio de que 
ambos Gobiernos se comuniquen recíprocamente los 
programas de estudios, ó se entiendan respecto á cual- 
lesquiera otros detalles administrativos, podrán ser in- 
corporados los estudiantes en los colegios, universida- 
des ó escuelas especiales de uno ú otro país, ó ejercer 
las profesiones á que se refieren los títulos; enten- 
diéndose que los interesados quedan sometidos á to- 
dos los reglamentos, impuestos y deberes que rigen 
para los propios nacionales. 

ARTÍCULO IX 

Las estipulaciones de este Tratado no alteran ni 
modifican las vigentes entre el Perú y España por vir- 
tud de Tratados anteriores en asuntos no comprendí- 
dos en él. 
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ARTÍCULO X 

El presente Tratado será ratificado con arreglo á 
las respectivas legislaciones, las ratificaciones se can- 
jearán en Lima lo más pronto posible. Permanece- 
rá en vigor hasta un año después del día en que una 
de las Altas Partes lo denuncie en todo ó en parte. 

En fé de lo cual los infrascritos lo hemos firmado 
en doble ejemplar, en Lima, á los diesiseis días del 
mes de Julio de mil ochocientos noventa y siete. 

• • 

E. DE LA RiVA-AguERO 

Julio de Arellano. 



Convención de la Haya 
para el arreglo pacifico de los conflictos internacionales. 



S. M. el Rey de los Belgas, S. M. el Rey de Dina- 
marca, S. M. el Rey de España y en su nombre 
S. M. la Reina Regente del Reino, el Presidente de 
los Estados Unidos de América, el Presidente de los 
Estados Unidos Mejicanos, el Presidente de la Re- 
pública Francesa, S. M. el Rey de los Helenos, S. A. 
el Príncipe de Montenegro, S. M. la Reina de los 
Paises Bajos, S. M. I. el Schah de Persia, S. M. el 
Rey de Portugal y de los Algarbes, S. R. el Rey de 
Rumania, S. M. el Emperador de todas las Rusias, 
S. M. el Rey de Siam, S. M. el Rey de Suecia y No- 
ruega y S. A. R. el Príncipe de Bulgaria, 

Animados de la firme voluntad de concurrir á la 
conservación de la paz general; 

Resueltos á favorecer con todos sus esfuerzos el 
arreglo amistoso de los conflictos internacionales; 

Reconociendo la solidaridad que une á los miem- 
bros de la sociedad de las naciones civilizadas; 

Con la voluntad de extender el imperio del dere- 
cho y fortificar el sentimiento de la justicia inter- 
nacional; 

Convencidos de que la institución permanente de 
una jurisdicción arbitral, accesible á todos, en el seno 
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de las potencias independientes, puede contribuir 
eficazmente á ese resultado; 

Considerando las ventajas de una organización ge- 
neral y regular del procedimiento arbitral; 

Estimando con el augusto iniciador de la Confe- 
rencia Internacional de la Paz, que importa consa- 
grar en un acuerdo internacional los principios de 
equidad y de derecho sobre los cuales reposan la se- 
guridad de los Estados y el bienestar de los pueblos; 

Deseando concluir una convención para ese efecto, 
han nombrado por sus plenipotenciarios, á saber: (aquí 
los nombres y títulos.) 

Los cuales después de haberse comunicado sus ple- 
nos poderes y encontrándolos en buena y debida for- 
ma, han convenido en las disposiciones siguientes: 



TITULO I 

DE LA CONSERVACIÓN DE LA PAZ GENERAL 

Art. i.° Con la mira de prevenir, en cuanto sea 
posible, el recurrir á la fuerza en las relaciones entre 
los estados, las potencias signatarias acuerdan el em- 
pleo de todos sus esfuerzos para asegurar el arreglo 
pacífico de las diferencias internacionales. 



TITULO II 



DE LOS BUENOS OFICIOS Y DE LA MEDIACIÓN 



Art. 2.° En caso de disentimiento grave ó de 
conflicto, antes de apelar á las armas, las potencias 
signatarias convienen en recurrir, en cuanto las cir- 
cunstancias lo permitan, á los oficios ó á la mediación 

de una ó más potencias amigas. 

55 
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Art. 3.° Independientemente de este medio, las 
potencias signatarias juzgan útil que una ó varias po- 
tencias extrañas al conflicto ofrezcan por su propia 
iniciativa^ si las circunstancias se prestan para ello, 
sus buenos oficios ó su mediación á los estados en 
conflicto. 

El derecho de ofrecer los buenos oficios ó la me- 
diación pertenece á las potencias extrañas al con- 
flicto, aún durante el curso de las hostilidades. 

El ejercicio de este derecho no puede jamás con- 
siderarse por ninguna de las partes en litigio como 
un acto poco amistoso. 

Art. 4.° El rol del mediador consiste en conciliar 
las pretensiones opuestas y en calmar los resenti- 
mientos que pueden haberse producido entre los Es- 
tados en conflicto. 

Art. 5.0 Las funciones del mediador cesan desde 
el momento en que se ha comprobado, sea por una 
de las partes en litigio, sea por el mediador mismo, 
que los medios de conciliación propuestos por éste no 
son aceptados. 

Art. 6.° Los buenos oficios y la mediación, sea 
por solicitud de una de las partes en conflicto, sea 
por la iniciativa de las potencias estrañas á él, tienen 
exclusivamente el carácter de consejo y no revisten 
jamás fuerza obligatoria. 

Art. 7.° La aceptación de la mediación no puede 
tener por efecto, salvo convención contraria, el inte- 
rrumpir, retardar ó entrabar la movilización y otras 
medidas preparatorias para la guerra. 

Si ella ocurre después de comenzadas las hostili- 
dades no interrumpe, salvo convención contraria, las 
operaciones militares emprendidas ya. 

Art. 8.° Las potencias signatarias se hallan de 
acuerdo para recomendar la aplicación, en cuanto lo 
permitan las circunstancias, de una mediación espe- 
cial bajo la forma siguiente: 
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En caso de diferencia grave que comprometa la 
paz, los Estados en conflicto elijen respectivamente 
una potencia, á la cual confían la misión de entrar en 
relación directa con la potencia elejida por la otra 
parte, para el efecto de prevenir la ruptura de las re- 
laciones pacíficas. 

Mientras dura ese mandato, cuyo término salvo es- 
tipulación contraria, no puede exceder de treinta días, 
los Estados en litigio suspenden toda relación directa 
sobre la materia del conflicto, el cual se considera 
como deferido exclusivamente á las potencias media- 
doras. Éstas deben aplicar todos sus esfuerzos al 
arreglo de la desavenencia. 

En caso de ruptura efectiva de las relaciones pací- 
ficas, esas potencias quedan encargadas de aprovechar 
toda ocasión para restablecer la paz. 



TITULO III 



DE LAS COMISIONES INTERNACIONALES DE INVESTIGACIÓN 



Art. 9.° En los litigios de orden internacional 
que no comprometan ni el honor ni intereses esencia- 
les y que pijpvengan de una divergencia de aprecia- 
ción sobre puntos de hecho, las potencias signatarias 
juzgan útil que las partes que no hubieran podido 
ponerse de acuerdo por la vía diplomática, instituyan, 
en cuanto las circunstancias lo permitan, una comi- 
sión internacional de investigación, encargada de fa- 
cilitar la solución de esos litigios, ilustrando por un 
examen imparcial y concienzudo las cuestiones de 
hecho. 

Art. 10. Las comisiones internacionales de inves- 
tigación son constituidas por convención especial en- 
tre las partes en litigio. 

La comisión de investigación precisa los hechos 
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que deben examinarse y la extensión de los poderes 
de los comisarios. 

Ella reglamenta el procedimiento. 

La investigación tiene lugar contradictoriamente. 

Las formas y los términos que deben observarse, 
si no se han fijado por la convención de investigación, 
se determinan por la comisión misma. 

Art. II. Las comisiones internacionales de in- 
vestigación se forman, salvo estipulación contraria, de 
la manera determinada por el art. 32 de la presente 
Convención. 

Art. 12. Las potencias en litigio se comprome- 
ten á proporcionar á la comisión internacional de in- 
vestigación, con la extensión que crean posible, to- 
dos los medios y todas las facilidades ncesarias para 
el conocimiento completo y la apreciación exacta de 
los hechos cuestionados. 

Art. 13. La comisión internacional de investiga- 
ción presenta á las potencias en litigio su informe fir- 
mado por todos los miembros de la comisión. 

Art. 14. El informe de la comisión internacional 
de investigación, limitado á la comprobación de los 
hechos, no tiene de ningún modo el carácter de una 
sentencia arbitral; y deja á las potencias en litigio en 
entera libertad para los efectos que deben dar á esa 
comprobación. 

TITULO IV 

DEL ALBITRAJE INTERNACIONAL. 

Capitulo i 9 — De la justicia arbitral 

Art. 15. El arbitraje iuternacional tiene por ob- 
jeto el arreglo de los litigios entre los Estados por 
jueces de su elección y sobre la base del respeto al 
derecho. 
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Art. 1 6. En las cuestiones de orden jurídico y 
en primer lugar en las cuestiones de interpretación ó 
de aplicación de las convenciones internacionales, se 
reconoce el arbitraje por las potencias signatarias co- 
mo el medio más eficaz y á la vez el más equitativo 
de arreglar los litigios que no han sido resueltos por 
la vía diplomática. 

Art. 17. La convención de arbitraje se celebra 
por controversias ya existentes ó por controversias 
eventuales. 

Puede comprender todo litigio ó solamente litigios 
de categoría determinada. 

Art. 18. La convención de arbitraje implica el 
compromiso de someterse de buena fé á la sentencia 
arbitral. 

Art. 19. Independientemente de los tratados ge- 
nerales ó particulares que estipulan actualmente la 
obligación de recurrir al arbitraje para las potencias 
signatarias, estas potencias se reservan el celebrar, 
sea antes de la ratificación del presente acto, sea pos- 
teriormente, acuerdos nuevos, generales ó particula- 
res, con la mira de extender el arbitraje obligatorio á 
todos los casos que juzguen posible someterle. 

Capitulo 11. — De la Corte permanente de arbitraje 

Art. 20. Con el objeto de facilitar el recurso in- 
mediato al arbitraje para las diferencias internaciona- 
les, que no han podido arreglarse por la vía diplomá- 
tica, las potencias signatarias se comprometen á or- 
ganizar una Corte Permanente de arbitraje, accesible 
en todo tiempo y que funcione, salvo estipulación 
contraria de las partes, conforme á las reglas de pro- 
cedimiento insertas en la presente Convención. 

Art. 21. La Corte permanente tendrá competen- 
cia para todos los casos de arbitraje, á no ser que 
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haya acuerdo entre las partes para el establecimien- 
to de una jurisdicción especial. 

Art. 22. La oficina internacional establecida en 
la Haya sirve de secretaría á la Corte. 

Esa oficina es la intermediaria de las comunicacio- 
nes relativas á las reuniones de ésta. 

Le concierne la guarda de los archivos y la ges- 
tión de todos los asuntos administrativos. 

Las potencias signatarias se obligan á comunicar 
á la oficina internacional de la Haya, una copia cer- 
tificada y conforme de toda estipulación de arbitraje 
convenida entre ellas y de toda sentencia arbitral que 
les concierna, expedida por jurisdicciones especiales. 

Se comprometen también á comunicar á la Oficina 
las leyes, reglamentos y documentos, que eventual- 
mente comprueben la ejecución de las sentencias ex- 
pedidas por la Corte. 

Art. 23. Cada una de las potencias signatarias 
designará dentro de los tres meses siguientes á la ra- 
tificación que dé al presente acto, cuatro personas, á 
lo más, de una competencia reconocida en las cues- 
tiones de derecho internacional, que gocen de la más 
alta consideración moral y dispuestas á aceptar las 
funciones de arbitros. 

Las personas así designadas serán inscritas, con 
el título de miembros de la Corte, en una lista que 
será comunicada á todas las potencias signatarias por 
la Oficina. 

Toda modificación en la lista de los arbitros será 
comunicada por la Oficina á las potencias signatarias. 

Dos ó más potencias pueden entenderse para la 
designación en común de uno ó de muchos miembros. 

La misma persona puede ser designada por poten- 
cias diferentes. 

Los miembros de la Corte son ' nombrados por el 
término de seis años; y su mandato puede ser re- 
novado. 
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En caso de muerte ó de retiro de un miembro de 
la Corte, se provee á su reemplazo de la manera fija- 
da para su nombramiento. 

Árt. 24. Cuando las potencias signatarias quie- 
ran dirijirse á la Corte permanente para el arreglo de 
una diferencia que entre ellas haya sobrevenido, la 
elección de los arbitros llamados á formar el Tribu- 
nal competente para estatuir sobre esa diferencia, 
debe hacerse de la lista general de los miembros de 
la Corte. 

A falta de constitución del Tribunal arbitral por el 
acuerdo inmediato de las partes, se procede del mo- 
do siguiente: 

En caso de empate de votos, la elección del diri- 
mente se confía á una tercera potencia designada de 
común acuerdo por las partes. 

Si ese acuerdo no tiene lugar, cada parte designa 
una potencia diferente y la elección del dirimente se 
hace de concierto por las potencias designadas. 

Compuesto asi el Tribunal, las partes notifican á la 
Oficina su decisión de dirijirse á la Corte y los nom- 
bres de los arbitros. 

El Tribunal arbitral se reúne en la fecha determi- 
nada por las partes. 

Los miembros de la Corte, en el ejercicio de sus 
funciones y fuera de su país, gozan de los privilegios 
é inmunidades diplomáticas. 

Art. 25. El Tribunal arbitral funciona de ordina- 
rio en la Haya. 

Su asiento no puede, cambiarse por el Tribunal, 
salvo el caso de fuerza mayor, si no con el asenti- 
miento de las partes. 

Art. 26. La Oficina internacional de la Haya es- 
tá autorizada para poner sus locales y su organización 
á disposición de las potencias signatarias para que 
funcione toda jurisdicción especial de arbitraje. 

La jurisdicción de la Corte permanente puede ex- 
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tenderse en las condiciones previstas por los Regla- 
mentos, á los litigios existentes entre potencias no 
signatarias ó entre potencias signatarias y potencias 
no signatarias, si las partes han convenido en ocurrir 
áesa jurisdicción. 

Art. 27. Las potencias signatarias consideran 
como un deber, en el caso de que un conflicto grave 
amenace estallar entre dos á más de ellas, el recor- 
darles que la Corte permanente les está abierta. 

En consecuencia, declaran que el hecho de recor- 
dar á las partes en conflicto las disposiciones de la 
presente Convención y el consejo que se les dá en 
interés de la Paz, de ocurrir á la Corte permanente, 
no pueden considerarse sino como actos de buenos 
oficios. 

Art. 28. Un Consejo administrativo permanente 
compuesto de los representantes diplomáticos de las 
potencias signatarias, acreditados en la Haya, y del 
Ministro de Negocios Extrangeros de los Paises Ba- 
jos, que llenará las funciones de Presidente, quedará 
constituido en esta ciudad, lo más pronto posible 
después de la ratificación del presente acto, por nue- 
ve potencias á lo menos. 

Ese Consejo estará encargado de establecer y or- 
ganizar la Oficina internacional, la que quedará bajo 
su dirección y vigilancia. 

Notificará á las potencias la constitución de la 
Corte y proveerá á la instalación de ésta. 

Expedirá su reglamento de orden y los demás que 
sean necesarios. 

Decidirá todas las cuestiones administrativas que 
pudieran surjir respeto al funcionamiento de la Corte. 

Tendrá toda clase de poderes en cuanto al nom- 
bramiento, suspensión ó remoción de los funciona- 
rios y empleados de la Oficina. 

Fijará los sueldos y salarios y vigilará el gasto ge- 
neral. 



r 
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La presencia de cinco miembros en las reuniones 
debidamente convocadas, basta para permitir al Con- 
sejo el deliberar válidamente. Las decisiones se 
adoptarán por mayoría de votos. 

El Consejo comunica sin retardo á las potencias 
signatarias los reglamentos que haya adoptado para 
sí mismo. 

Les dirijirá cada año un informe sobre los trabajos 
de la Corte, sobre la función de los servicios admi- 
nistrativos y sobre los gastos. 

Art. 29. Los gastos de la Ofi:ina serán sufraga- 
dos por las potencias signatarias en la proporción es- 
tablecida por la Oficina internacional de la Unión 
Postal universal. 

Capítulo IIL — Del procedimiento arbitral. 

Art. 30. Con la mira de favorecer el desarrollo 
del arbitraje, las potencias signatarias han acordado 
las reglas siguientes, que serán aplicables al procedi- 
miento arbitral cuando las partes no haya convenido 
en otras reglas. 

Art. 31. Las potencias que recurren al arbitraje 
firman una acta especial (compromiso) en la que se 
encuentren claramente determinados el objeto del li- 
tigio así como la extensión de los poderes de los ar- 
bitros. Esa acta implica la obligación de someterse 
de buena fé á la sentencia arbitral. 

Art. 32. Las funciones arbitrales pueden ser con- 
feridas á un arbitro único ó á muchos arbitros desig- 
nados por las partes según su agrado, ó escogidos por 
ellas mismas entre los miembros de la Corte perma- 
nente de arbitraje establecida por el presente con- 
venio. 

A falta de constitución del Tribunal por el acuer- 
do inmediato de las partes, se procede del modo si- 
guiente: 

56 
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Cada parte nombra dos arbitros y éstos de consu- 
no elijen un dirimente. 

En caso de empate de los votos la elección del di- 
rimente se confía á una tercera potencia, designada 
de común acuerdo por las partes. 

Si no hay acuerdó para ese objeto, cada parte de- 
signa una potencia diferente, y la elección del diri- 
mente se hace de concierto por las potencias de- 
signadas. 

Art. 33. Cuando un Soberano ó Jefe de Estado 
es elejido como arbitro, el procedimiento arbitral se 
reglamenta por él. 

Art. 34. El dirimente es de derecho el Presiden- 
te del Tribunal. 

Cuando el Tribunal no comprende un dirimente, 
nombra él mismo su presidente. 

Art. 35. En caso de muerte, dimisión ó impedi- 
mento de uno de los arbitros, cualquiera que sea su 
causa, se provee á su reemplazo de la manera fijada 
para su nombramiento. 

Art. 36. El asiento del Tribunal se designa por 
las partes. A falta de esa designación el Tribunal 
funciona en la Haya. 

Designado así el asiento, no puede cambiarse por 
el Tribunal, salvo el caso de fuerza mayor, sino con 
asentimiento de las partes. 

Art. 37. Las partes tienen el derecho de nom- 
brar para ante el Tribunal delegados ó agentes espe- 
ciales, con la misión de servir de intermediarios en- 
tre ellas y el Tribunal. 

Están, además, autorizadas para encargar la defen- 
sa de sus derechos ó intereses ante el Tribunal, á 
consejeros ó abogados nombrados por ellas para ese 
objeto. 

Art. 38. El Tribunal decide sobre la elección de 
las lenguas que hayan de usarse y cuyo empleo que- 
de autorizado ante él. 
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Art. 39. El procedimiento arbitral comprende 
por regla general dos fases distintas: la instrucción y 
los debates. 

La instrucción consiste en la comunicación hecha 
por los agentes respectivos, á los miembros del Tri- 
bunal y á la parte adversa de todos los documentos 
impresos ó manuscritos y de todos los actos que con- 
tienen los medios de defensa invocados en la causa. 
Esa comunicación tendrá lugar en la forma y plazos 
determinados por el Tribunal en virtud del art. 49. 

Los debates consisten en el desarrollo oral de los 
medios de defensa de las partes ante el Tribunal. 

Art. 40. Todo documento presentado por una de 
las partes debe ser comunicado á la otra parte. 

Art. 41. Los debates son dirijidos por el Presi- 
dente. 

No son públicos sino en virtud de una decisión de! 
Tribunal, adoptada con el asentimiento de las partes. 

Se consignan en actas redactadas por secretarios 
que nombra el Presidente. Solo esas actas tienen ca- 
rácter auténtico. 

Art. 42. Cerrada la instrucción, el Tribunal tie- 
ne el derecho de eliminar del debate todos los actos 
ó documentos nuevos que una de las partes quisiera 
someterle sin el consentimiento de la otra. 

Art. 43. El Tribunal es libre para tomar en con- 
sideración los actos ó documentos nuevos, sobre los 
cuales los agentes ó consejeros de las partes llamen 
su atención. 

En este caso el Tribunal tiene el derecho de reque- 
rir la presentación de esos actos ó documentos, salvo 
la obligación de dar conocimiento de ello á la parte 
adversa. 

Art. 44. El Tribunal puede, además, requerir á 
los agentes de las partes para que presenten toda 
clase de actos y para pedir las explicaciones necesa- 
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rias. En caso de negativa el Tribunal dejará cons- 
tancia de ella. 

Art. 45. Los agentes y abogados de las partes 
están autorizados para presentar oralmente al Tribu- 
nal todos los medios que 'uzguen útiles para la de- 
fensa de su causa. 

Art. 46. Tienen el derecho de promover excep- 
ciones é incidentes. Las decisiones del Tribunal sobre 
esos puntos son definitivas y no pueden dar lugar á 
discusión ulterior. 

Art. 47. Los miembros del Tribunal tienen el de- 
recho de plantear cuestiones á los agentes y aboga- 
dos de las partes y de pedirles aclaraciones sobre 
puntos dudosos. 

Ni las cuestiones planteadas, ni las observaciones 
hechas per los miembros del Tribunal, durante el cur- 
so de los debates, pueden mirarse como la expresión 
de las opiniones del Tribunal en general ó de sus 
miembros en particular. 

Art. 48. El Tribunal está autorizado para deter- 
minar su prppia competencia, interpretando el com- 
promiso, asíí como los demás tratados que pueden ser 
invocados sobre la materia, aplicando los principios 
de derecho internacional. 

Art. 49. El Tribunal tiene el derecho de expedir 
reglas de procedimiento para la dirección del proceso, 
determinar las formas y los plazos dentro de los cua- 
los cada parte debe formular sus conclusiones y de 
proceder á todas las formalidades que lleva consigo 
la actuación de las pruebas. 

Art. 50. Una vez que los agentes y los abogados 
de las partes hayan presentado todos los esclareci- 
mientos y pruebas en apoyo de su causa, el Presiden- 
te declara cerrados los debates. 

Art. 51. Las deliberaciones del Tribunal tienen 
lugar á puerta cerrada. 
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Toda decisión debe adoptarse por la mayoría de los 
miembros del Tribunal. 

La negativa de un miembro para tomar parte en 
la votación debe hacerse constar en el acta. 

Art. 52. La sentencia arbitral, votada por mayo- 
ría debe ser motivada; se redactará por escrito y se- 
rá firmada por todos los miembros del Tribunal. 

Los miembros que hayan quedado en minoría pue- 
den al firmar, dejar constancia de su disentimiento. 

Art, 53. La sentencia será leída en sesión públi- 
ca del Tribunal, estando presentes las partes ó debi- 
damente llamadas. 

Art. 54. La sentencia arbitral debidamente pro- 
nunciada y notificada á las partes en litigio, decide la 
controversia definitivamente y sin apelación. 

Art. 55. Las partes pueden reservarse en el com- 
promiso el pedir la revisión de la sentencia arbitral. 

En este caso, y salvo convención contraria, la pe- 
tición debe dirijirse al Tribunal que ha expedido la 
sentencia. Esa petición no puede fundarse sino en el 
descubrimiento de un hecho nuevo que hubiera podi- 
do ejercer una influencia decisiva sobre la sentencia y 
que, al tiempo de cerrarse los debates, era desconoci- 
do para el Tribunal mismo y para la parte que ha 
solicitado la revisión. 

El procedimiento de revisión no puede abrirse si- 
no por una decisión del Tribunal que haga constar 
expresamente la existencia del hecho nuevo, recono- 
ciéndole los caracteres previstos en el párrafo que 
precede y declarándose que la solicitud es admisible 
por ese título. 

El compromiso fija el término dentro del cual debe 
presentarse la solicitud de revisión. 

Art. 56. La sentencia arbitral no es obligatoria si 
no para las partes que han celebrado el compromiso. 

Cuando se trate de la interpretación de una con- 
vención en que han tomado parte otras potencias dis- 
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tintas de las que litigan, éstas deben notificar á aque- 
llas el compromiso que han celebrado. Cada una de 
esas potencias tiene el derecho de intervenir en el 
proceso. Si una ó algunas de ellas han aprovechado 
de esa facultad, la interpretación que contiene la sen- 
tencia es igualmente obligatoria para ellas. 

Art. 57. Cada parte sufraga sus propios gastos 
y una parte igual de los del Tribunal. 

DISPOSICIONES GENERALES 

Art. 58. La presente convención será ratificada 
en el más corto plazo posible y las ratificaciones 
entregadas en la Haya. 

El depósito de cada ratificación se hará constar en 
una acta, de la cual se dará copia certificada y con- 
forme por la vía diplomática á todas las potencias 
que han estado representadas en la Conferencia In- 
ternacional de la Paz de la Haya. 

Art. 59. Las potencias no signatarias que han 
estado representadas en la Conferencia Internacional 
de la Paz, podrán adherirse á la presente Convención. 
Para este efecto harán conocer su adhesión á las po- 
tencias contratantes por medio de una notificación es- 
crita, dirijida al Gobierno de los Países Bajos y co- 
municada por éste á las demás potencias contra- 
tantes. 

Art. 60. Si acaeciera que una de las partes con- 
tratantes denunciase la presente Convención, esta de- 
nuncia no producirá sus efectos sino un año después 
de la notificación hecha por escrito al Gobierno de 
los Países Bajos y comunicada inmediatamente por 
éste á todas las demás potencias contratantes. 

El denuncio no producirá sus efectos si no respecto 
á la potencia que lo haya notificado. 

En fé de lo cual los plenipotenciarios han firmado 
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la presente Convención y la han refrendado con- sus 
sellos. 

Hecha en la Haya el veintinueve de Julio de mil 
ochocientos noventa y nueve, en un solo ejemplar que 
permanecerá depositado en los archivos del Gobierno 
de los Países Bajos y de la cual se entregarán copias 
certificadas conformes por la vía diplomática á las po- 
tencias contratantes. 

Siguen las firmas de los plenipotenciarios de Bél- 
gica, Dinamarca, España, EE. UU. de América, 
Méjico, Francia, Grecia, Montenegro, Países Bajos, 
Persia, Portugal, Rumania, Rusia, Siam, Suecia-No- 
ruega y Bulgaria. 
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